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sus sentencias, ha estado de acuerdo con las doctrinas qiíe^el Dr. Obarr o 
ha explicado en su cdtedra de Derecho Comercinl. Podían, por lo tanto 
esperar íunt adámente, que al lle^^ar el sabio jurisconsulto^ rt exponer 
nmteria le^al tan importante como la de Seciuro^.^etra,, de canihioTSl 
corriente Cheque, Presen pe ion. etc., míe es lo que encierra el volumen míe 
acaba de darse á la publicidad, aquellos conocimientos con la ciar dad^de 
en^cS'Ssti^^^^^^^^ '^"^ característica del autor, tenían ampho cam¿o 

Asi ha sido eíectiyamente, y de ello se convenceni cfuien estudie el 
nuevo libro que hoy damos a la publicidad. * esiuaie ei 

tuvieron «K\ Código de Comercio comentado y concordarlo-), el tomo lo 

f^l^'^'l^^''^^^,^^^ DiiQuM^BHAs; obras con 

las cuales el Dr Gbarrio ha conquistado ya un alto rango entre los 
comerciahstas más acreditados. ^ 

..K.^vfo '^P-'^^^fl^F ^^.í^;^«,«? ^^' Dkrecho Comercial, fítltará sólo el Dere- 
cho Marítimo (Libro III del- Código), el que, salvo ak?ún contratiempo 
imí)revisto se propone dar á luz en los primeros meses del año entrante' 
«ofn í^^."" volumen constituye, como los citados anteriormente, un 
ufo !i /^^® P"^"^® prestar una gran utilidad á los que lo adquieran, ya rnie 
las materias que encierra, forman puede decirse un todo, que puede 
estudiarse separadamente. ^ t , ^ui. ^iueue 

, Ahora que está andado casi lodo el camino, y que ya se puede aore- 
ciar el conjunto de la obra del Dr. Obarrio, nos ^alíílcamos en la idea de 
í^^tl -i ® una obra de gran importancia, que abarca todo el Derecho 
X?rj? ^7® ' y que sr bien no se extiende en un gran número de volúmenes 
22r^P. -í^^ tratadistas, ios condensa con un méto<lo y claridad dignos de 
ser tenidos en cuenta. ^ 

TwJí^^^"^^^® '^^ "° jurisconsulto de la notoriedad del autor, el Curso de 

.™oi?A ^''^^^^^^^ ^ formar con su enseñanza, una 

generación de discípulos dignos del distinguid^ muestro. 




Félix LdjoHídie, Lihirro-Editor 



Nueva publicación 



JURISPRUDENCIA CIVIL 

Repertorio Jurídico-Alfabético de los Fallos 
de la Cámara de Apelación de la Capital 
en Materia Civil.- 



POR KL 

Doctor J. J. HALL 

Comprenda los 73 lomos de Fallos de la Cámara Civil publicados 
hasta la fecha. —9 tomos de h\ \^ serie. -- 10 tomos de la 2^ serie. — 13 
tomos de la ',V^ sei'ie. — 15 tomos áo \i\ 4^» serie.— 12 tomos de la 5'' serie. — 
14 tomos de la 6» serie. 

1 grueso vol.ia-8> de más de 1000 pág., rústica.» $ IH— Provincias $ 19. 50 
La misma obra con elegante encuademación. » *Z0 — Provincias » '¿*¿.00 

Knlre las obras fundomentales y» do mayor prAclica del cuerpo do 
dereclio argentino, íigurftn los fallos fie las (/.uñaras de la Gaí)ital Federal. 
Kl gran número de volúmenes publicados, por una parte, y la 
circunslancia de quo alguno.s de ellos se lian agotado, por otra, como 
asimismo su elevado precio, son suliciente motivo para ({ue los hombres 
del foro no puedan co'nsultar los innumerabbís casos de nuestra juris- 
prudencia, boy dia casi tan adelantada como las más de las naciones 
europeas. 

Condensar en un volumen eri forma de Keptírlorio alfabético tan inmensa 

labor jurídica, ha sido nuestro proposito. La «)bra que presentamos al 

público implica ahorro de tiempo y economía de trabajo. 

•^ El Itepcrtorin Jurídico- AL f(üjiHu:o de los Fallos de la Cámara Civil, 

comprende los 73 tomos de sentencias publicadas por la Cámara hasta 

el día. De manera ({ue bastará consultar la palabra del caso en su 

orden alfabético para conocer la sentencia recalda. 

Decimos que en este tomo se condensa toda la jurisprudencia contenida 

'^'^■"ón completa de los Fallos de la Camaina Civil ; pero tratándose 

¡cación periódica, se comprende que los nuevos tomos de 

salgan á luz exigí r;'in más tarde un complemento. Para 

jbjeto, á fines de cada aña publicaremos un Apéndice en la 

1 *•- que contendrá los tomos publicados posteriormente, de 

•^''¿ner siempre al dia nuestra publicación. 
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El Código de Comercio Argentino concordado y comentado — 
2 val. én-8o, 1878-1882 {agotado), 

CuRsd^DB Derecho Comercial— í voL en-8^^ 1888 (agotado). 

Breves explicaciones sobre quiebras— i vol. en'8o, 1889' 
(agotado). 

Lecciones de Derecho Penal — / vol. en'8<>, 1887 (agotado). 

Proyecto de Código de Procedimientos en materia penal 
'para los Tribunales Nacionales de la República— 
1 vol. en-8^, 1882. Publicación oficial— (Este proyecto 
fué sancionado por ley de 17 de Octubre de 1888 oon 
las modificaciones introducidas por la comisión revi- 
sora y la de Códigos de la Cámara de Diputados). 

EN COLABORACIÓN: 

Códigos Militares, comprendiendo la ley de Organización 
y competencia de los tribunales respectivos^ en vi- 
gencia. Publicación oficial— 1 vol. en-So^ 1894. 

Reformas al Proyecto de Código de procedimientos en 
materia civil y comercial, redactado por los Dres. A. 
Alcorta y E. S. Zeballos. Edición oficial— i vol. en'8^y 
i892. 

Proyecto de Código de Procedimientos en materia penal 
para la provincia de Buenos Aires. Edición oficial — 
i vol. en'8o, 1887. 

Proyectos de ley: {Pubiieadín oficial- j vol. 1894)- 

— Sobre la organización de Justicia Federal^ de la Justicia 

Ordinaria de la Capital y de la de los Territorios 

Nacionales. 
— Sobre enjuiciamiento de Magistrados. 
— Sobre Procedimientos para la justicia de menor cuantía 

y de Paz. 
Reglamento de la bolsa de la Ciudad de Buenos Aires, 

adaptado á la ley de reformas del Código de Co- 

merciOj 1890. 
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OBSERVACIONES 



La numeración del título segundo desde el número 38, no 
se ajusta á las enunciaciones correlativas del sumario. En 
la página 38 debió figurar, en efecto, el número 39, encabe- 
zando el párrafo que determina la jurisdicción competente 
para declarar la quiebra, cuando el deudor tiene varios esta- 
blecimientos de comercio. Ese número ha sido suprimido- 
por error en ei lugar correspondiente y traspuesto al párrafo 
que debía figurar con el número 40. De allí en adelante,, 
como se comprende, la numeración no se aviene al orden 
determinado en el sumario hasta la terminación del título. 
Hemos creído necesaria esta observación para explicar la 
causa de la falta de armonía entre el sumario y el texto en 
el título de que hacemos referencia, y evitar la pérdida de 
tiempo á que pudiera dar lugar la confrontación de uno y 
otro para concordarlos. 



En el texto aparece suprimido el título V del código de 
comercio, que se ocupa— De los medios consiguientes á la decla- 
rada de ^ic6ra— por haber sido incorporadas sus disposi- 
ciones al titulo IV relativo á los síndicos ó administradores 
de la quiebra. 



Imp y Lit., Mariano Moreno, Corrientes, 829 
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El libro que damos á la publicidad tiene por 
único objeto facilitar el estudio de uno de los 
puntos más interesantes y complejos de la legis- 
lación comercial. No reviste, de cierto, la im- 
portancia de una obra de consulta, en la que 
pueda buscarse soluciones más ó menos pre- 
cisas á los complicados problemas que la mate- 
ria abraza. Es un mero auxiliar, una simple 
clave para abrir el camino de las investigaciones 
que conducen á conocer los preceptos legales, 
en el propósito que los inspira y en los principios 
y doctrinas que les sirven de base, á los jóvenes 
que con nobles aspiraciones consagran su inte- 
ligencia y su tiempo al aprendizaje de las cien- 
cias jurídicas. 

El saber de las leyes, decía el legislador de las 
Partidas recordando una conocida regla del anti- 
cuo derecho, — non es solamente en aprender et 
decorar las letras dellas, sino en saber síi verdadero 
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entendimiento. Enseñar la ley en su texto y en su 
espíritu, es la misión que debe desempeñar el 
profesor de cualquiera de las ramas en que se 
halla dividido el derecho positivo. 

Pero las lecciones orales libradas á la atención 
de un momento, no pueden grabarse en la me- 
moria de quien las escucha, de una manera 
duradera, conservándolas en su conjunto y en 
la abundante variedad de los detalles que com- 
prenden. 

Es conveniente, ó mejor dicho, indispensable, 
refrescar las ideas por medio de apuntes ó expo- 
siciones escritas sucintas y metódicas, que hagan 
revivir en el alumno la palabra hablada del 
catedrático, colocándolo así en condiciones de 
aclarar ó robustecer los conocimientos adquiri- 
dos, quizá con alguna deficiencia, en la audi- 
ción de una conferencia verbalmente pronun- 
ciada. 

De aquí la necesidad diariamente sentida y 
llenada casi siempre por los mismos estudiantes, 
ya de tomar taquigráficamente las lecciones 
del aula, ya de preparar extractos ó resúmenes 
más ó menos precisos, que suplan los cursos 
elementales ó repeticiones escritas, publicadas 
con el mismo propósito en otros países y especial- 
mente en Francia. 

En el curso de 1889, un alumno distinguido 
de la Facultad de Derecho, dio á la prensa las 
breves explicaciones sobre • quiebras que había- 
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mos expuesto en clase al hacer el estudio de esta 
materia, llenando por nuestra parte el programa 
de la enseñanza correspondiente al mismo curso 
que, como es sabido, empieza con la legislación 
relativa al comercio marítimo y termina con eJ 
libro cuarto del código. 

Esta publicación llenó entonces su objeto. 
Pero más tarde el código de comercio ha sufrido 
alteraciones ó reformas que han exigido nuevo 
estudio y nuevos comentarios. El libro que ado- 
lecía tal vez del defecto de ser demasiado conci- 
so, pues se limitaba á enunciar generalmente las 
doctrinas á que respondían los preceptos legales 
y á señalar algunas de las cuestiones ó dificulta- 
des á que daban nacimiento, se encuentra, por 
otra parte, en la actualidad agotado. 

Esta doble consideración nos ha determina- 
do á escribir la presente obra, en la que no 
sólo hemos ampliado las exposiciones conteni- 
das en la anterior, sino que consideramos espe- 
cialmente las reformas introducidas en la legis- 
lación comercial, de que acabamos de hacer 
referencia. 

Pero, á pesar de esto, debemos reconocer un 
hecho que á primera vista aparece. 

El libro no es extenso, y no lo ha sido, ya 
porque hemos creído que dada su índole y propó- 
sitos, debía limitarse á considerar someramente 
los tópicos que le sirven de objeto ; jr porque 
hemos abrigado siempre la convicción, de que la 
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Bueno*» Aires, Noviembre 10 do 1895. 
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concisión en el estilo está comúnmente herma- 
nada con la claridad del concepto, que en nuestro 
sentir es una de las primeras condiciones que 
debe procurarse en obras de este género. 

Por lo demás, nos felicitamos de que coincida 
con su publicación, la terminación de los apun- 
tes de derecho marítimo, tomados en el aula 
por uno de nuestros inteligentes discípulos, é 
impresos con nuestra autorización, reuniéndose 
así los elementos que pueden facilitar el estudio 
del programa correspondiente á la segunda - 

parte del curso de derecho comercial, que hemos "^ 
explicado este año. 
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Sumario: I. — 1. Acepción de la palabra quiebra. — 2. Distinción entre la 
insolvencia y lu quiebra. — 3. Elementos constitutivos del 
estado de quiebra. — 4. Calidad de comerciante de parte del 
deudor. — 5. D*uda comercial. — 6. Cesación de pagos 
II. — 7. Universalidad del juicio de quiebra. — 8. Intereses que abar- 
ca este juicio. — 9. Diversas opiniones en caso de ser el con- 
curso el demandante — 10. Jurisprudencia á este respecto. 
III. — 11. Declaración de quiebra dtísi)ués de la muerte del deudora- 
Fundamentos. 
IV. — 12. Quiebra del deudor que ha cesado en su giro. — 13. Li- 
mite impuesto al d^írecllo de solicitarla. 
V. — 14. Quiebra de las sociedades. Efectos de su declaración res- 
pecto de los asociados. — 15. Sociedad colectiva. — 16. So- 
ciedad en comandita.— 17. Sociedad de capital é industria. — 
18. Derechos do los acreedores particulares de los socios en 
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Solución. — 21. Sociedad en participación. — 22. Sociedades 
anónimas. — 23. Controversia respecto de la quiebra de estas 
sociedades. — 24. Socie»lades cooperativas. 

• VI. — 25. Quiebra dedaraíla en el extranjero: sus efectos. — 26. Di- 

versos sistemas: Estatuto personal. —27. Estatuto real. — 
28. Estatuto mixto. — 29. Unidad y pluralidad de quiebras. 
— 30. Doctrina de nuestro derecho. 
VII. — 31. Presunción de la insolvencia de la masa por el hecho 
de la declarBción de quiebra. Distinción establecida en el có- 
digo antes de ser reformado. — 32. Doctrina de la ley de 
reformas. — Importancia práctica. 
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1 — La palabra quiebra en el tecnicismo del de- 
recho expresa el estado de un comerciante que ha 
dejado de hacer frente á sus obligaciones. 
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2 ESTUDIO SOBRE LAS QUIEBRAS 

2 — La quiebra no es la insolvencia. Ella se carne- 

teriza por la cesación de pagos y ésta no importa 

en todos los casos un desequilibrio ejitre el activo 

y el pasivo, un exceso del último sobre el primero. 

Un comerciante puede tener bienes bastantes para 

hacer frente á sus compromisos y encontrarse sin 

embargo en la imposibilidad de verificar puntual- • . 

mente sus pagos, por accidentes imprevistos ó por 

circunstancias independientes de su voluntad. El 

estado de quiebra existe en tal caso, cualquiera que • 

.» ■• 
sea la importancia de los bienes que constituyen i-f 

el capital del deudor. * . 

« Para ser declarado el estado de quiebra, coiho *' 

ha dicho Lyon-Caen, la ley atiende á un hecho ex- 
terior cuya constatación es posible y nó al estado 
real de la fortuna del comerciante. No hay para 
qué preguntar si es solvente ó insolvente, lo que ^ 

no podría saberse sino por una verdadera escusión ¿ 

y liquidación de sus bienes. De aquí dos conse- 
cuencias: 

a) «Un individuo tiene un pasivo superior. á su j 
aqtivo, pero goza de un gran crédito y paga regu- 
larmente sus obligaciones exigibles. No puede *- 
pedírsele otra cosa.» 

b) «Por el contrario, un comerciante no cumple 
sus compromisos: él pretende que tiene cómo pagar 
á todo el mundo, que es solvente: esto no bastaría 
para impedir la declaración de quiebra. El texto 
es formal y la ley ha tenido razón de no subordi- 
nar la quiebra á la condición de la insolvencia. El 
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ESTUDIO SOBRE LAS QUIEBRAS 3 

hecho de que un comerciante no paga basta para 
motivar la intervención de la justicia (*). » 

Podemos, pues, concluir que la quiebra y la in- 
solvencia no son términos sinónimos en el lenguaje 
de la doctrina y de la legislación comercial. 

3 — El estado de quiebra requiere la concurren- 
cia de tres elementos esenciales : 

P. Calidad de comerciante de parte del deudor* * 

2^ Carácter mercantil de la deuda que da causa 
á la iniciación del juicio. 

3®. Cesación de pagos. 

4 — No es necesario recordar las diversas condicio- 
nes que constituyen la personalidad del comerciante. 
El código las ha comprendido en su definición. « La 
ley declara comerciantes, ha dicho en su art. 1% á 
todos los individuos que, teniendo capacidad legal 
para contratar, ejercen de cuenta propia actos de 
comercio, haciendo de ello profesión habitual.» 

La condición de ser comerciante el deudor, no se 
exige en algunas legislaciones para constituir el 
estado de quiebra. El código alemán de 1877 y el 
estatuto inglés de 1883, han comprendido en el 
mismo juicio y colocado bajo el imperio de las 
mismas reglas, al deudor comerciante y al deudor 
civil que ponen punto á sus negocios ó dejan de 
hacer frente á sus compromisos. Esta solución, en 
el sentir de algunos tratadistas entre los que fi- 
gura Thaller, es perfectamente correcta, viniendo 



{ 1 ) Lton-Caen y L. Renai'lt, Précis de Droii Oommerciai. Tomo II, pág. rAl. 
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ella á borrar la línea de frontera arbitrariamente 
trazada entre el resorte del comercio y el de la vida 
civil (•). 

No- participamos de esta opinión. El comercio tiene 
sus necesidades, sus exigencias propias, sus me- 
dios peculiares de desenvolvimiento y de acción, 
que la ley debe amparar y reglar de una manera 
especial. El comercio, como ha dicho un ilustre 
jurisconsulto, necesita crédito, confianza, exactitud, 
solvencia. Nadie habla más alto que él y en tér- 
minos más respetuosos de la buena fé; y con 
razón, porque la buena fé en los negocios, como 
en todo, es el mejor medio de prosperar... Nihil 
médium bona fídw. Ella es el vínculo de los nego- 
ciantes entre sí y la base de su confianza recíproca. 
Sin la buena fé las transacciones se detienen, el 
crédito se quebranta y el comercio pierde su acti- 
vidad. Si, pues, el comerciante no es honrado, hom- 
bre de corazón, es necesario que lo sea por la fuerza ; 
si no es prudente por carácter, que lo sea por el 
temor de su persona: es necesario que un rigor 
saludable le enseñe, por una parte, que debe ser fiel 
á su palabra para ser acreditado, y por la otra, que 
la prudencia es una de las condiciones de su pro- 
fesión (*). 

Estas consideraciones que servían á Mr. Troplong 
para fundar su tesis sobre la prisión por deudas 



(1 ) Thaller, Dtz faiUiUa en Droit con*paré, tomo 1, pág, 131. 
(2) Tkoplí)NO, Dé la Ccfitrainte par Corpa, púg. 277. 
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comerciales, se han tenido ciertamente en cuenta 
por la legislación para imponer ai comerciante de- 
beres, trazarle reglas de conducta y someterlo á 
prohibiciones y á responsabilidades completamente 
ajenas á la persona que se ha mantenido extraña 
á las especulaciones, que forman el objetivo de su 
profesión habitual. La sociedad velando por su in- 
terés, tiene el derecho y el deber de vijilar todos 
sus actos, de pedirle estricta cuenta del cumpli- 
miento de aquellos deberes y de estas prohibiciones, 
cuando llega al término de su giro por la cesación 
de pagos, y fijar reglas precisas y previsoras de 
fondo y de forma, en garantía de los múltiples 
intereses que la quiebra compromete ó afecta. 

Por lo demás, la necesidad ó conveniencia de esta- 
blecer un juicio de quiebra común al comerciante 
y al que no lo es, se explica en aquellas países 
cuya legislación de forma sólo deja á los acreedo- 
res de U!í deudor civil, el ejercicio de sus acciones 
individuales y el derecho correlativo de i)romover 
las ejecuciones respectivas, sin admitir el juicio 
universal de concurso, análogo en general al de 
quiebra, idétitico bajo ciertos conceptos y que res- 
pondiendo á objetivos semejantes, sólo difieren en 
las particularidades que reclama el carácter perso- 
nal del deudor. Para nosotros, que hemos mode- 
lado nuestro Código de Procedimientos Civiles en 
la legislación española, la cuestión carece de im- 
portancia práctica. El no comerciante que deja de 
pagar sus deudas puede hacer cesión de bienes 
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en favor de sus acreedores, ó puede ser compelidó 
á hacerla á instancia de acreedor legítimo, dando 
lugar en uno ú otro caso á la declaración de con- 
curso y á la formación del juicio universal corres- 
pondiente (*). Así, por este camino ha venido á 
establecerse las vinculaciones y las separaciones que 
existen entre la cesación de pagos del hombre con- 
sagrado al ejercicio de las operaciones mercantiles, 
del que llega á ese estado por contratos ó actos de 
naturaleza diversa á esas operaciones. 

Del principio según el cual sólo un comerciante 
puede ser constituido en estado de quiebra, se des- 
prenden, como observa Namur, los siguientes coro- 
larios: V — el que se limita á ejecutar actos aislados 
de comercio no puede ser declarado en quiebra, 
porque para ser comerciante se requiere hacer pro- 
fesión habitual de esos actos; 2<* — un menor tampoco 
podría ser afectado por esa declaración, si no hu- 
biera sido autorizado á ejercer el comercio en la 
forma legalmente establecida; S^ — en el mismo caso 
se encuentra la mujer casada que se limita á auxi- 
liar al marido en su comercio no ejerciéndolo ella 
por cuenta propia C). 

5 — Otra de las condiciones exigidas por la ley para 
que una persona pueda ser declarada en estado de 
quiebra, es que la deuda en virtud de la cual el 
juicio se promueve, sea comercial. 



(1) Código de Procedimientos, artb. 718 y 7111. 

(2) NvMi'K, JJe Code tie Cotnmerce Belge revisé, t. í)'>, pá^'. 1?S. 
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Eu efecto, la jurisdicción mercantil es real. El 
comerciante sólo está sometido á ella respecto de 
ios actos que realiza eu tal carácter y nó como 
simple particular. El juez de comercio, que es el 
único que tiene facultad para intervenir en el pro- 
cedimiento de quiebra, carece de toda compe- 
tencia tratándose de actos ó contratos de carácter 
puramente civil. El principio, sin embargo, no va 
tan lejos que impida, después de la declaración de 
quiebra, la acumulación de las deudas del fallido 
de cualquier naturaleza que sean. Pero, entonces, 
el juez aboca á sí el conocimiento de todos los 
asuntos del deudor, porque la quiebra es un estado 
general é indivisible, qiie se extiende á la persona 
del fallido y á la universalidad de sus bienes y 
créditos pasivos, por lo cual, una vez declarada, no 
hay que distinguir entre lo que es comercial y lo 

- que no lo es. 

Debemos hacer presente, sin embargo, que sobre 
este punto se viene operando desde hace algún 
tiempo un cambio fundamental en la legislación y 
la doctrina. Es manifiesta, en efecto, la tendencia 
delosjuriconsultos modernos ásuprimirtoda distin- 

' Clon respecto de las obligaciones que el comerciante 
deja de pagar, siempre que la cesación de pagos 
perjudique á su crédito. « No debe olvidarse, decía 
el señor Alonso Martínez, en la exposición de mo- 
tivos del nuevo código español, relativa A esta 
materia, que la lei^islación de quiebras tiene por 
principal objeto impedir que los comerciantes abusen 
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del crédito, que es el alma del coyaercio, y que 
comprometan irreflexivamente los capitales ajenos; 
y el comerciante que no paga al corriente sus 
obligaciones particulares porque carece de fondos, 
quebranta su crédito en e! mero hecho de hacer 
público que no tiene recursos para cubrir las nece- 
sidades más ineludibles de la vida; lo cual acusa 
además un grave trastorno en la marcha de sus 
negocios mercantiles, que trae consigo necesaria- 
mente la imposibilidad de pagar las obligaciones 
procedentes de los mismos (*). 

En la legislación belga se prescinde asimismo 
de la naturaleza comercial de la deuda que ha de- 
jado de satisfacerse, reemplazándose este requisita 
por la del quebrantamiento del crédito. «La, ter- 
cera condición, dice Namur, haciendo referencia 
á esta última, no figura en el artículo 437 del an- 
tiguo código de comercio, ni en la ley francesa 
de 1838. Ella fué insertada en la ley belga, des- 
pués de una larga discusión entre la Cámara de 
Representantes y el Senado sobre el punto de sa- 
ber si el no pago de deudas civiles puede entrañar 
la quiebra de un comerciante. La Cámara de Repre- 
sentantes admitía la afirmativa, en tanto que la 
opinión contraria era sostenida por el Senado. Se 

concluyó por una especie de transacción. El Senado 
se adhirió á la opinión de la otra Cámara, pero 

bajo la condición de que el no pago de deudas ci- 



(1) Romero Y (jiKou. El Kiuvo Código de Cwncrcio, pág. ASS. 
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viles fuese per su naturaleza capaz de dañar el 
crédito comercial del deudor. Es por esto que se 
hace mención, en el artículo 437, de que el crédito 
debe encontrarse quebrantado» ('). 

En el orden de las doctrinas de nuestro Código, 
que como el francés y los de la mayor parte de los 
otros países exige, según lo hemos visto, el carácter 
mercantil del crédito que haya dejado de pagarse, 
no es necesario, sin embargo, que la falencia pro- 
venga de una causa comercial, porque si á conse- 
cuencia de una obligación civil deja de satisfíicerse 
un crédito de aquella naturaleza, el hecho caracte- 
rístico del estado de quiebra no es por eso menos 
real. 

El derecho de provocar la declaración de ese es- 
tado pertenece, por otra parte, á todos los acreedores 
cuahiuieni que sea la naturaleza de sus respectivos 
créditos. Un acreedor civil puede pedir la declara- 
ción de quiebra de su dejidor comerciante, probando 
que ha cesado en el pago corriente de alguna obliga- 
ción mercantil í *). 

6 — Otro de los elementos del estado de quiebra, es 
la cesación de pagos; elemento típico, característico, 
indiscutible. La ley, como hemos tenido ocasión 
de recordarlo antes de ahora, no pregunta al comer- 



( 1 ) Namuk. £« Code de Comtnerce Belge revisé, pág. 127. 

(2) Kenouard. Dm Faülites et Banqueroutes, tomo I, pág.* 274.--Mas.sé, 
Droit Commereial, tonto 2», núin. liriS. — Bkdarride. FaiUiles ef BanquerouUt , 
tomólo, pág. 219. — Larroquk-Svyssiskl. FcñUiies et BanquerotUes , lomo 1», 
pág. 2í). — BravarD'>Vkykikhks. Droit Commereialj tomo 5<», páx. ¿íí. fto., »»to. 
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oiaiite si tiene bienes bastantes para hacer frente á 
sus compromisos, si su activo es superior á su pa- 
sivo, si realizado el primero en un momento dado 
presentaría un déficit másemenos considerable con 
relación al último. Nó: ella, que no puede ni debe 
entrar en investigaciones para conocer el estado de 
la fortuna de un comerciante; que respeta el secreto 
de sus negocios hasta el punto de prohibir requisi- 
ciones de oficio para averiguar si lleva ó nó libros ó 
la forma ó condiciones de su contabilidad; la ley, 
repetimos, se limita á apreciar un hecho visible, real, • 
evidente, y á señalar en consecuencia la posición ju- 
rídica de quien lo ha producido: ese hecho, es la falta 
de cumplimiento á sus obligaciones comerciales — 
la cesación de pagos. 

Pero, para que la cesación de pagos dé causa al 
procedimiento de quiebra, no es necesario que sea 
general. Basta que un comerciante deje de hacer 
frente á algunas ó alguna de sus obligaciones para 
que exista el estado de falencia. Como fácilmente 
se alcanza, el legislador no habría podido fijar otra 
regla, sin olvidar intereses que debe siempre prote- 
ger y sin abrir ancha puerta á la mala fe y al fraude. 
Un comerciante, en efecto, por medio de pagos par- 
ciales de créditos pequeños, podría prolongar indefi- 
nidamente su situación, con grave daño, y aún 
quizás con la ruina de muchos de sus acreedores 
principales. 

Sin embargo, es necesario tener presente que si la 
falta de pago reconoce una causa justa, una causa 
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atendible, la declaración de quiebra no procede. El 
<5Ódigo antes de la ley de reformavS, lo establecía 
expresamente. «Todo aquel, decía el art. 1511, que 
^in razón particular respecto de alguno ó algunos 
créditos comerciales, cesa de pagar unos, se consi- 
dera en estado de quiebra, aunque atienda al pago 
de los otros créditos. » 

Esta disposición se halla actualmente suprimida; 
pero tal supresión, que no se explica de cierto de una 
manera satisfactoria, no puede interpretarse como 
•envolviendo un propósito distinto al sentido que la 
justicia, la razón y la doctrina común de los trata- 
distas señalan al carácter de la cesación de pagos. 
El comerciante que no paga una deuda de exis- 
tencia real ó aparente, por asistirle una excepción 
legítima, como la prescripción, la compensación, la 
novación, la nulidad, etc., no puede ser llevado ante 
los tribunales para hacer recaer sobre él un auto 
-de declaración de quiebra. 



II 



7 — El juicio de quiebra es por su naturaleza uni- 
versal: es un juicio que tiene por objeto directo el 
pago total ó parcial de todos los créditos á cargo del 
fallido, y como medio seguro de alcanzar ese obje- 
to, la concentración de todos sus bienes, de cualquier 



I 



■j< 



12 ESTUDIO SORRE LAS QLlEimAS 

naturaleza que sean, en una sola masa, conservada, 
administrada, dirigida, en el interés común de los 
acreedores. La liquidación de la quiebra hace, pues, 
necesaria la unidad de jurisdicción para entender en 
los juicios en que el concurso intervenga, ya sea 
que ejercite acciones contra terceros, ó ya que con- 
teste las demandas que le fueren promovidas. 

8 — En el juicio de quiebra, por otra parte, no 
se ventilan sólo intereses privados: el interés so- 
cial se encuentra también afectado en los casos en 
que el fallido hubiera procedido con dolo ó culpa 
en el manejo de sus negocios. El juez que tiene 
el encargo de apreciar tales hechos, debe inter- 
venir en todas las gestiones que puedan produ- 
cirse en favor ó en contra del fallido, porque en 
todas ellas pueden encontrarse elementos ó ante- 
cedentes preciosos para formar un criterio acerta- 
do sobre las causas que hayan determinado el es- 
tado de quiebra. 

9 — Sin embargo de esto, se ha sostenido que 
cuando el concurso asume el rol de demandante, 
debe ocurrir ante la jurisdicción competente para 
entender en el juicio por razón de la persona á quién 
se demanda, en observancia del conocido aforismo 
del procedimiento judicial, de que el actor debe 
seguir el fuero del demandado: actor forum rei se- 
quit debet. Pero, como los términos del artículo son 
generales; como la doctrina que establece es per- 
fectamente clara y perceptible, los tribunales han 
rechazado una interpretación que no se conforma- 
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ría con la letra n¡ con el espíritu de la disposición 
legal que examinarnos. 

10 — La Suprema Corte de Justicia Federal ha 
dictado últimamente sobre este importante punto, 
el fallo que en la parte pertinente trascribimos. 

«Vistos — Prescribiendo los artículos 1381 v 1387 
del código do comercio vigente, conformes con el 
1535 del reformado, que el estado de qniebra abar- 
ca la universalidad de los bienes, derechos y accio- 
nes del fallido, con las solas exce[)c¡ones dentro 
de dicho cóiligo, del caso de quiebra declarada en 
el extranjero y de bienes donados al fallido con la 
condición de no quedar sujetos al desapropio, á 
que se refieren los artículos 1385 y 1405, y como 
consecuencia, que «la declaración de qniebra 
atrae al Tribunal de Comercio todos los negocios 
judiciales pendientes del fallido y todos sus cré- 
ditos civiles y pasivos » ; 

«Y considerando: 

«1® Que estas disposiciones, dictadas con el pro- 
pósito de obtener una completa unidad en la li- 
quidación de los negocios del fallido y centralizar 
los intereses de la masa de acreedores, propen- 
diendo á que se veriliquen y liquiden de una ma- 
nera uniforme, crean en favor del tribunal de la 
quiebra una jurisdicción especial y extraordinaria 
ante la cual deben llevarse sin distinción todas las 
acciones civiles, activas y pasivas del fallido, en que 
obre éste pomo demandante ó demandado, y ceden 
las reglas ordinarias de la competencia; 
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«2^ Que tal jurisdicciones, además, privativa y 
excluyente de la de los tribunales federales por dis- 
posición expresa del artículo 12, inciso P de la ley 
sobre jurisdicción y competencia de dichos tribu- 
nales, según cuyo texto, en todos los juicios uni- 
versales de concurso de acreedores debe conocer el 
juez competente de Provincia, cualquiera que sea la 
nacionalidad ó vecindad de los directamente inte- 
fesados en ello, y aunque se deduzcan allí acciones 
fiscales de la Nación. Que la presente demanda es 
traída por el síndico del concurso de los señores 
M. A. é hijos, abierto y pendiente ante el Juez de 1* 
Instancia de la ciudad del Paraná, en representación 
y defensa de la masa de acreedores, y cae por tanto, 
bajo el mandato de las disposiciones legales ci- 
tadas. 

((S*' 

« Por estos fundamentos, etc., etc. » 
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11 — Un comerciante puede ser declarado en estado 
de quiebra después de su fallecimiento. Así lo esta- 
blece el artículo 1383 del código. La muerte del 
deudor no cambia la posición ni desnaturaliza los 
derechos de los acreedores, respecto de los bienes 
ó de los actos del primero. Si el comerciante se 
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encuentra en estado de cesación de pagos, cuando 
le sobreviniere la muerte, la acción de sus acree- 
dores no puede ser entorpecida por tal hecho, desde 
que la quiebra no es un estado personal sino un 
estado real, que se caracteriza por la falta de cum- 
plimiento á las obligaciones existentes. 

La ley ha establecido, sin embargo, una limitación 
al derecho de los acreedores : la de que la cesación 
de pagos del deudor, haya preexistido á su deceso. 

Así, si un comerciante ha hecho frente á sus com- 
promisos hasta el día de su muerte, no podría ser 
declarado en quiebra aunque más tarde sus here- 
deros se encontraran en la imposibilidad de solventar 
sus deudas. La ley ha juzgado que habría algo de 
odioso en arrojar la nota de fallido sobre el nombre 
de un individuo que durante su vida mantuvo 
incólume su crédito y llenó religiosamente todas 
sus obligaciones mercantiles. 

Por lo demás, debe tenerse presente que ni mía 
muriendo en cesación de pagos, los acreedores podrán 
solicitar la declaración de quiebra, si hubiese tras- 
currido el término de seis meses desde la realización 
de ese hecho. El interés general, ha dicho Renouard,. 
exige que las declaraciones de quiebra sean pro- 
vocadas en el menor plazo posible. No puede dejarse 
pendiente por largo tiempo un hecho del cual se- 
desprenden consecuencias tan graves, y sobre todo, 
es necesario dejar definida la posición legal de los. 
herederos en el juicio sucesorio. 
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12 — No podría estar en la voluntad de un co- 
merciaiite burlar los derechos de sus acreedores y 
exonerarse de sus responsabilidades, por el hecho 
de poner término á su giro, cuando la ruina lo ame- 
naza y ha empezado á hacerse sentir de una manera 
real en el movimiento de sus negocios. 

Ks por esto que la ley autoriza justamente la 
declaración de quiebra del que habiendo revestido 
tal caráctei% lo abandona y renuncia para volver de 
nuevo á las ocupaciones ordinarias de la vida civil. 

13 — Pero al acordar este derecho á los acreedores, 
la niisma ley ha exigido, como en el caso de falleci- 
miento del deudor, una doble condición : 

P Que se compruebe que la cesación de pagos 
tuvo lugar cuando ejercía el comercio: 2^ Que se 
inicie el juicio de quiebra dentro del término de 
seis meses, contados desde el día en que clausuró 
sus negocios. 

No basta, pues, que el crédito haya tenido su 
origen en la época en que el deudor hacía su pro- 
fesión habitual del comercio, para que pueda pedirse 
la declaración de quiebra. Es necesario, como lo 
prescribe terminantemente nuestro artículo, que en 
esa época haya dejado de hacer frente á sus obli- 
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gaciones. Si al retirarse de sus negocios el comer- 
ciante pagaba puntualmente; si á consecuencia de 
hechos ó de desgracias posteriores él no puede 
continuar efectuiindolo, no podrá ser declarado en 
quiebra, porque, como observa Lyon-Caen, no con- 
currirían en el caso los dos elementos legalmente 
exigidos : un comerciante, que ha cesado en sus pagos. 



V. 



14— Una sociedad puede hallarse en estado de 
quiebra, como puede hallarse un comerciante cual- 
quiera. Esta es la regla; regla que reconoce una 
sola excepción, de la que trataremos luego. 

Los efectos que produce la declaración de quiebra 
de las sociedades no son idénticos en todos los casos. 
Es necesario distinguir ó individualizar cada una 
de sus especies para determinar esos efectos. 

Sabemos que el código ha dividido las sociedades 
en cinco clases: colectivas^ en comandita^ de capital 
é industria, anónimas y en participación, 

15 — Llámase socieáRá colectiva^ Itx que se forma 
entre dos ó más personas solidariamente respon- 
sables y que se celebra con el propósito de comerciar 
bajo una razón social. La solidaridad es, pues, la 
base de las sociedades colectivas: todos los socios 
responden directa y personalmente por las obliga- 
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clones sociales. Detrás de los aportes que cada 
uno de ellos ha llevado á la masa común, está su 

responsabilidad indiviünal; están los demás bienes 
que ha podido reservarse para sus necesidades par- 
ticulares ó para destinarlos á cualquier otro género- 
de negocios. 
La sociedad colectiva puede quebrar, y su quiebra 

entraña necesariamente la quiebra de todos los 
asociados. Esta es una disposición expresa de nues- 
tro código, que surge de la naturaleza propia y 
especial de esta clase de sociedades ( * ). 

16 — Llámase sociedad en comandita^ aquella en 
la cual uno ó más individuos responden personal 
y solidariamente por las obligaciones sociales, y 
otro ú otros limitan su responsabilidad á cierta 
cantidad de dinero determinada en el contrato. 

En esta clase de sociedades, que pueden tam- 
bién quebrar, como se comprende fácilmente, Ios- 
efectos no son los mismos que los que produce la 
quiebra de la sociedad colectiva. La de la sociedad 
en comandita produce sólo la de los socios soli- 
darios; pero nó la de los comanditarios, cuya res- 
ponsabilidad está limitada al capital aportado. 

17 — En las sociedades de capital é industria 
existe sólo la responsabilidad directa del socio 
principal. 

El socio industrial que no aporta sino su trabaja 
y su tiempo, no expone en las contingencias so- 



( 1 ) Art. 1384. 
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dales los bienes que pueda poseer individualmente. 
Una excepción reconoce esta regla, á saber, cuando 
la sociedad tiene firma social, porque entonces le 
son aplicables las disposiciones que rigen á las so- 
ciedades colectivas (^). 

18 — Pero, en todas las sociedades en que existe 
la responsabilidad solidaria de las personas que 
las constituyen, ó de algunas ó alguna de ellas, puede 
ocurrir una diíicultad grave, que no ha sido prevista, 
ni mucho menos ha tenido solución en las disposi- 
ciones de nuestro código. 

Un socio puede tener negocios particulares ; puede 
no haber aportado á la sociedad todos sus bienes, 
sino sólo una parte. La quiebra de la sociedad de 
que es miembro ¿qué efecto legal puede producir 
con relación á sus acreedores particulares y sobre 
la totalidad de sus bienes? 

El punto es importante y merece ser examinado. 
Si el socio no se ha reservado bienes; si ha lle- 
vado todos los que le pertenecen á la masa social, 
no sería posible la duda, porque el código esta- 
blece que los acreedores particulares de un socio, 
sólo tienen derecho á exigir la parte líquida que 
pueda corresponderle después de la liquidación so- 
cial C). 

Pero, cuando ha conservado bienes independien- 
tes de los que ha querido colocar en la sociedad. 



(1) Art. 383. 

(2) Art. 417. 
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¿cuál es la situación de sus acreedores particula- 
res en el concurso de la última ? Tendrán prela- 
ción los acreedores sociales ? Tendrán éstos acción 
para exigir que todos los bienes del concursado 
vengan á la liquidación de la sociedad, quedando, 
por consiguiente, privados de todo derecho sus acree- 
dores particulares ? 

19 — En nuestro código, según lo hemos recor- 
dado, no está resuelto el punto, como no lo está 
tampoco en la mayor parte de los códigos extran- 
jeros. 

El código español de 1885, establece que los 
acreedores sociales tienen preferencia respecto de 
los acreedores particulares que el socio puede tener 
con posterioridad á la celebración de la sociedad; 
pero que tratándose de acreedores cuyos créditos 
se hayan contraído con anterioridad á dicha época, 
estos acreedores concurren conjuntamente con los 
acreedores sociales. 

El código alemán ha consignado, á su vez, otra 
regla especial sobre este punto. Dispone que los 
acreedores sociales deben dirigir su acción prime- 
ramente contra los bienes de la sociedad, y sólo 
cuando esos bienes presentaran un déficit, podrán 
ocurrir sobre los bienes que los socios se hubieran 
reservado. 

Preferimos la opinión del ilustrado anotador de 
la obra de Bravard-Veyriéres, Mr. Demangeat, quien 
ocupándose del caso propuesto, opina que entra- 
ñando la declaración de quiebra de una sociedad. 
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la de todos los asociados solidarios, el juicio debe 
seguir una marcha uniforme, sin que puedan for- 
marse administraciones distintas; pero que de esto 
no puede seguirse que deba haber siempre tina sola 
masa de acreedores. En efecto: se concibe que los 
acreedores personales de un asociado deliberen y 
participen en todas las operaciones de la quiebra 
con los acreedores sociales, cuando se trate de su 
deudor y de su activo propio, mas nó cuando se 
trate de otros asociados ó del activo perteneciente 
al ser moral sociedad. Este distinguido autor faci- 
lita la inteligencia de su doctrina con varios ejem- 
plos, que creemos innecesario reproducir limitán- 
donos á remitir á los que deseen hacer un estudio 
especial del punto, al apéndice del tomo 5^ de la 
obra recordada. 

20 — En resumen, y siguiendo este orden de ideas, 
cuando un socio tiene bienes propios independien 
tes de los sociales, llegando á quebrar la sociedad, 
esos bienes entran á la masa de la quiebra; pero 
los acreedores particulares concurren con los socia- 
les para distribuirse su importe. Como se vé, de 
esta manera, ni se pospone á los acreedores par- 
ticulares, ni se acuerda á los sociales derecho de 
preferencia, sino que se coloca á todos bajo el pié 
de la más estricta igualdad. Los últimos tienen 
derecho exclusivo sobre los bienes sociales. En 
cuanto á los que no forman parte de la sociedad, 
los acreedores sociales se identifican en su posición 
con los particulares. 
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Esta es, sin duda, la solución más justa y equi- 
tativa. Habrá, pues, necesidad en estos casos de hacer 
dos liquidaciones en el concurso. 

21 — La sociedad e?i participación, que es aquella 
en que dos ó más personas se reúnen accidental- 
mente, para una operación de comercio determi- 
nada, trabajando una, algunas ó todas en su nombre 
individual solamente, no puede ser constituida en 
estado de quiebra. Esta es la excepción de que hici- 
mos referencia hace un momento; excepción que 
se funda en el carácter especial de estas sociedades. 
La sociedad en participación no tiene vida externa. 
Ella no mantiene relaciones como entidad jurídica 
respecto de terceros. La administración está con- 
fiada á alguno de los participantes, siendo éstos 
quienes quedan obligados por los actos ii operacio- 
nes que celebra. No es posible, como se comprende, 
que la sociedad pueda quebrar, desde que no contrae 
directamente obligaciones, ni puede por el mismo 
hecho, llegar el caso en que cese en sus pagos. 

22 — Las soci(Hlades anónimas pueden ser decla- 
radas en quiebra, según nuestro código, que men- 
ciona este hecho como uno de los medios de diso- 
lución de «sta especie de sociedades ('). 

23 — El punto, sin embargo, ha sido controvertido. 
Se sostiene por algunos autores, como Renouard y 
Massé, que no hay posibilidad de declarar en estado 
de quiebra á una sociedad anónima. Estas socieda- 



( 1 ) Art. 370, inc. 2" 
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<ies pueden hallarse en estado de liquidación, dicen, 
pero nó en estado de quiebra^ poique tal declara- 
ción no podría producir efectos legales respecto de 
la persona del fallido desde que esa persona no exis- 
te. No hay quiebra sin quebrado, establece Renouard. 

El autor que acabamos de citar incurre, no obs- 
tante, en una flagrante contradicción, desde que admi- 
te que una persona que ha muerto en estado de 
cesación de pagos, puede ser declarada en quiebra. 
¿Dónde está el quebrado en este caso? Ha dejado de 
existir; y por consiguiente, no pueden -producirse 
tampoco los efectos que las leyes establecen con 
relación á la persona del fallido. 

Los autores que sostienen esta doctrina padecen 
un lamentable olvido. 

En efecto: ellos se han preocupado de una de las 
consecuencias del estado de quiebra, prescindiendo 
de las demás que ^e estado produce. No habrá res- 
ponsabilidades personales en el caso de declaración 
de la quiebra de una sociedad anónima; pe'ro, exis- 
tirán en toda su extensión legaK todas las demás 
relaciones jurídicas que nacen de esa declaración y 
el libre ejercicio de las acciones que las leyes han 
acordado á la masa para hacer imprimir el sello de 
la nulidad á ciertos actos ejecutados por el deudor 
en perjuicio de los intereses comunes. No habrá 
persona natural faWid'd', pero existe una persona jurí- 
dica: una casa, un establecimiento comercial, que 
ha dejado de cumplir sus compromisos, que ha 
cesado en sus pagos. 
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Por lo demás, en los casos de quiebra de las so- 
ciedades anónimas, éstas deberán ser representadas 
en la forma que determinen sus estatutos, ó en su 
defecto por su directorio (*). Las medidas relati- 
vas al fallido en caso de culpa ó fraude, serán 
aplicadas á los diretores, administradores ó geren- 
tes, en su caso (^). 

24 — En cuanto á las sociedades cooperativas^ nada 
tenemos que decir, desde que debiendo adoptar para 
su constitución algunas de las formas establecidas 
para las demás especies de sociedades, quedarán 
sujetas á las prescripciones que les sean correla- 
tivas O* 



VI 



25 — El artículo 1385 del código se ocupa de la 
declaración de quiebra pronunciada en país extran- 
jero, y establece que esa declaración no puede ser 
invocada contra los acreedores que el fallido tenga 
en el país, ni para anular actos ejecutados por éste 
en el territorio del Estado, ni para disputarles los 
derechos que tengan sobre los bienes existentes en 
el mismo. 



(1 ) Art. 1605, infra. 

(2) Art. 1606, 

(3) Art. 392. 
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La disposición que consagra, ha venido á dar solu- 
ción entre nosotros, á un. punto muy controvertido 
entre los tratadistas de derecho internacional pri- 
vado. 

26 — Diversas teorías se han sustentado acerca 
de la doctrina que conviene adoptar á este respecto. 
Encontramos en primer término la escuela del esta- 
tuto personal. Se sostiene por los autores que la 
patrocinan, que produciéndola declaración de quie- 
bra una capitis diminutio respecto de la persona 
del fallido, que lo afecta de una verdadera incapaci- 
dad, las leyes que la determinan le siguen á todas 
partes. 

Estas leyes, en los principios de la escuela á que 
nos referimos, ó son las de la propia patria del 
deudor ó las del lugar de su domicilio. Por con- 
siguiente, el quebrado en un país debe considerarse 
quebrado en los demás, de manera que el incapaz en 
el lugar en que ha sido declarado en quiebra, tiene 
que considerarse incapaz en todas partes. 

27 — Otra escuela es la del estatuto real. Esta 
escuela establece, que sí bien es cierto que uno 
de los efectos de la declaración de quiebra es inca- 
pacitar al quebrado para la administración de sus 
bienes, no loes menos que sólo es un efecto inci- 
dental en el juicio de quiebra, pues éste tiene por 
objeto reglar el patrimonio del quebrado, conser- 
var los bienes de la masa y distribuirlos entre los 
acreedores, y que, por consiguiente, todo lo que se 
refiere á la quiebra, debe caer bajo las reglas del 
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estatuto real, sin que sea permitido por lo tant6 
extender sus efectos más allá de los límites del te- 
rritorio. 

28 — Una tercera escuela es la del estatuto mixto. 
Se dice que el juicio de quiebra afecta la persona 
y los bienes, y que por consiguiente, es necesario 
no inclinarse en absoluto á ninguna de las dos doc- 
trinas opuestas. 

29 — La escuela de la unidad y la escuela déla plu- 
ralidad de la quiebra, han venido á desalojar, á 
desprestigiar, si podemos decirlo así, á las que aca- 
bamos de mencionar. 

La primera enseña, que no habiendo sino un 
solo quebrado no debe existir tampoco sino un juez, 
un procedimiento, y producirse los mismos efectos 
en todos los casos. De manera, que bajo cierto punto 
de vista, esta escuela viene á concordar con la del 
estatuto personal. La quiebra produce sus efectos 
legales en todas partes: el quebrado en un lugar 
lo está igualmente en cualquier país á donde se tras- 
lade. 

La de la pluralidad de las quiebras establece, 
que el individuo que comercia en distintos luga- 
res, que posee diversos establecimientos, no sólo 
puede quebraren el lugar donde tiene su domicilio 
real, sino en cualquiera de ellos. Es consecuencia 
de este principio, que puede hallarse en estado de 
cesación de pagos, como miembro de una sociedad, 
ó como propietario de un establecimiento mercantil, 
y encontrarse, sin embargo, solvente como miembro 
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de otra sociedad ó como propietario de otro estable- 
cimiento, existentes en lugar distinto. Como se vé, 
en estos casos se exige que haya tantas declaracio- 
nes de quiebra, cuan tos establecimientos comerciales 
posea el deudor. 

30 — Nuestro código se ha apartado de estas di- 
versas escuelas y ha venido á tomar en cuenta prin- 
cipalmente el interés de los acreedores existentes en 
el territorio de la República. 

Así, ha dicho, como lo hemos visto anteriormente : 
la declaración de quiebra pronunciada en país extran- 
jero no puede invocarse para disputar los derechos 
que tengan los acreedores del país sobre los bienes 
existentes en el territorio, ni puede tampoco invo- 
carse para anular actos ejecutados por el fallido en 
el mismo territorio. 

Una persona quiebra, pues, en Francia. Viene al 
país, adquiere bienes, contrae obligaciones etc. : los 
acreedores del concurso extranjero, no pueden pre- 
tender que los bienes existentes en el país respon- 
dan al pago de sus créditos, siempre que existan 
acreedores en el territorio nacional, pues éstos tie- 
nen preferencia sobre esos bienes por el importe 
délos créditos que tengan contra el deudor común. 

Los acreedores del concurso extranjero ó sus 
representantes, no podrían gestionar tampoco, fun- 
dados en la declaración de quiebra hecha en Francia, 
la nulidad de contratos ó de actos jurídicos cele- 
brados en la República por el fallido. 

Pero, si el comerciante declarado en estado de 
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quiebra en país extranjero, no tiene acreedores en 
el nuestro, y posee bienes en su territorio, enton- 
ces la ley reconoce acción á los acreedores del ex- 
tranjero, para poder reclamar el pago de sus cré- 
ditos con los bienes existentes en el país. 

Esta ha sido, pues, la solución que ha dado nues- 
tro código á tan debatida cuestión, y en nuestro 
concepto, es una solución acertada. Ella ha sido 
defendida por distinguidos tratadistas, y entre otros, 
por el doctor Alcorta, catedrático de Derecho In- 
ternacional Privado de nuestra Facultad, quien sos- 
tiene la doctrina espuesta, por considerarla «como 
una garantía necesaria para los acreedores del 
Estado, una vez que á éstos les es difícil, sino 
imposible, vigilar el desenvolvimiento de las ope 
raciones comerciales, que se efectúan generalmente 
á largas distancias, y sus actos sólo han podido 
ajustarse á las responsabilidades que el deudor 
presentaba en el momento en que entraban en re- 
laciones con él. )) 
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31 —El código de comercio antes de ser reforma- 
do dividía el juicio de quiebra en dos partes princi- 
pales: la primera destinada á la ejecución de las 
medidas conservatorias de los bienes y preparatorias 
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de la solución final de los procedimientos, cualquie- 
ra que fuese la formada esa solución; la segunda 
á la liquidación y distribución de esos bienes en- 
tre los diversos acreedores en el orden y grado 
correspondientes al carácter peculiar de cada crédito. 

Las dos partes ó períodos de que hacemos refe- 
rencia se hallaban separados por una línea clara- 
mente trazada por el legislador: esa línea era la 
declaración de la insolvencia de la masa^ hecha por 
el Juez de la quiebra, cuando el fallido no había 
propuesto concordato ó éste no había sido acepta- 
do ó no había obtenido su homologación en la 
forma legalmente prescripta. . 

Los efectos de esta declaración se hallaban ex- 
presamente determinados. « La declaración de la in- 
solvencia de la masa, decía el art. 1643, importa 
la trasmisión de la propiedad de los bienes del 
fallido en favor de sus acreedores y se procederá 
por cuenta de éstos á la liquidación.» 

Los términos de esta disposición legal eran pre- 
cisos, como puede notarse; y sin embargo, ence- 
rraban en el fondo una inexactitud palmaria. La 
propiedad de los bienes no se trasmitía á los 
acreedores: el único efecto producido por el auto 
de que hacemos referencia, era colocar al concurso 
en condiciones de proceder á una liquidación in- 
mediata. « Á pesar de una disposición tan explíci- 
ta, -decía justamente el doctor Moreno en su Estu- 
dio sobre las quiebras, y de las terminantes palabras 
de que hace uso éste y otros artículos del código 
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(art. 1533 y 1665), no podemos menos de notar 
que hi mente de la ley no es trasmitir la verda- 
dera propiedad, el dominio absoluto de los bienes, 
sino entregarlos á la dirección de los acreedores, 
para el solo y preciso objeto de ser aplicados al 
pago de sus deudas. El activo debe ser liquidado, 
aún contra la voluntad de los acreedores; si un 
bien perece ó disminuye de valor, el fallido sufre 
la pérdida; si un sobrante resulta después de pa- 
gados los créditos, pertenece al fallido^ no á los 
acreedores; y, en fin, las disposiciones de los ar- 
tículos 1647, 1655 y 1661, demuestran que los 
acreedores no adquieren el dominio de los bienes, 
sino únicamente su administración y el derecho 
de aplicar su producido ab pago de sus créditos^ y 
que el fallido pierde la verdadera propiedad, sólo 
cuando son vendidos á terceros.» 

La declaración de lá insolvencia de la masa 
debía desaparecer, pues, de nuestro derecho como 
algo anómalo, algo contradictorio con sus propias 
doctrinas, algo que envolviendo aparentemente el 
propósito de privar al fallido del dominio de sus 
bienes, no hacía otra cosa que colocar al concurso 
en el único camino que podía conducirlo á su 
resultado final: — la enajenación de los bienes que 
forman el activo, el pago de los créditos á cargo 
de la quiebra y la entrega al deudor del sobrante 
que pudiera existir después de saldadas todaí sus 
obligaciones. 

32 — Pero, si es cierto lo expuesto, no lo es menos 
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que el artículo con que se ha reemplazado las 
disposiciones de que hacemos referencia, carece de 
toda importancia, hasta el punto de poder afirmar- 
se que consigna un precepto puramente teórico, 
sin vinculación alguna con los demás que consti- 
tuyen la economía de la legislación sobre quiebras, 
y sin que, por el propio hecho, tenga la menor 
transcendencia en el orden y ulterioridades del 
juicio. 

El artículo 1386 establece, en efecto, que la de- 
claración de quiebra importa la presunción de la 
insolvencia de la masa. Pero, cuál es el alcance 
de esta presunción? El fallido queda acaso pri- 
vado de la propiedad de los bienes? Nó: porque^ 
como lo veremos luego, la privación de adminis- 
trarlos operada por el auto declarativo de la quie- 
bra, no importa la expropiación. ¿La liquidación 
del concurso podrá hacerse inmediatamente des- 
pués de practicarse las medidas provisorias ten- 
dentes á garantir la existencia del activo y la 
legitimidad del pasivo? Nó: porque el fallido tiene 
derecho á proponer concordato en la junta de ve- 
rificación de créditos ó dentro de los ocho días 
siguientes á su celebración, y sólo en el caso de. 
no ejercitarlo «se procederá á la liquidación déla 
masa y distribución del haber, con arreglo á lo 
dispuesto %a el título undécimo de este libro» (^). 



(1) Art. UGl. 
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¿Cuál es entonces, repetimos, la idea transcen- 
dental que envuelve la disposición de que nos ocu- 
pamos? Qué rol juega en el mecanismo del proce- 
dimiento de quiebra? No habría sido bastante 
suprimir del lugar respectivo del Código el artículo 
que exigía la declaración de la insolvencia de la 
masa, como una condición previa para procederse 
á la liquidación de los bienes del concurso? 

Para terminar, diremos que las disposiciones del 
artículo 1G40, hoy suprimido, y del 1387 vigente en 
la actualidad, diversas ambas hasta el punto de 
aparecer como diametralmente opuestas, concuer- 
dan en un punto: la una y la otra dan sólo entrada 
á la liquidación de la masa después de dejar el 
fallido de ejercitar el derecho que le compete, salvo 
^ el caso de fraude, para proponer concordato á sus 
acreedores ó de declararse nulo ó rescindido este 
último, por las causas y en la forma expresamente 
determinadas. 



^ 



TÍTULO SEGUNDO 



De la declaración de quiebra 



Sumario: 1.-^33. Necesidad de la declaración judicial para que la quiebra 
produzca sus efectos — 34. Tribunal competente — 35. Opi- 
niones de los tratadistas — 36. Solución de nuestro Código. 
II. — 37. Obligación del deudor que cesa en sus pagos de hacer esa 
declaración — 38. Término para verificarla — 30. Juez compe- 
tente. Caso en que el deudor tiene varios establecimientos 
Solución. — 40. Juez competente para hacer la declaración de 
quiebra cuando el comerciante tiene en un lugar su principal 
establecimiento y su domicilio real en otro. Resolución judicial 
al respecto. — 41. Opinión contraria. Fundamentos legales. — 
42. Distinciones para fundar la competencia. — 43. Resumen. 
III. — 44. Obligación del fallido de presentar un balance al hacer 
la declaración de cesación de pagos. — 45. Qué debe consig- 
narse en él? — 46 Poder especial para hacer la manifestación 
del estíido de quiebra. Fundamento del precepto legal — 47. 
Obligación del secretario del Juzgado respecto del estado y 

balance. 
IV — 48. Declaración de quiebra á instancia de acreedor legitimo. 

— 49. ¿Es indispensable que el crédito sea comercial?— 50. Ca- 
rácter del acreedor que solicita esa declaración. — 51. Diferen- 
cias entre la legislación civil y la legislación mercantil. — 52« 
Justiñciición de la cesación de pagos. — Importancia de la prueba 
de testigos al respecto. — 53. Juez ante quien el acreedor de- 
berá pedir la declaración de quiebra. — 54. Declaración de 
quiebra de un comerciante cuando no tiene sino un solo 
acreedor, - 55, Discusión al respecto. — 56. Excepción al 
principio general. 
V. — 67. Manifestación del estado de quiebra de una sociedad por 
cualquiera de los socios solidarios — 58. Razón del precepto 
legal — 50. ¿Quién debe hacer esa manifestación en el caso de 
quiebra de las sociedades anónimas ? — 60. Falta de perso- 
nería de los acreedores hipotecarios y prendarios para soli- 

3 



34 ESTUDIO SOBRE LAS QUIEBRAS 

citarla declaración de quiebra. — 61. Caso en que pueden 
hacerlo. Justicia de esta disposición. — 62. Orden en que debe- 
rla colocarse el ejercicio de este derecho. 

VI. —63. Atribución del Tribunal en caso de fuga tí ocultación de 
un comerciante. Antecedentes históricos. — 64. Inutilidad de 
este precepto en la actualidad de nuestro derecho 
VII. — 65. Enunciaciones del auto declarativo de la quiebra. Lla- 
mamiento de sindico. — 66. Detención de la correspondencia. 
— 67. Plazo para que los acreedores presenten los titulo» 
justificativos de sus créditos. — 68. Determinación del día en 
que debe celebrarse la junta de verificación. — 60. Intimación 
á los que posean bienes del fallido.- 70. Orden de arresto 
del deudor. — 71. Opinión al respecto. — 72. Casos en que 
procede esa orden. — 73. Fijación provisoria del dia de la 
cesación de pagos. — 74. Prohibición de pagar ó entregar 
efectos al fallido. — 75. Crítica á esta disposición. — 76, 
Ocupación de los bienes del deudor. 
VIII, — 77. Publicidad del auto declarativo de la quiebra. —78. For- 
ma en que debe hacerse. 

IX — 79. Recurso de revocación del auto de quiebra concedido al 
fallido. —80. Cuestión al respecto. — 81. Opiniones de lo» 
tratadistas. — 82. Extensión del derecho del fallido para pedir 
revocatoria del auto de quiebra cu.indo ésta ha sido solicitada 
por el ministerio fiscal. 

X. — 83. Procedimiento y determinación de los efectos de la re- 
vocación del auto declarativo de la quiebra. 



I 



33. — El estado de quiebra se caracteriza por la 
circunstancia de dejar un comerciante de cumplir 
sus compromisos, de hacer frente á sus créditos 
pasivos. Este es un hecho ; pero para que este hecha 
produzca sus efectos legales, es necesario que sea 
reconocido y declarado por la autoridad judicial 
competente. 

Se explica esta disposición de nuestro Código^ 
que concuerda con la de todas las legislaciones^ 
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teniendo presente que el estado de quiebra es de 
una gravedad trascendental, tanto para el deudor 
como para sus acreedores, y aún también para el 
comercio en general, puesto que la quiebra de un 
comerciante puede en muchos casos producir la 
quiebra de otros. 

Es, pues, indispensable que intervenga un auto ó 
resolución de la autoridad pública competente, que 
haga la declaración del estado de quiebra. 

Esta declaración puede dictarse: á petición del 
deudor, ó de algunos de los acreedores, ó á ins- 
tancia del ministerio público. 

34. — Pero ¿cuál es el tribunal competente para 
hacer esta declaración ? 

El art. 1388 de nuestro código dá solución á 
esta pregunta, estableciendo de una manera explí- 
cita que el estado de quiebra sólo puede ser decla- 
rado por el tribunal de comercio. 

35. — Este precepto de nuestro derecho, ha ve- 
nido á resolver la cuestión debatida entre los 
comentadores franceses sobre tan importante materia. 
Es sabido que algunos de ellos han sostenido, que 
los jueces civiles pueden en ciertos casóse inciden- 
talmente, con motivo de juicios llevados ante su 
jurisdicción, declarar que un comerciante se en- 
cuentra en estado de cesación de pagos, esto es, 
en estado de quiebra, y que con mayor razón, la 
jurisdicción criminal puede abocarse el conocimien- 
to de una causa de quiebra fraudulenta ó culpable 
sin la declaración previa del Tribunal de Comercio. 
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Massó no está de acuerdo con la primera de 
estas opiniones, es decir, con la que atribuye á los 
jueces civiles la facultad de inmiscuirse en el co- 
nocimiento de una causa de quiebra; pero piensa 
que la justicia criminal debe tener plena libertad 
de acción para proceder contra un quebrado frau- 
dulento ó culpable en todos los casos. 

Delamarre y Lepoitvin sostienen una doctrina 
diametralmente opuesta. Ni los jueces civiles, ni los 
jueces del crimen pueden, según estos autores, pro- 
vocar ó iniciar el procedimiento de quiebra, sin un 
auto declarativo expedido por el tribunal comercial. 
Nó los jueces civiles, dicen, porque es un principio 
de derecho, que el que no puede hacer algo directa- 
mente, tampoco puede hacerlo de una manera inci- 
dental ó indirecta; porque esto sería burlar el pro- 
pósito del legislador, y además, porque cuando las 
leyes confieren á determinada jurisdicción una atri- 
bución ó facultad especial, por el mismo hecho 
desconocen en las otras jurisdicciones la misma 
facultad ó la misma atribución. De otro modo ven- 
dría á introducirse la confusión en el orden délas 
jurisdicciones, que reposa sobre consideraciones de 
orden público. Nó los jueces del crimen, porque 
no es exacto que la jurisdicción criminal tenga en 
cuenta el interés público y que la jurisdicción co- 
mercial prescinda de ese interés. Es cierto, que 
esta última responde principalmente al interés del 
comercio, pero también lo es que se preocupa de 
los intereses generales de la sociedad, y por esto 
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en el procedimiento de quiebra se establece su ca- 
lificación para investigar cuál ha sido la causa que 
ha determinado su existencia. 

36. — Tales son las opiniones de los tratadistas; 
pero entre nosotros, el punto como se ha visto, está 
resuelto de una manera expresa. El art. 1104 del 
Código Civil, declara además, como cuestiones pre- 
judiciales « las que versaren sobre la calificación de 
las quiebras de los comerciantes. » Antes de esa 
calificación, ó sea de la apreciación de las causas de 
la quiebra que debe hacer el juez dentro de los seis 
de la presentación por el síndico del informe á que 
se refiere el artículo 1442, la jurisdicción criminal 
es incompetente para entender en un juicio por 
quiebra fraudulenta ó culpable. 



II 



37 — El Código ha impuesto al deudor la obli- 
gación de hacer la manifestación de su estado, 
porque aún cuando esta obligación se la impondría 
siempre su conciencia, ha querido establecer que 
ella importa un deber legal, del cual no debe apar- 
tarse el comerciante y ha establecido una sanción 
penal para el caso en que omita el cumplimiento 
de ese deber. En efecto, el art. 1546, en su inciso 3% 
dispone que el comerciante que no se ha presen- 
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, hacer esta manifestacióri en el tiempo opor- 
piiede ser considerado culpable. 
-Se acuerda el término de tres días, com- 
iéndose aqnel eii que lia teniílo lugar la efec- 
esación de pagos para hacer la manifestación. 
na doble consideración: la 1% porque es in- 
isable que el comerciante se dé cuenta del 
)de sus negocios y pueda presentar al tribunal 
lance prolijo que demuestre ese estado: y la 2', 
ees posible que en los primeros momentos de 
ación de pagos, pueda el comerciante hacerse 
.mente de fondos, cumplir religiosamente sus 
romisos y continuar su yiro. 
artículo, como se ha visto, establece que la 
"estación del estado de quiebra debe hacerla 
merciante deudor ante el Juez de su domi- 
pero esto puede dar lugar á vacilaciones y 
i en el caso en que el deudor tenga varios 
lecimientos. Si éstos son de una importancia 
ita; si nno de ellos puede considerarse como 
¡pal y los demás como secundarios ó simples 
sales, entonces el punto está resuelto de una 
ra expresa en la ley: corresponde hacer la 
ración de quiebra al juez del domicilio don- 
halle el establecimiento principal. Pero, si 
il contrario, tiene distintos establecimientos, 
endientes los unos de los otros, con capital 
o, con relaciones comerciales peculiares y en 
dades diversas, entonces la dificultad aparece 
solución es indudablemenle ardua: ¿Qué juez 
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será el competente para hacer la declaración de 
quiebra?^ ¿Habrá una sola quiebra, ó por el con- 
trario deberán abrirse tantos juicios cuantos sean 
los establecimientos? 

El Código no resuelve este punto, tratándose del 
caso en que una sola persona sea propietaria de 
los distintos establecimientos; pero sí lo resuelve 
al determinar las relaciones de los socios con los 
acreedores de las sociedades de que forman parte. 

«Cuando un individuo es miembro de diversas 
compañías con diversos socios, dice en su art. 
417, quebrando una, los acreedores de ella sólo 
pueden ejecutar la cuota líquida qne el socio co- 
mún tuviese en las compañías solventes, después 
de pagados los acreedores de éstas. » 

«Si las mismas personas, agrega, formasen di- 
versas compañías ó sociedades, quebrando una, los 
acreedores de la fallida sólo tienen derecho sobre 
las casas solventes, después de pagados los acree- 
dores de ésta. » 

Así, tratándose de sociedades, si éstas tienen 
completa independencia entre sí, la declaración de 
quiebra puede tener lugar y debe tener lugar en 
el domicilio de cada una de estas sociedades; de 
manera que el Código viene á establecer de este 
modo la pluralidad y nó la unidad de las quie- 
bras. Esto es lo que resulta de la letra y del 
espíritu de la disposición que recordamos. 

Por analogía, podría sostenerse, que cuando un 
comerciante tiene diversos establecimientos de igual 
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importancia, sería competente para hacer la decla- 
ración de quiebra el juez del domicilio de cada 
uno de esos establecimientos, porque los acreedo- 
res respectivos tienen prelación sobre los bienes 
de cada uno de ellos, relativamente á los acreedo- 
res de los demás; y entonces tienen derecho á 
exijir que se forme un juicio especial de quiebra 
en las distintas localidades. 

No se nos oculta la dificultad de esta solución. 
La quiebra no sólo produce efectos respecto de los 
bienes y de los actos ejecutados por el deudor en 
un período próximo al día de la declaración res- 
pectiva: los produce igualmente y de importancia 
marcada, con relación á la persona del mismo. 
¿Cómo reglar estos efectos en quiebras diversas? 
¿Cómo graduar las responsabilidades del fallido 
respecto de operaciones hechas en plazas distintas 
y sometidas á jurisdicciones autónomas é inde- 
pendientes entre sí? 

Las dificultades son graves; pero tienen por 
causa el hecho de no limitar el deudor su co- 
mercio á un lugar determinado; de poseer esta- 
blecimientos múltiples y de revestir éstos una 
importancia análoga. No existe en la hipótesis 
espuesta la relación que media entre una casa 
principal y sus varias sucursales — caso de solu- 
ción clara y precisa en la legislación y la doctri- 
na. Todos los establecimientos por el contrario 
son iguales eu importancia, con negociaciones, in- 
tereses y acreedores diversos. Todos tienen derecho 
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á ser amparados de la misma manera, todos exi- 
gen idéntica protección déla ley. En nuestro con- 
cepto, la pluralidad de las quiebras se impone. 
Creemos innecesario hacer la salvedad de que la 
doctrina que sostenemos sólo puede aplicarse á 
establecimientos ó casas situadas en la República. 
Respecto de los existentes en el extranjero, el 
Código ha legislado de una manera explícita, como 
hemos tenido ocasión de hacerlo notar oportuna- 
mente: los acreedores del país tienen prelación sobre 
los acreedores del concurso formado fuera de la 
República, sobre los bienes existentes en su territorio. 

39 — Otra cuestión se ha suscitado recientemente 
en nuestros tribunales, que merece ser considerada. 
Un comerciante tiene su principal establecimiento 
en un lugar y su domicilio real en otro. ¿Cuál 
es el juez competente para hacer la declaración de 
quiebra? El del lugar de la situación del primero 
ó aquél en que el deudor habitualmente reside? 

En favor de la jurisdicción de este último se ha 
dicho: 1% que el art. 1389 del Código de Comer- 
cio dispone que la manifestación de la cesación de 
pagos de un comerciante debe hacerse en la se- 
cretaría del tribunal de comercio del domicilio del 
fallido, de lo que se desprende que el juez compe- 
tente para declarar y entender en el juicio de quie- 
bra es el del domicilio del deudor; 2% que la 
doctrina de los tratadistas está de acuerdo con 
esta solución ; 3^ que el art. 2<* de la ley nacional 
de 3 de Setiembre de 1878, no es aplicable en la 



M^^. 



Til « . ^ ' *■ 



■ V . » 



y¿f 



42 



ESTUDIO SOBRE LAS QUIEBRAS 



"•('■• 



f^ 






•íV 



íiSf 






'<-- 






ív 



actualidad, por cuanto esa ley ha sido derogada 
por el Código de Comercio vigente, cu5^a sanción 
posterior es de 1^ de Mayo de 1890; 4% que aún 
cuando esta ley no estuviera derogada, la expresión 
— principal establecimiento — cons'dgvsidsL en ella, ha 
sido empleada como sinónima de domicilio^ como 
lo revela de un modo expreso la discusión de la 
misma ley ante el Senado de la Nación y lo ha 
declarado la Suprema Corte de Justicia en diversos 
fallos C). 

40 — No estamos de acuerdo con la doctrina 
anteriormente expuesta. En nuestro concepto, el juez 
de la quiebra debe ser el del lugar en que el deudor 
tiene su principal establecimiento y nó el de su 
domicilio real. 

Fundamos esta opinión en la ley de 3 de Setiem- 
bre de 1878 y en los principios á que obedece la 
organización del juicio de quiebra. 

La ley citada es en efecto explícita: «El cono- 
cimiento, dice en su art. 2°, de los juicios univer- 
sales de concurso de acreedores v de sucesión co- 
rresponde en el territorio de la República, á los 
jueces respectivos de aquella Provincia en la que 
el fallido tuviere su principal establecimiento al 
tiempo de la declaración de quiebra ...» 

Esta ley, que como se ve^ resuelve expresamente 
el punto, no está derogada. Es cierto que el Código 
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(1 ) Sentencia del Dr. Peyret, publicada en La Naoián, fecha 24 de Agosto 
de 1805- 
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de Comercio fué sometido á la revisión general 
de una comisión de la Cámara de Diputados ; pero 
también lo es que esa comisión en el desempeño 
de su mandato, se limitó á presentar un proyecto 
especial de reformas, que fué estudiado, discutido 
y aprobado por el Congreso de la Nación. La ley 
de 5 de octubre de 1889 que la sancionó, está 
concebida en estos términos: — «Art. 1^ Desde el 
1^ de Mayo de 1890 se observará como ley de la 
Nación, el Proyecto de Reformas del Código de 
Comercio formulado por la Comisión de Códigos de 
la Honorable Cámara de Diputados. » 

Después de la ley de Setiembre de 1878 no se 
ha dictado, pues, en la República un nuevo Código 
de Comercio, cuyas disposiciones como posteriores 
á las de aquélla las modifiquen ó deroguen. Nó: lo 
que se ha dictado simplemente es una ley especial 
de reformas, que se ha incorporado al código primi- 
tivo. En todo lo que esta ley no comprende ó afecte, 
el código subsiste con la fecha de su respectiva 
sanción. Es sabido que éste fué promulgado en la 
Provincia de Buenos Aires el 8 de Octubre de 1859, 
y que en 10 de Setiembre de 1862, el Congreso de 
la República lo declaró Código Nacional. 

No es posible afirmar entonces, que el art. 1389 
del Código reformado, que figuraba con el número 
1528 en el primitivo, contenga una disposición pos- 
terior á la ley de Setiembre recordada. La vigen- 
cia de esta última es indudable. Ella había modifi- 
cado, ó mejor dicho, aclarado una disposición del 
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Código del 62: esa modificación ó aclaración se 
encuentra en todo su vigor á pesar de las refor- 
mas relativas á determinadas disposiciones, recien- 
temente introducidas en el mismo. 

Hemos fundado también nuestra opinión en los 
principios que constituyen la economía de los juicias 
de quiebras. La jurisdicción comerciales real: se 
determina por la naturaleza de los actos ó de las 
operaciones que una persona ejecuta. El comerciante 
como hombre de negocios, está sometido á esa ju- 
risdicción en todo lo que á esos negocios se refiera 
y á los efectos que de ellos puedan desprenderse. 
Como hombre civil, como propietario ó rentista, le 
es completamente extraño. De esta dualidad en la 
posición jurídica del comerciante, surgen conse- 
cuencias de trascendental importancia. Una persona, 
por ejemplo, tiene establecida su familia en un 
lugar y sus negocios en otro : el Código Civil de- 
clara que el primero es su domicilio real. 

41 — Ahora bien, ¿cuál es la jurisdicción com- 
petente para conocer en los juicios á que den lugar 
las operaciones mercantiles del comerciante? ¿La 
de su domicilio comercial ó la de su domicilio 
real? ¿Los acreedores por operaciones mercantiles 
deberán ocurrir á los jueces del lugar donde la 
familia reside, en el que el deudor no ha ejecutado 
acto alguno comercial, ó por ol contrario, estarán 
en el deber, y en el derecho, de hacerlo ante la 
de aquel en que esos actos se han efectuado y donde 
el establecimiento mercantil funciona? 
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Plantear esta cuestión es resolverla. El comer- 
ciante como hombre civil estará sujeto á los tri- 
bunales de su domicilio real: pero como tal co- 
merciante, no puede sustraerse de la jurisdicción 
competente para entender en las operaciones reali- 
zadas con ocasión de sus negocios. 

Hay, pues, que distinguir á los efectos de la com- 
petencia uno y otro domicilio, porque si bien es cierto 
que nadie puede tener sino un domicilio general, 
también lo es que puede tener diversos domicilios en 
lo que concierne al orden de las relaciones jurídicas. 

«Así, ha dicho Massé, cuando el artículo 165 del 
Código Napoleón establece que el matrimonio debe 
.celebrarse ante el oficial civil del domicilio de una 
de las partes, entiende hablar del domicilio gene- 
ral y bajo esta relación no puede haber sino un 
solo domicilio. Es asimismo del domicilio gene- 
ral que entienden hablar los artículos 67 del Código 
de Comercio y 872 del Código de Procedimientos 
Civiles, que prescriben el registro del contrato de ma- 
trimonio de un comerciante en ciertos lugares públi- 
cos del domicilio del marido. Pero cuando un 
comerciante tiene varios establecimientos, cada uno 
de esos establecimientos de comercio puede ser con- 
siderado como un domicilio especial, relativamente 
á los negocios que allí se han realizado: es ante 
los jueces de ese domicilio que pueden ser ataca- 
dos y perseguidos» (*). 



( 1 ) LtíM Cammereial, tomo 2o, núm. 1004. 
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La doctrina del autor citado, uniformemente acep- 
tada, es aplicable estrictamente al caso propuesto: 
el hombre que en su domicilio real no ejerce el 
comercio y que lo ejerce en una plaza distinta, que- 
da sometido á la legislación y jurisdicción comer- 
cial de este último lugar. De aquí la atribución 
exclusiva de los tribunales respectivos para inter- 
venir en los juicios de quiebra, que no tienen otro 
origen que la cesación de pagos comerciales y que 
responden á la liquidación del haber del deudor 
entre los diversos acreedores. 

La exposición que dejamos hecha deja compren- 
der, sin embargo, que trazando como trazamos, de 
acuerdo con las disposiciones de nuestro derecho, 
una línea de separación, clara, notoria, entre el 
domicilio comercial y el domicilio real, á los efec- 
tos de la declaración de quiebra, hemos apartado 
implícitamente el caso, verdaderamente excepcional, 
pero que alguna vez se presenta en el orden de 
los negocios, de que una persona tenga su estable- 
cimiento comercial en un lugar y que lo gobierne 
y dirija desde su domicilio real. El caso, repetimos, 
es raro, pero no carece de ejemplos. 

¿Dónde deberá hacérsela declaración de quiebra 
cuando el comerciante, en la hipótesis propuesta, 
llega á poner punto á sus negocios? 

La solución Ja encontramos en el hecho mismo, 
y en el espíritu bien manifiesto de la legislación 
que lo aprecia y califica. 

Cuando la ley habla á^ principal establecimiento. 
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no ha entendido ni querido referirse, de cierto, á 
ios almacenes en que se depositan las mercaderías 
que van á servir de objeto á las negociaciones^ 
á la fábrica que elabore ó perfeccione los produc- 
tos, á la casa en que se preparen ó concentren las 
materias que darán vida más tarde al giro y á las 
especulaciones de sus dueños. Nó: principal esta- 
blecimiento y centro principal de los negocios, son 
términos sinónimos en nuestro concepto, y asi\ 
pensamos, que debe entenderse la disposición legal 
de que hacemos referencia. 

El pensamiento, la intención del legislador, no 
ha podido ser otra. Centro principal, establecimiento 
principal, es aquel en que se opera el movimiento 
de los negocios comerciales, donde habitualmente 
el comerciante compra y vende mercaderías, donde 
pone en juego sus capitales, donde busca y obtiene 
elementos para dar impulso á sus operaciones, gira, 
acepta y endosa letras; donde tiene su escritorio,, 
donde figura en el gremio y está inscripto en el 
registro de los comerciantes, donde contrae las deu- 
das, cuyo pago no puede efectuar; en una palabra,. 
es aquel en que se desenvuelve la vida comercial, 
con todas sus alternativas, con todos los accidentes 
que le son peculiares. ¿ Qué influencia puede tener 
en estos casos el hecho de que el establecimiento 
material, la refinería, el ingenio, el saladero, por 
ejemplo, se encuentren en lugares distintos? 

En este sentido, creemos, pues, perfectamente 
justa una sentencia de la Suprema Corte de Jus- 
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ticia Federal, que ha declarado competente al juez 
del domicilio del deudor, para intervenir en el jui- 
cio de quiebra, aunque nos permitimos disentir de 
los fundamentos sobre que esa sentencia descansa. 

42 — Resumiendo nuestras conclusiones en esta 
materia, diremos: 

P Que cuando un comerciante tiene su domici- 
lio real en un lugar y sus negocios en otros la 
jurisdicción competente para declarar la quiebra es 
la de los tribunales comerciales del último. 

2*^ Que cuando un comerciante tiene diversos es- 
tablecimientos de la misma importancia en lugares 
distintos, la unidad de la quiebra no puede existir 
y habrá tanto juicios cuantos establecimientos inde- 
pendientes y autónomos dividan los negocios del 
deudor. 

3® Que cuando exista un establecimiento principal 
ó centro principal de los negocios, y otro ú otros con 
el carácter de nuevas sucursales ó de establecimientos 
secundarios, la quiebra sólo puede declararse por los 
tribunales del territorio en que funcione el primero.. 



III 



43 — El Código ha impuesto al comerciante que 
cesa en sus pagos no sólo la obligación de hacer 
la manifestación de su estado al tribunal compe- 
tente, sino también la de presentar un balance fiel 
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y detallado que comprenda la verdadera situación 
de sus negocios. 

44 — En este balance debe consignar con perfecta 
individualidad el activo y el pasivo. En el activo 
debe hacer figurar todos sus bienes, cualquiera 
que sea su naturaleza: dinero en caja, efectos en 
cartera, mercaderías, bienes inmuebles, créditos á 
cobrar, etc., y además, debe apreciar aproximativa- 
mente el valor que representan esos bienes. En el 
pasivo, debe hacer figurar todos los créditos en 
contra, especificando los nombres de los acreedores, 
el monto de cada crédito y sus garantías especia- 
les, esto es, si el crédito es privilegiado, hipoteca- 
rio, ó meramente quirografario, etc. Todo esto tiene 
por objeto señalar el verdadero estado del fallido 
y además facilitar la liquidación de sus negocios. 

El balance debe estar firmado por el deudor ó 
por un mandatario con poder especial. 

45 — ¿Qué razón ha tenido la ley para exigir que 
el mandato conferido por el fallido para solicitar 
la declaración de quiebra sea un mandato especial? 

La razón es obvia: se trata de un acto demar- 
cada trascendencia, de gravísima importancia para 
el fallido y sus acreedores; y entonces la ley ha 
debido revestir este acto de la mayor solemnidad 
posible. Si la legislación civil exige poder especial 
para la venta de bienes raíces, para la aceptación 
ó repudiación de herencias, para celebrar transac- 
ciones, etc.; si la legislación comercial exige poder 
especial para el giro ó aceptación de letras, con 
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mayor razón ha debido exigirlo para hacer que un 
comerciante cese por completo en su giro y que 
se produzca el procedimiento de quiebra, procedi- 
miento especialísimo y grave por las consecuencias 
que produce, no sólo con relación á la persona del 
fallido, á quien incapacita para administrar sus 
bienes, sino también con relación á sus acreedores. 

46 — La diligencia ordenada por el artículo 1391 
al secretario del juzgado para que ponga al pie de la 
manifestación del deudor una calificación del día y 
hora en que ella se presenta, tiene por objeto hacer 
constar de una manera auténtica el cumplimiento 
por parte del comerciante del deber que se le 
impone de presentarse haciendo pública la situa- 
ción de sus negocios dentro del término de tres 
días contados desde la cesación de pagos. 

Por lo demás, ella es concordante con lo dis- 
puesto en el art. 163, inciso 8° de la Ley de Orga- 
nización de los Tribunales de la Capital, que ordena 
á los secretarios de los juzgados poner cargo en 
los escritos con designación del día y hora en 
que fueren presentados por las partes. 



IV 



47 — La quiebra puede ser declarada á instancia 
de alguno de los acreedores. Pero ¿qué clase de 
acreedor es el que puede provocar la declaración de 
quiebra? 
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El Código se limita á decir acreedor legítimo. 

Es necesario, entonces, entrar á averignar el ca- 
rácter ó calidad que debe tener este acreedor. 

48 — Hemos vi^to, que para que una persona 
pueda ser declarada en estado de quiebra, es in- 
dispensable que el crédito que haya dejado de pagar 
sea mercantil. ¿Será igualmente necesario que el 
acreedor que se presenta ante el Juez de Comercio, 
solicitando la declaración de quiebra, sea un acree- 
dor comercial? Este puntólo examinan varios tra- 
tadistas y lo resuelven de una manera negativa. 

No es necesario, en efecto, que el acreedor que 
solicita la deckración de quiebra lo sea por un 
crédito mercantil: puede hacerlo un acreedor civil ; 
pero es indispensable que justifique que el comer- 
ciante deudor ha dejado de satisfacer un crédito 
comercial. 

49 — ¿Cualquier acreedor, sea cual sea la calidad 
de su crédito, podrá provocar la declaración de quie- 
bra, ó sólo tendrá este derecho el acreedor quiro- 
grafario ó meramente personal? 

El Código en el art. 1392 no hace distinción 
alguna: ha dicho simplemente acreedor legítimo. 
Pero el art. 1393 dispone que los acreedores hipo- 
tecarios ó prendarios no serán admisibles á solicitar 
la declaración de quiebra. Y aún cuando esta dis- 
posición figura entre las que se refieren á la 
quiebra de las sociedades, la verdad es, que la razón 
que la determina es de carácter general y como tal 
debe regir en todos los casos. 
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50 — En materia civil el principio es el inismo. El 
Código de Procedimientos ha establecido, que sólo 
puede pedir la formación de concurso el acreedor 
quirografario, excluyendo por este hecho á los 
acreedores privilegiados é hipotecarios (^). 

En la doctrina es otro el principio generalmente 
establecido, admitiéndose que cualquier acreedor, 
sea quirografario, privilegiado ó hipotecario, puede 
ejercitar la facultad que acuerda la ley. 

51— El acreedor que solicita la declaración de 
quiebra, está en el deber de justificar la cesación 
de pagos, dice el Código. Pero ¿cómo habrá de 
justificar este hecho? Podrá valerse de todos los 
medios de prueba admisibles ' en materia civil ó 
comercial? Podrá justificarlo por la simple prueba 
de testigos? 

La doctrina generalmente establece la negativa 

Si la ley ha mirado esta prueba con sospecha; 
si ella ha perdido la importancia que se le atri- 
buía en el antiguo derecho; si i>ara justificar un 
contrato cuyo valor excede de doscientos pesos, no 
puede admitirse, si no se encuentra acompañada de 
un principio de prueba por escrito, ¿cómo la ley 
podría admitir la simple prueba testimonial, para 
la determinación de un hecho de la gravedad y de 
la importancia de la cesación de pagos de un co- 
merciante? Es, pues, indispensable que este hecho 
se justifique por medios evidentes, que no puedan 



(1) Art. 719, inciso 1°. 
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dar lugar á la más mínima duda: tal es la prueba 
escrita que resulta de los protestos de letras ó 
pagarés, lí otras análogas, ó la prueba que está nrriba 
de todas las otras: la confesión del mismo deudor. 

52 — ¿Ante qué juez deberá el acreedor solicitar 
la declaración de quiebra? Ante el juez del domici- 
lio del comerciante que ha cesado en sus pagos, como 
lo hemos visto anteriormente. Hacer esa declara- 
ción en el domicilio especial señalado para el cum- 
plimiento de la obligación, sería inferir graves 
perjuicios á la masa de acreedores y crear positi- 
vas dificultades para la liquidación de los bienes. 
El domicilio especial surte jurisdicción para exigir 
el pago de la deuda; pero ese efecto tiene que 
mantenerse dentro del límite estricto de la conven- 
ción ; convención que no puede dañar el interés de 
terceros, que tienen establecida una jurisdicción 
legal para el ejercicio de sus derechos ó acciones. 

53 — El comerciante que sólo tiene un acreedor, 
puede ser constituido en estado de quiebra, si ésta 
ultimóla solicitara (' )- El punto ha dado lugar á 
largas controversias. Razones atendibles se han 
alegado en pro y en contra de la solución legal. 

54 — Se ha dicho, que la persona que sólo tiene 
un acreedor, no puede ni debe ser declarada en 
estado de quiebra, porque el único objeto de ese 
estado es determinar la posición y fijar los dere- 
chos de cada uno de los acreedores^ lo cual no 



( 1 ) Articulo 1395. 



bi ESTUDIO SOBRE LAS QUIEBRAS 

sucede en el caso en que no haya sino uno solo, 
puesto que él puede dirigir su acción por la vía 
ordinaria ó ejecutiva, sin que le sea necesario 
provocar la declaración de quiebra. Los célebres 
jurisconsultos Dalloz y Massé combaten esta doctri- 
na. «No es el número de acreedores, dice el pri- 
mero, el elemento que constituye la cesación de 
pagos, sino la posición del patrimonio y la situa- 
ción real del comerciante deudor» (*). 

« Hay dos razones, observa el segundo, para sos- 
tener la afirmativa. La primera es, que aquel que 
ha contratado con un comerciante, ha podido ver 
uifk garantía en la calidad de su deudor y en las 
vías extraordinarias que ésta autorizaba contra él, 
garantía que no puede perder por una circunstan- 
cia independiente de su voluntad. La segunda es, 
que tanto interés puede tener uno solo como mu- 
chos acreedores en hacer declarar la quiebra. Tal 
es el caso, por ejemplo, en que un acreedor único 
tuviese interés en hacer anular los actos consen- 
tidos por su deudor en una época cercana á aque- 
lla en que fué declarado insolvente» (*). 

Esta es la opinión adoptada por nuestro Código, 
y pensamos que su solución se ajusta estricta- 
mente á los verdaderos principios jurídicos. 

55 — El artículo 1395, en su segunda parte, pro 
hibe al hijo respecto del padre, al padre respecto 



(1) Halloz. Répertoire deLégislation. FaiUiUs, núm. 75. 

(2) Massé. DnÜ Oommereial, tomo 2», núm. 1150. 
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del hijo y á la mujer respecto del marido, ó vice- 
versa, hacerse declarar eii estado de quiebra. 

Esta disposición nos parece irreprochable, á pe 
sar de que en la opinión de distinguidos trata- 
distas, debe dejarse á las personas comprendidas 
en la prohibición, el derecho de provocar la de- 
claración de quiebra, en las mismas condiciones 
en que pueden hacerlo los acreedores extraños (*). 

No participamos de estas ideas: la razón que 
ha determinado la disposición de nuestro Código, 
como acabamos de decirlo, nos parece irreprocha- 
ble. Hay deberes sagrados que la ley siempre 
debe respetar y hacer cumplir. La declaración de 
quiebra no sólo produce un cambio completo en el 
orden de los negocios del comerciante; no sólo lo 
priva de la administración de sus bienes y lo in- 
capacita para ejecutar actos lí operaciones mer- 
cantiles durante la subsistencia de ese estado, sino 
que puede envolverlo en procedimientos criminales 
que le priven de su libertad y que empañen ó 
manchen su reputación y su nombre. Un juicio 
que entraña tales efectos no debe provocarse por 
los miembros íntimos de la familia, como el hijo 
respecto del padre, la mujer respecto del marido, 
ó viceversa. Hay sentimientos cuya relajación 
no puede autorizarse por las leyes. Ellas, por 



(l) Bravard Veyrierks. Drait Oomynerdal, tomo 5o, pág. 57— Namur. Owfo 
de ObmmeroB Belge revisS, tomo 3", pág. 152 — Leon-Cakm. Précis dedroit comm^r- 
Mal, tomo 2«, pág. 612. 
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otra parte, dejan á las personas indicadas los ca- 
minos ordinarios por donde puedan obtener la 
efectividad de sus derechos y la garantía de sus 
intereses. Es la vía extraordinaria de la quiebra, 
la única que el legislador les cierra. 



56 — El artículo 1393 que no figuraba en el Có- 
digo antes de ser reformado, contiene tres dispo- 
siciones diversas, que vamos á examinar breve- 
mente: la primera referente á la facultad de los 
socios solidarios para iniciar el juicio de quiebra; 
la segunda señalando en las sociedades anónimas 
la persona á quien corresponde tal encargo; la 
tercera determinando la posición legal de los acree- 
dores hipotecarios y prendarios relativamente á la 
solicitud de la declaración de quiebra. 

57 — La primera de estas disposiciones se ex- 
plica fácilmente. La quiebra de una sociedad 
colectiva ó en comandita entraña la de todos los 
socios solidarios, como lo dispone de una manera 
explícita el artículo 1384, y resulta de la propia natu- 
raleza de esa especie de sociedades. El socio so- 
lidario no sólo tiene un interés pecuniario ó real 
en que la sociedad de que hace parte no prolongue 
su situación, cuando ha cesado en sus pagos, sino 
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que lo tiene principalmente bajo el punto de vista 
personal, desde que la quiebra no sólo afecta los 
bienes sino que crea respónsabilidiides individua- 
les, directas, que pueden comprometer la libertad 
y el honor de quienes se vean envueltos en la de- 
claración de su existencia. 

58 — El precepto legal es irrep''ochable. La per- 
sonería que se acuerda á cualquiera de los socios 
solidariamente responsables, es no sólo justa sino 
conveniente y necesaria. Dejar sólo en manos de 
los administradores la facultad de hacer la mani- 
festación judicial de la falencia de la sociedad, 
habría sido lesionar el derecho de sus miembros, 
obligados á hacer frente hasta con sus bienes 
propios, al pago de las deudas comunes. 

59 — En cuanto á la segunda parte del artículo, 
nos parece asimismo perfectamente justa. En la 
sociedad anónima no existe el elemento personal. 
Ninguno de los accionistas contrae obligaciones 
que se extiendan más allá del imp(»rte de sus res- 
pectivas cuotas. Estas sociedades son dirigidas, 
administradas, por sus directores y gerentes en la 
forma determinada por sus estatutos y de acuerdo 
con lo establecido en las disposiciones del Código 
que le son aplicables. La ley ha debido, pues, 
proceder como lo ha hecho: la manifestación del 
estado de quiebra debe hacerse por los gerentes ó 
administradores, que son los que están habilitados 
para conocer y apreciar el estado efectivo de los 
negocios sociales. Por lo demás, los accionistas 
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tienen los medios de obligar á los administradores 
al cumplimiento de sus deberes ejercitando los de- 
rechos que les acuerdan las leyes. 

60 — La tercer disposición, perfectamente justa 
en sí misma, nos parece, sin embargo, fuera de 
lugar. 

Es justa, porque los acreedores hipotecarios tienen 
expedito el camino para el cobro de sus créditos 
respectivos por un procedimiento breve y sumario. 
Existe un bien que garante el pago de su crédito: 
mientras ese bien no se venda y llegue por este he- 
cho, ó por otro medio legal, á comprobarse que su 
valor no alcanza á cubrir íntegramente el importe de 
la deuda en su principal é intereses, no hay razón 
alguna para autorizar al acreedor hipotecario ó 
prendario á la iniciación del procedimiento de quie- 
bra con perjuicio de los demás acreedores, que al 
no provocar esa declaración demuestran que la con- 
sideran dañosa ó inconveniente á su interés. 

61 — Nos parece fuera de lugar, decíamos, por- 
que creemos que su verdadera colocación habría es- 
tado en el art. 1392, que reconoce en los acreedores 
legítimos el derecho de solicitar la declaración de 
quiebra del deudor. Allí, después de establecerse 
la regla, debió consignarse la excepción. 
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VI 



62 — El artículo 1394 del Código, que tenía una 
perfecta explicación antes de la ley de reformas, 
carece de razón de ser en la actualidad de nuestro 
derecho. Cuando este Código fué dictado existía 
entre nosotros el tribunal del Consulado,; tribunal 
colegiado compuesto principalmente de un presi- 
dente ó Prior, de dos cónsules y de dos tenientes 
de cónsul (*). La jurisdicción mercantil era ejer- 
cida por este tribunal á quien correspondía en 
consecuencia la atribución de dictar el auto decla- 
rativo de la quiebra (2). 

En caso de ocultación ó fuga de un comerciante 
acompañada de la clausura de su escritorio ó al- 
macenes, sin dejar persona que en su representa- 
ción dirija sus dependencias ó dé cumplimiento 
á sus obligaciones, el ministerio público tenía, 
como lo tiene al presente, el derecho de provocar la 
expedición de ese auto. 

Pero, como el abandono del negocio, haciendo 
peligrar sus existencias, reclama medidas conserva- 
torias urgentes, la ley autorizaba al Presidente del 



(1) Cédula Ereccional de 30 de Enero de 1794. 

( 2 ) Articulos 1521 y 1522 del Código de 1859. 
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Tribunal, para ordenar provisoriamente en interés 
de los acreedores, la colocación de sellos en todos 
los bienes, libros y papeles del fallido, imponiendo 
al mismo tiempo á aquél el deber de convocar 
inmediatamente al tribunal para resolver sobre la 
declaración de quiebra (*). 

Esta disposición era evidentemente correcta: ella 
respondía á necesidades premiosas. La reunión 
de un tribunal formado de varios miembros, tenía 
que dar lugar á dilaciones ó demoras, con grave 
perjuicio de intereses que el legislador debe siem- 
pre amparar. Entre el acto de la colocación de sellos» 
para evitar la sustracción de los efectos, libros y do- 
cumentos del comerciante prófugo, y la declara- 
ción de quiebra, tenía que mediar cierto espacio de 
tiempo. 

63 — Pero después de haberse cambiado la or- 
ganización de ta magistratura comercial, sustitu- 
yéndose los tribunales colegiados por juzgados á 
cargo de una sola persona, no hay razón alguna 
que aconseje ó justifique la orden de la colocación 
de sellos, como una medida especial y previa á la 
declaración de quiebra. El juez á quien se le de- 
nuncie la fuga de un comerciante y se le pida 
que haga esa declaración, no puede ni debe de- 
morar el auto respectivo, para limitarse á mandar 
practicar una diligencia aislada de seguridad, que 



(1) Articulo 1528, Código citado. 
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debe comprenderse dentro de las generales que 
el mismo auto legalmente abraza. 

Pensamos, pues, que el artículo que examinamos 
ha debido suprimirse, porque no deben figurar en 
un Código disposiciones que responden á la eco- 
nomía de una legislación calcada sobre bases di- 
versas. 

Por lo demás, debemos decir, que no conocemos 
caso alguno en que los jueces letrados de comer- 
cio, hayan ordenado la colocación de sellos por 
una providencia especial y aislada y reservado 
para más tarde la expedición del auto declarativo 
de la quiebra. 



VII 



64 — El auto declarativo de la quiebra debe de- 
signar el síndico provisorio en la forma determi- 
nada por el art. 1422 del Código. 

Privado el fallido de la administración de sus 
bienes, es indispensable nombrar una persona que 
se haga cargo de esa administración y que practi- 
que todas las medidas necesarias para la conser- 
vación de los derechos v acciones del concurso v 
preparatorias de su solución final. En oportunidad 
nos ocuparemos de las diversas funciones que jue- 
gan los síndicos en el procedimiento de quiebra. 

65— La orden de detención de la corresponden- 
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cia epistolar y telegráficci del fallido, es otra de 
las enunciaciones que debe comprender el auto 
judicial que examinamos. 

La detención de la correspondencia responde á 
\, un doble interés: al de la justicia y al de los 



I acreedores. Al interés de la justicia, porque la 

correspondencia del fallido puede suministrar da- 
tos preciosos para investigar la verdadera causa 
que ha producido la falencia; y al de los segundos, 
porque puede servir y sirve eficazmente para de- 
terminar la verdadera situación de los negocios 
del deudor común. 

66 — El auto debe contener también la fijación 
de un término dentro del cual deban presentar 
estos últimos los títulos justificativos de sus cré- 
ditos. Dicho término no podrá exceder de sesenta días 
contados desde el día de la declaración de quiebra. 
El juicio de quiebra, como hemos dicho más de 
una vez, es un juicio de liquidación. Exige la con- 
currencia de todos y de cada uno, cualquiera que sea 
el carácter ó la calidad de sus créditos. Es indis- 
pensable, pues, que declarada la quiebra, se haga 
conocer su existencia de todos los acreedores del fa- 
llido, á fin de que puedan concurrir á tomar en el 
juicio la participación que les corresponde legal- 
niente. Habría error, sin embargo, en creer que des- 
pués del tiempo señalado, no pueden aquéllos presen- 
tarse solicitando la verificación de sus créditos y 
su admisión al pasivo de la quiebra. No es un 
término fatal. La sanción que tiene la falta por 
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parte de los acreedores, del cumplimiento de esta 
disposición legal, es la de hacer verificar sus 
créditos á su costa y la de no tener derecho á 
participar de los dividendos que se hubieran en- 
tregado á los demás que se presentaron con ante- 
rioridad al reconocimiento de sus derechos. 

67 — La convocación á la junta de verificación 
y graduación de créditos, que debe hacerse igual- 
mente á los acreedores en la oportunidad expre- 
sada, responde á consideraciones análogas. La 
verificación de créditos tiene por objeto establecer 
la legitimidad de los que se presentan á cargo de 
la quiebra; y su graduación determinar el carác- 
ter y naturaleza jurídica de cada uno de ellos. Una 
y otra son diligencias de trascendencia manifiesta 
en el orden de los procedimientos de este juicio. 

68 — La intimación á los que tengan bienes de 
pertenencia del fallido para que los entreguen al 
síndico del concurso, es una consecuencia forzosa 
del jukio de quiebra. En primer lugar, es indis- 
pensable que todos los bienes figuren en el activo 
y sean conservados, guardados y administrados 
por el síndico: en segundo lugar, es necesario im- 
pedir ocultaciones ó fraudes de parte del deudor ó 
de terceros que perjudiquen el interés y los dere- 
chos de los acreedores legítimos. Nadie puede ni 
debe conservar en su poder lo que tiene que ser 
la garantía de todos, salvo aquellos que como 
los acreedores prendarios, conservan en su poder 
bienes del deudor con título legítimo. 
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69 — Otra de las enunciaciones que debe conté- 
per el auto declarativo de la quiebra, es el arresto 
del fallido en los casos indicados en el inciso 6** 
del artículo que estudiamos. 

Esta medida, en el concepto de distinguidos trata- 
distas, responde á una doble consideración: en 
primer lugar, tiene en cuentael interés de la justicia, 
porque si bien la quiebra puede ser casual, puede 
también reconocer por causa el fraude ó la culpa, 
y es neces::irio impedir que el fallido se sustraiga por 
la fuga alas penas á que pueda haberlo hecho acree- 
dor su mala conducta; en segundo lugar, la presencia 
del fallido durante el juicio es conveniente y aún 
necesaria, porque en muchos casos sólo él puede 
proporcionar antecedentes y datos, sin los cuales 
la liquidación sería difícil, sino imposible. El falli- 
do debe ser un auxiliar del síndico, un colaborador 
de la liquidación y no debe dejársele en libertad de 
privar al concurso de su intervención, cuando ésta 
sea necesaria ó conveniente ( * ). 

70 — Nos ocuparemos brevemente de las conside- 
raciones expuestas, que se invocan con el propósito 
de justificar la privación de la libertad del fallido 
en los primeros momentos de la iniciación del 
juicio de quiebra. 

Desde luego, aparece como primer fundamento, 
la presunción de culpa ó de fraude de parte del deu- 
dor en el manejo de sus negocios. ¿Esta presunción 



( 1 ) Bravard Veyrieres, DroU oonwwrdal, tomo V, pág. 115. 
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es justa? ¿Ella se basa en las enseñanzas de la 
experiencia, en los hechos que ordinariamente se 
producen en la vida práctica? 

Hubo un tiempo en que la quiebra y el fraude se 
consideraban sinónimos; en que sólo se veía en el 
comerciante que cesaba en sus pagos, un defrauda- 
dor público que pretendía enriquecerse con los in- 
tereses de aquellos que incautamente le habían acor- 
dado su confianza. Decocior, ergo fraudator: tal 
era el raciocinio de Baldo en el siglo XV, aceptado 
sin vacilar por sus contemporáneos y aun enseñado 
en nuestros días por escritores que piensan que 
la severidad en la legislación de quiebras, es el 
medio directo y eficaz de garantir los múltiples 
intereses que tal estado afecta. 

Pero, ¿existe algo de verdad en esta afirmación? 
Evidentemente no. La quiebra es un acontecimiento 
ordinario en la vida mercantil. El comercio está 
expuesto á vicisitudes y contrariedades que á nadie 
es dado prever ni mucho menos evitar. Las 
especulaciones mejor combinadas suelen frecuente- 
mente dar resultados contrarios á los que se espera- 
ban al concebirlas : los accidentes ó sucesos naturales 
y comunes en el movimiento de la vida social son 
muchas veces el origen inmediato del malestar y de 
la ruina del hombre de negocios. No podemos dejar 
de recordar á este propósito las bellas palabras 
pronunciadas por uno de los oradores del Consejo 
de Estado de Francia en la sesión de 3 de setiembre 
de 1807: «Frecuentemente, decíanla quiebra es un 



naufragio del que súlo puede acusarse ¡I la suerte. 
El comercio tiene sus tempestades como el océano: 
los acontecimientos del mundo; ios movimientos 
(te la política, la guerra, la ])iv¿, la escasez, la abun- 
dancia misma, originan cambios imprevistos, pro- 
ducen conmociones súbitas en el comercio y frustran 
sus más sabias combinaciones: casi siempre el comer- 
ciante engañado por su confianza, víctima á la vez 
de muchas otras quiebras, es obligado á pesar suyo 
á faltar á compromisos que estaba muy distante de 
no tener la voluntad de llenar» ('). 

" La quiebra, lia agregado más tarde Massi?, os un 
accidente que constituye una de las eventualidades 
fatales en todo establecimiento industrial ó comer- 
cial. Nadie, poniendo el pie en el campo (le los ne- 
gocios sabe por qné puerta saldrú. La probidad, el 
orden, la prudencia no son s¡em]u-e garantías su- 
licientes contra la desgracia; y aquel cuya posición 
comercial parece más brillante, cuyo crédito parece 
más firme, es frecuentemente precipitado en el abis- 
mo abierto bajo sus pies por una sucesión de cir- 
cunstancias que no ha podido impedir ni prever. 
La inconducta y el fraude son algunas veces las 
causas determinantes de las quiebras; pero la 
experiencia prueba que las quiebras fraudulentas ó- 
culpables en sus grados diversos están en minoría y 
que la gran mayoría de las quiebras es el producto- 
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forzado de acontecimientos comerciales en medio 
de los cuales el comerciante pasa su vida (^).» 

Estas observaciones son perfectamente aplicables i 

entre nosotros. En todas las quiebras que han tenido 
lugar desde mucho tiempo atrás, que no han sido 
pocas sin duda, como no puede menos de serlo en 
una plaza comercial de la importancia de la nuestra, 
muy pocos casos se han presentado de (juiebras 
culpables ó fraudulentas; muy raros han sido los 
procesóse!) que nuestra justicia criminal hiiya tenido 
que intervenir por causas de este género. 

Las presunciones legales deben fundarse siempre 
en los hechos comunes ó frecuentes que ordinaria- 
mente ocurren para determinar una regla ó fijar un 
principio. Lo excepcional, lo raro, no puede servir 
de base á un precepto general, absoluto, que por la 
extensión de su mandato, confunde la honradez con 
el crimen, la desgracia con la mala fé ó el fraude. 

El primer fundamento, pues, sobre que se hace 
descansar la legitimidad de la prisión preventiva 
del fallido, es inexacto. 

La segunda consideración corresponde á otro orden 
de ideas, es de una naturaleza distinta. La primera, 
como se ha visto, es determinada por el interés so- 
cial, por la vindicta pública: la última por el interés' 
privado de los acreedores. 

Desde luego se comprende, sin el menor esfuerzo, 
que el comerciante que no escapa á la acción de la 



( 1 ) Massé, Droit commercial, tomo 2», no 1176. 
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justicia, sino por el solo hecho de su detención 
personal, no ha de prestarse fácilmente á concurrir 
á la investigación de antecedentes y á la práctica de 
procedimientos y diligencias que puedan hacer des- 
cubrir hechos punibles ejecutados por su parte. Un 
auxiliar en tales condiciones, es un mal auxiliar: le 
faltaría siempre la voluntad de ser útil á aquellos 
cuyos intereses ha intentado defraudar ó que real- 
mente ha defraudado. 

Por lo demás, si ha procedido de buena fe en el 
manejo de sus negocios; si nada tiene que temer, 
porque nada tiene que ocultar, no abandonará de 
cierto el lugar del juicio, su domicilio, su hogar, 
arrojando sobre su nombre la sospecha del fraude. 

Es cierto que el inciso que estudiamos, ha mo- 
dificado la disposición correlativa del Código antes 
de ser reformado, limitando la orden de arresto á los 
casos en que el deudor no se presente á hacer la ma- 
nifestación de su estado, en que la quiebra sea soli- 
citada por los acreedores. Hay en esto, efectivamente, 
un progreso en el orden de las ideas que exponemos; 
pero pensamos, sin embargo, que en vez de limitarse 
debió suprimirse el arresto del fallido como medida 
preventiva en las primeras diligencias del juicio. 

El hecho de no solicitar el deudor la declaración 
de su propia quiebra dentro del término de tres 
días contados desde la cesación de pagos, que la 
ley señala, no basta para hacer presumir la mala 
fe ó el fraude. La experiencia diaria lo demuestra. 
Hay muchas circunstancias que obran en el espíritu 
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del hombre de negocios para demorar la manifesta- 
ción judicial de su estado. Unas veces, tiene esa 
demora jpor causa la misma importancia y compli- 
caciones de los negocios que le impiden formar los 
balances y hacer la memoria con que debe acompa- 
ñar aquella manifestación, denfro de un plazo tan 
perentorio y estrecho; otras, la esperanza de reci- 
bir recursos de sus corresponsales ó de personas 
de áu familia ó de su amistad, para hacer frente á 
sus compromisos y remover los obstáculos quizás 
transitorios, que lo han colocado en una situación 
difícil; otras veces, la duda sobre el verdadero es- 
tado de su giro, porque no siempre el hecho de no 
poder ocurrir en un momento dado al pago instan- 
táneo de un crédito exigible, revela la existencia de 
un mal irreparable en las operaciones de un esta- 
blecimiento mercantil; otras, finalmente, y estoes 
lo común y ordinario, el deseo de obtener de sus 
acreedores un plazo para el pago ó un acuerdo para 
realizarlo en condiciones favorables á los intereses 
comunes. 

No hay, pues, razón para establecer por la cir- 
cunstancia indicada, la presunción de delito y orde- 
nar la prisión del fallido corno diligencia precau- 
ciona! ó preventiva. 

No hay tampoco razón para decretarla, en el caso 
deque la declaración de quiebra se solicite por algún 
acreedor, tanto por las consideraciones expuestas 
cuanto porque es posible que éste inicie el juicio al 
día siguiente del vencimiento de su crédito, lo que 
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vendría hasta colocar al comerciante en la imposi- 
bilidad de cumplir el mandato de la ley. 

71 — En nuestra opinión, la prisión del deudor debe- 
ría reservarse para el caso de fuga ü ocultación, ó 
cuando durante el curso de los procedimientos apa- 
rezcan indicios ó presunciones de fraude ó culpa. De 
esta manera la legislación de quiebras vendría á 
armonizarse con las disposiciones de la ley que 
abolió la prisión por deudas civiles ó comerciales, 
y con el Código de Procedimientos en materia cri- 
minal, que plausiblemente ha consignado este pre- 
cepto explícito: «Nadie puede ser constituido en 
prisión preventiva sin orden escrita de juez compe- 
tente, expedida contra persona determinada y á 
mérito de existir contra ella semiplena prueba de de- • 
lito ó indicios vehementes de culpabilidad ( 1 ). » 

Para terminar la consideración de este punto, di- 
remos, que la inílexibilidad del inciso 6« del artículo 
1396 del Código, ha sido moderada por la ley de 6 de 
Octubre de 1890, que ha estatuido que en los casos en 
que de acuerdo con esa disposición fuese ordenado 
el arresto del fallido, procederá la excarcelación me- 
diante fianza de cárcel segura por una suma que 
fijará el juez según los casos. 

72 — El auto declarativo de la quiebra debe com- 
prender asimismo en sus resoluciones la fijación 
provisoria del día de la cesación de pagos, á cuya 
fecha deberán retrotraerse los efectos de la quiebra. 



í 1 ) obligo dé Procedimientos Criminales, art. S». 
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sin perjuicio de la declaración de la época efectiva, 
que deberá recaer luego que el tribunal esté en po- 
sesión de los antecedentes respectivos. 

Por regla general, el señalamiento del día de la 
cesación de pagos, no puede hacerse en el primer 
instante de producida la falencia, porque los jueces 
carecen de los elementos necesarios para determinar 
con un criterio consciente y acertado, la época pre- 
cisa en que el comerciante ha dejado de hacer fren 
te á sus compromisos. Este resultado se obtiene 
de las investigaciones y de los antecedentes que 
se van acumulando á medida que el procedimiento 
de quiebra avanza, y, sobre todo, del examen pro- 
lijo y detenido de los libros, documentos y corres- 
pondencia del fallido. 

No nos detendremos por el momento á señalar la 
importancia que tiene §n el juicio de quiebra la fija- 
ción del dia en que el fallido ha empezado á cesar en 
sus pagos. Más adelante veremos que durante ese pe- 
ríodo, calificado por la generalidad de los tratadistas 
con el nombre de período de sospecha, algunos de los 
actos ejecutados por el fallido son nulos, radical- 
mente nulos; y otros pueden ser anulados siempre 
que concurran las circunstancias y condiciones le- 
galmente requeridas. 

Los jueces están revestidos de un poder discre- 
cional para hacer esta designación. Nuestro Código 
ha creído prudente no fijar reglas precisas que en- 
cerraran dentro de límites estrechos el poder judi- 
cial, impidiendo en muchos casos la investigación 
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de la verdad y el fiel discerniniiento de la justicia. 
Ha creído, pues, que debía dejar al tribunal en 
completa libertad de acción, para que apreciando 
en cada caso las circunstancias que revelen las 
constancias del juicio, pueda proceder con entera 
conciencia á dictar una resolución de tanta impor- 
tancia y trascendencia. 

Sin embargo, como resulta del testo del inciso 
que brevemente examinamos, la fijación á que se 
refiere debe tener el carácter de provisoria. No 
podía ser de otra manera. El juez, como lo liemos 
dicho, no está habilitado desde la iniciación délos 
procedimientos para determinar el momento en que 
el deudor empezó á dejar de cumplir sus obligaciones 
comerciales. Habríamos preferido, no obstante, que 
se hubiese conservado la disposición del art. 1549 
del código primitivo, que nos parece más correcta. 
«El auto en que se haga la declaración de quiebra, 
decía, ya sea á solicitud del fallido, ó á instancia 
de los acreedores, ó por reclamación del ministe- 
rio público, debe contener, además de la fijación, 
siempre que sea posible^ del día de la apertura de la 
quiebra^ etc. etc, » 

El mandato imperativo, absoluto, de la enmien- 
da introducida por la ley de reformas, que ordina- 
riamente pone á los jueces en dificultades gravísi 
mas ó los coloca en la necesidad de establecer 
que la cesación de pagos ha empezado el día de la 
apertura de los procedimientos, no existía como se 
vé en el artículo citado, dejándose por el contrario, 
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la determinación de ese hecho, (en el auto declara- 
tivo ), á las circunstancias especiales de cada caso. 
Oportunamente hemos de volver á ocuparnos de 
esta importante materia. 

73 — Otras de las disposiciones del auto de la 
declaración de quiebra, es la prohibición de hacer 
pagos o entrega de efectos al fallido, so pena de 
no quedar exonerados los que los liicieren, de las 
obligaciones que tengan pendientes en favor de la 
masa. 

74 — Esta disposición ha sido criticada como 
absolutamente innecesaria por un distinguido tra- 
tadista. «Insertar en el auto declarativo de la quie- 
bra, ha dicho en efecto Thallerj, una disposición 
formal previniendo á los terceros que el deudor no 
es hábil para recaudar fondos, y de una manera 
general á recibir, es una verdadera redundancia. 
Nadie puede alegar la ignorancia de la ley; cada 
ciudadano debe saber los efectos relacionados con 
una situación legal. Anunciar la quiebra, es reve- 
lar al jnismo tiempo el desapoderamiento, y no se 
comprende que sea necesario ampliar el testo de la 
sentencia de apertura, al solo objeto de enseñar 
derecho á la gente que no lo conoce (' ).» 

Participamos de esta misma opinión: es un pre- 
cepto sin objeto. 

75 — La ocupación de todos los bienes y perte- 
nencias del fallido es el último de los mandatos 



í 1 ) Des faUliies en Droit comparé, tomo I", pág. '-VM. 
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que debe contener el auto declarativo de la quie- 
bra, en el orden de colocación de los diversos in- 
cisos del artículo 1396. 

En nuestro concepto, habría debido figurar en el 
primer término. Esa ocupación es una consecuencia 
directa, inmediata del desapoderamiento que aquel 
auto produce respecto del quebrado. La ley no 
puede dejar en su poder los bienes que son la 
prenda común de sus acreedores. Privarlo de esos 
bienes para entregarlos al cuidado y administra- 
ción del síndico, es un hecho que urgente y forzosa- 
mente se impone. 



VIII 



76 — Dictado el auto de quiebra debe ser pu- 
blicado. La publicidad tiene por objeto hacer que 
los acreedores conozcan la situación del deudor v 
comparezcan á tomar en el juicio la intervención 
que les corresponde; y para que los terceros de buena 
fe no puedan ser perjudicados contratando con el 
fallido ó ejecutando actos jurídicos, que puedan más 
tarde ser declarados nulos en beneficio de la masa. 

77 — La publicidad debe hacerse en la forma 
que prescribe el artículo 1397 del Código, esto es, 
debe verificarse por edictos insertos en dos diarios 
del domicilio del fallido, y donde tenga establecí- 
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mientos mercantiles, trascribiéndose además, en 
uno de los periódicos del lugar de la residencia 
del tribunal, y si no le hubiere, en uno de los perió- 
dicos del lugar más próximo. 



IX 



78 — El auto declaratorio de la quiebra no tiene 
tal fuerza que cierre por completo las puertas al 
fallido para toda reclamación. No decide de una 
manera irrevocable de la suerte de la persona á 
quien afecta. El fallido puede solicitar su revoca- 
ción, cuando ha sido expedido á petición de algiiiv 
acreedor ó del ministerio público, ofreciendo justi- 
ficar la falsedad de los hechos que han servido de 
base á la resolución judicial. 

El derecho acordado por la ley al fallido es per- 
fectamente justo. Es cierto que el acreedor debe 
justificar la cesación de pagos para solicitar la 
declaración de quiebra, y que sólo en vista de esa 
prueba los jueces hacen aquella declaración; pero 
también lo es, que la prueba puede ser falsa, in- 
subsistente ó nula. Puede suceder también que 
un comerciante haya dejado de cumplir ciertas 
obligaciones, pero que tenga alguna causa justifi- 
cada para ello, alguna excepción legal. 

El hecho de la cesación parcial de pagos no ini- 
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-* porta en efecto, por sí mismo en todos los casos, 

;> la existencia del estado de quiebra. Es necesario 

^ que ese hecho sea el resultado de la voluntad ó de 

h la imposibilidad material de satisfacer las deudas; 

pero cuando el deudor invoca razones legales para 
' dejar de cumplir alguno de sus compromisos, en- 

tonces no podría decirse que se encuentre en el 
estado especial que da causa al juicio de quiebra. 
El deudor puede, pues, probar una de estas dos 
circunstancias: ó que realmente no ha dejado de 
; . satisfacer sus compromisos, ó que si lo ha hecho, 

ha tenido razones legalmente atendibles. 

Tal vez pudiera decirse, que esta opinión se aparta 
del texto literal del artículo que parece limitar su 
disposición al primer caso al establecer que «el 
recurso sólo podrá fundarse en la falsedad de los 
hechos en cuyo mérito se dictó el auto de quie- 
bra». Pero, como en nuestro concepto, para la apli- 
cación de las leyes debe atenderse más á la inten- 
ción del legislador que á las palabras conque esa 
intención ha podido expresarse: non aliquis verba 
] considerare^ como decían los antiguos jurisconsul- 

A " tos — sed voluntatem et intentioneniy quia non debet 
inteniio verbis serviré, sed verba intentione — consig- 
namos como doctrina evidente, que el deudor que 
ofrece probar que al no haber efectuado el pago de 

« 

un crédito, ha procedido con derecho, no se halla 
', en estado de cesación de pagos, de acuerdo con los 

? principios jurídicos á que obedece toda la legisla- 

ción de quiebras. 
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79^^ Una cuestión proponen los tratadistas sobre 
este punto. ¿El fallido podrá pedir la revocación 
del auto de quiebra cuando él mismo se ha pre- 
sentado ante el tribunal haciendo la manifestación 
de su estado? 

El caso indudablemente sólo podrá ocurrir rara 
vez; pero es posible que ocurra, y es necesario bus- 
car la solución legal que corresponda. 

La doctrina reconoce generalmente el derecho 
que tiene el fallido para solicitar la revocación 
del auto de quiebra en la hipótesis propuesta. Es 
posible que un comerciante en un momento de tri- 
bulación pueda llegar á creer que se encuentran 
suá negocios en mal estado, y que entonces, con 
el propósito de no perjudicar á la generalidad 
de los acreedores deje de hacer frente á alguno 
de sus compromisos. Pero, pasadas esas circuns- 
tancias; repuesto del pánico que tal vez el resul- 
tado de alguna mala operación pudo llevar á su 
espíritu; en la convicción de su solvencia, de- 
bidamente formada, ¿qué razón podría oponerse 
para que rectificando su error, no pudiera pedir al 
tribunal que hizo la declaración de quiebra, que 
deje sin efecto esa declaración, manifestándole es- 
tar dispuesto á llenar religiosamente todas y cada 
una de sus obligaciones? 

80 — Hemos dicho, que la opinión que sostene- 
mos, es generalmente aceptada por los tratadistas. 
En comprobación de la exactitud de este aserto y 
dada la importancia del punto, citaremos algunos 



de los que gozan tle mayor renombre en el mundo 
científico. 

«¿Podrú aceptarse la oposición del fallido, se 
pregunta Bedarride, cuando el auto declarativo de 
la quiebra no ha sido sino la consecuencia del 
depósito de su balance y de la declaración de ce- 
sación de pagos lieclia por él mismo. » 

"La aSrmativa la reputamos sin inconveniente, 
si la conducta del fallido no mera sino el resul- 
tado del error óde una falsa apreciación de su 
josición. La prueba de este error debería entra- 
iar la retractación de la declaración, sobre todo 
ii no ba sido contestada por ningún acreedor. Su- 
;ede lo mismo en el caso en que el error pudiera 
íer demostrado por la realización de hechos pos- 
eriores al juicio. Así, un comerciante se cree 
)bi¡gado ií quebrar, porque tal navio que debía 
iportarle snuias importantes se presume haberse 
)erdido. Algunos días después del auto declara- 
ivo de quiebra que ha provocado él mismo, el 
lavio llega y con él recursos más que suficientes 
)ara pagar A todos sus acreedores. Otro se ha creído 
irruinado, y en esta persuasión, ha declarado la 
lesación de pagos y depositado su balance en la 
)ficina. Una sentencia lo declara en quiebra y al 
nismo tiempo el sabe que acaba de recibir una 
lerencia considerable que le coloca bien arriba de 
ius negocios. En uno y otro caso, si los plazos de 
)posición no han expirado, habría un rigor ex- 
cesivo en rehusarle el beneficio, y en mantener 
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una quiebra en adelante sin objeto. En el fondo, la 
prueba de la existencia de recursos nuevos é impre- 
vistos debería entrañar la retractación del auto(*) ». 

a Se ha presentado la cuestión, dice á su vez 
Dalloz, de saber si la oposición del fallido es acep- 
tada en el caso en que la sentencia haya sido pro- 
nunciada sobre su propia declaración de cesación de 
pagos. Por regla general, la afirmativa debe, en 
nuestro sentir, ser adoptada. Esto no podría ser du- 
doso en la hipótesis en que el fallido no haya depo- 
sitado su balance y declarado su cesación de pagos 
sino á consecuencia de un error y de una falsa 
apreciación del estado de sus negocios; pues el 
texto de la ley no pone ningún obstáculo á su 
oposición, y está en su espíritu que no se preva- 
lezca contra- una parte en razón de un proceder 
evidentemente determinado por el error y que ade- 
más los acreedores podrían criticar. Así se ha 
juzgado, que el fallido puede formar oposición al 
auto declarativo de la quiebra y pedir su revo- 
cación en el caso mismo en que por su propia 
declaración esa quiebra haya sido pronunciada.» 

« Pero, por una parte, la oposición debe ser for- 
mulada en el plazo fijado por la ley, y por otra 
parte, no se debe perder de vista que la ley es de 
orden público y que ella prohibe todo convenia 
entre el fallido y sus acreedores antes del cumpli- 
miento de las obligaciones que ha establecido: 



(1 ) BÉDARRiDF, Des faiUiU& et banqturoutesr tomo 3», pág. 2í2. 
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de donde es necesario concluir, que en la hipótesis 
por nosotros prevista, la oposición del fallido no 
sería aceptable sí ella fuera el resultado de un 
acuerdo entre él y sas acreedores que, por nume- 
rosos que sean, pueden no ser los únicos. En este 
sentido se ha juzgado: 1", que cuando un comer- 
ciante ha sido declarado por sentencia en estado 
de quiebra, sus acreedores no pueden, á consecuen- 
cia de un acuerdo habido entre ellos y aquél, hacer 
revocar la sentencia, cuando por otra parte, se en 
cuentra siempre en la imposibilidad de hacer 
honor á sus compromisos; 2°, que cuando la quie- 
bra de un comerciante (y con mayor razón la de 
un agente de cambio) ha sido declarada por una 
sentencia del tribunal de comercio aun expedida 
de oficio, sobre la notoriedad públicit. esta resolu- 
ción no puede ser retractada por una segunda, 
sobre la oposlcióu del fallido y de algunos acree- 
dores, bajo el pretexto, que después de la declaración 
de quiebra, todos los acreedores han sido pagados, 
y que por otra parte los pagos alegados no son 
sino simulados ( * ) ». 

En un sentido análogo, en lo relativo al derecho 
del fallido para solicitar la revocación del auto de 
quiebra, se expresa León-Caen y RenaiUt (*). Na- 
mur('), Vidari(*) y otros distinguidos tratadistas. 



) Fríóia di Droil Conmitreiial, tumo ?", n 
) Codi di Ornimercí Belge rtvisí, tomo 3" 
I Diritlo conuraale, tomo 8», p:íg. 12V. 
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81 — Hemos dicho anteriormente qae el deudor 
puede oponerse li la declaración de quiebra cuan- 
do ésta haya sido solicitada por el ministerio 
público. Es cierto que el artículo sólo habla del 
caso en que esa declaración hubiera sido dictada 
á instancia de los acreedores. Pero, no vacilamos 
en hacer extensiva su disposición, como lo dejamos 
enunciado, al caso en que el juicio haya sido promo- 
vido por el ministerio fiscal, en observancia del cono- 
cido apotegma jurídico — ubi eadem est ratio^ eadem 
est juris dispositio. En efecto, si la falsedad de la 
cesación de pagos es razón legítima para justificar 
la reposición del auto de quiebra, la falsedad de la 
ocultación ó de la fuga de un comerciante, únicas 
causas que pueden motivar la intervención del minis- 
terio público en la iniciación del juicio de quiebra, 
debe también dar lugar al ejercicio del derecho 
del deudor para fundar la procedencia de esa re- 
posición. La sociedad no tiene interés en aumen- 
tar el número de las quiebras en sus centros 
comerciales, sino en mantener á los que hacen 
profesión de las operaciones mercantiles en la 
posición que hayan adquirido por su prudencia ó 
su buena conducta y la fidelidad en el cumpli- 
miento de sus compromisos. Un comerciante que 
se haya ausentado temporariamente de su casa de 
negocio y que por razón de enfermedad repentina 
ú otro accidente imprevisto, no le es posible re- 
gresar inmediatamente para ponerse al frente de 
su giro, está expuesto á que la suspicacia ó la 
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maledicencia lo presenten como oculto ó fugado. 
Es necesario, pues, dejar en su mano el medio de 
levantar esta presunción y poder evidenciar la ver- 
dad de los liechos. 



X 



82 — El código consagra algunas disposiciones 
para establecer el procedimiento y determinar los 
efectos de la revocación del auto de quiebra (^). 

El primero es sumario. Interpuesto el recurso 
de reposición, se confiere traslado á la parte que 
haya solicitado la quiebra — y si hay hechos con- 
trovertidos la causa se recibe á prueba por vía 
de justificación: es decir, que vencido el término 
señalado, el juez llama autos sin oir nuevamente á 
los interesados, resolviendo luego lo que en su 
concepto corresponda. Esta resolución será sólo 
apelable en relación y en el efecto devolutivo. 

En este incidente son parte legítima, la persona 
que 1.0 haya iniciado, el fallido y el síndico. El artícu- 
lo 1399 no da, sin embargo, expresamente interven- 
ción á este último; pero tampoco lo excluye. Y, 
como los síndicos representan á la masa; como 
contra ellos deben dirigirse todas las acciones que 
pueden afectar los intereses comunes, es necesario 






( 1) Artículos 1390, UOO y 1401. 
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concluir, que tienen personería para intervenir en 
el incidente de que hacemos referencia ('). 

El recurso de reposición del auto de quiebra, 
no puede suspender, como se comprende, las dili- 
gencias ordenadas en dicho auto. Reconocer efec- 
tos suspensivos á ese recurso, habría sido poner 
en manos del deudor el medio de burlar los dere- 
chos legítimos de sus acreedores. La ley proce- 
diendo justamente ha acordado á éste el derecho 
de promoverlo; pero velando por el interés de los 
acreedores y de la sociedad, ha dispuesto que los 
trámites del juicio continúen y que las diligencias 
decretadas se cumplan sin perjuicio de la resolución 
que corresponda en el procedimiento promovido. 

El incidente debe terminar dentro de veinte 
días, según la disposición del artículo 1399 citado; 
disposición sin sanción alguna, que no tiene la 
menor importancia práctica, y que no impide que 
su sustanciación se prolongue por un tiempo más 
ó menos largo. 

La revocación del auto de quiebra produce el 
efecto de volver las cosas al estado que antes tenían. 
El comerciante contra quien tuvo lugar el proce- 
dimiento, podrá deducir contra el que le provocó, 
acción de daños y perjuicios, si justificare que 
aquél había procedido con dolo é injusticia mani- 
fiestos C). 



( 1 ) Mapsé. Droit eomnurcialt tomo 2«>, mira. 1152— -Namur. Code de Com- 
meree Belge revisé, tomo S», núm. 1019. 

(2) Art. 1401. 
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83 — La quiebra produce efectos legales respecto 
de la persona del fallido, respecto de sus actos y 
con relación á sus acre edores. El título tercero del 
libro del código que estudiamos deteruiina esos 
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efectos, comenzando por aqnellos que se refieren 
á la persona del fallido. 

Los señores Delamarre y le Poitvin empiezan el 
estudio de este punto con las bellas palabras que 
vamos á recordar. Hay una enfermedad en el cuerpo 
humano, dicen, que produce un efecto tan rápido 
como el rayo. En el instante mismo en que so- 
breviene, cesa todo movimiento voluntario y queda 
la persona en el estado en que se encontraba al 
tiempo de ser atacada. 

Así, por ejemplo, si está con los brazos abiertos 
ó con la mano colocada sobre la cabeza, queda con 
la mano sobre la c¿ibeza y con los brazos abiertos. 
Si escribía, mirada á cierta distancia, parece que 
continuara escribiendo, pero, sin embargo, su mano 
no traza sobre el papel una sola letra. 

Esta situación es semejante á la que opera en el 
comerciante que cesa sus pagos, el auto declarativo 
de la quiebra. Desde el momento en que este auto 
se expide, cesa en el fallido todo movimiento y toda 
capacidad mercantil. Así, si se encuentra celebrando 
una transacción ó una operación cualquiera, si está 
en disposición de ejecutar un contrato ó de proce- 
der al otorgamiento de una escritura, tiene que 
suspender todas estas operaciones. El quebrado, en- 
tonces, viene á constituir un ser con vida, pero sin 
movimiento; viene á encontrarse colocado en las 
condiciones de un cuerpo paralizado. 

Este símil de los autores que hemos citado, si 
bien puede decirse que envuelve cierta exageración, 
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presenta, sin embargo, una analogía perfecta de la 
posición jurídica del quebrado, respecto de la que 
produce en el cuerpo del cataléptico la terrible en- 
fermedad que lo hace víctima. 

84 — El primer efecto que nace de la declaración 
de quiebra relativamente á la persona del fallido, 
es el de inhibirlo en la administración de sus bie- 
nes; inhibición qne comprende los bienes muebles 
ó inmuebles, presentes ó futuros, que pueda adqui- 
rir por cualquir título que sea. 

Este desapoderamiento se funda en una razón per- 
fectamente justa. Los bienes del deudor constituyen 
la prenda común de sus acreedores, y éstos tienen 
un perfecto derecho para exigir que esos bienes se 
conserven. El comerciante que ha cesado en sus pa- 
gos ó ha dejado de llenar sus compromisos, no puede 
ofrecer garantía bastante de la seguridad de esos 
bienes á. los efectos déla liquidación del juicio de 
quiebra; y entonces la ley velando por el interés 
de los acreedores, debe separar al fallido de su ad- 
ministración encargándola á personas distintas. 

85 — El desapoderamiento, presenta varios carac- 
teres perfectamente precisados por Bravard-Veyriéres, 

En primer lugar es legal^ es decir, se opera ipso 
jure, por el ministerio de la ley; de manera que 
no sería necesario que el juez lo estableciera en el 
auto declarativo de la quiebra, para que desde el 
instante en que el auto se expidiera, el fallido 
quedara separado de la administración de sus in- 
tereses. 
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Es en segundo lugar /orzoyo, es decir, el juez no pue- 
de limitar, ó restringir las prescripciones de la ley que 
ha establecido el desapoderamiento como uno de los 
principales efectos del auto declarativo de la quiebra. 

Finalmente, es general^ pues comprende todos los 
bienes del quebrado, presentes y futuros. 

86 — Esta reunión de los bienes futuros con los 
bienes presentes, constituye como observa Thaller, 
el derecho común de la legislación comercial eu- 
ropea: ella está admitida (además de la Francia) en 
España, Italia, Suiza, Inglaterra, Austria, etc. ('). 

87 — Hay, sin embargo, una excepción: la ley 
alemana de 1877, que ha establecido que los bienes 
que el fallido pueda adquirir con posterioridad á la 
declaración de su estado, quedan fuera del concurso. 
Estos bienes, vienen por lo tanto á formar una espe- 
cie de patrimonio libre, que el deudor afectará á sus 
nuevos acreedores , y que en el caso de llegar otra vez 
á cesar en sus pagos, formará una masa en la quiebra 
distinta de la primera. 

88 — La doctrina de nuestro códif^o es absoluta: 
abraza, como resulta de su texto, todos los bienes del 
quebrado, existentes ó no á la época de la apertura 
del procedimiento de quiebra. 

89 — Una duda puede presentarse en presencia de 
la frase « mientras se halle en estado de quiebra » 
consignada en el artículo 149G. ¿Cuándo deberá 




i 1 ) Des FaiUitea en Droit Comparé, tomo 1, yiig. 3i4, 
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considerarse que el estado de quiebra terminh? 
¿Cuándo cesa le^galmente ese estado? 

Si se tiene en cuenta alguna de las disposiciones 
del código reformado, podría creerse que esa termi- 
nación sólo se opera con el pago de las deudas ó con 
la declaración de los acreedores de dar por chance- 
lados sus créditos. El artículo 24 ha declarado, en 
efecto, que tienen incapacidad legal para ejercer el 
comercio los quebrados que no hayan obtenido su 
rehabilitación; y ésta á su vez no puede ser decre- 
tada sino después de acompañarse la carta de pago 
ó los documentos que acrediten la chancelación de 
los deudas (*). 

Pero estudiando otras disposiciones del mismo 
código se comprende que esta interpretación llevaría 
muy lejos el precepto de la ley, hasta el punto de 
crear una incapacidad personal, que en muchos ca- 
sos alcanzaría hasta el término de la vidaUel comer- 
ciante deudor. 

90 — Nosotros pensamos, que cuando la ley ha 
dicho (( mientras dure el estado de quiebra » ha que- 
rido decir: inieniras el juicio de quiebra subsista, 
ó en otros términos, que una y otra frase son sinó- 
nimas en el tecnicismo do nuestro derecho. 

91— Con efecto :1a solución final de la quiebra 
puede tener su origen en hechos diversos: el con- 
cordato, la declaración de la insuficiencia del activo. 



(1) Art. 1570. 
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la adjudicación A los acreedores personales de los 
bienes del deudor y la liquidación. 

Cada uno de estos medios de terminación del 
juicio tiene sus efectos especiales respecto de la 
persona del fallido. 

92 — El concordato una vez cumplido, lo coloca en 
condiciones de una rehabilitación inmediata y de 
volver en consecuencia á la plenitud de su persona- 
lidad comercial. 

Anticiparemos desde ya, sin embargo, una obser- 
vación que ampliaremos oportunamente. El código 
ha incurrido á este respecto en una inconsecuencia 
palmaria, pues en tanto que de algunas de sus dis- 
posiciones aparece que la aprobación del concordato 
no basta para levantar las incapacidades que crea el 
auto declarativo de la quiebra.(*); de otras por el 
contrario resulta que el deudor entra inmediata- 
mente después de la homologación en la posesión 
de sus bienes, pudiendo ejercer libremente el co- 
mercio (^). 

93 — La clausura, por insuficiencia del activo, de 
los procedimientos de quiebra, produce el resultado 
de hacer volver á cada acreedor al ejercicio de sus 
acciones individuales. El juicio de quiebra concluye 
ó cuando menos se suspende indefinidamente; y el 
deudor en la realidad de los hechos pierde su carácter 
de fallido. No obstante la subsistencia de sus obliga- 



(1) Arts. 1576 y 1582. 

(2) Arts. USO, US4, U85 y USli. 
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cioiies, la inhibición de administrarlos bienes que 
pueda adquirir más tarde desaparece, en efecto, con 
la cesación de la causa que la produjo. 

94 — La adjudicación de los bienes á los acreedo- 
res personales sólo puede hacerse quedando á cargo 
de estos últimos el activo y pasivo de la quiebra y 
dando carta de pago al fallido — en cuyo caso éste 
se libra completamente de sus obligaciones pudien- 
do ser rehabilitado. 

95 — La liquidación del concurso es la última de 
las formas con que el procedimiento en los casos 
de quiebra puede llegar á su término. ¿Cuál es el 
efecto legal de esta liquidación? Desde luego hay 
que separar el caso raro, excepcional, pero posible, 
del pago íntegro de los créditos existentes á cargo 
de la quiebra, porque entonces no habría acreedores 
ni deudor; no tendría razón de ser, en consecuencia, 
el mantenimiento de las incapacidades creadas por el 
auto declarativo de la quiebra. 

El caso que hay que considerar es el ordinario y 
común, en una palabra, el de que no todas las deudas 
sean saldadas — ó sea el del pago parcial. ¿ Cuál es la 
situación del juicio de quiebra? ¿ Cuál la del fallido? 
He aquí la cuestión á resolver. 

En el terreno de la doctrina esa solución aparece 
sencilla: la opinión de los tratadistas es puede de- 
cirse uniforme. 

La liquidación de los bienes de la quiebra extingue 
ipso /acto el concurso. El ser moral ó jurídico creado 
por el auto declarativo queda disuelto de pleno dere- 
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cho. En adelante cada uno de los miembros de ese 
cuerpo que se llama masa, adquiere vida propia, indi- 
vidual, autónoma. El mandato délos síndicos defini- 
tivos concluye con la desaparición de su mandante. 
El juicio de quiebra ha terminado por un hecho ne- 
cesario, y cada uno de los acreedores velará por su 
interés y ejercitará sus derechos, si el deudor con el 
andar del tiempo y en los cambios posibles de la for- 
tuna, llegara á adquirir bienes y á modificar su si- 
tuación. 

«El estado de unión, dice Renouard, cesa con 
la liquidación, porque si nada hay que liquidar^ 
si no hay valores que recobrar, ni dinero que re- 
partir, el concurso ó la unión de los acreedores, 
queda sin objeto. La quiebra había suspendido 
el ejercicio de las acciones individuales contra la 
persona y bienes del fallido; ese derecho revive 
por la clausura de la unión. Ese estado, creación 
de la ley, al que se había dado un procedimiento 
especial, una existencia temporal, ha llegado á su 
fin; ya no hay quiebra, ni síndicos; sólo hay un 
deudor v acreedores ( M. » 

Producido este resultado, el desapoderamiento y 
la iiihiblcií/n de adiiiiuistrar sus bienes, cesa res- 
pecto del fallido, como un corolario forzoso de la 
nueva situación en que el hecho de la liquidación 
de su activo lo coloca legalmente. Puede dedicar su 



(1) Renouard. FaiUites et BanquerotUe^, tomo 2.o, páí?. 157 
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inteligencia y sus esfuerzos á la adquisición de 
nuevos bienes, sin perjuicio, como acabamos de 
decir, del derecho individual de sus acreedores para 
exigir el pago de sus respectivos créditos. 

No conocemos expositor alguno del derecho co- 
mercial que disienta sustancialmente de la aprecia- 
ción que enunciamos respecto de los efectos que 
produce la liquidación del concurso en la posición y 
derechos del fallido y en la posición y derechos de 
los acreedores. 

Nuestro código de comercio, antes de la refor- 
ma, conformándose con la doctrina seguida por 
comercialistas distinguidos, legislaba de una ma- 
nera clara y precisa sobre esta trascendental ma- 
teria. 

Cuando los acreedores, luego de liquidado el con- 
curso, no daban carta de pago al deudor, éste que- 
daba obligado á solventar sus deudas con los bienes 
que en adelante adquiriese por cualquier título que 
fuera. Pero, como la situación del deudor cuyos 
bienes han sido distribuidos entre sus acredores, 
como observa el doctor Moreno, en su notable 
Estudio sobre las quiebras^ no es la misma que la 
del deudor antes de la quiebra, por motivos de 
equidad y para prevenir la crueldad ó la dureza que 
pudiera hacerse sentir contra su persona, la ley ha 
dispuesto, que el fallido no puede "feer ejecutado 
por esas deudas, sino precediendo autorización del 
juez, que no debe concederla sin conocimiento de 
causa, y sólo en cuanto queden al fallido bienes 
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bastantes para atender á sus necesidades y las de 
su familia ('). 

El Código, considerando asimismo que el deudor 
podría volver al ejercicio del comercio, aun sin la 
rehabilitación, y juzgando posible el caso de que 
llegara á encontrarse nuevamente compelido á ce- 
sar en el pago de sus obligaciones, determinaba 
que el concurso de acreedores de la segunda quie- 
bra, se compondría délos acreedores de la primera, 
por lo que ¡es hubiera quedado adeudando y délos 
acreedores que contrataran con el fallido después 
de la liquidación rfe su activo. Algo más todavía : 
establecía que los acreedores extraños á la prime- 
ra quiebra debían ser pagados con los fondos de 
la segunda y con preferencia á los de la primera, 
á menos de probar éstos que en la masa activa 
de la segunda quiebra se encontraran comprendi- 
dos los bienes adquiridos por el fallido á título 
lucrativo, con los adquiridos á título oneroso (^). 

Todas estas disposiciones han sido borradas del 
Código por la ley de reformas. No entraremos á 
apreciar la razón ó la justicia de esta supresión; 
pero á pesar de ella, afirmamos sin vacilar, que en 
el orden de sus disposiciones, la liquidación ex- 
tingue la masa y hace cesar la incapacidad del falli- 
do respecto de la administración de sus bienes ; ó en 



1 1 ) Obras del doctor Moreno, tomo 20, pág. 2.32. 
'2) Articulo 1605. 
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otros términos, que la liquidación del activo del 
concurso extingue el estado de quiebra del deudor. 

Es cierto que no existe una disposición explí- 
cita que así lo establezca. Sin embargo, es lo que 
resulta del conjunto de las relativas á la materia 
que estudiamos. 

Enajenados los bienes, en la forma legalmente es- 
tablecida, cobrados los créditos activos, cuando esto 
fuera posible, levantado el estado del haber de 
la quiebra, el síndico debe dar cuenta de su admi- 
nistración con los justificativos del caso, y apro- 
bada ésta, previos los trámites respectivos, se pro- 
cede á la distribución de los bienes del concurso 
con arreglo al estado de verificación y preferen- 
cias ( ' ). 

Hecha la entrega de esos bienes el mandato del 
síndico termina y el tribunal debe fijar el emolu- 
mento que le corresponde por los trabajos verifica- 
dos en la quiebra (\\ 

Disuelta la masa, cesando el síndico en sus fun- 
ciones y archivado el expediente del concurso, 
quo es ^ la diligencia que inmediatamente sub- 
sigue á esos hechos, el deudor recupera su per- 
sonalidad para administrar los bienes y ejecutar 
todos los actos jurídicos que esa administración 
entraña. 

Es cierto que en tal situación no podrá ser re- 



( 1 ) Articulo 1519 á 1528. 
(2 » Artículo 15G7. 
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habilitado, y que con arreglo al art. 24 del Código, 
que hemos recordado antes de ahora, se hallará 
comprendido dentro de las prohibiciones legales 
que incapacitan para el ejercicio del comercio. 

Pero la capacidad para ser comerciante y la ca- 
pacidad para administrar sus bienes, 'son entera- 
mente distintas bajo el punto de vista de los 
principios jurídicos y de los preceptos del derecho. 
El quebrado no rehabilitado, que no ha hecho 
concordato, tendrá cerradas las puertas de la profe- 
sión comercial; pero tendrá siempre abiertas las 
que le dejan expedito el camino de las negociacio- 
nes civiles, y aún el de las operaciones de comer- 
cio, siempre que no sean frecuentes y habituales. 

Así, entendemos la frase — iunientras dure el es- 
tádo de quiebra^). El desapoderamiento tiene, pues, 
un límite — el límite que acabamos de trazarle. 

Pasaremos á ocuparnos de otro punto. 

96 — El desapoderamiento que produce ladéela- 
ración de quiebra no es, como dice Bravard-Vey- 
riéres, ni la interdicción ni la expropiación. 

No es la interdicción, porque el fallido sólo queda 
privado de la administración de sus propios bienes, 
pero conserva el derecho de administrar los bienes de 
su mujer y los de sus hijos, teniendo sólo los acree- 
dores el de exigir los frutos ó rentas de esos bienes, 
dejando á salvo las cargas legales á que la percep- 
ción de esos frutos ó rentas se halle ajustada ('). 



( 1 ) Artículo 1406 del Código. 
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■ 97 — Hay que tener presente, sin embargo, que 
el Código Civil ha consignado una prescripción dis* 
tinta. El artículo 301 establece, en efecto, que los 
padres perderán la administración de los bienes 
de sus hijos por el estado de insolvencia judi- 
cialmente declarada; pero que podrán conservar 
esa administración, siempre que los acreedores lo 
consientan. Y el artículo 302, dispone á su vez, 
que podrán también continuar en la administración 
de esos mismos bienes, dando hipotecas ó fianzas 
bastantes. 

No se puede decir á punto fijo cuál ha sido el 
propósito que el Código Civil haya podido tener 
al consignar estas disposiciones. ¿Ha tenido en 
cuenta el interés de los hijos ó el de los acree- 
dores? 

El artículo 301 parece que hubiera tenido pre- 
sente el interés de los primeros; en tanto que el 
artículo 302 parece que se preocupara del interés 
de los últimos. 

98 — Como hay contradicción entre la ley comer- 
cial v la lev civil respecto de la administración 
de los bienes de los hijos, es necesario tener. presente 
que debe prevalecer en este caso la disposición 
del Código Civil, sin entrar á considerar su jus- 
ticia; y esto, en primer lugar, porque el Código 
Civil ha sido dictado con posterioridad al de co- 
mercio, y en segundo lugar, porque legisla en este 
caso sobre materia propia: las relaciones de de- 
recho que existen entre los padres y los hijos, y 
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es al Código Civil f>l que corresponde determinar 
el alcance de la administración conferida ¿I los 
padres sobre los bienes de estos últimos. 

En cuanto á los bienes de la mujer, la legisla- 
ción civil ha introducido también una modifi- 
cación importante en la situación jurídica del 
marido, cuando éste se encuentra en estado de 
concurso. El articulo 1294, acuerda, en efecto, á 
la primera el derecho de pedir en tal caso la sepa- 
ración de bienes, reservando, sin embargo, al último 
la facultad de oponerse á esa separación, dando 
las mismas garantías que la ley ha exigido para que 
pueda continuar en la administración de los bienes 
de sus hijos. 

Por lo demás, para demostrar que el desapodera- 
miento no importa la interdicción; que no inhabilita 
al fallido de una manera general y absoluta, bastaría 
recprdar el artículo 1160 del mismo Código Civil, 
que limita la incapacidad del fallido á la prohibi- 
ción de contratar sobre los bienes que correspondan 
á la masa^ y salvo, aun respecto de estos últimos, 
las estipulaciones del concordato. 

99 — El desapoderamiento no es tampoco la ex- 
propiación: el dominio de los bienes existentes en 
la masa del concurso corresponde exclusivamente al 
fallido hasta el momento de su enagenación ó 
hasta el de ser legalmente transferidos á sus acree- 
dores personales. Ellos pasan á la administración 
del síndico; pero al sólo objeto Je su conserva- 
ción durante el primer período de la quiebra, y de 
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Sil liquidación después, si aquélla no terminara 
por alguno de los otros medios de solución admi- 
tidos y autorizados en el derecho. 

100 — En comprobación de la exactitud de este 
aserto, citaremos las siguientes disposiciones del 
Código que resuelven el punto de una manera expre- 
sa: el artículo 1402, que priva al fallido de la 
administración de sus bienes^ durante la subsisten- 
cia de su estado; el 1403, que lo autoriza á ejercitar 
las acciones conservatorias de sus bienes y derechos] 
y sobre todo, el 1560 que explícitamente declara, 
que después de hecho el depósito del importe de 
los créditos privilegiados, por los acreedores perso- 
nales, en los casos de solución de la quiebra por 
adjudicación, jofl^arrf á ios acreedores la propiedad de 
los bienes, derechos y accioiies del fallido, así como 
sus obligaciones y responsabilidades. 

101 — Pero si esto no bastara para demov^trar que 
el deudor, á pesar de la declaración de quiebra con- 
serva íntegro el dominio de los bienes de cuya admi- 
nistración se le separa, estaría además de la doc- 
trina comúnmente enseñada por los tratadistas 
más notables de derecho comercial, el informe de 
la comisión de la Cámara de Diputados al acom- 
pañar el proyecto de ley de reformas al Código de 
Comercio. « Existe arraigada una falsa idea, se 
dice en este informe, que es la que genera estas 
instituciones perjudiciales, á saber: que los bienes 
de un fallido sonde propiedad de sus acreedores. » 

«Tal doctrina corriente, que ha dado margen á 
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muchas disposiciones insólitas de las leyes, con 
desconocimiento de las más claras nociones del 
derecho, no es sin embargo, exacta. Los bienes de 
un fallido no son de propiedad desús acreedores; 
sólo están afectados al pago de sus créditos. » 

«Esa propiedad sólo podría considerarse fijada 
en los acreedores del concurso en el caso de una 
adjudicación m solutum de los bienes déla masa.*» 

« De otra manera, en cualquiera situación de la 
quiebra, no puede jurídicamente sostenerse la exis- 
tencia de un hecho que escapa á todas las reglas 
que gobiernan la trasmisión de la propiedad. » 

«Por el hecho de la quiebra, el fallido no queda 
despojado de los derechos de dominio sobre sus 
bienes, quedando tan sólo ellos en suspenso, mien- 
tras la justicia, en el interés de la masa, procede 
á estudiar los medios de liquidación y de pago de 
todos los créditos; y esto, como se ve, no significa 
un desapropio, sino la ejecución de las cargas á que 
están sujetos; ejecución que la ley ha colocado bajo 
formas peculiares, prescindiendo de la acción indi- 
vidual del propietario. » 

«¿Cuál es el fin, el desideratwn^ por decirlo as\ 
del juicio de concurso?» 

« Indisputablemente, el pngo de los acreedores en 
la proporción y preferencia de sus créditos con el 
producto de la venta de los bienes del fallido. » 

«¿Y es conciliable este objeto á cuya consecu 
ción marchan todos los trámites, todas las medidas, 
todas las disposiciones del juicio de quiebra, — con 
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la idea de trasmisión de la propiedad de los bienes á 
los acreedores ? » 

« Creemos que la afirmativa no podrá eficazmente 
sostenerse. » 

«Del hecho de que la justicia sustituya, en cierta 
manera, al deudor fallido para proveer al pago de 
sus obligaciones con el producto de sus bienes, no 
es dable en buena lógica deducir que la propiedad de 
éstos se trasmita á los acreedores, que en todas las 
situaciones del juicio de quiebra no persiguen, ni 
pueden perseguir, otra cosa, que el pago de sus 
créditos. » 

«Si esa propiedad se trasmitiera, es indudable 
que los acreedores tendrían el ejercicio de todos los 
derechos inherentes al dominio, y que la justicia 
habría terminado desde ese instante toda interven- 
ción. )) 

«Entre tanto ¿cuándo, en qué momento del juicio 
de quiebra, puede observarse que* los acreedores de 
la jnasa, hagan uso de alguno siquiera de los derechos 
que la propiedad atribuye? » 

« Esta se hace arrancar inopinadamente de la de- 
claración de insolvencia de la masa; sin tenerse 
presente que esta declaración sólo significa que el 
deudor se halla en la imposibilidad de satisfacer 
íntegramente sus obligaciones; y que, por consi- 
guiente, el pago ha de verificarse bajo reglas y pro- 
cedimientos que establezcan la igualdad y propor- 
cionalidad entre los acreedores. » 

Para terminar la consideración de esta materia 
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haremos notar con Massé { ' ), que la incapacidad de 
que el fallido es lieiido en cuanto á sus bienes, no 
opera sino nna incapacidad relativa de ia que sólo 
los acreedores, en ¡iroveclio de los cuales ha sido 
establecida, pueden prevalerse. Ni el fallido, ni 
ios terceros con quienes contratare, podrían fun- 
darse en el desapoderamiento para pedir la nulidad 
de actos de que los acreedores no se quejaren. La 
única excepción que esta regla sufre es cuando se 
trata de actos pasados entre el fallido y uno de sus 
acreedores en fraude de los deniils. En este caso el 
acto es nulo respecto del fallido mismo, quien se 
encuentra habilitado para demandar su nulidad. 



102 — Es corolario del desapoderamiento ó de la 
privación de administrar sus bienes por parte del 
fallido, el hecho de que, desde el momento en que 
tiene lugar ó eii que se expide el auto declaratorio 
de la quiebra, el fallido no puede intentar acción 
alguna en juicio, ni puede tampoco aparecer como 
demandado en asuntos que afecten los bienes del 
concurso. 

Esta disposición se funda en que la presentación 
en juicio se considera como un acto trascendental de 
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administración, como un acto clásico, si así puede 
decirse, porque el hecho de concurrir á un juicio como 
demandante ó como demandado, puede afectar en sus 
resultados los bienes de la persona que en él intervie- 
ne y los de sus acreedores. Y, tan es así, que encon- 
tramos en el Código Civil disposiciones que espe- 
cialmente señalan la gravedad de este acto. La mujer 
divorciada, por ejemplo, puede administrar sus inte- 
reses sin la venia del marido, salvo ciertas restric- 
ciones; pero no puede comparecer en juicio. La 
mujer separada de bienes se encuentra en idénticas 
condiciones: tiene todavía mayor amplitud, mayor 
libertad en la administración de su patrimonio que 
lii mujer divorciada; pero, sin embargo, no puede 
presentarse como actora ni como demandada, sin la 
venia ó autorización judicial. 

103 — Diremos, no obstante, por lo que respecta 
al fallido, que aunque el Código le prohibe por regla 
general estar en juicio, le permite ejercitar todas 
las acciones que se consideren inherentes á su per- 
sona, ó que tengan por objeto la conservación délos 
bienes. Así, el fallido puede interponer un recurso de 
apelación; puede en defensa de sus intereses y los 
de los mismos acreedores, interrumpir una pres- 
cripción empezada, es decir, promover demanda al 
solo efecto de que no pueda consumarse. 
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III 



104 — Otro de los efectos de la declaración de 
quiebra, es que el fallido cesa en los mandatos ó 
comisiones que hubiera recibido con anterioridad 
á esa declaración y que cesan también los man- 
datos ó comisiones que él hubiera conferido á 
terceros. 

Esta- disposición del artículo 1404 se explica te- 
niéndose en cuenta que la declaración de quiebra 
ha privado al fallido de la administración de sus 
bienes y que los terceros al conferir el mandato 
ó la comisión, han contado como una garantía 
del buen desempeño del encargo conferido, con la 
situación del deudor respecto de esos bienes. Si 
esa garantía desaparece, la ley dispone que el fa- 
llido cesé en los mandatos ó encargos que hubiese 
recibido. Pero al mismo tiempo establece, como lo 
hemos dicho, que su disposición sólo se aplica al 
caso en que estos contratos se hubieran realizado 
con anterioridad á la quiebra, porque después de 
declarada, el fallido puede ser mandatario de otro. 
En este caso no existe la razón especial que ha de- 
terminado la prescripción de la ley. 

Podría agregarse además, que el mandato, según 
las disposiciones del derecho común, termina por 



\ 



ESTUDIO SOBHK LAS QUIEBRAS 105 

incapacidad sobreviniente demandante ó mandata- 
rio(^); y que esa incapacidad tiene lugar, siempre 
que alguno de ellos pierde en todo ó en parte el ejer- 
cicio de sus derechos (*). 

105 — Cesan también los mandatos ó comisiones 
que se hubieran conferido al fallido. La razón de este 
precepto legal aparece á primera vista. 

Si el fallido queda privado por el auto declarativo 
de la quiebra de la administración de sus bienes ; si 
nada puede hacer por sí con relación á esos bienes, 
evidentemente que tampoco pnede hacerlo por medio 
de terceros. 

La quiebra del mandante, ha dicho Renouard, (*) 
termina el mandato por una consecuencia necesaria 
del principio del desapoderamiento : el mandante, 
que no puede administrar por sí mismo, no puede 
administrar en adelante por un mandatario elegido 
por él y cuyos actos son reputados propios. Un que- 
brado no puede conferir un mandato, porque por 
este hecho él administraría. 



IV 



106— El artículo 1405 del Código dispone que la 
privación de administrar no se extiende A los sueldos 



fl) Art. 15Í63 Código avil. 

{2) Art. 1984 nh^xn 

(3) Rp.NorARi). Faillites et Banquerímtes. Tomo Vi, páír. 3a;j. 
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y pensiones que se deban al fallido por el Estado, sino 
hasta donde las leyes generales permiten el em- 
bargo. 

107 —Esta dispos-ición se funda en una conside- 
ración de humanidad. Las leyes generales excep- 
túan del embargo en el juicio ejecutivo las tres cuartas 
partes de los sueldos, salarios y pensiones (*), con 
el propósito que éstos se destinen á los alimentos 
de la .persona favorecida por el sueldo, salario ó 
pensión. El Código de Comercio ha querido que esta 
disposición sea respetada. 

108 — En el desapoderamiento no se incluyen 
tampoco los bienes donados ó legados al fallido 
bajo condición de no quedar sujetos al desapropio. 

En este caso, el legislador tiene en cuenta la natu- 
raleza ó condición de la donación ó del legado. Es 
necesario respetar la voluntad del testador ó del do- 
nante, y los acreedores no tendrían razón alguna 
para desnaturalizar un acto al que e^tas personas 
han querido imprimir un carácter especial. 

Si el donante ó el testador establecen que en el 
caso de llegar á la insolvencia el donatario ó lega- 
tario, los bienes donados ó legados no se compren- 
dan en la masa del concurso, no hay razón para 
que una condición que nada tiene de contraria alas 
prescripciones legales, deje de ser cumplida. 

109 — Los autores franceses entran en una con- 
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troversia relativamente á este punto, que no tiene 
razón de ser entre nosotros. 

Distinguen el caso en que la donación se haya 
hecho con anterioridad á la quiebra, de aquel en el 
que se ha verificado, con posterioridad; estable- 
ciendo en el primero que, á pesar del carácter de la 
donación ó legado, el bien debe entrar al concurso, y 
en el otro, que continúa perteneciendo al fallido. 

Esta solución, dada por los autores de que hemos 
hecho referencia, se funda en un artículo del código 
francés de procedimientos que no consigna nuestra 
legislación de forma. 



110 — La privación de administrar los bienes no 
es absoluta, como ya lo hemos dicho, desde que no 
importa la interdicción del fallido. No establece una 
incapacidad general; y es por esto que el artículo 
1406 declara que el fallido conserva la administra- 
ción de los bienes de su mujer é hijos. 

Nada agregaremos respecto de los de estos últimos, 
después de lo que antes de ahora hemos dicho á 
su respecto. 

111 — Nos limitaremos sólo á recordar que el Có- 
digo Civil determinando las cargas del usufructo legal 
del padre ha establecido, que revisten este ca- 
rácter: 
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I.** Las que pesan sobretodo usufructuario excepto 
la de afianzar. 

2.^ Los gastos de subsistencia y educación délos 
hijos en proporción á la importancia del usu- 
fructo. 

3.® El pago de los intereses de los capitales que 
venzan durante el usufructo. 

4.** Los gastos de enfermedad y entierro del hijo, 
como los del entierro y funerales del que hubiese 
instituido á éste por heredero ( ' ). 

En concordancia con lo estatuido en la legislación, 
comercial, el mismo Código dispone que las cargas del 
usufructo legal son cargas reales; y que á los padres 
por hechos ó por deudas no se les puede embargar 
el goce del usufructo, sino dejándoles lo que fuese 
necesario para llenar aquéllas (^). 



VI 



112 — La disposición del articulo 1407 del Código, 
que declara nula, con relación á la masa, la repu- 
diación de una herencia ó legado hecho por el 
fallido, tiene por fundamento el principio general: 
Nemo liberalis nisi überatus. E! comerciante que 
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no paga sus deudas ¿cómo podría válidamente 
renunciar á una herencia ó legado, impidiendo el 
ingreso al activo de su quiebra de bienes que con- 
tribuirían á la satisfacción de sus créditos pasivos? 

Un acto semejante sólo podría explicarse ó por 
un desdén injustificable en el cumplimiento dé 
sus obligaciones, cumplimiento que la ley y la 
honradez le imponen, ó por el propósito de dañar 
el interés de sus acreedores. En ninguno de los 
dos casos habría razón alguna de equidad ó de 
justicia para dejarlo subsistente. Es por esto que 
el artículo 1407, confiere á los síndicos la atri- 
bución de aceptar por cuenta de la masa, previa 
la respectiva autorización judicial, ia herencia ó 
legado repudiados por el fallido. 

Pero es necesario tener presente que en este 
caso, como observa Massó y lo establece espresa- 
mente la disposición legal anteriormente citada, 
la renuncia no será anulada sino en favor de los 
acreedores y hasta la concurrencia de sus créditos, 
sin que el fallido pueda jamás prevalerse de esta 
anulación. 

113 — Por lo demás, la doctrina de la legisla- 
ción comercial á este respecto concuerda con los 
principios consignados en la legislación común. 
El Código Civil es en efecto explícito. « Si el deu- 
dor por sus actos, dice, no hubiere abdicado dere- 
chos irrevocablemente adquiridos, pero hubiese 
renunciado facultades, por cuyo ejercicio hubiera 
podido mejorar el estado de su fortuna, los aeree- 
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(lores pueden hacer revocar sus actos y usar de 
las facultades renunciadas ('). » 

Explicando el fundamento del artículo, el codifi- 
cador en la nota respectiva ha dicho á su vez: 
« El Derecho Romano no admitía la acción paulia- 
na, cuando el deudor había simplemente dejado de 
aumentar su fortuna (L. 6, Tít. 9 Lib. 42 Dig.) El 
acreedor no estaría en el caso del artículo, obliga- 
do á probar un fraude en el hecho del deudor, 
porque podía no haber sino una negligencia res- 
pecto á sus intereses, ó una liberalidad hacia sus 
coherederos; pero un hombre que ha contraído obli- 
gaciones positivas, y que no cuida ó renuncia los 
medios de cumplirlas, comete sin duda una falta 
grave que puede equipararse al dolo. El heredero 
que renuncia una sucesión, abdica en verdad un 
derecho adquirido; pone fuera de su alcance lo 
que la ley le daba; enajena verdaderamente.» 



VII 



114 — La quiebra, como se ha observado, no es 
por lo general un hecho que se produzca de una 
manera repentina, instantánea. Frecuentemente, ó 
mejor dicho, casi siempre, viene elaborándose poco 
á poco. El comerciante que encuentra los prime- 
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ros tropiezos en la marcha de sus operaciones, 
los primeros anuncios de la tormenta que le 
amenaza, procura dominarlos ejecutando ciertos 
actos en la esperanza de restablecer el equilibrio 
de sus negocios y despejar el camino de las difi- 
cultades que lo estrechan. Es común que en las 
anormalidades de su situación, pague á los acree- 
dores más exigentes, procure plazos de los más 
benévolos ó desprendidos, dé garantías- á algunos 
que no estén dispuestos á acordar esos plazos 
sin cambiar el carácter de sus créditos, haga ena- 
jenaciones á bajo 'precio para procurarse fondos 
y realice otras operaciones análogas. 

La legislación debía tomar en cuenta esa situa- 
ción excepcional, precursora del estallido próximo 
á producirse, para determinar la posición del deu- 
dor en ese período intermedio entre su capacidad 
absoluta, completa, y la incapacidad que le crea 
la declaración de quiebra. 

Este período ha sido calificado por los tratadis- 
tas de derecho comercial con el nombre de — peíalo- 
do de sospecha — porque los actos del deudor pue- 
den reconocer por origen el propósito de beneficiar 
á alguno de sus acreedores ó de beneficiarse á sí 
mismo y perjudicar el interés y los derechos de 
les acreedores de buena fe. 

115 — De aquí el derecho acordado por la legis- 
lación á la masa, después de dictado el auto decla- 
ratorio de la quiebra, de traer á cuenta esos actos, 
de apreciar su carácter, de estudiar su legitimidad^ 
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y de reconocer su validez ó insubsistencia, según 
que reúnan ó no las condiciones que la misma ha 
proscripto para protegerlos ó condenarlos. 

116 — Este derecho tiene, puede decirse, sus 
raíces, sus lineamientos principales en el dere- 
cho común : en la legislación histórica y en la 
legislación vigente en la actualidad. En todos los 
tiempos y en todos los países se ha considerado 
siempre, en efecto, como un principio incontro- 
vertible, que los bienes del deudor constituyen la 
prenda común de sus acreedores, la garantía directa 
del pago de sus créditos. Cuando el primero ena- 
jena esos bienes, ó ejecuta fraudulentamente á su 
respecto cualquier otro acto jurídico en perjuicio 
del interés de los últimos, éstos tienen una acción 
perfectamente justa para pedir la revocación de 
tales actos. 

Esta acción conocida en el derecho romano con 
el nombre de pauliana, ha pasado como no podía 
menos de suceder, á la legislación universal, con- 
servando su mismo nombre en la terminología de 
la ciencia moderna. 

Pero la acción pauliana se funda en el hecho del 
fraude que tiene que acreditarse en legal forma y 
del cual debe participar el tercero que contrata con 
el deudor, tratándose de enajenaciones á título one- 
roso. La acción pauliana tiene otra particularidad: 
la revocación de los actos del deudor, obtenida en 
virtud de su ejercicio, sólo aprovecha al acreedor que 
la hubiere pedido y hasta el importe de su crédito. 
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Nada.de esto convenía, como fácilmente se al- 
canza, al interés del comercio afectado en los 
juicios de quiebra, y a las seguridades que las leyes 
deben acordar á ese interés teniendo en cuenta la 
conveniencia social; y es por esto que, como ob- 
serva un distinguido tratadista, las legislaciones de 
todos los tiempos se han preocupado de establecer 
una presunción de dolo respecto de ciertos actos 
ejecutados por el fallido en una época próxima á 
la declaración de quiebra. Desde luego, no es ne- 
cesario recordar que los que fueran posteriores al 
juicio declarativo de la quiebra son absolutamente 
nulos, desde que el fallido ha quedado desapode- 
rado de sus bienes, y privado, por lo tanto, de su 
administración. 

Las leyes mercantiles debían hacer descansar la 
nulidad de los actos ejecutados en el período de la 
cesación de pagos, sobre fundamentos especiales. 
Esos fundamentos son dos: en primer lugar, la 
sospecha de fraude de que antes hemos hecho re- 
ferencia; en segundo lugar, el interés de los acree- 
dores que exige la igualdad de su posición ante el 
derecho v reclama la devolución á la masa de los 
bienes de que el deudor ha querido indebidamente 
privarlos. 

Pero esas leyes debían al mismo tiempo evitar 
injusticias, y necesitaban apreciar la naturaleza 
especial de los actos ejecutados, para imprimirles 
el carácter que rigorosamente les correspondía : 
ellas debían consultar el interés de los acreedores, 
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sin olvidar el de los terceros de buena fe que 
hubieran contratado con el fallido. 

117 — Es obedeciendo á estos propósitos que ha 
hecho la calificación de esos actos en nulos, abso- 
lutamente nulos, y simplemente anulables. Tal es 
la economía del Código sobre tan importante ma- 
teria, habiéndose inspirado en los principios adop- 
tados en las legislaciones más adelantadas. 

La nulidad responde, como se comprende después 
de lo que dejamos expuesto, al interés exclusivo de 
los acreedores. El art. 1408 explícitamente lo esta- 
blece. «Son nulos y sin efecto alguno relativamente 
á la masa, dice, cuando se han verificado después 
del día en que, según la declaración del tribunal, 
tuvo lugar la efectiva cesación de pagos, etc.» 

Así, si la masa no ejercita sus acciones, el ter- 
cero no puede ser molestado; sin que tampoco 
puedan ampararse de la nulidad los coobligados con 
el fallido ó sus fiadores, por cuanto ella ha sido 
establecida en beneficio directo v único de los 
acreedores, como acabamos de manifestarlo. 

118 — Hemos dicho que la nulidad délos actos 
ejecutados por el fallido en un período más ó menos 
próximo á la declaración de quiebra, se halla casi 
uniformemente establecida en el derecho. Las razo- 
nes de justicia, de moral y de conveniencia social y 
privada sobre que esa nulidad descansa, no son des 
conocidas fundadamente por nadie. Pero, en lo que 
la legislación presenta marcadas diferencias es en los 
sistemas adoptados para la fijación de ese período. 
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119 — Nos encontramos, en efecto, que en algu- 
nos países se señala un tiempo fijo, general, uni- 
forme, para todos los casos, sin tenerse en cuenta 
los antecedentes especiales que cada uno de ellos 
ofrezca. Ese tiempo varía entre diez, quince ó treinta 
días, etc. Él coloca, como acabamos de indicar, bajo 
el imperio de una regla absoluta, la gran diversidad 
de hechos que pueden presentarse en los juicios 
de quiebra y que revelan la corrección ó incorrec- 
ción de los procederes del fallido en una época 
anterior á la declaración de su estado. 

120— En otras legislaciones el período sospe- 
choso es más ó menos largo, según la naturaleza de 
los actos. El Código Español, por ejemplo, fija el 
término de treinta dí;is para declarar fraudulentas 
y por lo tanto ineficaces, las trasmisiones de bienes 
inmuebles hechos por el deudor á título gratuito, y 
el de seis meses para solicitar la nulidad, mediante 
la prueba del fraude, de las constituciones dótales ó 
reconocimiento de capitales hechos por un cónyuge 
comerciante á favor del otro cónyuge. Esta organi- 
zación del período sospechoso, demasiado complica- 
do, á pesar de su aparente método, que entra en 
separaciones de actos muchas veces análogos en sus 
orígenes y en sus resultados, ha hecho decir á un 
jurisconsulto distinguido que probablemente ningún 
legislador de nuestros días se encontraría inclinado á 
adoptarlo como modelo de un cuadro de reformas (*). 



( 1 ) Thaller, Des FaüliUs m Droit Compare, torno I, piíg. 350. 
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121 — Otro sistema es el que deja á los jueces 
en completa libertad para determinar en los casos 
ocurridos, la época de la efectiva cesación de pagos 
según el carácter de los actos ó hechos compro- 
bados en la tramitación del juicio. Es el que ha 
adoptado nuestro Código. Pero, se observa en su 
contra, que la latitud dejada al arbitrio judicial, 
puede en muchos casos llevar la incertidumbre y 
la zozobra á terceros que se creían amparados por 
la prescripción y que el tiempo corrido desde el 
momento en que celebraron sus transacciones con 
el comerciante, les hacía esperar confiadamente 
que su situación había quedado consolidada de 
una manera definitiva ó estable. 

El período de sospecha en la actualidad de la 
legislación comercial puede decirse que se asienta 
bajo otras bases, aceptadas, en general, por la le- 
gislación y la doctrina. 

En las ideas dominantes al presente no debe de- 
jarse á los jueces en libertad absoluta para declarar el 
día en que el deudor cesó de pagar alguno ó al- 
gunos de sus compromisos, porque esto importa 
suspender con perjuicio de terceros tal vez de 
buena fe, acciones que deben ejercitarse dentro de 
plazos prudenciales, pero siempre determinados y 
perentorios. En el orden de estas doctrinas es 
necesario señalar un máximum de duración para 
el ejercicio de esas acciones. Es lo que hacen la 
legislación inglesa, belga, alemana é italiana, dis- 
crepando sólo en cuanto á la duración del término. 
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122 — Por nuestra parte, pensamos que el Códi- 
go de Comercio sin inconveniente alguno, y por 
el contrario, ajustándose á estos modelos, ha de- 
bido fijar un término dentro del cual puedan ha- 
cerse valer las acciones de nulidad por los contratos 
ú otros actos ejecutados por el fallido antes de la 
declaración de la quiebra. 

Él ha podido admitir, en efecto, como el límite 
del término, el que ha señalado el Código Civil para 
el ejercicio de la acción pauliana, esto es, el térmi- 
no de un año á contarse desde el día en que el acto 
fraudulento, ó presumido de tal, tuvo su realización. 

Nos parece que sólo en casos rarísimos que la le- 
gislación no puede entrar á apreciar, porque ella debe 
tomar en cuenta los comunes ú ordinarios, un co- 
merciante puede empezar á ejecutar actos en per- 
juicio de los derechos de sus acreedores legítimos 
y en vista de una quiebra futura, en uu período 
mayor que el de un año inmediato á la declaración 
judicial de ese estado. Por lo demás, en todo lo 
que sea posible, es conveniente uniformar la legis- 
lación civil y la legislación comercial, y desde que 
la primera ha señalado un plazo para la revoca 
ción de los actos celebrados por el deudor en per- 
juicio ó fraude de sus acreedores, parece correcto 
establecer el mismo plazo en el juicio de quiebra, 
á fin de obtener que se dejen sin efecto los actos 
nulos ó anulables realizados por el fallido después 
de la efectiva cesación de pagos y antes de la 
fecha del auto declarativo de la quiebra. 
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123 — Examinaremos cada uno de los casos afec- 
tados por la nulidad absoluta de que hace refe- 
rencia el art. 1409 del Código, que debe pro- 
nunciarse por los jueces sin tener en cuenta las 
circunstancias especiales que hayan concurrido y 
prescindiendo de la buena ó mala fé de los con- 
tratantes. 

124 — Conviene ante todo hacer notar, que la 
primer categoría de los actos ipso jure nulos, la 
forman los más sospechados de fraude, los que 
causan mayor daño á los acreedores, los que im- 
portan una desmembración del patrimonio del deu- 
dor, sin una retribución que la compense: en una 
palabra, los actos á título gratuito. 

125 — Pero sobre este punto se suscita una cues- 
tión. ¿Deberán considerarse nulas las donaciones 
hechas por causa de matrimonio? ¿La mujer es- 
tará obligada á devolver á la masa los bienes que 
hubiere recibido en virtud de ese título? 

La solución se encuentra en el carácter que 
deba atribuirse á esta especie de donaciones. ¿Lo 
son á título gratuito ó habrán de considerarse 
como remuneratorias? La doctrina generalmente 
enseña que tienen que considerarse como verda- 
deras liberalidades, y por lo tanto, como hechas á 
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título gratuito. Es esto también lo que correspon- 
de decir en el orden de las disposiciones de nues- 
tro derecho. El Código Civil, en efecto, sólo con- 
sidera cómo donaciones remuneratorias, aquellas 
que se hacen en recompensa de servicios prestados 
al donante por el donatario, estimables en dinero, 
y por los cuales éste podía pedir judicialmente el 
pago. La donación por razón de casamiento no 
puede revestir este carácter. 
126 — La segunda categoría de actos nulos, es 

« 

la que comprende los pagos, ya sea en dinero, ce- 
siones, compensaciones ó traspasos de deudris no 
vencidas, aunque haya buena fe del acreedor ó 
deudor. 

Hay dos razones, dice Bravard-Vey rieres, para 
anular estos pagos: la primera es, que constituyen 
una especie "de liberalidad, desde que el deudor 
hace lo que no está obligado á hacer, lo que no 
podría exigírsele; la segunda, porque no puede eje- 
cutarlos lealmente y de buena fe, habiendo cesa- 
do en el cumplimiento de sus obligaciones. 

127 — Otra categoría de actos nulos tpso jure^ 
son los pagos de deudas vencidas, que se verifi- 
quen de otro modo que en dinero ó en papeles de 
comercio. 

El pago de una deuda se hace, tanto en las ope- 
raciones comerciales como en las negociaciones 
civiles, ordinariamente en dinero. El deudor sol- 
venta sus compromisos, salvo cuando se trata de 
obligaciones en especie, veriticanuo la entrega de 



120 ESTUDIO SOBRE LAS QUIEBRAS 

la suma de dinero que esas obligaciones represen- 
tan. Cuando el deudor en vez de entregar dinero 
en pago de sus deudas, entrega mercaderías ó 
cualesquiera otros valores, lo hace por encontrarse 
indudablemente en una situación difícil, y el acree- 
dor que los recibe en chancelación de su crédito, 
comprende que el deudor no se encuentra en con- 
diciones de cumplir sus compromisos con regulari- 
dad. Estos actos, tanto de parte del deudor como de 
parte del acreedor, establecen una presunción de 
fraude con perjuicio de los intereses de la masa. 
Fundada en esta consideración la ley declara su 
nulidad. 

128 — El legislador ha exceptuado de esta regla 
el pago hecho en papeles de comercio, y la razón 
es obvia. Los papeles de comercio, sean letras 
de cambio, pagarés á la orden ó billetes al por- 
tador, desempeñan en cierta manera el oficio de 
moneda en las obligaciones mercantiles; de mane- 
ra que pagar con una letra, un pagaré á la orden 
ó un billete al portador, es como pagar en dinero, 
puesto que estos documentos lo representan y son 
destinados á la circulación en el movimiento de 
los negocios. 

Es necesario tener presente, sin embargo, que 
la entrega de billetes ó papeles suscritos directa- 
mente por el mismo deudor, no sería un verdadero 
pago, no solventaría la obligación, desde que su 
tenedor tendría que ocurrir al concurso para veri- 
ficar su cobro.. El -Código se refiere, pues, al en- 
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doso hecho por el fallido de documentos otorgados 
á su favor por terceros; al pago con letras ó 
pagarés que tiene en su cartera y que le han sido 
entregados por otros. Este hecho indudablemente 
produce todos los efectos de la liberación. 

129 — La última categoría de actos ipsojure nulos 
está formada por las hipotecas convencionales y 
prendas, que se constituyan sobre bienes del deudor 
por obligaciones de fecha anterior que no tuviesen 
esa calidad. 

La razón de esta nulidad es idéntica á la que ha 
motivado la de la enajenación de bienes muebles ó 
inmuebles hecha á título gratuito. El deudor que en 
estado de cesación de pagos cambia el carácter de 
una deuda, convirtiéndola en hipotecaria ó pren- 
daria cuando era simplemente personal, ejecuta un 
acto que favorece directamente á un acreedor en 
perjuicio de los demás. 

El deudor en tal situación no puede modificar la 
naturaleza de sus créditos fijada por la ley ó por 
convenciones anteriores. 

130 — El código establece que esta nulidad sólo 
tiene lugar por obligaciones de fecha anterior que 
no tuviesen ese carácter, porque es precisamente so- 
bre esas obligaciones que puede producirse el caso á 
que nos referimos. 

Tratándose de hipotecas constituidas por deudas 
contraídas durante el estado de cesación de pagos, la 
disposición del artículo no puede ser aplicable : estas 
hipotecas serían perfectamente válidas. 



i y '-•ñ 



i-a 

■j'\ 






. \: 



4 . 



122 ESTUDIO SOBRE LAS QUIEBRAS 



IX 



131 — El artículo 1410 del Código de Comercio se 
ocupa de los actos anulables. Conviene ante todo 
distinguir los caracteres que los separan de los actos 
ipso jure nulos. 

En primer lugar los actos ipso jure nulos son espe- 
ciales y los anulables generales. 

Los primeros están establecidos por la ley: la 
disposición que á ellos se refiere es limitada y los 
jueces no pueden crear otras nulidades que las expre- 
samente determinadas. 

Los actos anulables comprenden todos los pagos,- 
todos los contratos, todos los actos jurídicos ejecuta- 
dos por el deudor dentro del período de la cesación 
de pagos, siempre que se encuentren en las condi- 
ciones legalmente requeridas. 

Otro de los caracteres que separan los actos nulos 
de los anulables, es que los primeros se fundan en 
la presunción de fraude del deudor y en el interés 
directo de los acreedores, prescindiendo de la mala 
ó buena fe de los terceros, en tanto que los segun- 
dos exigen como condición indispensable, la de que 
el tercero que ha contratado con el deudor conozca 
el estado de su cesación de pagos. 

Otro de los caracteres distintivos, es el de que en 
los casos de nulidad absoluta el juez no puede 
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entrar á apreciar las circunstancias ocurrentes para 
aplicar ó no la disposición legal; en tanto que tra- 
tándose de los actos anulables cabe el arbitrio judi- 
cial para determinar si el tercero que ha contratado 
con el deudor ha procedido de buena ó de mala fe. 

132 — Las condiciones necesarias para que estos 
actos puedan ser anulados, están determinadas en el 
artículo que examinamos. 

Pueden reducirse á dos. La primera es la cesación 
de pagos del comerciante; la segunda el conocimiento 
que de esa cesación tenga el tercero que haya con- 
tratado con el fallido. 

El efecto que produce la nulidad relativa, es el 
de hacer perder su eficacia el acto, obligando al ter- 
cero á devolver á la masa lo que recibió y haciéndole 
figurar simplemente como acreedor en el pasivo del 
concurso. 

En rigor, si debieran aplicarse las disposiciones 
de la legislación civil, el efecto de la nulidad sería 
dejar por completo sin valor el acto ejecutado, de 
manera que el deudor, ó sea la masa que lo repre- 
senta, tuviera que devolver lo que recibió del otro 
contratante, y éste tendría derecho á exigir del con- 
curso la restitución de lo que entregó al deudor por 
su parte ; pero, como acabamos de decir, el tercero 
debe simplemente figurar como acreedor en el juicio 
de quiebra. 

Esta disposición ha sido criticada. Sehacreído que 
es injusta é inequitativa. Pero el doctor Moreno, que 
se hace cargo de esta observación, en su estimable 
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obra, Estudios sobre las QuiebraSj la ha refutado de 
una manera victoriosa. 

Es una opinión, en su concepto, que no se conforma 
ni con la justicia, ni con la equidad, ni con los prin- 
cipios constitutivos del estado de quiebra. 

No con la justicia, porque el tercero que contrata 
con el deudor en una época en que ya se encuentra 
en estado de cesación de pagos, se hace cómplice de 
la violación de la ley en que éste incurre, por no ha- 
cer la declaración que ella le impone ante el tribunal 
de comercio. No con la equidad, porque repugna que 
sea exceptuado de las consecuencias que pesan sobre 
todos los acreedores, el que con noticia de la ce- 
sación de pagos se expone á la acción de nulidad, 
celebrando un contrato que las leyes prohiben. No 
con los principios que rigen la materia de quiebra, 
porque éstos descansan sobre la base de la igualdad 
de posición de todos los acreedores, y por consi- 
guiente un acreedor no puede pretender colocarse 
por un acto personal en una situación más favora- 
ble que la de todos los demás. 



X 



133 — El artículo 1411 del Código establece que 
tratándose de letras de cambio, la sentencia que haya 
condenado al portador á reembolsar lo recibido con 
noticia de la cesación de pagos, surtirá los efectos 
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de un protesto en forma para recurrir contra el li- 
brador y endosantes. 

El tenedor de la letra no ha podido protestarla des- 
de que ésta le ha sido pagada, porque como se sabe 
el protesto se funda en la negativa del pago. No ha- 
biéndose protestado, los derechos del. tenedor con- 
denado á reembolsar lo que haya recibido quedarían 
sin efecto respecto de los endosantes ó del librador. 
La ley obedeciendo á una razón de equidad ha 
establecido, como acabamos de verlo, que en el caso 
en que el pago se haya hecho durante el término 
en que el deudor ya no era hábil para realizarlo, 
el tenedor del documento puede sin embargo dirigir 
su acción contra el librador ó los endosantes, con- 
siderándose que la sentencia que obliga á la devolu- 
ción de la suma recibida surte los efectos de un 
protesto en forma. 

134 — «Cuando una suma haya sido ilegalmente 
pagada por el deudor posteriormente á su quiebra, 
decía Mr. Tripier citado por Massé, ( • ) deberá ser . 
llevada á la masa por el acreedor que la hubiera ^;^ 

recibido. » He ahí la regla general. ¿Esta obligación 
deberá hacerse extensiva á los terceros tenedores de 
papeles de comercio? Estos títulos son una especie 
de moneda cuyo valor no es posible alterar. Los 
portadores, al vencimiento, se encuentran en la nece- 
sidad de recibir el pago ó de hacer constarla negativa 
por medio de un protesto ; si el pago se efectúa, el 



( 1 ) Droü eommereial, tomo II, nüm, 1228. 
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protesto no puede tener lugar, y sin el protesto no 
hay recurso contra el girante y endosante. No se 
podría sin injusticia admitir una regla que le pri- 
vara de los valores que ha recibido y de las acciones 
contra los endosantes. 



XI 



135 — La declaración de quiebra produce como 
principal efecto entre los acreedores del fallido, la 
formación de un cuerpo ó entidad jurídica cuya 
acción y objetivos son el interés común. La desgra- 
cia en el orden de las afecciones morales acerca y 
vincula á las personas que la sufren, y esta vincu- 
lación se impone como una ley fatal cuando ocurre 
en el mercado de los negocios ese desastre mercan- 
til, que en el tecnicismo de la legislación de todos 
los pueblos, ha recibido el nombre de quiebra. 

La condición primera de toda liquidación á pro- 
vechos comunes, ha dicho Thaller, es el encadena- 
miento délas voluntades. Los acreedores, según el 
mismo autor, se agrupan, se asocian, se sindican, 
renuncian al ejercicio de toda acción aislada y con- 
traen el compromiso de respetar esa constitución de 
igualdad, que va á ser la norma de conducta, el pro- 
grama de acción de todos ellos, durante la secuela 
de los procedimientos. Es en este sentido que cons- 
tituyen una masa. Esta masa, esta entidad jurídica, 
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entraña efectos de la mayor importancia que pueden 
resumirse en los siguientes: 

136 — P Suspensión de las acciones y ejecuciones 
individuales, de manera que desde el día de la decla- 
ración de quiebra sólo podrán iniciarse ó continuarse 
por los síndicos provisorios ó definitivos; 

2^ Suspensión del curso de intereses con relación 
á la masa, salvo aquellos que se encuentren garanti- 
dos con privilegio, hipoteca ó prenda; 

3** Exigibilidad de las deudas del fallido de cual- 
quier carácter ó naturaleza que sean, aún antes del 
vencimiento del plazo; 

Nos ocuparemos de estos diversos efectos con 
toda brevedad, procurando hacer en cierta manera^ 
un cuadro sinóptico de todo lo que principalmente 
se relaciona con cada uno de ellos. 

137 — La suspensión de las acciones individuales^ 
es absolutamente reclamada en el juicio de quie- 
bra. 

Este juicio vendría á convertirse en un verdadero 
caos y su liquidación sería imposible, si cada acree- 
dor pudiera obrar por sí mismo en defensa de sus 
propios intereses. Cada cual, como fácilmente se 
comprende, procuraría obtener ventajas á expensas 
ó en perjuicio de los demás. No habría masa, no 
habría cuerpo, ni habría unidad de acción, ni uni- 
dad de dirección, y, en vez del procedimiento ar- 
mónico que tiende á establecer la igualdad de todos 
los acreedores, salvo las excepciones que las leyes 
establecen en determinados casos, se habría venido 
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á producir una verdadera anarquía y una lucha 
pertinaz de intereses divergentes. 

Declarada la quiebra, la personalidad de los acree- 
dores queda absorbida, dentro de ciertos límites, por 
la personalidad de los síndicos. La ley les nombra re-, 
presentantes que so encargan de velar por sus 
intereses y de ejercitar sus derechos. 

Este efecto, esta suspensión de las acciones indi- 
viduales, no se encuentra establecida en nuestra 
legislación de una manera explícita, como no se 
encuentra tampoco establecida en el código francés y 
en los demás códigos que lo han tomado por modelo. 
138 — Podría tal vez creerse, teniéndose en cuenta 
la disposición del artículo 1412 del código, que, por 
el contrario, ha permitido el ejercicio de las 
acciones individuales, puesto que este artículo es- 
tablece que desde el día de la declaración de quie- 
bra, no podrá intentarse ni continuarse acción 
alguna ó ejecución sino con el síndico del concurso. 
Él no ha dicho por el síndico j loque hubiera veni- 
do á resolver por completo toda duda. 

Pero la falta de una disposición explícita, ter- 
minante, sobre este punto, se salva teniéndose en 
cuenta otras disposiciones del mismo código. 

Así, el artículo 1438 impone á los síndicos la 
obligación de practicar todas las diligencias nece- 
sarias para la conservación de los derechos y accio- 
nes de los acreedores: obligación que no podría ex- 
plicarse si los acreedores pudieran ejercitar por sí 
mismos esas acciones. 
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El artículo 1533 que acuerda á los acreedores 
prendarios é hipotecarios el derecho de gestionar 
la venta de la cosa afectada á la prenda ó la hi- 
poteca, para obtener el pago de sus deudas, cons- 
tituye otra excepción, que también confirma la 
regla, esto es, que declarada la quiebra los acreedo- 
res no pueden en general ejercitar acción alguna en 
contra del concurso. 

Pero, sobre todo, existe otro artículo claro y 
preciso respecto del punto que nos ocupa. 

Nos referimos al artículo 1579, que establece que 
cuando la marcha del concurso se paraliza por in- 
suficiencia del activo, los jueces podrán dictar sen- 
tencia declarando clausuradas las operaciones de la 
quiebra, siendo el efecto de esa sentencia, hacer 
que vuelva á cada uno de los acreedores e¿ ejercicio 
de las acciones individuales. De manera, que durante 
la secuela del procedimiento de quiebra, el ejercicio 
de esas acciones está suspendido. Por otra parte, 
es este un principio universalmente reconocido 
sobre la materia. 

139 — La suspensión de las acciones individuales, 
tiene sin embargo sus excepciones. Hay casos en 
que los acreedores pueden ejercitar sus derechos 
en contra del concurso. 

Algunos autores como Renouard, cuya opinión 
sigue el Dr. Moreno, hacen una distinción. Hay 
acciones, dicen, en la quiebra y contra la quiebra. 
Acciones en la quiebra., son aquellas que tienen por 
objeto incorporar un acreedor á la masa, es decir, 
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acciones cuyo propósito es procurar el reconoci- 
miento ó verificación de un crédito; y acciones 
contra la quiebra^ son las que nacen, nó de actos 
ó contratos ejecutados por el fallido, sino de con- 
tratos ó de actos verificados por los síndicos en 
virtud de autorización competente, tales como los 
que tuvieran su origen en una operación de corre- 
taje ó remate, verificada por cuenta del concurso. 
El corredor ó rematador pueden exigir el pago de 
su crédito, sin que su personalidad esté absorbida 
en manera alguna por la personalidad de los sín- 
dicos. 

Los señores Delamarre y Le Poitvin piensan que 
hay error en la división formulada por Renouard, 
y á su vez hacen tres agrupaciones de las acciones 
que pueden ejercitarse individualmente por los 
acreedores : acciones en la quiebra^ contra la quiebra^ 
V contra la masa. 

Llaman acciones en la quiebra las que se susci- 
tan durante el curso mismo del procedimiento; 
por ejemplo, cuando tá un acreedor privilegiado no 
se le asigna en el estado de graduación de créditos 
la colocación que le corresponde, este acreedor puede 
exigir que esa operación se modifique y que á su 
crédito se le señale el lugar determinado por la ley. 

Acciones contra la quiebra: son las mismas que 
Renouard califica de acciones en la quiebra. 

Acciones contra la masa: son las que este último 
autor denomina acciones contra la quiebra. 

Hay indudablemente, cierta nebulosidad, cierta 
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obscuridad en todas estas distinciones, hasta el punto 
de que, ocurrido un caso práctico, difícilmente po- 
dría saberse el camino que correspondería seguir. 

Por nuestra parte"^ pensamos, que podría fijarse 
una regla más precisa, más clara que las anteriores. 
Esa regla sería la siguiente: cuando el interés de 
un acreedor está identificado ó es armónico con los 
intereses de todos los demás, su personalidad está 
dominada por la personalidad de los síndicos; 
cuando el • interés de un acreedor es contrario, 
abiertamente contrario- al interés de los otros, en- 
tonces puede ejercer libremente sus derechos, y á 
su vez los síndicos ejercitarán la personería de la 
masa, del cuerpo general de acreedores. 

La mayor parte de los autores sin embargo, y 
entre ellos los que han escrito últimamente sobre 
la materia, como Thaller y André, establecen como 
regla general la suspensión de las acciones indi- 
viduales y se limitan á consignar las excepciones 
siguientes: 

lo Acciones que nacen del dominio: la acción 
revindicatoria que corresponde al propietario de una 
cosa que se encuentra en poder de la masa, puede 
ejercitarse libremente. 

2® Las acciones hipotecarias y prendarias, porque 
e\ acreedor ha querido separar de las contingencias 
de un concurso futuro, los bienes que han sido 
gravados en garantía de su crédito. 

Sin embargo, las excepciones apuntadas, no com- 
prenden todos los casos en que un acreedor puede 
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perseguir individualmente el ejercicio de sus de- 
rechos eri el juicio de quiebra. 

140 — La exigibilidad de las deudas es otro de los 
efectos que produce la declaración de quiebra, cual- 
quiera que sea el carácter de esas deudas, civiles ó 
comerciales, privilegiadas ó personales. 

141 — Hay tratadistas, sin embargo, que sostienen 
que los acreedores hipotecarios, privilegiados ó pren- 
darios, no pueden proceder en virtud del principio 
de la exigibilidad, sin esperar que el término de su 
crédito haya vencido ; y fundan su opinión en que 
estos acreedores son considerados en cierta manera 
como extraños á la quiebra, cuyos derechos se en- 
cuentran sometidos al imperio de la legislación 
común. En consecuencia, piensan, que deben esperar 
el vencimiento del término de sus créditos para exi- 
gir su pago (*). 

142 — Esta doctrina no se armoniza con las dispo- 
siciones de nuestro derecho ni con la opinión gene- 
ral de los jurisconsultos. 

El art. 1413 no distingue: declara exigibles todas 
las deudas del fallido, comerciales ó civiles; y jbs 
principio bien conocido del derecho que — ubi lex non 
distinguit nec nos distinguere debemus. La regla es ge- 
neral, absoluta. Por lo demás, no es exacto que los 
acreedores hipotecarios, prendarios ó privilegiados, 
se encuentren fuera de la quiebra, desde que están 
oblif^ados á concurrir á la verificación de sus cré- 



(1) Bravard-Vjiyrikres, Droit Commereial, lomo 5.«», pág. 156. 
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ditos en la junta de acreedores respectiva, como lo 
están los acreedores quirografarios ó personales. 

Podría agregarse algo más. La exigibilidad de que 
hacemos referencia es requerida por la liquidación 
del concurso que reclama la concurrencia de todos los 
créditos pasivos, sin que produzca i>or otra parte 
perjuicio alguno real á los acreedores quirografarios 
desde que esta exigibilidad se opera como lo dispone 
expresamente la ley, con el descuento délos intereses 
legales correspondientes al tiempo que faltase para el 
vencimiento de los respectivos créditos. 

143 — Una excepción reconoce la doctrina al prin- 
cipio general de que nos ocupamos. Él no se aplica 
á las deudas condicionales, porque es incierto si una 
obligación de este carácter llegará á tener existen- 
cia. El derecho de los acreedores se limita entonces 
á hacer actos mecamente conservatorios, sin perjui- 
cio de que en la distribución de los fondos del con- 
curso se deje reservada la parte que corresponda á 
su respectiva importancia (^). 

144-^ La exigibilidad de las deudas se funda en 
el hecho de que el estado de quiebra, es un estado 
de liquidación, como acabamos de indicarlo, que hace 
necesaria la concurrencia de todos los acreedores. 
¿Cómo liquidar, en efecto, la quiebra, ha dicho un 
distinguido autor, ejecutar actos que afectan la 



(1) Códijfo (Xvil, art. 54Q. —D \lloz, FaiUiies niitn. 246 á 249.— Bravard-Vet- 
RIÉRE8, tomo 5. o, nota de Demangeat, pág. 155.— NAMUR,CoJe d6 Oomnuree Mg^ 
revisé, tomo 3.o, nú mi 1670. 
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prenda de todos los acreedores, que pueden hasta 
hacerla desaparecer, sin llamarlos á todos? 

Existe, además, otra consideración. El plazo acor- 
dado para el pago de una deuda, reconoce por causa 
la confianza que el acreedor ha tenido en hi solvencia 
y en el crédito de la persona con quien contrató. 
Producida la cesación de pagos esa confianza tiene 
que cesar y el phizo por consiguiente carece de razón 
de ser. 

Pothier lo había dicho. «El plazo acordado por el 
acreedor al deudor se reputa tener por fundamento la 
confianza en su solvencia: cuando ese fundamento 
falta, el efecto del plazo cesa. 

De aquí se sigue, que cuando el deudor ha cesado 
en sus pagos y que el precio de sus bienes se distri- 
buye entre sus acreedores, pueden éstos cobrar aun 
cuando no haya expirado el plazo para la exigibilidad 
de la deuda. Es esta una diferencia entre el plazo y la 
condición: pues el acreedor condicional, en este caso, 
no tiene el derecho de cobrar, sino solamente obligar 
á los acreedores que cobraran á garantir su deuda si 
la condición llegara á existir (^). 

145 — Pero "la exigibilidad de las deudas no co- 
loca á los acreedores en condiciones de exigir ínte- 
gramente el importe de sus créditos. La ley, como 
queda ya enunciado, establece el descuento de los 
intereses legales, siempre que el momento del pago 
sea anterior al día del vencimiento del término. Es, 



(1) Traite des Obligationa, núm. 234 y 235. 
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pues, un descuento proporcional al tiempo que inedia 
entre el día del pago y el de la expiración del plazo. 

El descuento de los intereses por el tiempo que falta 
para el vencimiento, se funda en la equidad, ha dicho 
un autor nacional, que no permite hacera unos acree- 
dores de mejor condición que á otros. El acreedor 
de una deuda á término, reportaría una ventaja in- 
dudable por la anticipación del pago, mientras que los 
demás sufren, como luego veremos, la suspensión de 
-los intereses, y corren, como aquél, el peligro de 
no ser integrados de su capital. El descuento de 
los intereses, es pues, por una parte, la compensa- 
ción del perjuicio que sufriría la masa por la anti- 
cipación del pago, privándose de los beneficios que 
pudiera reportar, esperando el vencimiento; por la 
otra, una consecuencia necesaria de la estricta igual- 
dad de condición que debe regir á todos los acree- 
dores. Además, la justicia del descuento á los crédi- 
tos no vencidos, se hace más patente todavía, si se 
considera, que siendo éstos privilegiados, no perde- 
rían por la quiebra ninguna garantía de pago, mien- 
tras que los vencidos quedan expuestos á la dismi- 
nución del capital, tienen que esperar á la liqui- 
dación para recibirlo y sufren la suspensión de 
los intereses (^). 

La exigibilidad sólo se refiere al fallido: no alcanza 
á los terceros. Así, tratándose de créditos respec- 
to de los cuales hay personas coobligadas, la exigi- 



(1) MoRBNO, Eahtdioa aobr$ las quiebras, pág. 59. 4 
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bilidad de las deudas, no puede hacerse efectiva 
con relación á estas últimas. El Código establece 
que sólo hay derecho en tales casos á exigir una 
fianza de parte de los codeudores, si éstos no pre- 
fieren pagar inmediatamente (*). 

Permitir al acreedor el cobro de su crédito de 
plazo no vencido, sin esperar su expiración contra 
los coobligados solidariamente, por la falencia de 
uno de ellos, habría sido apartarse de los principios 
generales del derecho y de las reglas particulares de 
las quiebras. De los primeros, porque no hay nada 
que justifique la privación á los codeudores del tér- 
mino estipulado, por las consecuencias de un hecho 
que les es completamente extraño: de las últimas, 
porque la exigibilidad operada por el auto declara- 
tivo de la quiebra, no tiene otro objeto que facilitar 
la distribución de los bienes que forman su activo, 
entre los diversos acreedores y colocarlos bajo el pie 
de la más estricta igualdad (*). 

146 — Pero como la falencia de uno de los 
coobligados disminuye, hasta cierto punto, las 
probabilidades de pago de la obligación solidaria, 
la ley, como acaba de verse, acuerda al acreedor 
el derecho de exigirles fianza en garantía de ese 
pago. Es sólo el interés de las negociaciones 
comerciales la razón que ha determinado esta dis- 
posición de nuestro Código. 



(1) Art. 1414. 

'2) Bravard-Veyrikres, Droit CkmwMrcial, tomo 5», pág. 166. 
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En el rigor de los principios de la legislación 
común^ tal exigencia sería inadmisible. El acree- 
dor que al celebrar el contrato no exigió garan- 
tías, no puede hacerlo en adelante, á menos que 
el deudor personalmente llegara al estado de in- 
solvencia 0^); y sin que, por otra parte, de acuer- 
do con esos mismos principios, la insolvencia de 
uno de los deudores solidarios, pueda hacer exi- 
gible el crédito respecto de los otros que no han 
provocado el concurso (*). 

En el derecho comercial francés la facultad de 
exigir fianza se limita & los casos en que la soli- 
daridad resulta de letras de cambio ú otros pape- 
les de comercio, teniéndose en cuenta al hacerse 
tal excepción la naturaleza especial de estos títu- 
los y el deseo de asegurar el cumplimiento de 
las obligaciones que de ellos se derivan. 

147 — Pero aún respecto de la misma fianza, 
nuestro Código ha establecido una restricción. 
En efecto, ella, no puede exigirse sino en el caso 
de los obligados simultáneamente. Cuando la 
obligación es sucesiva, como en los endosos, la 
quiebra del endosante posterior, no da derecho á 
demandar antes del vencimiento á los endosantes 
anteriores. La razón de esta disposición es obvia. 
Los primitivamente obligados en una letra ó papel 
endosable, no garanten la solvencia de los ceden- 
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tes futuros. El librador, en efecto, se obliga á 
hacer aceptar la letra y a pagarla á su vencimien- 
to, si el girado no lo hiciera. Los endosantes con- 
traen á su vez una responsabilidad análoga. Pero 
ni el primero, ni estos últimos, han podido com- 
prometerse á garantir la solvencia de los cadentes 
ulteriores, cuya existencia no pueden adivinar y 
cuyas condiciones personales, por el propio hecho, 
les son desconocidas. 

Hacer que por la falencia de uno de estos en- 
dosantes, los obligados que le preceden en el 
orden del tiempo, prestaran fianza ó pagaran anti- 
cipadamente la letra ú otro papel de i3omerc¡o, 
sería dar un vuelco completo á todos los princi- 
pios jurídicos que sirven de base á la legislación 
sobre obligaciones convencionales, cualquiera que 
sea el carácter ó naturaleza jurídica que ellas 
revistan, ya respondan á actos ii operaciones co- 
merciales, ya á contratos puramente civiles. 

148— El artículo 1413 del código, luego de fijar 
el principio de la exigibilidad de las deudas, des- 
pués de la declaración de quiebra, con descuento 
de los intereses legales, termina consignando la 
excepción de las prestaciones anuales, hasta que 
el Tribunal fije en consideración á sus condiciones 
peculiares, la importancia por la que el acreedor 
ha de concurrir al concurso. 

149 — Esta excepción se funda en el carácter 
especial de esta clase de créditos. Ellos no pue- 
den extinguirse por la quiebra, ni tampoco subsis- 
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tir más allá de la liquidación. Para participar 
de los dividendos que por esa liquidación pudiera 
corresponderías, es necesario determinar una canti- 
dad que pueda equivaler aproximativamente á la 
suma total del crédito, en el lapso señalado á su 
duración por el acto ó contrato que le hubiera 
dado nacimiento. 

Un acreedor en estas condiciones no tiene limi- 
tado su derecho á cobrar una sola anualidad, la 
que se hallare vencida en el momento de la decla- 
ración de quiebra. No: su crédito se haya dividido 
en cuanto á su percepción, en períodos más ó 
menos largos, comprendidos dentro de un plazo 
cierto, ó incierto, en cuanto á la época de su ven- 
cimiento; pero es un crédito real, efectivo, que 
tiene que figurar en el pasivo del fallido. Para 
darle esa colocación es indispensable, como fácil- 
mente se comprende, determinar su monto. Es lo 
que ha resuelto el artículo 1413 en su última parte, 
y es también lo que enseña generalmente la doc- 
trina de los tratadistas. 

En cuanto á los intereses que constituyen lo 
accesorio en una obligación principal, dice á este 
propósito Vidari — representando muchas veces toda 
la obligación, como la pensión alimenticia, la renta 
vitalicia, etc.; la sentencia que declara la quiebra 
debe suspender el pago, porque repetimos, un 
patrimonio quebrado no puede por sí solo produ- 
cir frutos para favorecer á terceros; pero el acreedor 
de la pensión ó de la renta, podrá figurar en el 
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pasivo del fallido á la par de cualquier acreedor 
quirografario, no sólo por la suma que resulte de 
la anualidad vencida, sino también de las que han 
de vencer. Deben contentarse de ser pagados con 
dinero del concurso en proporción con lo que arroje 
la liquidación (*). 

150 — La suspensión del curso de intereses es 
otro de los efectos que produce la declaración de 
quiebra. Esta suspensión se funda en una doble 
consideración: 

Es la primera : que la ley ha procurado estable- 
cer desde la declaración de quiebra, la igualdad de 
todos los acreedores, colocándolos en el mismo 
nivel; nivel que quedaría destruido si alguno de 
los créditos acrecieran durante la marcha del juicio, 
en tanto que los otros quedaran en el estado que 
tenían el día de esa declaración. 

Es la segunda: que las deudas del fallido deben 
entrar á la liquidación según su existencia en el 
día referido; día que fija la posición respectiva de 
los acreedores sin tener en cuenta acrecentamientos 
futuros. 

151— La suspensión de intereses reconoce, sin 
embargo, dos restricciones. La primera es, que 
sólo ha sido establecida en favor de la masa, de 
modo que ella no beneficia al fallido ni á sus codeu- 
dores. En efecto, si liquidada la quiebra viniera á 
recibir el primero un sobrante, tendrá que pagar 



( 1 ) JHrittó ComerdaU, tomo S», nüm. 4443. 
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los intereses devengados durante el tiempo en que 
se ha seguido la liquidación del concurso. La se- 
gunda es, que los créditos que caen bajo el imperio 
de esta regla, son los quirografarios ó con privile- 
gio general, devengando intereses los créditos hipo- 
tecarios, prendarios ó con privilegio especial. 

La quiebra, dice Moreno, fundando la disposición 
que comentamos, suspende con relación á la masa, 
el curso de los intereses de todo crédito que no esté 
garantido por privilegio, hipoteca ó prenda. La 
quiebra susrpende todos los negocios del quebrado, 
le inhabilita para continuarlos, los pone en estado 
de liquidación, y fija los derechos de los acreedores 
en el estado en que se encuentran. El curso de los 
intereses, no tendría, pues, razón de ser, mucho 
más, desde que no se sabe si los bienes alcanzarán 
á pagar el capital mismo de los créditos. El pago 
de los intereses, no haría más que perjudicar á los 
mismos acreedores, corriendo también el peligro de 
que los grandes créditos absorbieran el capital de 
los pequeños, y su detención puede considerarse 
como la compensación de la exigibilidad que se 
acuerda á los créditos no vencidos. No sucede lo 
mismo con los hipotecarios y privilegiados, que 
teniendo derechos especiales sobre la cosa gravada, 
de cuyo valor ha de pagarse el importe de sus cré- 
ditos, el estado de quiebra no afecta en nada esos 
derechos, y los intereses de las sumas provenientes 
de esos bienes, porque respecto de los demás, su 
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condición es igual á la de los acreedores comu- 
nes (^). 

Hay que tener presente á este respecto^ la cir- 
cunstancia indicada: los intereses no son pagados 
por la masa, sino con el importe de los bienes 
especialmente afectados al privilegio, á la hipoteca 
ó á la prenda. 
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152 — Hemos expuesto al ocuparnos del- artículo 
1413 del código, que establece como uno de los 
efectos de la declaración de quiebra, la exigibilidad 
de las deudas pasivas del fallido, los fundamentos 
en que descansan las disposiciones consignadas 
en los artículos 1415 y 1416 relativas á la situación 
en que esa exigibilidad coloca á los codeudores 
solidarios. Nos limitaremos, por lo tanto, á re- 
producir al presente las sucintas observaciones 
apuntadas respecto de las disposiciones que respec- 
tivamente contienen. 

Dedicaremos, por el momento, solo algunas pa- 
labras al artículo 1417, que dispone que en el 
caso de deuda afianzada, el fiador gozará de todo 
el plazo estipulado en el contrato, si el quebrado 
fuera el deudor. 



(1; Estudio sobre loa quiebras, pág. GC. 
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La quiebra del deudor, eu efecto, en nada modi- 
fica ó altérala posición jurídica del fiador que ga- 
rante el cumplimiento de la obligación contraída. Él 
no ha creado esa obligación, ni tiene en ella un inte- . 
res directo: interviene como tercero extraño al acto 
mismo, bajo el punto de vista del interés personal, 
pero cuyas consecuencias acepta subsidiariamente. 

El fiador se responsabiliza por el cumplimiento 
de la obligación principal en un plazo determinado. 

Cualquiera q.ue sea la causa que coloque al deu- 
dor en el caso de no llenar personalmente sus com- 
promisos, ella no puede desnaturalizar la convención 
celebrada con el fiador y anticipar el término ex- 
presamente señalado en la misma. Es sólo al ven- 
cimiento de ese término que el acreedor podrá 
exigirle el pago, de acuerdo con los principios 
característicos del contrato de fianza. No es, pues, 
igual su posición á la de los codeudores directos de 
una obligación solidaria. 

153 — En el caso de quebrar el fiador, el acree- 
dor tendrá derecho ó no, á exigir al deudor la 
prestación de una nueva fianza, según las circuns- 
tancias que hayan acompañado la celebración del 
contrato. El artículo 479 del Código así lo resuelve. 
«Cuando el fiador, dice, aceptado por el acreedor, 
espontánea ó judicialmente, llegare al estado de 
insolvencia, no habrá derecho á exigir otro si el 
fiador no ha sido dado, sino en virtud de conven- 
ción en que ha exigido el acreedor tal persona 
determinada para la fianza.» 
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154 — Entre los efectos de la dBclaración de quie- 
bra, no se encuentra la privación á los acreedores del 
fallido del derecho de oponer la compensación, 
siempre que concurran todas y cada una de las 
circunstancias legalmente exigidas en los casos co- 
munes y ordinarios. 

El deudor del concurso que al mismo tiempo es 
su acreedor puede, pues, exonerarse del pago de 
su deuda, ó limitarla, dentro de la medida del im- 
porte de su crédito. 

155 — Pero, para que este hecho legalmente se 
realice, es preciso que la cosa que le es debida pueda 
ser dada en pago de la que adeuda; que ambas 

.deudas sean subsistentes civilmente; que sean lí- 
quidas, exigibles, de plazo vencido y que si fuesen 
condicionales se halle cumplida la condición (*). 

156 — Pero el vencimiento del plazo á que la 
ley se refiere, no es ni puede ser otro, que el ven- 
cimiento real y efectivo del término señalado para 
el cumplimiento de la obligación. La exigibilidad 
que nace del hecho de la declaración de quiebra, 
no opera, ciertamente, la compensación. El deudor 
del fallido deberá pagar íntegramente su propia 



(1) Código Oivü, art. 819. 
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deuda, entrando á figurar por su crédito en la ma- 
sa de la quiebra, en las mismas condiciones de 
los demás acreedores. Y la razón fácilmente se 
alcanza. La compensación equivale á un pago. El 
deudor en estado de cesación de pagos, no puede 
efectuarlos válidamente, porque esto sería destruir la 
igualdad de posición de los acredores y acordar ven- 
tajas á unos de que no podrían gozar los otros. Y 
lo que el fallido no puede hacer en el estado real de 
la apertura de su quiebra, tampoco puede hacerlo, 
después de declarado legalmente ese estado, la en- 
tidad jurídica que representa el conjunto de los 
bienes de su patrimonio y que se forma con el 
objeto de distribuirlos bajo la base de la más es- 
tricta justicia. 

La exigibilidad anticipada de los créditos no ven- 
cidos, responde sólo al propósito de facilitar la' 
liquidación del concurso, pero en ningún caso el 
anticipo para el ejercicio de la acción, podría au- 
torizar el perjuicio de los intereses comunes. 

Esta es la doctrina profesada por casi todos los 
tratadistas que se han ocupado de esta importante 
materia. 
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en la administración de la quiebra. — 183. Nombramiento de 
síndico definitivo. — 184. Obligaciones, atribuciones y prohibi- 
ciones relativas á los síndicos : Obligaciones. — 185. Atribucio- 
nes. — 186. Prohibiciones legale!>. — 187. Terminación del man- 
dato conferido al sindico deliiiitivo. 



I 



157 — Privado el falliiio por el auto declarativo 
de la quiebra de la administración de sus bienes, es 
necesario proceder sin demora al nombramiento 
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ESTUDIO SOBRK LAS QUIEBRAS 147 

de las personas que deben reemplazarle en esa ad- 
ministración. El cuidado v la conservación de 
los bienes no sólo son exigidos por el interés de 
los acreedores, sino por el propio interés del deu- 
dor, que conserva su propiedad hasta el momento 
de liquidarse el activo del concurso, y que, hasta 
más allá de ese momento, tiene derecho á exigir que 
se le entregue el sobrante que pueda resultar des- 
pués de saldadas las deudas. 

Entre el acto del desapoderamiento y el de la 
designación de los nuevos administradores, no 
debe m3diar sino los breves intervalos que nece- 
sariamente tienen que transcurrir desde el hecho 
de la cesación de pagos de un comerciante, hasta 
el de la constatación v declaración de ese hecho 
*por el tribunal competente. 

158 — Estos administradores deben ser nombra- 
dos de oficio por el juez respectivo: en primer 
lugar, por la misma urgencia del nombramiento 
que no permite dilaciones ni da lugar á esperas; 
en segundo lugar, porque en los -primeros momen- 
tos de la quiebra no son conocidos los verdaderos 
acreedores del fallido, ni pueden serlo hasta que 
no comprueben la legitimidad de sus créditos; en 
tercer Ingar, porque la administración que sucede 
á la del quebrado no responde sólo al interés de 
los acreedores, como hace un instante lo hemos 
indicado. 

La intervención directa de estos últimos en la 
administración de los bienes de la quiebra, debe 
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recién ejercitarse cuando los créditos han sido 
comprobados en la forma y condiciones legalmente 
prescritas. 

159 — De aquí el origen de la doble sindicatura, 
que nuestro Código ha establecido sabiamente: la 
sindicatura provisoria y la sindicatura definitiva. 
Séanos permitido recordar, en este lugar, las pala- 
bras que pronunciamos á propósito de esta materia 
en el discurso con que tuvimos el honor de inau- 
gurar la cátedra que desempeñamos hasta el pre- 
sente. Han corrido desde entonces muchos años; 
obras notables han aparecido en el mundo de la 
ciencia en este largo período de tiempo; algunas 
legislaciones han sufrido cambios fundamentales, 
y sin embargo, nuestras opiniones de hoy son 
exactamente las mismas que profesábamos entonces, 
persistiendo en creer que la economía de nuestro 
código sobre la administración de la quiebra, en 
cuanto se refiere á este punto, es una de las más 
adelantadas v correctas. 

«La doble sindicatura, distinta por el origen de 
su elección, por las funciones que la determinan, 
por la extensión de facultades y por el tiempo de 
su duración, es obra de los remarcables progresos 
de la legislación actual.» 

«La doble sindicatura concilla todos los intereses 
legítimos que juegan un rol en el juicio de quiebra: 
el interés de la justicia ante todo, el de los acree- 
dores, y el del fallido, por cuyos derechos ha que- 
rido y debido también velar indudablemente la ley. » 
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«La antigua legislación ha fluctuado largo tiem- 
po á este respecto entre dos extremos igualmente 
nocivos: la exclusiva intervención de la autoridad 
en el nombramiento de los síndicos, con prescin- 
dencia absoluta de los derechos privados, ó la re- 
nuncia de esa intervención para acordarla por entero 
á los acreedores verdaderos ó supuestos que apare- 
cen en los primeros momentos de la falencia. Una 
buena legislación sobre quiebras debe evitar los 
inconvenientes y abusos que fácilmente surgen de 
uno y otro sistema, y para alcanzar este resultado, 
es necesario acordar á la autoridad judicial el dere- 
cho de proveer de un representante al concurso en 
el momento en que el juicio declaratorio de la quie- 
bra viene á herir al fallido con la interdicción legal 
de administrar sus bienes y á producir el desapo- 
deramiento que subsigue á esa interdicción. Es la 
autoridad quien debe elegir los funcionarios encar- 
gados de estas difíciles y delicadas funciones, hasta 
tanto que verificados los créditos, reconocidos los 
verdaderos acreedores, separados los supuestos, pri- 
vado el fallido de la propiedad de los bienes por 
la declaración de la insolvencia de la masa, puedan 
los primeros entrar en el ejercicio de sus derechos 
tomando la intervención que les compete en el 
nombramiento de los síndicos definitivos de la 
quiebra.» 

160 — La división de la sindicatura se encontra- 
ba perfectamente trazada en el código de comer- 
cio antes de su reforma, como acabamos de decirlo, 



legislándose en títulos separados sobre las fun- 
ciones de los síndicos provisorios y las de los 
síndicos deünitivos ó administradores y liquida- 
dores de los bienes. Estos títulos han sido su- 
primidos en la ley de reformas; pero la doble 
sindicatura ha quedado subsistente. El síndico 
nombrado por el juez en el auto declarativo de la 
quiebra es meramente provisorio, porque sus fun- 
ciones terminan en la junta de verificación de 
créditos: el síndico que en ese acto confirman ó 
nombran los acreedores, es definitivo, porque in- 
terviene como representante de la masa e¡i todas 
las operaciones y procedimientos del concurso 
hasta la terminación del jnicio. 

Esta doble sindicatura en el código reformado 
tiene sus lineamientos propios, por el origen del 
nombramiento y la duración de su mandato, por 
el carácter de sus funciones y por las calidades 
que deben revestir las personas que la desempe- 
ñan, desde que la elección hecha por los acreedo- 
res debe recaer eu todos los casos en uno de ellos, 
en tanto que esa condición no se exige respecto 
de los síndicos nombrados por los jueces. 

El código de comercio ha comprendido en el tí- 
tulo IV las disposiciones que se refieren al nom- 
bramiento de los síndicos provisorios. Consigna 
ante todo que la Cámara de Comercio de la Bolsa 
deberá formar anualmente y en el mes de Diciem- 
bre, una lista de treinta comerciantes de notorio 
ibono y buen crédito para que sean ellos los en- 
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cargados de desempeñar las sindicaturas que ocu- 
rran en el año siguiente (*). 

161 — No habiendo Bolsa de Comercio, la de- 
signación de síndicos será hecha por los comer- 
ciantes que paguen patente de categoría más ele- 



íl) Art. 1419. 

El Senado de la NHcíón, teniendo en cuenta los abusos que se cometen 
dada la actual organi;!aci«)n de los síndicos y principalmente los innumera- 
bles gastos que originan en la tramitación de los concursos, acaba de san- 
cionar el proyecto que trascribamos : 

« Articulo lo En la primera quincena del mes de Diciembre de cada año. la 
Cámara de Apelaciones en lo Comercial de la Capital de la República y el 
más alto tribunal de justicia de las provincias, formarán para cada distrito 
judicial una lista de treinta abogados argentinos matriculados, que tengan 
por lo menos cuatro años de ejercicio de la profesión y sean de notorio buen 
nombre, quienes desempeñarán el cargo de síndico en el año siguiente. — 
Art. 2« En la? provincias y territorios nacionales donde no hubiese suficiente 
número de abogados, la lÍMta se completará con comerciantes de notorio 
abono y buen crédito, designánduse los que paguen mayor patente en la 
ciudad cabeza del distrito judicial, á cuyo efecto se requerirá del receptor de 
rentas una lista de treinta comerciantes que paguen mayor patente, con 
designación precisa del importe de ésta y de la clase do comercio porque se 
pague. — Art. 3o La designación de la persona que debe desempeñar en cada 
caso la sindicatura provisional será hecha de la lista expresada, por sorteo, 
en presencia del juez, del secretario y del que solicita la quiebra, á cuyo 
efecto será previamente notificado el día y hora en que debe tener lugar — 
Art. 4« Los jueces recorrerán la lista excluyendo en cada sorteo los designa- 
dos anteriormente, y una vez terminada, volverán á principiar la designación, 
incluyendo en este sorteo á todos los que formen la lista y asi sucesivamente. 
— Art. 5« Todo nombramiento de sifidico provisional on contravención de lo 
dispuesto en los artículos anteriores, deberá ser dejado sin efecto si lo pidiere 
el fallido, el ministerio público ó cualquiera de los acreedores, aunque su 
crédito no estuviere reconocido. — En tales casos, los jueces serán personal- 
mente responsables de los gastos causados, los que bajo pretexto alguno se 
cobrarán del concurso, y el conocimiento de la quiebra pasará al juez de 
comercio de turno en los distritos judiciales donde lo hubiere.» 

El sistema adoptado por este proyecto sobre administración de la quiebra, 
en su base fundamental, es aconsejado por tratadistas distinguidos. Bolh, en 
sus anotacionos al Código de Comercio de Italia, dice á este propósito : 

a El sistema francés antiguo que en la elección del síndico daba la prefe- 
rencia á uno de los acreedores, existe aún en el C. N., pero no se observa. 
Es preferible, en efecto, coníi.tr á un jurisconsulto un cargo que exige 
conocimientos extensos en el terreno legal y jurídico. Confiarlo á uno de los 
acreedores, es ])oiier á éste frecuentemente en una situación desagradable y 
delicada. Sus intereses son nuiclias veces opuestos á los de los otros aeree- 
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vada, convocados y presididos por el juez de 
comercio. La convocación se hará por el juez 
más antiguo en el caso de que hubiere más de 
uno, procediéndose á la designación de los síndi- 
cos por los comerciantes que concurran, cualquiera 
que sea su número, ó por el mismo juez, si deja- 
ran aquéllos de asistir A la convocatoria ('). 

Verificada la designación, deberán insacularse 
los nombres de los designados, numerándose por 
el orden que resulte de esa operación. La lista 
de los indicados se publicará en dos diarios del 
lugar y se fijará en los estrados del Juzgado y en 
la Bolsa ó mercado donde lo hubiere. Los jueces 
llamarán en cada caso al Síndico que corresponda, 
teniendo en cuenta el orden numérico de la lis- 
ta C). 

Estando el síndico impedido ó ausente, la sindi- 
catura será desempeñada por el que le siga en el 
orden numérico, considerándose como pasado el 
turno de aquél. Si se hubiera designado la que 
tiene en la lista el último número, la elección 
volverá á empezar por el que ocupare el primer 
puesto {^). 



dores; si circunstancias fortuitas favorecen sus créditos, se expone á perder 
la confianza y á levantar sospechas odiosas. » 

«En Francia la ley permite ele^fir el síndico fuera de lo.«< acreedores: tal 
parece ser también la intención de la ley Bélica, que quiere que ellos no ten- 
gan intereses opuestos. El Código italiano prescribe correctamente elegir un 
no comerciante.» (Bolh, Code de Conimerce du Hoyaume d'Italie, pág. 4ó5). 

í 1) Art. U20. 

(í>) Arts. 14-21, 142-?. 14?3. 

(3) Art. 1424. 



m. 
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El Código establece finalmente, que en cada Juz- 
gado deberá colocarse un cuadro en sitio visible 
conteniendo: 

1^ El nombre de las personas designadas para 
ejercer el cargo de Síndico. 

2^ Fecha de su llamamiento. 

3^ La determinación del concurso en que inter- 
vengan y las observaciones oportunas. 

Las anotaciones serán hechas por los respectivos 
secretarios (*). 

La lista que contenga el nombre de los síndi- 
cos deberá ser renovada anualmente por lo menos 
en la mitad, y una misma persona no podrá ser 
nombrada por más de dos años consecutivos. 

Si alguna vez los jueces tuviesen que alterar el 
turno en el llamamiento del síndico por las cau 
sas especificadas en los artículos 1424 y 1426, de- 
berán hacer constar en el auto respectivo la razón 
que lo motiva .y anotarse en la columna de ob- 
servaciones á que se refiere el art. 1425. 

El cargo de síndico no es renunciable sino por 
alguna de las siguientes causas: 1% enfermedad 
que impida el desempeño de sus funciones; 2% 
urgente necesidad de ausentarse; 3^ haber sido 
síndico el año anterior; 4^ cualquier otro motivo 
justificado á juicio del tribunal. Si renunciare 
por causa inmotivada los jueces le aplicarán una 
uiulta de quinientos pesos (^). 



( 1 ) Artií'ulo 142.'». 
(2) Articulo U*ÍO, 
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162 — Los síndicos provisorios tienen este tri- 
ple carácter legal: representantes de la sociedad, 
de los acreedores y del fallido; los síndicos defi- 
nitivos sólo representan á la entidad jurídica, que 
en el juicio de quiebra se denomina viasa. 

163 — Los síndicos provisorios desempeñan, como 
se ve, nn mandato; mandato especial, con carac- 
teres peculiares y propios. La ley debía señalar 
entonces las calidades ó condiciones necesarias 
para su ejercicio, y determinar las incapacidades 
que lo impiden. 

Podemos fijar como reglas de capacidad, de 
acuerdo con la disposición del articulo 1419 del 
Código: 1", la calidad de comerciante; 2% la solven- 
cia y buen crédito. La primera condición se ha 
exigido, sin duda, por el carácter de la administra- 
ción conferida al síndico y por la naturaleza de los 
actos que esa administración entraña; la segunda, 
porque el sindicato exige garantías de buena admi- 
nistración é impone responsabilidades. Conviene 
tener presente que no basta el carácter de comer- 
ciante de hecho: es indispensable además, que la 
persona que ejerza el comercio reúna todas las 
calidades y condiciones legal mente exigidas. El 
comerciante no inscripto no podrá ser síndico, 
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porque según el artículo 26 de Código, queda pri- 
vado de los beneficios v del favor de la lev co- 
mercial. 

164 — En cuanto á incapacidades, independien- 
temente de la que resulta de la falta de alguna 
de las condiciones enunciadas, el Código establece 
la del parentesco con el fallido por consanguinidad 
ó afinidad hasta el cuarto grado inclusive (^); 
inhabilidad que se funda en la parcialidad en fa- 
vor del quebrado que tal vínculo hace presumir, 
en perjuicio de la rectitud que la ley impone al 
síndico en el cumplimiento de los deberes del cargo 
que se le ha conferido. 

165 — El Código no ha determinado expresa- 
mente el número de síndicos, pero, al ordenar su 
designación en el auto declarativo de la quiebra, 
hace referencia a uno solo. 

166 — Las atribuciones de los síndicos proviso- 
rios se separan en tres agrupaciones ó categorías 
distintas. 

La primera, la forman las que se fundan en el 
interés común de acreedores y fallido; la segunda, 
las que responden directamente al interés de este 
último; la tercera, las que tienen por causa el in- 
terés de la justicia. Tal es la división hecha por 
el distinguido comercialista Bravard - Veyriéres, 
cuyo método seguimos en este punto, por conside- 
rarlo el más exacto, el más correcto v el más 



(1) Articulo 1427. 
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científico en la materia, limitándonos, hasta cierto 
punto, á hacer en cada categoría las aplicaciones 
de la legislación de nuestro Código. 

167 — Las atribuciones que tienen por objeto el 
interés coman de acreedores y deudor compTQuden: 

P. Los actos relativos ala seguridad de los bienes, 
• Pertenecen á esta categoría: 

a) La verificación de los sellos y cerraduras que 
guardan los bienes y papeles del fallido; diligencia 
que debe practicar el síndico luego de tomar posesión 
de su cargo, acompañado del fallido ó su apode- 
rado, del representante de la sucesión cuando la 
quiebra hubiera sido declarada después del falle- 
cimiento del deudor y del secretario del juzgado. 
En el caso de que los sellos ó cerraduras presen- 
ten signos de violencia, deberá dar cuenta en el 
acto al tribunal á fin de que resuelva lo conve- 
niente, ya ordenando la inmediata apertura, ya 
suspendiéndola hasta que se verifiquen diligencias 
previas en un término que no podrá exceder de 
cinco días (*). 

b) La facción del inventario y ocupación de los 
bienes y papeles del fallido que deberá verificarse 
en la forma expresada por la ley ('^). 



( 1 ) Articul(3 1430. 

í 2 ) El artículo 1431 establece ilo niia manera prolija el orden en que debo 
praciicarse la oouparión é inventario de los bienes del fallido, y el 1432 legisla 
para el caso en que osos actos tengan lugar respecto de una sociedad. Ellos 
están concebidos literalmente en los siguientes términos : 

«Art. 14^51. La ocupación de los bienes y papeles del fallido se verificará en 
la forma siguiente: 
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c) La posesión de todos los bienes de la quie- 
bra con las obligaciones y responsabilidades res- 
pectivas, en la que deberá entrar luego de practi- 
cadas las diligencias precedentes y de firmarse los 
inventarios levantados; inventarios que deben re- 
dactarse en dos ejemplares, figurando uno en los 
autos del concurso y encontrándose el otro en 
poder del síndico (V). 



I» Se procederá á la descripción, inventario y avalúo de todos los bienes y 
efectos, debiendo practicarse esta operación en dos ejemplares ; 

2o Se hará constar el número, clase y estado de los libros de comercio que 
se eucnentren, poniéndose en cada uno de ellos á continuación de la últi- 
ma partida, una nota de las hojas escritas que tengan, Armada por el 
sindico, el secretario y el fallido si asistiere. Si los libros no estuvie- 
sen »enalado8 en la forma legal, se rubricarán todas sus fojas por el 
sindico y el secretario ; 

3» En el mismo acto se inventariarán el dinero, letras, pagarés y demás 
documentos de crédito; 

4o Los bienes raices quedarán bajo la administración del sindico, quien re- 
caudará sus frutos y productos, tomando las disposiciones convenientes 
para evitar cualquier malversación ; 

Todos los demás bienes, libros y papeles quedarán igualmente en po- 
der del sindico, quien se dará por recibid? firmando al pié del inven- 
tario"; 

5» Con respecto á los bienes que se encuentren fuera del domicilio del falli- 
do, se practicarán las mismas diligencias arriba referidas, en los lugares 
en que se encuentren, librándose al efecto los despachos necesarios. Si 
loB tenedores de esos bienes fuesen personas de notoria responsabilidad, 
atendido su valor, se constituirá en ellos el depósito; 

6^ Si el sindico no pudiese asistir personalmente, ¡jodrá conferir poder á 
persona que lo represente ; 

7» Las ropas y muebles do uso indispensable del fallido y su familia, le 
serán entregados previo recibo que se agregará al inventario ; 

8* Siempre que el inventario no pudjera terminarse en nn sólo día, se colo- 
carán los sellos del Juzgado en las puertas de las habitaciones donde Se 
encuentren los bienes, debiendo requerirse además, la vigilancia de la 
policía. 

Art. 1432. Si se tratase de la quiebra de una sociedad colectiva ú otra en 
que existieran diversos socios solidarios, las diligencias prevenidas en el 
articulo anterior se practicarán no .sólo en el establecimiento principal de la 
sociedad, sino en el domicilio de cada uno de los socios solidarios. 

Si 86 tratara de sociedad anónima, las diligencias prevenidas sólo se prac- 
ticarán en los establecimientos ó pertenencias déla sociedad.» 

( 1 ) Articulo 1433. 
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168 — 2^ Los actos conservatorios en general ('). 
Deberán, pues, los síndicos, interrumpir las pres- 
cripciones comenzadas contra el fallido; hacer ins- 
cribir las hipotecas constituidas á su favor, siempre 
que esa formalidad no se hubiere llenado; requerir 
el protesto de letras ú otros papeles endopables en 
él tiempo oportuno; interponer los recursos que 
corresponda respecto de sentencias dictadas contra 
el deudor, etc., etc. 

169 — 3^ Los créditos activos de plazo vencido 
deberán ser cobrados por el síndico, pudiendo al 
efecto demandar á los deudores (2). 

170 — 4^ Los síndicos deben solicitar la venta 
de todos los bienes de conservación difícil ó dis- 
pendiosa (^). Impedir la ruina ó deterioro de las 
existencias de la quiebra, es uno de los actos de 
administración que responde más directamente al 
bien de la comunidad. 

171 — 5^ Corresponde también á los síndicos in- 
tentar ó continuar las acciones pendientes contra 
el fallido y las que hubieran de deducirse en ade- 
lante (*). 



( 1 ) «Articulo 4438. El sindico está obligado á practicar los actos necesarios 
para la conservación de todos los derechos y acciones de la masa.» 

(2) Art. 1439. 

í 3 ) Si la venta de bienes se hiciere indispensable en razón de su proba- 
ble deterioro ó conservación dispendiosa, el síndico deberá solicitarla del 
tribunal quien, si los juzgara conveniente, la acordará, nombrando el marii« 
Uero público que deba realizarla (art. 1437). Si entre los bienes de que 
Imbla el articulo anterior existieran algunos sobre los cuales se tuviere cono- 
cimiento de la existencia de un privilegio especial, se procederá á individua- 
lizar el resultado de su venta á los efectos correspondientes (Art. 1437). 

(4) Arts. 141-2 y 1439. 
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172 — Una cuestión se ha suscitado en nuestros 
tribunales á propósito de esta atribución del sín- 
dico. ¿ Podrá intentar alguna acción fuera del lugar 
de la jurisdicción del juez de la quiebra, sin el 
conocimiento y autorización del mismo? 

En la economía del código, el síndico represen- 
tante de los diversos intereses afectados por la 
declaración de quiebra, ejerce sólo sus funciones 
á la vista y bajo la vigilancia del juez que interviene 
en el juicio. 

Para demostrar la exactitud de este aserto, bas- 
taría recordar que todas y cada una de sus dispo- 
siciones, tienden á concentrar la administración de 
los bienes del concurso, á reunir en un sólo tri- 
bunal todos los asuntos judiciales del fallido, 
todos sus créditos comerciales ó civiles, activos y 
pasivos, y á hacer en consecuencia que un mismo 
juez intervenga en el procedimiento principal y 
en los diversos incidentes de la quiebra. 

Las funciones de los síndicos, sea en cuanto á la 
administración directa de los bienes, sea en cuanto 
al ejercicio de las acciones ó á la defensa de los 
derechos de la masa, no pueden ejercerse sino bajo 
el régimen de la inspección ó control de que he- 
mos hecho referencia. 

Esto, que resulta del conjunto de las disposicio- 
nes del libro IV del código, se corrobora con la 
exposición hecha en el informe de la Comisión de 
la Cámara de Diputados que proyectó las reformas 
de este último. 
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En ese informe se dice textualmente : 

« . . .Entra, pues, como uno de los objetivos pri- 
mordiales de la reforma que hemos llevado á cabo 
la acción judicial única gobernando todas las situa- 
ciones, todos los movimientos y todas las evolu- 
ciones del juicio de quiebra. El juez, como en la 
reforma de la ley inglesa, y como en nuestra opi- 
nión corresponde á la naturaleza de su jurisdicción 
y ministerio, interviene con su autoridad en todas 
las medidas, en todas las disposiciones, en todos 
los incidentes que necesariamente y con ocasión 
dé la quiebra deban producirse.» 

La personería de los síndicos en el orden de los 
juicios, es una personería limitada á aquellas cues- 
tiones que caen bajo el imperio de la universalidad 
establecida por el precepto expreso de la ley. La 
generalidad de los poderes que los síndicos ejercen 
está, pues, circunscripta dentro de los propósitos 
que los determinan y de los fines ú objetos á que 
responden. 

El síndico puede promover ó contestar una de- 
manda. ¿Dónde? En el lugar en que se dicta el 
auto declarativo de la quiebra. ¿Ante quién? Ante 
el juez que ha pronunciado ese mismo auto. Tal 
es el efecto de la universalidad de este juicio, en 
la extensión que le ha atribuido el artículo 1387 
del código. 

Cierto es, que en algunos casos, la jurisdicción 
del juez de la quiebra no puede llegar hasta atri- 
buirle competencia para conocer en asuntos que 
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aunque interesan á la masa, tienen que ventilarse 
ante una jurisdicción extraña. Así, por ejemplo, 
si se tratara de promover una demanda sobre 
bienes existentes en país extranjero, no podría 
pretenderse que ella debiera deducirse ante el juez 
de la quiebra en virtud del principio de la uni- 
versalidad de este juicio. En casos como el indi- 
cado, la acción deberá ejercitarse ante la autoridad 
judicial competente del lugar en que el bien se 
halle situado. 

Pero, ¿podrá hacerlo el síndico sin la autoriza- 
ción previa del juez del concurso? Evidentemen- 
te no: 

P Porque como acabamos de indicarlo su per- 
sonería está limitada á las gestiones que abraza 
la universalidad del juicio, desde que no hay dis- 
posición ni precepto alguno legal que deje siquiera 
entrever la posibilidad de demandas llevadas ante 
una jurisdicción distinta. 

2^ Porque de otro modo el síndico podría com- 
prometer intereses del concurso sin noticia del 
juez, que tiene el derecho y el deber de velar por 
esos intereses y de reprimir hasta con la destitu- 
ción, la conducta maliciosa ó negligente de los 
administradores de la quiebra. 

173 — Pero los síndicos, en el interés de acree- 
dores y fallido, no sólo están en el deber de prac- 
ticar todos los actos conservatorios de que hemos 
hecho referencia, sino que también tienen la obli- 
gación de ejecutar los Rctos preparatorios^ tendentes 

11 
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á proseguir la marcha regular del procedimiento, 
activando y aproximando su término. 

Compréndese en este número las atribuciones que 
se refieren á la formación del balance, en todos los 
casos en que éste no se hubiera presentado por el fa- 
llido, valiéndose de los libros y demás informes que 
puedan obten«^r del mismo, de sus dependientes 
ó empleados, no siéndoles permitido, sin embargo, 
interrogar á la mujer, viuda, descendientes ó ascen- 
dientes, por razones morales que fácilmente se 
alcanzan (*). 

Compréndese también todas las diligencias re- 
lativas á la verificación de créditos. En éstas figura 
el cotejo de las cuentas y documentos de crédito 
que se presenten por los acreedores, con las copias 
literales que deben acompañar y la anotación en 
las mismas de quedar esos originales en su poder (\^; 
el cotejo de esos documentos con los libros y pa- 
peles de la quiebra y la expedición del informe 
respectivo (^); la formación del estado de los cré- 
ditos á cargo de la quiebra, presentados ala toma 
de razón, que deben hacer en los diez días siguien- 
tes al venciir.iento del término señalado para esa 
presentación, refiriéndose en cada artículo á los 
documentos exhibidos para la comprobación de la 
legitimidad de esos créditos (*). La presentación 



( 1 ) Arts. 1434 y 1435. 

(2j Art. 1413. 

(3) Art. 1444. 

(4) Arta. 1442 y 1443. 
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de otro estado de los fondos del concurso cada 
quince días, que deberá ponerse en la secretaría 
del juzgado para ser inspeccionado por los acree- 
dores C). 

174 — En el interés del fallido, tienen asimismo 
los síndicos diversas funciones que desempeñar. 
Ellas forman la segunda agrupación de que hemos 
hecho referencia, al empezar á ocuparnos de sus 
atribuciones. 

Pueden resumirse en las siguientes: 

P Los síndicos deberán entregar al fallido y su 
familia la ropa y muebles indispensables para su 
uso, previo recibo que se agregará al inventa- 
rio. 

2^ Intervendrán en el incidente que tiene derecho 
á provocar el fallido, solicitando pensión alimen- 
ticia. 

175 — Este incidente del juicio de concurso, se 
encontraba perfectamente legislado en el código 
antes de dictarse la ley de reformas. El artículo 
1577 establecía, en efecto, que siempre que el fa- 
llido hubiera cumplido con la obligación de pre- 
sentarse al tribunal, haciendo la manifestación de 
su estado, dentro de los tres días siguientes al de 
la cesación de pagos, y no existiera presunción 
de culpa ó fraude en la quiebra, tenía derecho á 
pedir á título de asignación alimenticia una suma 
que se deduciría de la masa. La cantidad, agre- 



■V, 
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(1) Art. 14-il. 
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gaba ese artículo, sería determinada por el tribunal, 
oído el informe del Juez Comisario, v teniendo en 
consideración la importancia de la masa, las nece- 
sidades de la familia del fallido, su buena fe, y 
la mayor ó menor pérdida que de la quiebra haya 
de resultar á los acreedores. El síndico podía 
hacer al tribunal las reclamaciones que estimare 
convenientes, si consideraba que la asignación era 
excesiva. 

176 — Este artículo no figura actualmente en el 
código reformado. Podría creerse que en la in- 
tención délos autores de la ley de reformas, entró 
el propósito de negar al fallido un derecho que le 
es acordado en muchas legislaciones y que tiene 
su fundamento en consideraciones de humanidad 
perfectamente explicables. La ruina de una fami- 
lia, ha dicha Bedarride, comentando el artículo 
474 del código de comercio francés; la imposibi- 
lidad para el fallido dé dedicarse á ninguna industria 
en los primeros momentos de la quiebra^ pueden 
colocarlo en la necesidad de buscar recursos que 
sería inhumano negarle, sobre todo, en los ins- 
tantes en que la familia entera se encuentra bajo 
el peso del desastre que acaba de herirla. Y antes 
que el autor citado, Renouard había escrito estas 
sentenciosas palabras: «vale más acordar regular- 
mente al fallido pequeños recursos, que obligarlo, 
bajo pena de morir de hambre, á asignarse á sí 
mismo su parte y á crearse recursos ilegítimos. » 

177 — Felizmente para el realce de nuestra legis. 



'r*t^ 
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lación, la supresión del artículo de que hacemos 
referencia, no ha envuelto la idea de negar ali- 
mentos al fallido y á su familia en los casos en 
que pueda solicitarlos. Es una supresión que 
responde, sin duda alguna, á un olvido, á una 
omisión de copia ó á otra circunstancia análoga. 
Fundamos nuestro sentir en una disposición expre- 
sa del mismo código. En efecto: el artículo 1554, 
después de establecer que el fallido inocente ó el 
que hubiere cumplido la pena en caso de culpa, 
podrá ocuparse en operaciones de comercio por 
cuenta ajena bajo la responsabilidad de un prin- 
cipal, dispone textualmente: «Los fallidos que se 
encuentren en el caso de esta disposición, cesarán 
de percibir la asignación alimenticia que se les hu- 
biere acordado.)) El derecho á solicitar la pensión 
está reconocido; lo que se ha suprimido es lo 
relativo á la forma y condiciones en que debe 
concederse por el juez de la quiebra. Es por esto 
que afirmamos, que la ley de reformas ha mante- 
nido esa pensión, si bien presentando un verdadero 
vacío, una sensible laguna, sobre, un punto de 
positiva trascendencia: á saber, sobre los casos 
en que aquel derecho puede ejercitarse, y el proce- 
dimiento á seguirse para ser acordada. 

178 — El síndico interviene, además, en el inci- 
dente relativo á la libertad del fallido, concurrien- 
do con su informe á esclarecer las causas que han 
originado su cesación de pagos. 

Es doctrina co-rriente sobre este punto, que los 
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síndicos pueden promover ese incidente aun cuando 
el fallido nada hiciera para obtener su libertad. 
La libertad del fallido, como observa Bravard-Vey- 
riéres, no sólo interesa personalmente á éste, sino 
á sus acreedores y aún al síndico mismo por los 
antecedentes que puede suministrar y por la coope- 
ración que éste tiene derecho á exigirle, para 
facilitar el desempeño de su mandato. 

179 — En el interés de la justicia, corresponde 
igualmente á los síndicos una importantísima mi- 
sión. Ellos deben estudiar prolija y concienzuda- 
mente todos los antecedentes de la quiebra para in- 
vestigar las causas que le han dado origen. Los 
libros, balances, documentos v todos los actos del 
fallido que se relacionen con la dirección de los 
negocios, deben ser traídos á cuenta por ellos 
para formar una conciencia plena sobre el mérito 
de la falencia. Una ligereza de su parte sería 
imperdonable. La justicia exige el castigo del 
fraude ó de la culpa cuando existen, pero también 
reclama, y quizá con mayor empeño, el reconocí- 
miento de la inocencia, cuando la cesación de pagos 
del comerciante proviene de accidentes completa- 
mente ajenos á su previsión y á su voluntad. 
El síndico en el incidente de la calificación de 
la quiebra, debe inspirarse en estas ideas y obe- 
decer á los elevados propósitos de la justicia social. 

Los síndicos provisorios desempeñan un mandato 
público, como lo hemos visto; mandato que así 
como acuerda determinadas funciones, impone 



ESTUDIO SOBRE LAS QUIEBRAS 167 

diversas responsabilidades. En esto la legislación 
comercial no se ha desviado de las reglas del 
mandato común. El mandatario qneda obligado 
por la aceptación á cumplir el mandato, ha dicho 
el artículo 1904 del código civil, y á responder de 
los daños y perjuicios que se ocasionasen por su 
inejecución total ó parcial. 

180 — Es regla ordinaria en el derecho comercial 
que todo servicio debe ser retribuido. No habría 
razón alguna de justicia, de equidad, ni de conve- 
niencia pública ó privada, para que el mandato 
conferido á los síndicos provisorios se apartara de 
esta regla. Ellos consagran sii tiempo al desemp'jño 
de las funciones que aceptan; dedican su inteli- 
gencia y sus esfuerzos en favor de intereses que 
frecuentemente les son extraños, contraen respon- 
sabilidades personales. La retribución de estos 
servicios se impone por s« propia importancia y 
por el objeto que los determina. La ley la ha 
acordado, en consecuencia, como debía hacerlo, 
dejando su apreciación al juez, después de la 
rendición de cuentas, quien procederá atendiendo 
á la importancia de los trabajos prestados y & la 
de los bienes de la quiebra, no pudiendo en ningún 
caso exceder aquélla del seis por ciento del valor 
total de los bienes (^). 

181— La sindicatura provisoria termina: 

V Por la revocación. 



(1) Art. 1567, 
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2"* Por la clausura de las operaciones de la quie 
bra. 

S** Por el concordato. 

4° Por el nombramiento de los síndicos definí 
tivos. 



I 



I 



III 



182 — Hecha la verificación de créditos, el as- 
pecto y la situación del juicio de quiebra cambian 
por completo. 

La intervención de los acreedores se ha limitado 
hasta entonces á ciertos actos: el administrador de 
los bienes de la quiebra ha recibido su nombra- 
miento de la autoridad pública, ejerciendo sólo un 
mandato legal que envuelve la representación de 
intereses múltiples; pero desde el momento en que 
quedan reconocidos los acreedores legítimos el es- 
tado de las cosas se modifica fundamentalmente, 
viniendo éstos á tomar participación directa y ac- 
tiva en todo lo que se refiere á su interés. 

183 — El primer acto de los acreedores en el 
ejercicio de las facultades que le confiere su nueva 
posición, es el nombramiento de un mandatario, 
conocido en nuestro derecho con el nombre de 
síndico definitivo. Sin embargo, los acreedores pue- 
den confirmar al síndico primitivamente nombrado, 
en cuvo caso no será necesaria la calidad de acreedor 
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por SU parte ('). Este noDibramiento se hace en 
junta general, y sólo puede recaer por mayoría de 
votos en acreedores, cuyos créditos estén verificados. 

Los síndicos representan el concurso y tienen 
plenos poderes para liquidar, parecer en juicio acti- 
va ó pasivamente y practicar todos los actos que 
sean necesarios para el bien de la masa en juicio 
ó fuera de él (^). 

184 — Los síndicos definitivos tienen obligaciones 
que cumplir, atribuciones que ejercer y prohibicio- 
nes legales á que ajustarse en el desempeño del 
encargo que les está confiado. 

Las obligaciones son: 

V Requerir la venta de todos los bienes, dere- 
chos y acciones que correspondan á la masa, con 
excepción de aquellos que se encuentran afejctados 
á derechos de dominio 4 fueran objeto de litigio 
pendiente (^). 

2^ Depositar en el Banco de la Nación á la orden 
del Juzgado el producto de las enajenaciones que 
hicieren, así como los demás valores que percibieren 
de pertenencia de la masa {*). 

3*^ Formar un estado dentro de los ocho días si- 
guientes al auto aprobatorio de la última enaje- 
nación, del haber del concurso, con designación 
de los créditos que no se haya podido cobrar y 



( 1 ) Art. U4G. 

(3) Arts. 1412, 1138, 1430 y 1520, 
[ 3 ) Art. 1510 y 1520. 

(4) Art. 1523. 
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de los que se encuentren pendientes de demandas 
producidas (^). 

kP Rendir dentro del mismo plazo, la cuenta de 
su administración, acompañada de los comproban- 
tes respectivos (*). 

185 — Las atribuciones de los síndicos nacen de 
los propios fines del mandato que ejercen. Pueden, 

• 

pues, practicar, como lo hemos manifestado ante- 
riormente, todos los actos que se relacionen con la 
liquidación ó que exijan los intereses que admi- 
nistran, estando autorizados para ejercitar activa y 
pasivamente la representación del concurso. Entre 
estas atribuciones, la ley ha determinado especial- 
mente la de retirar con autorización judicial, en 
beneficio del concurso, la prenda existente en poder 
del acreedor, pagando el importe de la deuda (^). 

186 — Pesan sobre los síndicos todas las prohibi- 
ciones que afectan á los mandatarios comunes, se- 
gún las reglas de la legislación civil. 

187 — ECl mandato conferiilo á los síndicos defi- 
nitivos, fuera de los medios ordinarios de extinción 
del mandato en general, termina especialmente por 
la liquidación de los bienes de la quiebra. 



( 1 ) Art. 1524. 
(2í Art. citado. 
<3) Art. 1531. 
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crédito total ó parcialmente. Pero, para hacer esta 
liquidación, es necesario conocer con exactitud el 
pasivo, esto es, el importe real de las deudas á cargo 
de la quiebra. La investigación de este hecho exige 
el examen detenido y prolijo de cada una de ellas, 
porque sólo debe considerarse legítimas aquellas 
que se hayan comprobado debidamente. 

La distribución del activo descansa sobre la base 
de la buena fe, que impide el reconocimiento de 
créditos fraudulentos ó simulados que vendrían á 
usurpar valores que deben servir para la satisfac- 
ción de los legítimos ó verdaderos. 

De aquí el procedimiento especial establecido en 
nuestro código, de acuerdo con la generalidad de 
las legislaciones, con el objeto de alcanzar la rea- 
lización de estos fines. 

189 — La operación que responde á tal propósito 
y que conduce á dejar constatado cumplidamente el 
pasivo de la quiebra debe ser, según correctamente 
piensa Renouard: contradictoria, pronta, general y 
definitiva. 

Contradictoria, porque hay oposición de intere- 
ses, desde que cada acreedor lo tiene en impedir 
el aumento del pasivo, el cual disminuye proporcio- 
nal mente el activo, que es la garantía con que cuenta 
para el pago de sus créditos. Todos y cada uno de 
los acreedores deben tener, pues, derecho de obser- 
var los créditos de los otros, desde que el hecho de 
su reconocimiento los afecta directamente. 

Pronta, porque la prolongación del juicio, au- 
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menta los perjuicios que entraña la declaración de 
quiebra. 

General, porque si hubiera de practicarse el re- 
conocimiento especial de cada crédito en un inci- 
dente separado, no sólo se aumentarían enorme- 
mente los gastosa cargo del concurso, sino que se 
haría, en cierta manera, imposible la terminación 
de los procedimientos. 

Definitiva, por fin, porque si fuera permitido vol- 
ver otra vez sobre los que ya se han verificado ó 
reconocido, se habría establecido la incertidnmbre 
en la posición de todos los acreedores y hasta res- 
pecto de la liquidación misma. 

190 — El artículo 1356 de nuestro Código, en la 
determinación que hace de las disposiciones que 
debe contener el auto declarativo de la quiebra, 
compréndela fijación de un término con relación á 
la extensión y dependencias de la misma, y á las 
distancias en que se encuentran respectivamente 
los acreedores, dentro del cual deban presentar á 
los síndicos los títulos justificativos de sus crédi- 
tos; y siguiendo el proposito que encierra este pre- 
cepto legal, el artículo 1443 declara obligados á los 
acreedores á entregar á los síndicos esos documentos, 
dentro del término establecido, imponiendo á su 
vez el 1445 á los últimos, la obligación de formar 
un estado general de los que se hayan presentado, 
dentro de los diez días siguientes al vencimiento 
del plazo, en cuyo estado debe hacerse referencia 
en cada artículo, por orden de números, á los 
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documentos exhibidos por los respectivos intere- 
sados. 

191 — Dos puntos se presentan ai examen con 
motivo de la asistencia de los acreedores á la 
junta de verificación: P, si los hipotecarios ó pren- 
darios están en el deber de observar el procedimiento 
común para obtener el reconocimiento de sus cré- 
ditos; 2% si todos los acreedores indistintamente 
pueden concurrir á las sesiones de la asamblea. 

192 — El primer punto ha dado lugar á disidencia 
de opiniones entre los tratadistas. Para demostrarlo, 
bastaría recordar el hecho de que Bravard-Veyriéres 
en su notable curso de Derecho Comercial opina por 
la negativa, y Demangeat, su anotador, sostiene la 
tesis contraria. 

Esta última opinión es seguida por Renouard, Par- 
dessus, Dalloz, Rivióre, Laroque-Saissinel y otros 
tratadistas distinguidos, quienes la fundan en la 
razón general á que responde la verificación. Es ne- 
cesario, dicen, oír ú todos, para que todos discutan la 
legitimidad de sus respectivos créditos, en cuanto á 
su existencia ó en cuanto á su importancia. 

Otros jurisconsultos no menos notables, se incli- 
nan á la doctrina profesada por Bravard-Veyriéres. 
Entre éstos se encuentra Thaller, quien ha sostenido 
que los acreedores hipotecarios y prendarios no pue- 
tlen ser colocados bajo el mismo nivel de los acree- 
dores quirografarios ó con privilegio general, y que 
debe reconocérseles el derecho de gestionar, en cual- 
quier estado del procedimiento, el reconocimiento de 
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« 

SUS créditos y la venta de los biei)es especialmente 
afectados á su responsabilidad. 

193 — El código reformado ha sancionado la pri- 
jueir^doctrina. El artículo 1396 dispone, en efecto, 
que sean citados á la junta de verificación todos los 
acreedores sin hacer distinción alguna; y el 1533 es- 
tablece explícitamente que los acreedores hipotecarios 
ó con privilegio especial pueden obtener del concurso 
el pago de sus créditos en cualquier época del juicio 
después de la verificación. 

194 — El segundo punto ha sido expresamente re- 
suelto por el artículo 1447 del Código. Asi, los aeree- 
dores cuyos créditos no figuren en los libros y que 
no se hayan presentado en el tiempo oportuno ante 
el síndico, acompañándolos títulos justificativos de 
sus créditos, no pueden ser admitidos. 

La razón que funda esta disposición es que, cuando 
existen las constancias á que acabamos de referirnos,, 
se presúmela legitimidad de los créditos; presunción 
que no milita tratándose de acreedores que apa- 
recen de improviso en la junta de verificación, no 
dando tiempo á los síndicos para hacer el cotejo de 
los documentos presentados, con las constancias de 
los libros y demás papeles de la quiebra. 



ff- 



195 — El códigoal ocuparse de la verificación de 
créditos lia establecido, que la mujer del fallido no 
será admitida como acreedora, invocando ventajas 
que se le hubieren concedido en el contrato de ma- 
trimonio, y recíprocamente, el concurso no podrá, en 
ningún caso, aprovecharse de las ventajas que se 
hubiesen estipulado en favor del marido ( ' ). 

Este artículo, que no es nuevo en nuestro derecho, 
pues figuraba en el código desde antes de su reforma, 
auuque en un título distinto, tiene por fuentes el có- 
digo de comercio francés, artículo 564. belga, artículo 
557, italiano, artículo 786. si bien mutilando la^ dis- 
posiciones correlativas de estos últimos. Para demos- 
trarlo nos bastará citar el 564 que dej amos recoiilado, 
del código francés. «La mujer cuyo marido es comer- 
ciante á la época de la celebración del matrimonio ó 
que no teniendo entonces otra profesión determinada 
llegara á ser comerciante en el año que sigue á esa 
celebracion.no podrá ejercer en la quiebra ninguna 
acción en razón de las ventajas acordadas en el con- 
trato de matrimonio, y en su caso, los acreedores no 
podrán, por su parte, prevalerse de las ventajas 
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concedidas por la mujer al marido en ese mismo 
contrato. » 

De esta disposición resulta que la prohibición que 
encierra está limitada á estos dos casos : 1% cuando el 
marido es comerciante; 2^, cuando se hace comercian- 
te dentro del término á que acabamos de referirnos. 

El fundamento á que ella responde fué expuesto en 
el seno del Consejo de Estado de Francia al discutirse 
el Código de Comercio, no siendo otro que el peligro 
de confabulaciones ó fraudes entre los cónyuges 
para perjudicar el interés legítimo de -los acreedores 
del marido. 

196 — Pero nuestro código, como ha podido obser- 
varse, ha ido mucho más lejos que el código francés 
y que los demás que lo han tomado por modelo. Él 
no exige la calidad de comerciante de parte del 
marido, ni fija término alguno para que esa calidad se 
adquiera después de la celebración del matrimonio. 

De modo que, en el orden de sus preceptos, se com- 
prenden todas las capitulaciones matrimoniales que 
hayan podido celebrarse en cualquier época anterior 
á la declaración de quiebra; época que puede al- 
canzar á diez, veinte ó más años, lo que bastaría, 
como fácilmente se alcanza, á borrar toda sospecha 
de fraude en contra de los acreedores. 

197 — Por lo demás, la aplicación déla disposición 
legal que examinamos, es imposible en ciertos casos, 
en presencia de las disposiciones de nuestro dere- 
cho civil, ó contradictoria, en otros, con los principios 
sobre que esa legislación descansa. 

12 
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Las únicas ventajas que puede acordar el esposo 
á la esposa en las convenciones matrimoniales y que 
podrían perjudicar el interés del concurso serían, 
en primer lugar, las donaciones que el primero hi- 
ciera á la última, y en segundo, las que se hicieran 
ambos para después de su fallecimiento. 

En cuanto á las primeras, es fuera de duda, que la 
mujer jamás tendría que verse en el caso de presen- 
tarse al concurso invocando su calidad de acreedo- 
ra, ya porque como donataria tendría irrevocable- 
mente adquirido el dominio de la cosa donada, ya 
porque jamás se vería en la necesidad de pedir el 
reconocimiento de un derecho en la quiebra del 
marido, establecido en el contrato de matrimonio y- 
cumplido por actos posteriores. 

El concurso sería en todo caso quien tendría que 
asumir el rol de demandante ejercitando la acción 
de nulidad del acto, y la consiguiente reivindicación 
de las cosas que le sirvieren de objeto. ¿Podría 
hacerlo? Evidentemente, estaría en condiciones de 
ejercitar este derecho en un caso; en el caso de que el 
acto hubiera pasado eu el período de sospecha, es 
decir, después de la cesación de pagos del marido, 
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 1409 del 
Código. Pero fuera de ese caso, no es en manera 
alguna aventurado sostener la negativa, porque no 
habría razón para establecer la nulidad de las dona- 
ciones hechas por el esposo á la esposa en las capi- 
tulaciones matrimoniales en la época de la plenitud 
de su capacidad jurídica, cuando la ley reconoce la 



' . - ■ 1I<> w _ i/ip 



.«•;• 



ESTUDIO SOBRE LAS QUIEBRAS 179 

validez de las enajenaciones á títnio gratuito liechas 
por el deudor en la misma época á favor de cualquier 
persona, entre las que puede colocarse á sus hijos, sus 
padres ú otras íntimamente vinculadas en el orden 
dé las relaciones de familia. 

En cuanto á las donaciones recíprocas para des- 
pués de la muerte, es necesario distinguir: ó ellas 
se refieren á una parte alícuota de los bienes que 
existan en esa época; ó á bienes específic.unente 
determinados. 

En el primer caso, la donación tiene una natura- 
leza mixta: es acto entre vivos porque nace de un 
contrato; pero por el tiempo y forma en que deben 
hacerse efectivos los derechos que recíprocamente 
se acuerden los esposos, participa de la naturaleza 
de un legado ó de una institución hereditaria. Esta 
clase de actos está clasificado en el derecho francés 
con el nombre de ijistituciones contractuales. 

Desde luego se comprende que .donaciones de este 
género, tienen que ser afectadas por la declaración de 
quiebra del cónyuge comerciante. El desapodera- 
miento que esta declaración opera alcanza á todas 
las existentes en el momento de expedirse, y desde 
que ellas desaparecen del poder de uno de los do- 
nantes antes de su falteciinienlo, es fuera de duda 
que no habría términos hábiles para considerarlas 
subsistentes. En rigor, esta clase de donaciones 
obedece en cuanto á su efectividad á la condición 
de la existencia de bienes en el momento del falleci- 
miento de alguno de los esposos. 
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La dificultad se preaentaiíaeti el caso ei 
donaciones recayesen sobre cosas esp 
señaladas en el contrato matrimonial. 
Civil considera irrevocables todas las i 
prometidas para después de la muerte ( 
ciendo al mismo tiempo, que sí ellas fue 

nes determinados, muebles ó inmuebles, -„ ^ 

ser enajenados durante el matrimonio, sino con el 
consentimiento de ambos esposos { ' ). 

Estas donacioiies especiales no se consideran como i 
instituciones hereditarias, sino como verdaderas 
donaciones iníer vivos. Ellas tienen todos sus ca- 
racteres y deben producir todos sus efectos jurí- 
dicos. 

¿Qué razón podrían alegar los acreedores para 
pretender dejarlas sin efecto? ¿Qué razón para des- 
truir las consecuencias de' un acto perfectamente 
válido en el momento de su celebración, y que ira- 
pide la trasmisión á terceros, sin el acuerdo mutuo, 
de las bienes que le han servido de objeto? ¿Puede 
desconocerse acaso la subsistencia de una hipoteca, 
de un usufructo, constituidos por et fallido en tiem- 
po hábil, salvo la prueba del fraude, ó de la sospeclia 
de fraude, si el hecho se produce durante la cesación 
de pagos? 

Nada podrían alegar los acreedores, ni aún siquiera 
la ignorancia del hecho, en lo común de los casos, 

( 1 > ArUculo Itae. OÓdifo Oieü. 
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desde que las capitulaciones matrimoniales se hacen 
públicas por inscripción en el registro de comercio, 
de conformidad con lo dispuesto en el articulo 36 del 
código, publicidad que importa en cierta manera un 
anuncio ó advertencia á los que van á entrar en 
operaciones con el comerciante, sobre la importan- 
cia de su fortuna y las condiciones que graven ó 
afecten los bienes del matrimonio. 

En nuestro sentir, pues, las ventajas de que nos 
ocupamos no pueden ser desconocidas á la mujer 
en la quiebra del marido, porque si las leyes deben 
proteger los derechos de los acreedores, deben am- 
parar igualmente los de la esposa, cuando éstos han 
sido adquiridos en virtud de contratos que esas 
leyes autorizan, y cuando por la época en que tie- 
nen lugar están distantes de prestarse á sospechas 
ó dudas sobre la buena fe con que han sido ce- 
lebrados. 

198 — El Código en su artículo 1452 establece asi- 
mismo que la mujer no podrá presentarse como 
acreedora del marido en el caso deque hubiere adqui- 
rido bienes ó pagado deudas del mismo, á no ser 
que justificase por medio de documentos que las 
sumas invertidas le pertenecían exclusivamente. 
Esta disposición carece igualmente de impor- 
tancia práctica, desde que de acuerdo con las dis- 
posiciones de la legislación civil, todos los bienes 
de los cónyuges se presumen gananciales sino se 
prueba que pertenecían especialmente á alguno de 
ellos cuando se celebró el matrimonio ó que los ad- 



quirió después por herencia, le 
La mujer que pretendiera ser 
curso del marido por sumas de 
su cuenta ó que se dijera pi 
existentes en la masa del coi 

justificar el título invocado. Es, v-v-, ^l.w - 

diclio, que el articulo 1452 del Código de Comercio 
carece de razón de ser. 



199^ Eli el juicio de la verificación de créditos 
los acreedores pueden concurrir personalmente ó por 
medio de mandatarios con poder bastante. Esta re- 
presentación tiene, sin embargo, dos limitaciones: la 
primera es, quo no puede conferirse á ningún acree- 
dor; la segunda, que nadie pueiie representar á más 
dedos acreedores. 

El objeto que se !ia propuesto el legislador al esta- 
blecerlas, ha sido aconlar mayor garantía á los 
acreedores, ¡(npidienilo la disminución de su número 
en un acto tan solemne y de tanta trascendenc¡;i corno 
el de la verificación de créditos. Es conveniente que 
el mayor número sea el que resuelva de la certeza 
V legitimidad de esos créditos. 



lo 1271, Oídigo OMi. 
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200 — La asamblea es presidida por el Juez y 
debe concurrir á ella el síndico del concurso. El 
fallido tiene también derecho á comparecer, desde 
que cualquiera resolución que se adopte afecta más 
ó menos directamente su interés. 
201 — En la junta se procederá: 
1® Á la lectura por el síndico de su informe 
sobre la quiebra y del estado de su activo y 
pasivo, con la cuenta de su administración; 
2^ Á la discusión de cada uno de los créditos, 
según el orden en que estén consignados en 
el estado presentado por el síndico; este 
orden deberá guardarse comenzando por los 
créditos que á juicio del síndico no ofrezcan 
dificultad para su verificación^ y terminando 
por los que presenten mayores dudas; la dis- 
cusión versará sobre la legitimidad del crédi- 
to y la preferencia que le corresponda C). 
202 — Llamado cada acreedor y leída la partida 
respectiva y los documentos é informes correspon- 
dientes, los demás acreedores y el fallido ó sus 
representantes, podran hacer las observaciones que 
juzgaren convenientes (^). 

En el caso de no hacerlo, el crédito se conside- 
rara verificado y se inscribirá en la lista de los 
reconocidos, lista que no sólo contendrá los nom- 



( 1 ) Artículo 1 \4ü, dtíl OMigo. 
(2) Artículo 1449. 
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le los acreedores, sino la naturaleza é importe 
ia crédito ('). 

ndo algún crédito fuera observado, el juez 
i resolver su admisión ó rechazo en la misma 
; y si esto no fuera posible, dispondrá que 
erven los antecedentes de la oposición para 
nciarse dentro de tres días, con prevención 

opositores y al acreedor que deberán pre- 
dentro de dicho plazo las pruebas y justifica- 
que tuvieren de la legitimidad de la oposición 
los créditos ('). Es posible que por lanatu- 
y trascendencia délas observaciones hechas, 
I creyere necesario acordar un nuevo término 
la justificación respectiva, en cuyo caso lo 
saber á los interesados dentro del plazo á 
abamos de referirnos, lijando al mismo tiem- 

de ocho días perentorios; y vencido éste, 
lera sin más trámite á resolver lo que sea de 
10 C). 

— En todos los casos, la resolución que se 
será apelable en relación, sin que el recurso 
ampa la continuación de la junta ni ios 

trámites del juicio de quiebra (*). 

— Una observación haremos sobre esta ñi- 
parte del art. 1455 del Código. En los tér- 
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minos absolutos en que se halla concebida no es 
exacta. Los procedimientos del juicio no se in- 
terrumpen en lo relativo á las medidas conserva- 
torias ó urgentes que exijan su prosecución; pero 
quedan, de cierto, interrumpidos en todas las que 
pueden encaminarlo á su terminación final. 

En efecto, sin el estado de clasificación y gra- 
duación de los créditos que señala á cada acreedor 
el lugar que le corresponde en el pasivo del con- 
curso, no es posible ocuparse del concordato en 
el cual sólo podrán intervenir los acreedores me- 
ramente quirografarios; ni de la adjudicación de 
los bienas de la masa á favor de estos últimos, 
que por su parte deben quedar obligados al pago 
de todos los créditos privilegiados; ni de la liqui- 
dación del concurso, que supone el reconocimiento 
del carácter peculiar de cada crédito y la designa- 
ción del grado que legalmente deba ocupar en el 
orden distributivo de los diversos créditos á cargo 
de la quiebra. 

El Código en el art. 1459, de acuerdo con lo 
que dejamos expuesto, establece de una manera 
esplícita, que el estado de graduación debe levan- 
tarse por el síndico, luego de terminada la verifi- 
cación de créditos y las cuestiones á que hubiere 
dado lugar; lo que importa establecer que sólo des- 
pués de resueltas estas cuestiones, el juicio de 
quiebra puede avanzar en el sentido de llegar á 
una de sus soluciones definitivas. 

205 — Como se concibe fácilmente, en muchos 
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casos no es posible terminar la consideración y dis- 
cusión relativas á la verificación de los créditos en 
un solo día; y esta circunstancia exigía que el 
juez estuviese autorizado para decretar otra sesión, 
sin necesidad de nueva convocatoria, desde que 
todos los acreedores la conocen por el hecho de 
haber comparecido á la primera. En este caso los 
acreedores que no hayan asistido á la junta ante- 
rior no podrán impugnar los créditos admitidos y 
reconocidos en ella. Es esto lo que el Código, de 
acuerdo con la doctrina común, ha establecido ex- 
presamente ( ^ ). 

206 — El hecho de no presentar el crédito ó de no 
concurrir á la asamblea de acreedores no perjudica 
á los que hayan dejado de comparecer, hasta el 
punto de quedar absolutamente excluidos del pasivo 
de la quiebra. No: semejante solución sería inequi- 
tativa é injusta. La negligencia en el ejercicio del 
derecho en tales casos no podía producir el efecto 
de hacer caducar ese derecho. La ley colocándose 
en términos irreprochables ha establecido como 
única sanción', que los acreedores que no hubie- 
sen presentado los documentos justificativos de 
créditos dentro del término señalado por ella, no 
sean admitidos á la masa sin que preceda su ve- 
rificación, que se hará judicialmente á su costa 
con citación y audiencia del síndico C). 



( I ) Artículos 145(5 y 1457. 
<2) Articulo 1458. 
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207 — Antes de ser reformado el Código de Comer- 
cio, la graduación de créditos se hacía con arreglo á 
formas y procedimientos especiales, que sólo podían 
iniciarse después de hecha la declaración de la 
insolvencia de la masa, del nombramiento de sín- 
dicos definitivos y de entrar á practicarse la liqui- 
dación del concurso. 

La ley de reformas ha venido á modificar sus- 
tancialmente el sistema adoptado por el Código 
á este respecto. En la misma junta do verificación 
de créditos se considera todo lo relativo á la pre- 
ferencia ó privilegio que corresponda á cada uno 
de ellos. El propósito de esta innovación ha sirio 
simplificar el procedimiento y facilitar la solución 
de la quiebra. 

En el orden de estas ideas, el Código establece 
que luego de terminada la verificación de créditos 
y las cuestiones á que hubiere dado lugar, se en- 
tregarán al síndico el acta y demás antecedentes 
á efecto de que formule el estado de los créditos 
verificados, con el privilegio que á cada uno de 
ellos le haya correspondido. Este estado y los re- 
lativos á los fondos del concurso v á la situación 
del activo y pasivo de la masa y administración 
de la quiebra, deberán ser presentados al tribunal 
dentro de cinco días contados desde aquella entrega. 
Los acreedores serán notificados por medio de 
edictos, á efecto de que puedan oponerse al estado 
de graduación dentro del término de diez días; opo- 
sición que se sustanciará en juicio verbal y actuado 
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que deberá terminar por sentencia dentro de oinoe 
días. La resolución que recaiga será apelable en 
relación ('). 



IV 



208 — En el caso de que no hubiese sido obser- 
vado el estado de graduación en tiempo oportuno, 
como en el de haber sido desestimada la oposi- 
ción que se hubiere deducido, por resolución eje- 
cutoriada, el tribunal deberá pronunciar sentencia 
comprendiendo los siguientes puntos (*): 

V Aprobación del estado de verificación y gra- 
duación de los créditos del concurso. Los términos 
de esta disposición legal señalan su propio alcance. 
La resolución debe referirse al estado presentado 
por el síndico y no á cada uno de los créditos que 
han quedado verificados y clasificados anterior- 
mente en la junta de acreedores ó en los incidentes 
á que hubieren dado lugar las observaciones res- 
pectivas. Es posible que el síndico por error haya 
prescindido de algún crédito cuya existencia se 
encontrara comprobada ó que no haya dado la co- 
locación correspondiente á un crédito privilegiado. 
Es á efecto de salvar estas omisiones ó errores que 



(1 ) Artículos 1459 y 1400. 
(2) Art. 1461. 
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el juez debe examinar el estado formulado y pres- 
tarle en su caso la competente aprobación. 

209 — 2° La fijación de la época de la efectiva cesa- 
ción de pagos, teniendo en cuenta los antecedentes 
suministrados por el informe del síndico. 

Hemos visto anteriormente que en el auto decla- 
rativo de la quiebra, el juez debe determinar 
provisoriamente el día de la cesación de pagos. 
Hicimos notar entonces, las dificultades de veri- 
ficar con acierto esa designación en los primeros 
momentos de producida la falencia, cuando el juez 
no tiene todavía los elementos y antecedentes ne- 
cesarios para formar conciencia sobre un acto tan 
trascendental, respecto de los efectos jurídicos que 
entraña la declaración del estado de quiebra. La 
fijación de la época de la cesación de pagos, tiene 
que ser el resultado de las investigaciones y an- 
tecedentes que se van acumulando á medida que 
el procedimiento avanza, y, sobre todo, del examen 
prolijo y detenido de los libros, documentos y co- 
rrespondencia del fallido. 

Es por esto que el código establece, que después 
de la verificación de créditos, se modifique ó con- 
firme la época fijada en el auto declarativo. 

210 — Pero, ¿esta resolución podrá más tarde 
dar lugar á reclamaciones, siendo susceptible de 
alteración ó cambio? La ley no ha resuelto el 
punto expresamente, si bien puede considerarse 
que ha establecido la negativa cuando declara irrecu- 
rrible la sentencia que la comprende. 
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211 — La doctrina sin embargo generalmente 
enseña, que la designación de que nos ocupamos, 
puede ser alterada ó modificada con posterioridad, 
siempre que nuevos elementos, nuevos datos, ven- 
gan á hacer conocer el error en que primitivamente 
se incurrió. Piensan distinguidos tratadistas, que 
sobre el error debe prevalecer la verdad, y sobre 
la presunción de verdad que dá autoridad á la cosa 
juzgada, debe colocarse la verdad real, la verdad 
comprobada por las constancias de la causa. La 
justicia, se ha dicho, debe imperar sobre las for- 
malidades de los procedimientos. 

212 — 3^ La existencia de la culpa, fraude ó casua- 
lidad de la quiebra, ordenando en su caso el procedi- 
miento establecido en el título XII con relación á 
la persona del fallido y sus cómplices. 

No nos detendremos en la crítica de esta dispo- 
sición. Nos reservamos su examen para el momento 
en que nos ocupemos de las medidas relativas al 
fallido en caso de culpa ó fraude. 

Pero, no podemos menos de observar, que atri 
buir al juez la facultad de declarar la culpa ó 
el fraude con que el fallido haya podido proceder 
en las operaciones de su giro, sin oirlo respecto del 
informe producido por el síndico, sin admitir prue- 
bas de descargo que puedan desvanecer las sospe- 
chas que den origen á una declaración de culpa- 
bilidad, es algo que está en pugna con las ga- 
rantías de que debe rodearse todo procedimiento 
que tienda á la investigación de la verdad y al 
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recto discernimiento de la justicia, en asuntos que 
no sólo afectan más 6 menos trascendentalmente 
intereses pecuniarios, sino el honor, la reputación 
y hasta la libertad de las personas. 

213 — 4** La citación, en su caso, de concordato al 
fallido, dándole el plazo perentorio de ocho días para 
proponerlo, con cargo de que, vencido dicho plazo, 
se procederá á la liquidación de la masa y distri- 
bución del haber. 

Sobre este punto, la ley de reformas ha modifi- 
cado sustancialmente la legislación del código. 

En primer lugar, ha permitido que en la misma 
junta de verificación de créditos- pueda tratarse del 
concordato, respondiendo siempre al propósito de 
la brevedad del juicio y de facilitar los mellos de 
su terminación. 

En segundo lugar, ha señalado un término al 
fallido para proponerlo después de dictada la sen- 
tencia que venimos examinando, bajo el concepto 
de que, vencido ese término sin hacerse proposi- 
ción alguna, habrá de procederse á la liquidación 
del concurso. 

214 — Nada hay que observar sobre el fondo de 
estas disposiciones que tienen en cuenta los inte- 
reses afectados en el juicio de quiebra. Sin embargo, 
en el inciso 4^ del artículo 1461 que recordamos, se 
encuentra una frase evidentemente vaga, que debió 
ser aclarada por el legislador. La citación, en su 
casOy dice, de concordato al fallido. ¿Cuál es el caso 
á que la ley se refiere? Ninguna disposición an- 
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terior ni posterior lo determinan de una manera 
expresa. Parece, no obstante, que ha querido hacer 
mención á aquel en que de los antecedentes de la quie- 
bra no resulten presunciones de fraude en contra del 
deudor, desde que de acuerdo coa lo establecido 
en el artículo 1466, no puede hacer concordato con 
sus acreedores el fallido sobre quien existan in- 
dicios de quiebra fraudulenta. 

215 — La sentencia de que acabamos de ocupar- 
nos no será susceptible de recurso alguno, de con- 
formidad á lo preceptuado en el artículo 1462; 
disposición inexplicable por la severidad que en- 
vuelve, cuando se trata de resoluciones que fijan nada 
menos, que la época efectiva de la cesación de 
pagos, ó que declaran la existencia de culpa ó frau- 
de de parte del quebrado. 
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benefician las estipulaciones del concordato?— 240. ¿Tiene acción el 
fiador para exigir al fallido el importe del crédito que ha satisfecho 
por él? Doctrina al respecto. — 241. Efectos del concordato con 
relación al fallido: terminación del juicio de quiebra. — 242. Reposi- 
ción del deudor en la dirección de los negocios. — Funciones del 
interventor en el caso de haber sido nombrado por los acreedores. — 
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216 — El juicio de quiebrn puede tener diver- 
sas soluciones: ^ 

I" El concordato. 

2° La clausura de las oiieracioiies de la quiebia. 
que tiene lugar cuando el curso de los procedimien- 
tos se paraliza por insulicieiicia del activo para 
ocurrir á los gastos judiciales, y que entraña el 
efecto de hacer volver á cada acreedor al ejercicio 
de sus acciones individuales. 

3" La liquidación. * 

4° La adjudicación de los bienes de la masa á 
los acreedores quirografarios. . 

217 — Ha llegado la oportunidad de ocuparnos 
de la primera de estas soluciones. 

La liquidación de la quiebra, como dice exacta- 
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mente André, es una solución rigorosa. Ella exige 
la venta de los bienes; entraña gastos considera- 
bles; representa largas demoras; hace difícil la 
vuelta del deudor á la prosperidad y á la fortuna, 
y lo deja siempre bajo la acción de sus acree- 
dores por los saldos que quedara adeudando. 

Las leyes no podían ni debían imponer tal so- 
lución, sino á falta de una voluntad contraria de 
los interesados, ó cuando consideraciones de inte- 
rés público ó de moral social así lo reclamaran. 

Es el camino adoptado. Los acreedores y el 
fallido pueden, por regla general, celebrar conve- 
nios que pongan término al procedimiento de quiebra, 
bajo las bases y formalidades legalmente prescritas* 
Estos convenios se conocen en la legislación y en 
la ciencia jurídica con el nombro de concordatos^ 

El art. 1463 del Código, ha definido el concorda- 
to diciendo: «que es una convención entre el 
fallido y sus acreedores, por la cual se conceden 
al deudor esperas para el pago ó alguna remisión 
ó quita en el importe de los créditos. » 

Esta convención consulta como se comprende, 
un doble interés: el del fallido que puede extin- 
guir sus deudas con positivas ventajas; el de los 
acreedores que despejan la incertidumbre de una 
liquidación y aseguran el pago total ó parcial de 
sus créditos. 

— Pero, como la quiebra ha existido; como la 
ley no sólo debe favorecer y garantir el interés 
privado, sino que debe velar especialmente por el de 
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lajusticiay la conveniencia pública, ha establecido 
ciertos requisitos y formalidades para la validez 
de ese convenio. 

Los autores, procediendo con el método que la 
importancia de la materia exige, la han dividido en 
tres partes: 

1* Formación del concordato. 

2* Efectos del concordato. 

3* Anulación ó rescisión del concordato. 

Observaremos el mismo orden. 



II 



218 — El código exige como requisitos indispen- 
sables para la consideración del concordato : 

1° Que los créditos hayan sido verificados (*); 

2® Que del informe presentado por el síndico 
sobre las causas de la quiebra no resulten indi- 
cios de dolo ó fraude de parte del fallido (*). 

— La absoluta necesidad de estas* dos condi- 
ciones se explica por sí sola. La verificación de 
créditos da á conocer los verdaderos acreedores, y 
el concordato es una convención estipulada con 
ellos ; la calificación revela el origen de la quiebra, 
señalando el fraude, la inocencia ó la culpa, y 

(1) Art. 1446. 

(2) Arts. 1464 y 1466. 
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este acuerdo, sin faltar ala moral, no podría auto- 
rizarse respecto del quebrado fraudulento. 

Pero debemos observar á este propósito, que lo 
que la ley no permite con relación al quebrado 
fraudulento, es el convenio del concordato, con las 
formalidades que lo rodean, con los efectos jurídicos 
que entraña, con el -derecho de parte de la mayoría 
de compeler á la minoría á aceptar sus resoluciones 
en contra de la voluntad de esta última y tal vez de 
su interés. Pero de aquí no podría concluirse, que 
ha prohibido los convenios amigables celebrados por 
el fallido extrajudicialmente con la unanimidad de 
sus acreedores, ó algunos de ellos, en virtud de los 
cuales le acuerden una disminución en el importe 
de sus créditos ó un plazo para el pago. No: este 
convenio sería válido, porque no habría razón al- 
guna para que la ley prohibiera al acreedor renun- 
ciar total ó parcialmente el cobro de su crédito, como 
no existe tampoco razón para impedir que el robado 
renuncie al derecho de reivindicar las cosas que le 
. ' hayan sido sustraídas, ó de dejar una parte de ellas 
en poder del ladrón. Esto se relaciona sólo con el 
interés privado, y la sociedad no tiene el derecho de 
constituirse en tutora ó guardadora de esta especie 
de intereses. Pero, repetimos, lo que el legislador 
ha querido impedir, es que la convención del con- 
cordato, especial y solemne, m^ se celebre cuando el 
deudor haya defraudado los intereses de sus acree- 
dores. Habría, de cierto, algo de vejatorio, algo 
de impropio, algo de depresivo para la autoridad 
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judicial, en consentir que un quebrado fraudulento 
hiciera ante ella proposiciones de concordato, con- 
curriera á discutirlas con sus acreedores en su pre- 
sencia, y la colocara en condiciones de poner el sello 
de su aprobación á una convención de este género. 

219 — La ley ha fijado el momento en que recién 
puede proponerse el concordato; esto es, la junta 
de verificación de créditos, ó el término de ocho días 
después de dictada la sentencia á que se refiere el 
artículo 1461 del código, de que nos hemos ocupado 
anteriormente. ¿Pero estas épocas son perentorias, 
fatales? Ninguna disposición lo ha establecido expre- 
samente, y en su silencio pensamos, que teniéndose 
en cuenta los fundamentos en que descansa la con- 
vención de concordato, no habría razón dé justicia ó 
de interés para impedir esa celebración en cualquier 
estado de los procedimientos antes de la liquidación 
definitiva de la quiebra. 

220 — Toda proposición de concordato debe ser 
hecha en junta general de acreedores, según los 
términos del art. 1469 del Código. Es nula, agrega 
el mismo artículo, cualfiuiera deliberación que tenga 
lugar fuera de la junta ó en reuniones privadas. 

La asamblea de acreedores, es pues necesaria, 
esencialmente necesaria. Pero, cómo se organiza 
esa asamblea? Qué acreedores pueden concurrir á 
su formación? Quién la preside? Cómo deben adop- 
tarse sus deliberaciones? 

221 — Pueden concurrir á las deliberaciones y 
resoluciones del concordato, sólo los acreedores cu- 
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VOS créditos havaii sido debidamente verificados, 
según lo dispone expresamente el artículo 1467. 

Los acreedores de dominio, los privilegiados ó 
hipotecarios, no pueden tomar parte en su vota- 
ción. Por el hecho de efectuarlo, pierden su ca- 
rácter, lo renuncian,^ pudiendo sólo recuperarlo en 
el caso de no ser aprobado ó de que fuera rescin- 
dido ó anulado. 

La razón de esta disposición se alcanza fácil-: 
mente. Los ac/reedores hipotecarios ó privilegiados, 
en cierta manera no corren las contingencias de la 
quiebra, sus créditos tienen garantías de que no 
gozan los demás acreedores. Ellos no pueden, por 
lo tanto, dice un distinguido comercialista, concu- 
rrir con su voto á imponer un sacrificio á los otros, 
cuando ese sacrificio no les afecta. Es necesario, 
sin embargo reducir, sin separarse de los límites 
legales, la prohibición de que nos ocupamos, á sus 
verdaderos términos. Los acreedores hipotecarios 
no pueden intervenir con su voto en hi deliberación 
del concordato; mas no les está prohibido asistirá 
la asamblea y aun discutir. En este caso podrá 
haber una manifestación de opinión, un consejo, 
pero no la emisión de un voto que concurra á la reso- 
lución. Los privilegiados ó hipotecarios sólo re- 
nunciando á su carácter, pueden tomar parte delibe- 
ratoria en la asamblea. 

Es necesario tener presente, sin embargo, que la 
renuncia que opera el hecho de votar sobre el con- 
cordato queda sin efecto si éste no fuera admi- 
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tiiio. La razón de tal precepto iegal se 
teniéndose en cuenta la consideración que 
enunciada. El acreedor privilegiado ó hip 
no debe tomar parte directa en las deübf 
del concordato, sin perder su carácter, pon 
deliberaciones no lo afectan, nlesde que 
garantías especiales para el pago de su en 
cierta manera queda extraño á las consecm 
la liquidación del concurso. La pena en qui 
por tomar parte é influir con su voto en li 
ción del concordato, es la de quedar convt 
un simple acreedor personal. Pero cuand 
cordato no se acepta ó queda sin efecto, n 
razón para declarar subsistente !a renunci 
cita de sus derechos de prelación en el | 
crédito que le corresponde. Las cosas v 
su primitivo estado : el concordato se cons 
existente y cada acreedor ocupa la posici 
que tenía antes de ser propuesto. 

222 — Es posible que un acreedor reúna 
carácter de personal y de privilegiado. ¿P< 
tal caso concurrir con su voto á la formación 
cordato? 

La afirmativa es sostenida uniformemen 
el carácter de acreedor personal no puede ser absor- 
bido por el de privilegiado, ni habría razón alguna 
atendible para desconocerle en el primer carácter 
los mismos derechos que tienen todos los que se 
encuentran en idéntica situación jurídica. 

223 — La calidad de cónyuge, de ascendiente ó 
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descendiente del fallido, no obsta, en los términos 
del artículo 1468, para que los acreedores legítimos 
asistan á la deliberación y resolución relativa al 
convenio de que nos ocupamos. 

En el antiguo derecho el punto era controvertido. 
Casaregis y Stracca sostenían esta solución; pero 
en cambio, el cardenal de Luca participaba de un 
diverso sentir, fundándose en que el afecto ó el 
temor podían hacer peligrar la libertad de estas per- 
sonas al aceptar tal convenio. 

La solución de nuestro código es regla uniforme 
en el derecho moderno. No hay razón alguna para 
impedir que la mujer, los padres ó los hijos con- 
curran con su voto á la deliberación de concordato. 
La moral, las relaciones de familia, no se encuentran 
comprometidas; y habría un grave inconveniente 
y hasta la violación de nin derecho, en impedir 
la emisión de un voto, que puede decidir de la 
suerte del jefe ó de un miembro íntimo de la 
familia. 

224 — No se exige para votar la facultad de enaje- 
nar: basta la de administrar. Así, un tutor podría 
concurrir á la asamblea y á las deliberaciones del 
concordato. Pothier da por razón, que la remisión 
hecha en el concordato no se hace animus donandi^ 
sinoconel propósito de evitar los perjuicios de una 
liquidación, de asegurar, cuando menos, una parte 
del crédito. El concordato, por otra parte, como 
observa el Dr. Moreno, es obligatorio para todos, aun 
para los que no hayan asistido á su celebración. ¿ Qué 
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significarla la abstención, sí presente ó aus 
menor, le había de ser el concordato obligatot 

El artículo 443 del Código Civil parece coi 
sin embargo esta solución, desde que exig 
rización judicial, para que el tutor pueda ren 
créditos A favor del menor, aunque el deui 
insolvente. 

En el propósito de armonizar las dos leg 
nes y hacer que la doctrina del derecho cor 
uniformemente aceptada, no deje de observar; 
nosotros, pensamos que podría darse una iii 
tación restrictiva á la del artículo 443 citadc 
bleciéndose que ella no se ha referido á la re 
que el concordato opera y que está regida por 
especiriles, sino que es aplicable sólo á las n 
nes voluntarias, ó á lasque tienen por fansi 
solvencia civil. Lo espnesto tiene lugar cuí 
menor sea acreedor meramente personal, po 
lo fuera hipotecario, el tutor no podría des| 
su crédito del carActer que le corresponde. 

225 — El concordato, como lo hemos vist 
riormente, se propone y discute en junta , 
de acreedores. 

Esta junta es pi-esidida por el juez, de 
asistir A ella el fallido, á no ser que por 
graves aquél le hubiera autorizado á nombra 
derado para ese acto. 

La presencia del juez, como dice Renouar 
riéndose al comisario de la quiebra, aseg 
orden de las deliberaciones, las hace más fáciles 
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por la intervención conciliadora de una autoridad 
á la vez respetable y desinteresada. La del fallido es 
exigida por las explicaciones que se.'i necesario dar 
y por las modificaciones que puedan proponerse 
á las bases sometidas á la consideración de la asam- 
blea. 

226 — El síndico presenta en ella un informe de- 
tallado sobre el estado de la quiebra, las formalidades 
que se hayan llenado, las operaciones practicadas y 
la calificación oportunamente hecha (M. Este infor- 
me es útil para colocar á los acreedores en con- 
diciones de apreciar debidamente las circunstancias 
de la quiebra, y adoptar una resolución meditada y 
consciente. 

227 — El fallido y los acreedores tienen derecho de 
hacer observaciones, cambiar ideas, deliberar y resol- 
ver, en consecuencia, lo que á sus intereses convenga. 
Este es precisamente el propósito de la junta; y 
la ley debía acordar, como lo ha hecho, la ma- 
yor libertad posible á todas las personas que la 
forman. 

228 — Pero ¿cómo habrá de adoptarse una resolu- 
ción que será obligatoria para todos? ¿Necesitará 
la aceptación unánime de los acreedores? 

Exigir la unanimidad sería hacerla imposible, 
porque habría acreedores presentes y ausentes, pu- 
diendo agregarse que en un crecido número de 
personas, la uniformidad en las ideas, la concordan- 
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cia en los propósitos y la armonía de intereses, sólo 
se produce en casos excepcionales. Basta, pues, la 
mayoría; pero una mayoría especial; una mayoría 
que por la forma de su composición, no sólo 
represente los intereses más cuantiosos afectados 
en el juicio, sino casi la totalidad de las volunta- 
des. De aquí la disposición del art. 1471. El 
concordato sólo podrá ser aceptado por el voto de 
los dos tercios de los acreedores personales que reú- 
nan las tres cuartas partes de los créditos veriticados, 
ó el voto de las tres cuartas partes de los acreedo- 
res que reúnan los dos tercios de los referidos cré- 
ditos. 

229 — Diversas cuestiones proponen los tratadis- 
tas sobre este punto: 1^ Cuando una misma persona 
se hace cesionaria de varios acreedores ¿tendrá tantos 
votos cuantos sean los cedentes? 2* Cuando una 
persona cede su crédito á varios ¿cada uno de éstos 
tendrá voto en la deliberación del concordato? 3* ¿La 
mayoría deberá formarse con relación >al número 
de los acreedores presentes, ó habrá que tenerse en 
cuenta el número total de los acreedores legítimos del 
fallido? 

La solución de la primera de estas cuestiones, ha 
dado lugar á una distinción. Ó la cesión ha teni- 
do lugar antes ó después de la quiebra. En el 
primer caso, los diversos créditos han quedado re- 
ducidos á uno solo. En el momento de la quie- 
bra sólo existe un acreedor por la suma á que 
asciende el conjunto de los créditos cedidos. En el 
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segundo, se dice que el cesionario tiene que conside- 
rarse como un representante del cedente, de modo 
que debe tener tantos votos cuántos sean estos 
últimos. 

Bravard-VejTiéres está en contra de esta última 
opinión. Los acreedores no pueden aumentar des- 
pués de la quiebra, pero pueden disminuirse; y 
esa disminución se opera cuando varios ceden sus 
derechos á uno solo. Este no puede tener sino un 
voto. 

En la segunda cuestión, la solución es más sen- 
cilla. La declaración de quiebra fija la posición de 
los acreedores. ¿La cesión ha tenido lugar antes 
de la quiebra? Entonces habrá tantos acreedores 
cuantas fueren las cesiones. ¿Ha tenido lugar con 
posterioridad? En este caso sólo puede figurar el 
crédito íntegro, es decir, representado por un solo 
acreedor, pues de otro modo sería fácil aumentar el 
número de los acreedores de la quiebra en perjui- 
cio del fallido ó de los acreedores de buena fe. 

En cuanto á la tercera cuestión, haremos notar que 
se halla expresamente resuelta en nuestro Código. 
La mayoría no se forma con relación á los acreedo- 
res presentes, sino á la totalidad de los créditos veri- 
ficados (^). Y la razón es obvia. La ley ha querido 
garantir la mayor suma de interés y consultar el 
mayor conjunto de voluntades. Estos propósitos 
podrían quedar burlados, si en una reunión á la que 
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110 concurriera sino una parte mlnim 
(lores, pudieran adoptarse resoliicíoiit 
para todos. 

230 — El concordato debe ñrmarse 
junta en que lia tenido lugar, bajo 
dad (1). Él, en efecto, debe ser el 
una deliberación consciente y meditad 
sobre la base de la seriedad de los pro 
más perfecta buena fe. Autorizar su su 
vidual, en diversos momentos, en situ 
tas, sería permitir que, como decía 
Consejo de Estado de Francia, se obtu 
datos por medio de primas arrancadas 
ú obtenidas por la seducción. 

Es por esto que la ley dispone, que ^i uv»iv.jiunvu 
86 firme en la junta en que se acepta. Esto uo quiere 
decir qne no puedan dedicarse varias sesiones A 
su deliberación. Lo qne la ley lia (juerido, es que 
la lirina, como dice Nainiir, siga inmediatamente 
al voto. 

Aceptado el concordato será elevado inmediata- 
mente A la aprobación del Juzgado qne entiende en 
el juicio de quiebra, quien deberá pronunciar auto 
aprobatorio después de pasados diez días (*). 

231 — Los acreedores disidentes, asi como los que 
no concurrieron á la junta, pero cuyos créditos hayan 
sido verificados, podrán oponerse á su aprobación, 
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deduciendo esa oposición dentro de diez días perento- 
rios contados desde su aceptación. La oposición sólo 
podrá fundarse en la existencia de dolo, fraude ó 
viplación de las formas establecidas en el código. 
Si se invocare cualquier otra causal, será rechazada 
por el Juez sin recurso alguno (*). 

232 — El voto de los acreedores aun expresado en 
la forma de doble mayoría, no basta para que el con- 
cordato se considere definitivamente concluido. La 
ley ha pre^jcripto una nueva condición: la aprobación 
judicial, á que se da el nombre de homologación 
en el tecnicismo ^jurídico. 

— ¿Por qué se ha exigido este requisito para 
dar validez v eficacia al convenio celebrado entre 
acreedores y deudor? 

Porque el concordato no sólo ' obliga á los que 
lo han consentido, sino á los que lo han rechaza- 
do y á los que por razón de ausencia ó por otra 
circunstancia cualquiera, no han tenido conoci- 
miento de su existencia. Es necesario, pues, que 
la autoridad pública intervenga é imprima el sello 
de la legalidad á un acto de tanta trascendencia; 
es necesario que estudie los antecedentes del caso 
y se penetre debidamente del hecho de haberse 
observado estrictamente las formalidades á que 
debe someterse, y de que todos los derechos han 
sido respetados y cumplidas las garantías esta- 
blecidas por la ley en su favor. 
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233 — El término de diez días que se 
los acreedores disidentes ea perentorio, c( 
tualmente lo establece el artículo 1473. 
^ La prontitud en la resolución de estas 
interesa vivamente á los acreedores que 
inado el concordato y al fallido. 

234 — El procedimiento ¡I seguirse en I 
sos, se encuentra marcado en el artículo 
código. La oposición debe sustanciarse cor 
cia- del fallido y del síndico, en el tér 
diez días comunes para probar y alegar 
gable por igual término, y á su venclmien 
bunal decide lo que corresponda. 

235 — La razón que ha determinado la mici- 
vención judicial para la homologación del concor- 
dato, revela que no es necesario que haya gestión 
de parte interesada para que el Juez le niegue su 
aprobación. No: de oficio puede hacerlo legalmen- 
te, siempre que no se hayan cumplido las forma- 
lidades proscriptas, ó tiaya mediado fraude por 
parte del fallido {'). La sentencia que expida en 
uno ú otro sentido será, apelable en relación para 
ante la Cámara de lo Comercial ('}. 



III 



236 — Es un principio universalmente reconoci- 
do, que los contratos sólo obligan á las partes. 
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que los celebran. Para los terceros, sus cláusulas 
ó condiciones son res mter alios acta. Nadie tiene 
el derecho de vincular con su voluntad la volun- 
tad de los demás. De este principio se aparta, 
sin embargo, la convención del concordato. 

La quiebra es un desastre. Ella afecta muchos 
intereses que vienen á identificarse, corriendo la 
misma suerte; intereses que por lo común aspiran 
á las mismas soluciones. 

Pero es posible que nazca la divergencia, ó 
mejor dicho, la divergencia surge casi siempre del 
hecho mismo de su variedad. 

Necesario era entonces fijar reglas peculiares y 
propias, para salvar las dificultades ocurrentes y 
poner término á la comunidad de la vida jurídi- 
ca, si puede decirse así, entre los diversos acree- 
dores. 

No era prudente seguir otro camino, procediendo 
en justicia, que el de acordar á la mayoría el 
derecho de someter á la minoría á sus delibera- 
ciones, cuando estas deliberaciones fueran por 
otra parte adoptadas de acuerdo con las precau- 
ciones y garantías con que las leyes han querido 
y debido rodearlas. 

237 — El principal efecto, por lo tanto, que pro- 
duce el concordato respecto de los acreedores, es 
hacerse obligatorio para todos, como lo dispone el 
art. 1476 del Código, ya figuren ó no en el balance, 
sean conocidos ó desconocidos y fuere cual fuere 
la suma que ulteriormente se les atribuya por sen- 

14 
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tencia definitiva, salvo el derecho de los hipoteca- 
rios y demás privilegiados. En ningún caso los 
que se presentasen después de su aprobación, po- 
drán reclamar de sus coacreedores por razón de los 
dividendos que hubieren percibido, limitándose su 
acción á exigir del fallido el pago de las sumas es- 
tipuladas en el mismo C). 

Asi, cualesquiera que sean las estipulaciones del 
concordato, todos y cada uno de los acreedores per- 
sonales, y aún los hipotecarios ó privilegiados que 
hubieran perdido su carácter, quedan en la obliga- 
ción de cumplirlas. ¿Se han acordado esperas para 
el pago? Pues es necesario dejar vencer los tér- 
minos convenidos para exigir ese pago. ¿Ha ha- 
bido disminución ó quita? En virtud del concor- 
dato queda extinguida la acción de los acreedores 
por la parte de sus créditos de que se haya hecho 
remisión al fallido, aun cuando éste llegue á me- 
jor fortuna ó le quede algún sobrante de los bienes, 
de la quiebra, salvo convención en contrario (*). 

238 — Pero el concordato, así como impone sa- 
crificios ó exige concesiones á los acreedores, les 
acuerda igualmente derechos. La igualdad de po- 
sición, que coloca á todos bajo el mismo nivel 
legal respecto de los primeros, impera asimismo 
con relación álos últimos. Todas las ventajas que 
el concordato establece son exigibles por todos: 



( 1 ) Art. U7G. 

(2) Art. 1490. 






ESTUDIO SOBRE LAS (QUIEBRAS 211 

la situación de los acreedores es exactamente la 
misma en los beneficios y en las pérdidas. 

La buena fe que debe presidir la celebración del 
concordato, no siempre se observa, ya de parte del 
fallido, ya de parte de algunos de los acreedores. 
Muchas veces, con el propósito de obtener la ma- 
yoría legalmente ordenada, el primero acuerda á 
uno ó varios de los últimos, una suma mayor 
que la que el concordato determina. 

Este pacto no puede tener validez legal, porque 
no sólo quebraría la igualdad, á qué acabamos de 
referirnos, sino que importaría minar por su base 
la convención del concordato. La ley debía mirar^ 
no obstante, tal estipulación, sólo del punto de vista 
del interés de la masa. La nulidad que la afecta, 
es, pues, una nulidad relativa, que sólo beneficia á 
los mismos acreedores. El fallido no podría in- 
vocarla por su parte. El que faltó á su deber; el 
que procuró acordar á uno ventajas que no ha 
concedido á los demás, no tiene derecho á ser 
favorecido con la ineficacia de un acto que espon- 
táneamente celebró. Es lo que resulta de la 
disposición del artículo 1477 del código de co- 
mercio. 

239 — Las estipulaciones del concordato sólo 
favorecen al fallido, en cuanto limiten ó restrin- 
jan el derecho de los acreedores. La remisión 
concedida al deudor principal, ha dicho el artículo 
1478, no aprovecha á los codeudores ó fiadores. 
Y la razón es obvia. El acreedor no obra libre y 
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espontáneamente en estos casos. Es la necesidad 
la que le impulsa á acordar esa quita. Entre la 
liquidación de los bienes de la quiebra, que puede 
dar por resultado la pérdida total del crédito, ó la 
renuncia de una parte de ese crédito, su interés lo 
lleva á hacer esta renuncia. Él no tiene la inten- 
ción de donar, sino de procurar el pago de lo que 
se le adeuda, en la forma que considera más favo- 
rable á su interés. No habría razón alguna de jus- 
ticia ó de equidad para limitar sus acciones respecto 
de los codeudores ó fiadores. 

240 — Una cuestión se suscita á este respecto. El 
codeudor ó fiador que paga por el fallido una parte 
de la deuda fuera de la cuota estipulada en el con- 
cordato ¿tendrá acción contra éste para exigirle el 
importe de la suma que ha satisfecho por su cuenta? 

La negativa es enseñada por la doctrina uniforme 
de los tratadistas. El fiador ó codeudor nada puede 
reclamarle, porque si pudiera hacerlo, el beneficio 
de la remisión vendría á ser completamente iluso- 
rio. Habría sólo un cambio de personas, pero la 
situación del deudor sería la misma. En vez de 
pagar el acreedor directo, tendría que pagar el co- 
deudor ó fiador. Las ventajas de la remisión des- 
aparecerían por completo. 

241 — En cuanto á la persona del fallido, los 
efectos del concordato pueden resumirse en los si- 
guientes : 

P La terminación del juicio de quiebra. 

2^ Su reposición en la dirección de los negocios. 
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El primero de estos efectos produce como con- 
secuencia necesaria, la de quedar obligados los sín- 
dicos á entregar al deudor, luego déla homologación 
del concordato, todos los bienes que se hallen en 
su poder, rindiendo cuenta de su administración 
ante el juez (*). 

242 — El segundo puede ser más ó menos amplio, 
según los términos de la convención. 

Puede suceder, en efecto, que los acreedores de- 
signen un interventor al estipular el concordato, ó 
que nada hayan establecido á este respecto. En el 
primer caso, las funciones del interventor se encuen- 
tran perfectamente trazadas por el legislador. Ellas 
no se extienden á la dirección del giro ó á la 
intromisión en las operaciones comerciales que el 
fallido realice, sino que se concretan á llevar cuenta 
de las entradas y salidas de la caja y A impedir 
que aquél extraiga de ella mayor cantidad para sus 
gastos particulares, que la que le esté asignada, ó 
distraiga fondos para objetos extraños á ese giro C), 

Los interventores, por el carácter que invisten y 
por los propósitos á que responde su nombivimiento, 
debían estar autorizados para reclamar del tribunal 
competente, el cumplimiento por parte del deudor 
de las obligaciones que le están impuestas durante 
el período de su inspección. Es lo que ha hecho 
expresamente la ley. El interventor puede denun- 



( 1 ) Art. 1480. 
(2) Art. liSG. 



' w^.-' 
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ciar al tribunal los abusos que el fal 
en el manejo de los fondos, y aquél, 
men de los libros, deberá acordar las p 
oportunas para mantener el orden en la 
ci6n mercantil del deudor ('). 

El interventor tiene derecho á exigir 
sación de sus servicios. La obligacid 
huirlos pesa sobre el deudor, porque el noi 
del interventor ha sido una de las conc 
concordato en el caso de que nos ocupí 

Por lo demás, y como garantía de la 
la intervención, la ley ha dispuesto qa< 
fallido la frustre, en caso de nueva q 
declarado fraudulento ('). 

243 — Debemos manifestar, A propósit 
del concordato que examinamos, que nu 
lación no se ha mostrado perfectament 
en sus preceptos, y que, por el contr 
dar lugar á diiicultades y dudas que t 
conveniente evitar. 

Acabamos de ver, que la liomologacii 
cordato repone al fallido en el manejo 
gocios; que ese manejo es amplio, ilimit 
no se hace el nombramiento de interv 
cláusula expresa del mismo; que aun 
interventores existan, el giro comercial 
pletamente á cargo del deudor. El conco 
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restablece á este último en el goce de su capacidad 
jurídica, quien continúa sus operaciones, se obliga 
y obliga válidamente. 

Estas disposiciones del código de comercio, se 
encuentran en armonía con las del código civil, 
pues éste al comprender entre los incapaces de 
contratar á los comerciantes fallidos sobre los bienes 
que correspondan á la masa del concurso, excluye 
de esa incapacidad á los que estipularen concordato 
con sus acreedores (*). 

Pero, si estudiamos el título De la rehabilitación^ 
en el primero de estos códigos, encontraremos que 
sólo por ella cesan las interdicciones legales que 
pesan sobre el quebrado (*). 

Encontraremos también, que el hecho de la apro- 
bación del concordato no importa por sí mismo la 
rehabilitación del deudor. La sentencia de rehabi- 
litación se puede pronunciar ^\ ÚQxn^o de aprobarse 
el concordato, dice el artículo 1573, siempre que 
la quiebra no haya sido calificada de culpable ó 
fraudulenta. La solicitud de rehabilitación debe 
instruirse, agrega el artículo 1576, con la carta de 
pago, ó los documentos originales que lo acreditan, 
6 el cumplimiento de todas las obligaciones impues- 
tas por el concordato. Combinadas estas dos dis- 
posiciones, podría decirse, que el fallido en el acto 
de la aprobación del concordato, puede ser rehabi- 



( 1 ) Art. 1160, Código Civil. 

( 2 ) Art. 1582 Código de Comercñó. 
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litado: 1», si su quiebra ha sido calific 
2», si ha satisfecho al contado el ii 
sumas estipuladas & favor de sus ac 

La conciliación de estos últimos 
sencilla, como se ve. 

Pero no sucede lo mismo con la 
concordato. El concordato repone en 
tos negocios; luego habilita para i 
' empezarlos. Y sin embargo, la inc! 
ejercer el comercio no cesa sino por 
cipn, de acuerdo con lo dispuesto 
1582, según lo dejamos enunciado, 
tación supone el pago de las deudas 

¿Cómo conciliar disposiciones ta 
tan perfectamente claras, sin embargo, en su espí- 
ritu y en sus términos aisladamente consideradas? 

El doctor Moreno en su Estudio sobre las quie- 
bras, no se ha ocupado de este punto, á pesar de 
abordar con ilnstrado criterio casi todas las cuestio- 
nes principales que abraza en su conjunto esta 
importante materia. Él se limita á decir, que el 
carácter de fallido es lo único que no puede borrar 
el concordato, y que las incapacidades inherentes 
á ese carácter, no cesan sino por la rehabilitación, 
que sólo se le concede cuando puede acreditar que 
ha cumplido todas las condiciones impuestas en el 
concordato ('). 

Esto, como se alcanza sin el menor esfuerzo, no 

( 1 1 Obnu jBrWMM, tomo II. pJg. Iiiii. 
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da solución á la dificaltad. El primero, el más tras- 
cedental de los efectos, el que puede decirse que 
reúne á todos los que el auto declarativo de la 
quiebra hace pesar sobre la persona del fallido — la 
interdicción legal de administrar sus bienes, de 
continuar el giro, de operar en el mundo de los 
negocios, de cesar en esa parálisis mercantil que 
lo ha hecho comparar al cataléptico, como lo hemos 
visto antes de ahora — el primero de esos efectos, 
desaparece con la aprobación del concordato. 

La rehabilitación, en nuestro concepto, debía 
acordarse en el mismo auto homologatorio. Una 
sola excepción estableceríamos: el caso de quiebra 
culpable, porque entonces la rehabilitación sólo 
puede acordarse después del cumplimiento de la 
pena. En el caso expuesto, el fallido tampoco po- 
dría ser repuesto en el manejo de los negocios, 
desde que la calificación de culpable lo- sacaría 
de su escritorio para darle por alojamiento la celda 
de una cárcel. 



IV 



244 — El concordato es un acuerdo entre los 
acreedores y el fallido, qu« tiene por base el con- 
sentimiento recíproco. Pero el consentimiento 
para producir sus efectos en el orden de las rela- 
ciones jurídicas, debe ser perfectamente libre; de 
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modo, que todo hecho positivo ó negativo que 
desvíe ó entorpezca el ejercicio consciente de la 
voluntad, tiene que producir el resultado de dejar 
sin validez legal la convención celebrada. De 
aquí los preceptos constantes y uniformes en el 
derecho sobre los actos que vician de nulidad á 
los contratos en general. El dolo, el error, la 
violencia, se cuentan entre esos actos. 

Parecería que el concordato, por razón de su 
origen, debería estar sometido al imperio de estas 
mismas reglas, y que las causas comunes de nuli- 
dad pudieran serle aplicables. No sucede esto sin 
embargo. El concordato está rodeado de formas 
y solemnidades peculiares, que le imprimen en 
cierta manera el carácter de un acto revestido de 
la autoridad de la cosa juzgada, desde que arranca 
su fuerza obligatoria de la sentencia que lo aprueba. 

Esta consideración hizo bajo el imperio del Có- 
digo francés de 1807, que la doctrina corriente de 
sus expositores enseñara, que el concordato no 
podía ser atacado por las acciones de nulidad ó de 
resolución. 

Pero, si bien es cierto que las reglas ordinarias 
de los contratos no pueden regir una convención 
sui generis, que cuenta para su formación con 
garantías extrañas á las convenciones privadas, no 
lo es menos, que alguna vez el dolo y el fraude 
pueden presentarse en tales condiciones, que la 
moral, la justicia y la equidad, reclamen su insub- 
sistencia. 



Tr 



^^ 
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Cuando el deudor induce á sus acreedores á 
aceptar un concordato, engañando su buena fe con 
la simulación de créditos que aumentan su pasivo 
ó la ocultación de bienes que reducen su activo, 
disminuyendo en uno y otro caso las probabilida- 
des del pago de sus créditos y haciéndoles temer 
el resultado déla liquidación; cuando este hecho 
viene recién á su noticia después del auto homo- 
logatorio del concordato, ¿cómo podría desconocerse 
por la ley el derecho á los acreedores damnifica- 
das, para solicitar la declaración de la nulidad del 
acto fraudulento y el renacimiento de la posición 
jurídica que respectivamente tenían con anteriori- 
dad á su celebración? 

Es lo que ha hecho nuestro código, de confor- 
midad con los principios de la justicia y las dis- 
posiciones consignadas en la legislación de casi 
todos los pueblos. No se admite acción alguna de 
nulidad del concordato, ha dicho en su art. 1479, 
después de la homologación ó aprobación del Tri- 
bunal de Comercio, á no ser por causa de dolo des- 
cubierto después de esa homologación^ y que resulte^ 
sea de la ocultación del activo^ sea de la exageración 
del pasivo de la quiebra. 

245 — Fácilmente se alcanza, que el derecho de 
pedir la nulidad del concordato compete á cual- 
quiera de los acreedores á quienes afecte, estando 
ei^pluídos de su ejercicio aquellos que á pesar de 
su celebración, conservan íntegros sus derechos 
sobre los bienes del deudor. Los privilegiados. 
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hipotecarios ó prendarios, carecerían por lo tanto 
de esta acción, salvo el caso en que no hubieran 
podido obtener el pago íntegro de sus créditos y 
hubieran de concurrir por el saldo, como acreedo- 
res personales, á la distribución de los dividendos 
que el concordato estipulare. 

246 — Los acreedores no sólo tienen la acción de 
nulidad del concordato en los casos expresados, 
sino que también pueden solicitar su rescisión 
cuando el deudor dejare de llenar las obligaciones 
que le impone. En esto el legislador se ha ajusta- 
do á los principios que ha establecido respecto de las 
obligaciones convencionales en general. La condi- 
ción resolutoria se entiende implícitamente compren- 
dida en todos los contratos sinalagmáticos ó bilate- 
rales, dice en efecto el artículo 216 del Código, para 
el caso en que una de las partes deje de cumplir 
su compromiso. Cuando el concordatario no paga 
sus deudas en las condiciones y formas estipula- 
das, los acreedores tienen expeditas sus acciones 
para dejarlo sin efecto. El art. 1483 así lo dispo- 
ne, estableciendo que la rescisión puede solicitarse 
ante el tribunal, con citación de los fiadores si los 
hubiere. 

((En principio, dice Bedarride, la consagración 
de la acción resolutoria es un pensamiento de equi-. 
dad y de justicia. La reducción consentida ó su- 
frida por los acreedores sobre el total de sus cré- 
ditos, no es sino la consecuencia de la obligación 
que tenía sobre sí el fallido de pagar á cada uno 
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de ellos, en los términos convenidos, el dividendo 
determinado. Si el fallido falta á esta obligación, 
los acreedores deben ser relevados de las que ellos 
mismos se han impuesto. Esto constituiría, de 
otro modo, un efecto sin causa. Por grande que 
sea el favor que haya debido atribuirse al con- 
cordato, es imposible llevarlo hasta el punto de 
admitir que continuará ligando á los acreedores 
aun cuando el fallido se negare á ejecutarlo ó se 
encontrare en la imposibilidad de hacerlo ( *). » 

247 — Los tratadistas proponen dos puntos al 
examen con motivo de la rescisión del concordato. 
Es el primero, si los acreedores individualmente 
podrán ejercitar esta acción ó si deberá hacerlo 
sólo la doble mayoría cuyo concurso se exige para 
la formación del mismo. Es la segunda, si ejer- 
citada la acción por uno de los acreedores, los 
beneficios de la resolución sólo habrán de limitar- 
se á su interés. 

En cuanto al primer punto, el autor que acabamos 
de citar sienta con verdadera exactitud, que cada 
uno de los acreedores tiene un derecho igual á que 
la ejecución del concordato se realice á su respecto 
y que subordinar sus medios de acción á la volun- 
tad de otros, tal vez más favorecidos por haber 
obtenido el pago de sus créditos, sería hacer im- 
posible el ejercicio de sus derechos y librar al 
acreedor á la buena fe de su deudor. El auto 



(1 ) Bbdarriob, í\iiUÜM »t Banqueroutés, tomo 2o, núm. G34. 
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homologatorio del concordato extingue, por otra 
parte^ el juicio de quiebra: disuelve la masa y ya 
no hay mayoría ni minoría, sino simples acreedores 
del fallido. 

En cuanto al segundo, la doctrina comúnmente 
establece, que los efectos de la rescisión no pueden 
ser parciales ó divisibles, ^ino generales y unifor- 
mes. En efecto: la inejecución del concordato es 
una causa de resolución; resolución que alcanza á 
todos los interesados, desde que el deudor vuelve á 
quedar colocado en las condiciones de fallido. 

248 — La nulidad y la resolución producen en cier- 
tos casos efectos comunes y en otros presentan 
remarcables diferencias. 

Efectos comunes: 

P El procedimiento de quiebra se reabre nueva- 
mente. Es necesario hacer el nombramiento de 
sindico provisorio, porque el deudor vuelve á quedar 
privado de la administración de sus bienes, y es 
indispensable confiará terceros esa administración. 
Esto no quiere decir, que todas y cada una de las 
diligencias preparatorias en los casos de quiebra 
deban practicarse. Los acreedores y el fallido,xomo 
lo hace notar Bravard-Veyriéres, se encuentran en 
la situación en que estaban antes de votar el con- 
cordato. No se procederá á una nueva verificación 
de créditos, ó á un nuevo balance, sino que de- 
berá formarse un suplemento de balance, un su- 
plemento de inventario y un suplemento de verifi- 
cación, si hay nuevos acreedores y nuevo activo. 
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En cuanto á los acreedores va verificadas, ó se 
les rechazará ó se reducirán sus- créditos, si han 
sido pagados en todo ó en parte. 

2^ Los actos practicados por el fallido posterior- 
mente á la sentencia homologatoria, y con anterio- 
ridad á la anulación ó á la rescisión del concor- 
dato, sólo serán anulados ó rescindidos en 
caso de fraude á los derechos de los acreedores ('). 
El fallido, como lo hemos visto antes de ahora, por 
la aprobación del concordato es repuesto en la direc- 
ción de sus negocios, quedando perfectamente 
capaz para continuar su giro y emprender nuevas 
operaciones. No había entonces razón alguna legal 
ó jurídica para establecer, por el hecho de dejar de 
cumplir las obligaciones que el concordato íe im- 
pone, ó de ser éste anulado ó rescindido más tarde, 
la ineficacia de los actos practicados durante ese 
período de tiempo. El fallido se encuentra en tal 
caso en las mismas condiciones en que se halla 
colocado respecto de sus acreedores un deudor 
cualquiera. La subsistencia de sus actos jurídicos 
no puede ser atacada, sino cuando concurra alguna 
de la^ circunstancias que dan ocasión al ejercicio 
de la acción que la legislación en general ha con- 
sagrado, en guarda de los derechos de los acree- 
dores. Los actos fraudulentos ó presumidos de 



(1 ) Art. 1484. 
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tales, son los únicos que caen bajo 
esta regla { ' ). 

3" Los acreedores anteriores al c( 
verán al ejercicio de sus derechos i 
nitud, respecto al fallido solamente, p 
figurar en la masa sino en las pr 

guientes: si no lian percibido par ^ _.. 

dividendo, por el importe total de sus créditos; 
si han recibido parte del dividendo, por la cuota 
de sus créditos primitivos correspondientes á la 
parte del dividendo prometido que no haya» reci- 
bido ('). 

La disposición que recordamos textualmente, 
señala, como se ve, á la anulación ó revocación 
del concordato,' efectos distintos con relación al 
fallido y con relación álos nuevos acreedoros. 

Por lo que respecta al primero, los acreedores 
anteriores entran en la integridad de sns dere- 
chos. Los dividendos percibidos sólo se con- 
sideran como pagos á cuenta del crédito primitivo, 
sin que tenga que sufrir el quebranto estipulado 
en el concordato. Este quebranto ó pérdida se ha 
concedido bajo la condición del cumplimiento de 
la estipulación; si la condición no se cumple, el 
crédito revive en toda su plenitud. 

Por lo que se refiere á la masa, es decir, al 
conjunto de acreedores, entre los que figuran 
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los que han adquirido ese carácter después de la 
reposición del fallido. eu el manejo de sus nego- 
cios, los acreedores primitivos entrarán por su 
crédito íntegro si nada han recibido del deudor; 
pero si hubieren recibido una parte del dividendo 
convenido sólo podrán pretender la cuota corres- 
pondiente á la parte del dividendo no entregada. 

El interés de los terceros, que han contratado 
de buena fe con el concordatario, bajo la base 
de ese mismo concordato, determina el precepto 
legal que nos ocupa. 

Los autores para facilitar la inteligencia de esta 
disposición legal, que se encuentra consagrada en 
casi todos los códigos, proponen ciertos ejemplos. 
Observando el mismo sistema presentaremos el 
siguiente: En un concordato se estipula la remi- 
sión de un 50 %. Este concordato se revoca ó 
anula. Es necesario distinguir para dar la solución 
que corresponda según los casos. ¿El deudor nada 
ha pagado? Los acreedores anteriores y los nuevos 
acreedoros figurarán por el importe íntegro de sus 
créditos y recibirán lo que respectivamente pueda 
corresponderles en la liquidación de sus bienes. 
¿Ha entregado la mitad del dividendo convenido? 
Pues entonces el acreedor que ha recibido 25 % 
antes de la revocación ó anulación del concordato, 
no podrá figurar en la nueva masa sino como acree- 
dor de la mitad de su crédito primitivo. El 25% 
recibido á título de dividendo representa, como 
dice exactamente un autor, la mitad de ese crédito. 

15 
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249— El efecto distinto que la anulación y re- 
vocación del concordato producen, principalmente 
en el orden de lasJ disposiciones de nuestro de- 
recho, recae con especialidad sobre los fiadores 
que lo garanten. La anulación del concordato libra 
á éstos ipso jure de toda responsabilidad; la resci- 
sión la deja subsistente (*). «Que la anulación 
libere á las cauciones á nadie debe extrañar, ha 
dicho Laurin; lo accesorio sigue la suerte de lo 
principal: ¿las obligaciones tomadas por el fallido 
caen? las cauciones caen también heridas por el 
mismo golpe. Pero ¿por qué, agrega, no se 
observa la misma regla en el caso de resolu- 
ción? El legislador se ha decidido en este 
sentido por una triple consideración: 1% porque 
no se han exigido las fianzas en el concordato, 
sino por temor de su falta ^ cumplimiento, y 
sería una gran inconsecuencia librar de respon- 
sabilidad á quienes las prestan cuando la eventua- 
lidad que las determina se realiza; 2^ porque im- 
porta poco que antes de dirigirse los acreedores 
contra ellos se hayan dirigido contra el fallido, 
porque esa opción les corresponde legalmente sin 
que pueda perjudicarles su ejercicio; 3°, porque 
no podía depender de un acreedor, por la opción 
que hubiera hecho para provocar la resolución del 



( l) Art. 1482 y 1483. 
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concordato, operar, erga omnes^ la liberación de 
las cauciones (*). » 

250 — Los fiadores podrán, sin embargo, dejar 
sin efecto la demanda de resolución del concor- 
dato iniciada por los acreedores, ofreciendo cumplir 
las obligaciones contraídas. 

Este es su derecho y tal sería el efecto de su 
ejercicio. Pero revocado el concordato, sus res- 
ponsabilidades se mantienen y los acreedores re- 
ciben el importe de los dividendos convenidos, 
sin perjuicio de perseguir en la quiebra el pago 
de su crédito, hasta donde pueda hacerlo alcanzar 
el valor de los bienes del fallido. 



( 1) Laurin, Drcü Ckjmmerciaif núm. 1146. 
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251— La quiebra, por lo común, entraña pérdi- 
das más ó menos considerables para los acreedores. 
Hay casos, sin embargo, en que importa un verda- 
dero desastre. Ocurre muchas veces que su activo 
no cuenta ni aún con los fondos ó valores nece 
sarios para satisfacer los gastos que indispensa- 
blemente reclama la prosecución de juicio. La 
ley, en tal estado de cosas, debía abrir un camino 
que despejara esa situación excepcional, y que fijara 
para en adelante la posición respectiva de los acree- 
dores y del fallido. 
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Es lo que han hecho, aunque incurriendo en 
palmaría inconsecuencia, los artículos 1492 y 1493 
de nuestro Código de Comercio. 

El primero de estos artículos ha establecido, que 
en cualquier tiempo en que los procedimientos de 
la quiebra se encontrasen detenidos por insuficien- 
cia del activo, podrá el tribunal, oído el dictamen 
del síndico, pronunciar aún de oficio la clausura 
de las operaciones de la quiebra. Esta resolución 
hace volver á cada acreedor al ejercicio de sus ac- 
ciones individuales, así sobre los bienes como con- 
tra la persona del fallido. 

252 — Pero ¿cuáles la condición jurídica en que 
el deudor se encuentra colocado después de dictado 
el auto de que hacemos referencia? ¿Conserva su 
carácter de fallido? ¿El estado de quiebra sub- 
siste? 

Bedarride y otros tratadistas enseñan, que el 
estado de quiebra no desaparece en tales casos, 
sino que lo que únicamente se produce es una 
suspensión de los procedimientos. La ley, dice el 
autor citado, no autoriza la clausura de la quiebra, 
sino la de las operaciones de la quiebra. ¿Para 
qué proseguir esas operaciones, agrega, cuando el 
activo no es bastante para subvenir á los gastos á 
que ellas darían lugar? 

Por nuestra parte, estudiando las disposiciones 
del derecho que nos rige actualmente y aún la 
doctrina misma, pensamos que la situación del 
deudor, es una situación sui generis^ completamente 
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anómala. Creemos, en efecto, que la clausura de 
Iks operaciones de la quiebra ni la extingue por 
completo, ni tampoco la deja subsistir en la am- 
plitud de los efectos que su declaración envuelve. 

Lo primero, lo demuestra la denominación de 
fallido que respecto de la persona del concursado 
conserva el. art. 1493 v el mantenimiento del sin- 
dico en cuyo poder aquél ó cualquier acreedor podrá 
consignar en todo tiempo^ una suma bastante para 
atender á los gastos en el caso de pedir la revoca- 
ción del auto de clausura. Esta revocación, como 
acabamos de enunciarlo, no está sujeta á término 
alguno perentorio para ser solicitada: en todo tierna 
po puede hacerse, según el texto expreso de la ley^ 

Lo segundo, lo acredita á su vez el renacimiento 
del ejercicio de las acciones individuales de los 
acreedores, ejercicio incompatible con la existencia 
de la masa que nace con la declaración del estado 
de quiebra y que sólo debe desaparecer con ese 
estado. No existiendo el cuerpo, la entidad jurí- 
dica que absorbe, bajo el punto de vista de los 
intereses comunes, la personalidad de los acreedo- 
res ¿qué rol juega el síndico? ¿qué derechos repre- 
senta ? 

Los acreedores pueden aislada é individualmente 
proceder contra el fallido. En estos juicios no hay 
sino dos partes: el acreedor que demanda, el deu- 
dor á quien se lleva ante la justicia. ¿Es esto 
conciliable con la subsistencia del estado de quie- 
bra? ¿Dónde está el concursado, el fallido, como 
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continúa llamándolo la lev, si el concurso des- 
aparece, si la mancomunidad de intereses ha que- 
dado rota, por el hecho de clausurarse las operacio- 
nes de la quiebra? 

253 — En el Código de Comercio antes de ser 
reformado, si bien existía la ambigüedad de posi- 
ción del deudor de que hacemos referencia, se 
consignaban ciertas disposiciones que hacían ver 
que la quiebra no había perdido en absoluto sus 
efectos jurídicos, en lo relativo á la persona del 
quebrado; y que propiamente sólo había una in- 
terrupción indefinida del juicio de concurso. 

El art. 1641 permitía, en .efecto, á los acreedores 
el ejercicio de las acciones individuales contra el 
fallido, pero con las limitaciones establecidas en el 
artículo 1663. Estas limitaciones consistían: 

P En que el deudor no podía 'ser ejecutado por 
deudas contraídas antes de la quiebra, sino me- 
diando autorización del Tribunal de Comercio, previo 
conocimiento de causa; 

2^ En que este tribunal sólo podía acordar esa 
autorización en los casos de quedar al fallido me- 
dios bastantes para atender á sus necesidades y 
las de su familia. 

254 — En la ley de reformas se conservó en sus 
términos literales el primero de estos artículos ; 
pero por una inconsecuencia inexplicable se ha 
suprimido el último. En la actualidad de nuestro 
derecho, el ejercicio de las acciones individuales 
no tiene limitación alguna. Cada acreedor podrá 
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ejecutar libremente al deudor, como podría hacerlo 
antes de la declaración de quiebra. Después de la 
clausura de las operaciones de esta última, ¿qué 
queda, volveremos á preguntar^ del juicio de con- 
curso? Nada más que la posibilidad de reabrirlo 
en el caso poco probable, de que así convenga á 
alguno de los acreedores ó al fallido mismo. 



II 



255 — La doctrina délos tratadistas no es uni- 
forme sobre el punto que venimos estudiando. Hay 
autores que sostienen que durante la clausura de las 
operaciones de la quiebra el deudor continúa bajo el 
peso del desapoderamiento, ó sea con la inhibición 
legal de administrar los bienes que por cualquier 
título pueda adquirir en adelante; y que los acree- 
dores que ejercitando sus derechos individuales 
cobraren total ó parcialmente sus créditos, tendrán 
que aportar á la masa, si llegaren á reabrirse las 
operaciones de la quiebra, las sumas que hubiesen 
percibido. 

Laurin, profesando esta opinión, ha dicho: «el 
fallido continuará quedando desapoderado, lo que 
dará al síndico la facultad de cobrar todas las 
sumas que le sean debidas, y de hpcer valer su 
acción ó su defensa en caso de contestación judi- 
cial; de proceder en fin como si la quiebra siguiera 
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SU curso regular. En caso contrario los acreedores 
recobrarán el ejercicio de sus acciones individuales, 
lo que quiere decir, que en defecto del síndico, 
pueden ejecutarlas mismos actos que él, y deman- 
dar al deudor hasta hacerse pagar lo que les es 
debido. Pero, ¿puede deducirse de aquí que ellos 
tengan el derecho de aplicarse y de conservar de- 
finitivamente lo que hayan podido percibir? Esto, 
como va á verse, no puede ser admitido de una 
manera absoluta, pues hay un caso, en que están 
obligados á devolver las sumas recibidas: cuando 
se reabren las operaciones de quiebra ('). » 

En un sentido análogo se expresan Renouard, 
AUauzet, Bravard-Veyriéres, Leon-Caen, Rubén de 
Couder etc. 

En cambio, Bedarride y otros comercialistas no 
menos distinguidos, establecen sin hesitar una doc- 
trina diametralmente opuesta. El primero, después 
de sentar que la situación excepcional creada por la 
declaración de quiebra concluye con la liquidación 
del concurso, quedando así determinada la suerte de 
los acreedores, la disolución de la masa y la vuelta á 
los primeros del ejercicio de sus acciones suspendido 
por aquella declaración; después de establecer que el 
legislador no ha podido ver en la insuficiencia del 
activo, sino la más desastrosa, la más cierta, la más 
positiva délas liquidaciones; después de consignar 
como un hecho evidente que la clausura de las opera- 



(1) Droü OommerdcU, pÁg. ñ92. 
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ciones de la quiebra por la falta de medios 
miarla, coloca at fallido en la misma posÍ< 
lo deja la clausura de la unión, luego ded 
sus bienes, sin otra diferencia que la de S( 
nittva, en tanto que aquélla puede en cu; 
mentó ser reemplazada por el imperio de 
quiebra; después de todo esto, repetimos. 
opinión en estos términos; «Así, producii 
la incapacidad del fallido es más moral q 
Los bienes que adquiera quedan en su posesión. 
Puede administrarlos, disponer de ellos, salvo el de- 
recho de los acreedores para ejecutarlo en la forma 
legal. Él recupera el ejercicio de sus derechos y accio- 
nes, la capacidad de contratar, la de comparecer en 
juicio. No se podrá desconocer estos mismos dere- 
chos á aquel cuya quiebra haya sido clausurada por 
insuficiencia del activo, en tanto que esa clausura no 
haya sido revocada ('). » 

En cuanto ala obligación en que se quiere colocar 
á los acreedores, que en el ejercicio de sus acciones 
cobran sus créditos, de entregar á la masa las sumas 
percibidas, en el caso de ser ésta reconstituida por 
la reapertura de los procedimientos de la quiebra, 
el mismo autor, consecuente con la doctrina ex- 
puesta, dice: «La obligación de entregará la masa 
no es ni puede ser sino la consecuencia de la irregu- 
laridad ó de la ilegalidad de los pagos. Asi, el deudor 
que paga, el acreedor que recibe, después de la quie- 

(Ii Failtitei et Ban^ermlii. toma 2», núni. 701. 



c 



ESTUDIO SOBRE LAS QUIEBRAS 235 

bra ó en contra délas disposiciones de los artículos 
446 y 447, violan la ley, concluyen una operación 
para la cual ellos no tienen ni calidad ni capacidad. 
Que se prive al acreedor del provecho que de una 
manera ilegal ha buscado y obtenido, no es sino una 
justa reparación de su desobediencia á los mandatos 
del legislador. Pero, consagrar la pena cuando el 
acto no ha sido un hecho de las partes, sino e! ejer- 
cicio de un derecho conferido por la ley misma, esto 
no sólo no es hacer justicia, sino desconocer las más 
simples nociones de la razón, de la moral y del dere- 
cho mismo (*). » 

«Cuando á consecuencia de las ejecuciones indi- 
viduales, ha dicho asimismo Namur (^), ejercidas en 
virtud de lo que dispone el art. 536, un acreedor 
ha obtenido el pago integro, este pago es válido, 
salvo el caso de fraude. Eri efecto, sería hacer 
un engaño á los acreedores que han sido autorizados 
á perseguir al fallido en nombre propio, obligarlos 
á devolver lo que hubieran percibido, si un nuevo 
auto pronunciara la reapertura de las operaciones 
de la quiebra. Un acto válido en su principio no 
debe ser anulado sino por hechos ulteriores, cuando 
la ley no le imprime expre.samente un efecto re- 
troactivo. » 

«La exposición de motivos del art. 536 viene en 
apoyo de esta opinión. Se ha dicho que \íRy una 



(1 ) Bedarride, FaillÜB3 et Banquenutes, tomo 2o, núm. 772, pág. 326. 
( 2 ) Code de eommerce btíge reviait tomo 3», núm. 1927. 
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analogía bastante sensible entre la clausura por 
insuficiencia del activo y la de la unión de ios acree- 
dores después de la liquidación total, y que es en 
este sentido que el art. 536 establece que por efecto 
del auto de clausura, cada acreedor adquiere el 
ejercicio de sus acciones individuales contra la 
persona y bienes del fallido. Entonces, pues, un 
pago hecho de buena fe después de la liquidación 
total y de la clausura de la unión es incontestable- 
mente válido.» 

256 — Nosotros aceptamos sin vacilar la opinión 
de estos últimos tratadistas, porque ellos se basan 
en la letra y en el espíritu bien manifiesto de la 
legislación, y llegamos alas conclusiones que hemos 
enunciado al comenzar el estudio de esta materia. 
La clausura de las operaciones de la quiebra coloca 
al deudor en una situación anómala, verdaderamente 
sai generis : es /aíiidOj porque la ley ha querido con- 
servarle este nombre; porque el síndico designado 
por el juez, ó por los acreedores en su caso, conserva 
su carácter no in acta sino in habitu, como ha dicho 
un autor: no es en realidad fallido, porque puede 
pagar individualmente sus deudas, desde que indi- 
vidualmente puede ser ejecutado por sus acreedores; 
porque para hacer frente al cumplimiento de sus 
compromisos, necesita poseer bienes y para poseer- 
los requiere á su vez la capacidad de adquirirlos, de 
conservarlos y de administrarlos libremente. 
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257 — Antes de concluir nos haremos cargo de una 
observación hecha á nuestro derecho vigente, que debe 
tenerse en cuenta. El fallido, se ha dicho, cuya quie- 
bra queda paralizada en sus procedimientos por la 
declaración de insolvencia de la masa, se halla en 
mejores condiciones que los que han entregado bie- 
nes más ó menos considerables para ser distribuidos 
entre sus acreedores^ desde que éstos están sujetos á 
la calificación de la quiebra y los primeros vienen á 
quedar exonerados de esa calificación por el sobre- 
seimiento en la prosecución del juicio de concurso. 
La observaciones exacta. Es posible, en efecto, que 
el deudor que ofrezca en el activo de su quiebra un 
veinte ó un treinta por ciento se encuentre colocado, 
bajo el punto de vista de que hacemos referencia, en 
una situación inferior á la de aquel que haya disi- 
pado sus bienes hasta el punto de no presentar los 
necesarios para sufragar los gastos reclamados por 
las operaciones de la quiebra. La ley debió preocu- 
parse de este hecho y ordenar que en tales casos, 
como en los comunes y ordinarios, los jueces entra- 
ran en la apreciación de las causas que hayan origi- 
nado la cesación de pagos y dictaran la resolución 
que correspondiera según los antecedentes produ- 
cidos. 
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Pero, considerado el caso bajo otro punto de vista, 
es indudable que el quebrado respecto del cual se 
clausuran las operaciones del concurso, se encuen- 
tra colocado en condiciones menos ventajosas que los 
fallidos ordinarios, desde que contra éstos está sus- 
pendido el ejercicio de las acciones individuales de 
los acreedores, en tanto que contra los primeros esas 
acciones pueden hacerse valer en cualquier momento, 
exigiéndoles el pago íntegro de los créditos respec- 
tivos. La vigilancia del síndico, poco interesada por 
lo común, es reemplazada por la de los acreedores que 
tienen un interés evidente en descubrir bienes al deu- 
dor y procurar la reparación ó disminución de las 
pérdidas sufridas. 
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258 — Eatiéndese por graduación de créditos^la 
operación judicialmente practicada, por la cual se 
señala á cada uno de ellos el lugar y grado que 
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le corresponde, para ser pagado con < 
de los bienes del coucurso.^ 

Por regla general, el importe tle est 
distribuye á prorrata entre los acreedor 
den existir causas legítimas de preferí 

259 — Para que cada acreedor ocupe 
le competa en el pasivo de la quii 
impone al síndico el deber de deterr 
estado que está obligado á presentar de 
á cargo de la masa, los privilegios ó 
que á cada uno de ellos corresponda 
de terminada la verificación de créditos 
tiones á que hubiere dado lugar, forn: 
tado definitivo determinando el grado 
ocupar según su naturaleza respectiv; 
estado debe ser depositado en la oficin 
rio por el término de diez días, hacíé 
á los acreedores por medio de edictos 
que cualquiera de ellos pueda oponerst 
bación; oposición que se sustanciará e 
bal y actuado que deberá terminar pi 
dentro de quince días. La resolución 
ai respecto es apelable en relación (°) 

260 — El código nada ha dicho res] 
personas que directameiite deben intei 
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incidente á que dé lugar la oposición, pero es in- 
dudable que son parte legítima en su sustanciación, 
el acreedor opositor, el acreedor á quien corresponda 
el crédito objetado y el síndico. 

261 — Como lo hemos visto anteriormente, el pro- 
ducto de los bienes de la masa se distribuye á 
prorrata entre los acreedores, á no ser que existan 
causas legítimas de preferencia. Estas causas son 
los privilegios y las hipotecas. 

El privilegio puede definirse diciendo, que es 
un derecho que la calidad del crédito da á un 
acreedor para ser preferido á los demás, aunque 
sean hipotecarios. Los privilegios existen sin ne- 
cesidad de estipulación, y proceden meramente de 
la naturaleza de los créditos. 

Esta definición concuerda con lo establecido en 
los artículos 3875 y 3876 del código civil. El pri- 
mero dice : el derecho dado por la ley á un acree- 
dor para ser pagado con preferencia á otros, se llama 
privilegio; y el segundo establece á su vez, que 
el privilegio no puede resultar sino de una dispo- 
sición de la ley. El deudor no puede crear privi- 
legios á favor de ninguno de los acreedores. 

262 — Los privilegios se dividen en nuestro Có- 
digo de Comercio en generales ó especiales. Los pri- 
meros afectan á todos los bienes; los segundos sólo 
á ciertas cosas, muebles ó raíces {}). 



(1) Arta. U99 y 1500. 
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263— El Cóiiigo Civil lia establecido una div 
distinta ('). Los privilegios pueden ser gent 
afectando á todos los bienes, muebles ó inmueb 
pueden recaer sólo sóbrelos primeros, ó sólo sobrfr 
los segundos. Los privilegios sobre los muebles se 
snbdividen en generales y especiales. Los que re- 
caen sobre los inmuebles son siempre especiales,, 
salvo que los privilegios generales sobre ios mue- 
bles no alcancen á cubrir los créditos favorecidos- 
por ellos. 



264— El Código de Comercio divide en cinco cate^ 
gorías los acreedores de niia quiebra: 

1" Acreedores de dominio; 

2° Acreedores con privilegio general; 

3" Acreedores con privilegio especial; 

4» Acreedores hipotecarios; 

5" Acreedores simples ó comunes {^). 

265 — El artículo 1497 se ocupa de la primera de- 
estas agrupaciones. La frase : acreedores de dominio, 
ha sido tachada de impropia y podría serlo también. 
de anti-jurídica, como observa La Serna, comen- 
tando el artículo correlativo del antiguo código espa- 
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ñol. El dueño de una cosa no es acreedor de ella: 
tiene un derecho real, un jus in re^ nó un derecho á 
la cosa ó sea un jus ad rem. Impropiamente, pues, 
puede caliGcarse de acreedores á]os dueños ó pro- 
pietarios de cosas que se encuentran en poder de la 
masa fallida. 

El actual código español ha salvado la objeción 
que se hacía respecto del antiguo, estableciendo en el 
artículo 1908, que las mercaderías, efectos, ú otros 
bienes que existan en la masa de la quiebra, cuya pro- 
piedad no se hubiere transferido al quebrado por un 
título legal é irrevocable, corresponden al dominio 
ajeno,y deberán ponerse á disposición de sus dueños; 
declarando, á su vez, el artículo 1909, comprendi- 
das en el anterior precepto, á las personas que se 
encuentren en los casos enumerados en el artículo 
1497 de nuestro código. 

266 — El artículo, que vamos á examinar en cada 
una de sus disposiciones, se halla literalmente conce- 
bido en los siguientes términos: 

Pertenecen á la primera categoría: 

P Los acreedores de bienes que el fallido tuviese á 
título de depósito, prenda, administración, arrenda- 
miento, comodato, comisión de compra, venta, trán- 
sito, entrega, ó cualquiera de los títulos que no tras- 
fieren el dominio; 

2® Los acreedores de letras de cambio ú otros cua- 
lesquiera títulos comerciales, remitidos, entregados ó 
endosados sin traslación de dominio ó por remesas 
hechas al fallido para fin determinado; 
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3" El vendedora quien no se ha paj 
en los casos prevenidos en los artícu 
guíenles; 

4" El liijo de familia por los bieiie 
existentes, el heredero ó legatario por le 
herencia ó legado, y el menor ó incapaz 
de la tutela ó cúratela; 

5° La mujer casada: 1". por losbiene 
lentes que hubiese introducido al mai 
tal que conste pu recibo por instru me 
haya tomado razón en el registro públic 
en la forma establecida ; 2", por los bier 
durante el matrimonio á titulo de hert 
donación, ya sea que existieren en la n 
se hubieren subrogado é invertido en 
que se pruebe que tales bienes eritrarou efectivamente 
eu poder del Marido y se haya tomado razón en el 
registro de las respectivas escrituras. 

Sin embargo, en ninguno de los casos precedentes, 
la falta de registro obstará al ejercicio de los derechos 
de la mujer, legítimamente comprobados en juicio 
ordinario, sin perjuicio de la responsabilidad que 
corresponda al marido. 

267 — El primer inciso de este artículo, como ha 
podido verse, señala entre los acreedores de dominio 
á los dueños de bienes que el fallido tuviere á título 
de depósito, prenda, administración, arrendamiento, 
etc. En estos casos, como se comprende, el quebrado 
sólo posee estos bienes con un título precario, á nom- 
bre de otro. Es indudable entonces que á sus propio- 
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tarios compete la acción reivindicatoría para exigir 
de la masa la devolución de lo que les pertenece. 

268 — Los acreedores de letras de cambio ó de otros 
títulos comerciales remitidos al fallido con mandato 
de verificar la cobranza, son también acreedores de 
dominio, porque en estos casos el fallido.no es sino 
un comisionista del propietario de las letras y demás 
títulos, y es indudable que como tales comitentes 
pueden reclamar su entrega. 

269 — En la disposición que consagra el inciso 3^ 
el legislador ha incurrido en un error. El vendedor á 
quien no se ha pagado el precio de la cosa que ha en- 
tregado no es propietario de ella. La tradición trans- 
fiere el dominio á favor del comprador. La reivindi- 
cación acordada al vendedor en este caso, no se funda 
en la calidad de propietario, sino en una razón de 
equidad, como lo veremos oportunamente. Por consi- 
guiente, el vendedor no es un verdadero acreedor de 
dominio. 

270— En todos los casos especificados en el inciso 
4% se trata del ejercicio de una acción real : la acción 
que tiene el propietario para exigir la devolución de 
lo que le corresponde. 

Así, el hijo, en la quiebra del padre, tiene una 
acción perfectamente legítima para reivindicar sus 
bienes; el legatario, en la quiebra del heredero ó de 
cualquier otro poseedor de la herencia, se encuentra 
en idénticas condiciones. En la misma situación está 
colocado el menor, por los bienes de su propiedad que 
existen en el concurso de su tutor. 
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Debemos hacer notar que la denominación de ad- 
venticios que da el código á los bienes de los hijos de 
familia, correspondía á la división de los peculios 
establecida en el derecho romano y aceptada por la 
antigua legislación española. Esta división ha des- 
aparecido en nuestro actual derecho civil. Sin em- 
bargo, queda en pie la disposición recordada, porque 
el hijo es propietario de esos bienes. 

271 — El inciso 5° concuerda en el fondo con el 
artículo 1258 del código civil. 

272 — La disposición que consigna exige respecto 
de los bienes dótales existentes, que se justifique su 
recibo por instrumento de que se haya tomado razón 
en el registro de comercio; y en cuanto á los adquiri- 
dos á título de herencia, legado ó donación durante el 
misnio, que se acredite también el hecho de haber 
entrado efectivamente en poder del marido y que 
hayan sido igualmente inscriptos en el registro res- 
pectivo. 

273 — La condición impuesta especialmente á la 
mujer de justificarla entrega al marido de los bienes 
de que se hace referencia, no tiene, razón de ser desde 
que se trata precisamente de la acción reivindica-" 
toria que corresponde á la esposa para reclamar de 
la masa lo que ésta retiene indebidamente en su 
poder y que pertenece á aquélla en propiedad. La ley 
ha debido, pues, exigir únicamente la comprobación 
-del dominio. 

274 — En cuanto á la segunda condición— la ins- 
-cripción en el registro público de comercio— en rigor 



276 —El artículo 1499 enumera los acreedores con 
privilegio general, colocando en esta categoría: 
lo Los gastos para la seguridad de los bienes, ad- 



(1) Arl. 1498. 
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TÍO merece tal nombre, porque como lo establece el 
ultimo párrafo del inciso que estudiamos, la falta de 
registro no obstará al ejercicio del derecho de la mu- 
jer, incurriendo sólo el marido en la sanción legal de 
ser calificada su quiebra de culpable. 

275 — Entre los acreedores de dominio no puede 
figurar el depositante de género sin designación de 
especie, ni tampoco la persona que haya entregado al 
fallido dinero que devenga intereses ('). 

El depósito se divide, como se sabe, en regular é 
irregular. En el primero, el depositante conserva el 
dominio de las cosas que forman el objeto del con- 
trato; en el segundo, el dominio se transfiere al depo- 
sitario, quien sólo se obliga á devolver otro tanto, 
una cantidad igual, pero no las mismas cosas que 
recibe. 

La persona que da dinero á interés, no hace sino 
un préstamo de consumo, un mutuo, y el mutuario 
adquiere el dominio de la cosa que se le entrega, en- 
contrándose colocado en las mismas condiciones el 
depositario, cuando el depósito es irregular. 



'Ki 



III 






KKTUDIO SOBRE LAS QUIEBRAS 

itracióii de la casa fallida y demás diligencias 
íales ó extrajudiciales en beneficio común, 
)re que hayan sido verificado^ con la debida au- 
Lción ; 

embargo, ese privilegio no tiene lugar respecto 
uellos créditos para cuya seguridad y libreejer- 
no era necesaria la declaración de quiebra. Por 
B toca Á esos créditos, sólo tienen privilegio las 
s que se refieren especialmente á ellos; 
Los gastos funerarios, si la declaración de quie- 
a tenido tugar después del fallecimiento, 
.os gastos, cnando el fallido hubiese muerto con 
rioridad á la declaración de quiebra, solo ten- 
privilegio si se han verificado por el síndico y 
utorización del juez; 

Los gastos de la ultima enfermedad, en caso de 
u-a declarada después del fallecimiento; 
Los salarios de los factores, dependientes y cria- 
el fallido ú obreros que ha empleado directa- 
e, por los seis meses inmediatamente anteriores 
leclaración de quiebra; 

Los alimentos suministrados al deudor y á su 
lia, factores y dependientes que vivan en la 
la casa del fallido, en los seis meses anteriores á 
claración de quiebra. 

Los créditos del fisco y los de las municipali- 
s por impuestos adeudados. 
7 — Los gastos de justicia y de administración 
colocados en primer término, porque como dice 
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una de las notas del código civil ('), dando privilegio 
á estos gastos, se evita á cada acreedor la lentitud 
y dificultad de una repartición á prorrata, á que 
todos son obligados en proporción á la importancia 
de-las sumas que deben corresponderás en el activo 
del deudor. Este privilegio no es en realidad sino 
un pago anticipado y necesario hecho del conjunto 
de los valores destinados á los acreedores. Con este 
carácter aparece en el derecho romano. 

Para que el privilegio exista, es indispensable que 
los gastos se hayan hecho en beneficio común, en el 
interés de todos: si se hicieran sólo en favor de 
algún acreedor, deberían ser satisfechos por el acree- 
dor beneficiado. 

El inciso que examinamos, agrega el párrafo si- 
guiente: «Sin embargo, el privilegio no tiene lugar 
respecto de aquellos créditos para cuya seguridad y 
libre ejercicio no era necesaria la declaración de quie- 
bra, su constitución legal y sus operaciones. Por lo 
que toca á esos créditos, sólo tienen privilegio las 
costas que se refieren especialmente á ellos. » 

¿A qué créditos ha querido referirse esta disposi- 
ción? En ninguna otra parte del código se precisa 
su propósito. Por regla general, todos los créditos 
tienen que concurrir al juicio de concurso; pero 
indudablemente el pensamiento de los codificadores 
ha sido el de exceptuar los créditos ó derechos sobre 
bienes determinados y cuyo reclamo puede ser eje- 



{ 1 ) Art. 3879. 
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cutado en cualquie» momento del juicio. La acción 
reivindicatoría, como lo hemos visto, puede dedu- 
cirse desde la expedición del auto declaratorio de la 
quiebra hasta la liquidación de los bienes déla masa. 
El precepto legal comprende también á los acreedo- 
res prendarios, hipotecarios ó con privilegio especial, 
porque según el artículo 1533, éstos pueden pedir 
la venta de la cosa dada en prenda ó afectada al 
privilegio ó á la prenda, en cualquier época de los 
procedimientos, después de la verificación, dando 
fianza bastante de acreedor de mejor derecho. 

278 — Los gastos funerarios, siempre que la decla- 
ración de quiebra haj^a tenido lugar después del 
fallecimiento, tienen también privilegio general, se- 
gún la disposición del inciso 2^ del artículo que 
estudiamos. 

El artículo 3880 del código civil, coloca estos 
gastos entre aquellos créditos con privilegio sobre 
la generalidad de los muebles, y comprende entre 
ellos á los que se hacen con ocasión de la muerte y 
entierro del deudor y sufragios de costumbre; los 
gastos funerarios de los hijos que viven con él; los 
del luto de la viuda é hijos cuando no tengan bienes 
propios para hacerlo. El privilegio por los gastos 
funerarios, viene establecido desde la legislación 
romana y fué consagrado igualmente por la legisla- 
ción de las Partidas, teniendo por fundamento una 
consideración social, cual es la de que es necesario 
enterrar á los muertos, y al mismo tiempo, obede- 
ciendo á un sentimiento de humanidad ó piedad. 
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279 — Los gastos de la última snfermedad, tienen 
igualmente privilegio cuando la quiebra ha sido 
declarada después del fallecimiento. 

El autor del código civil, ha dado la razón de la 
disposición que consigna este inciso, diciendo: 
«los gastos de la última enfermedad son sin duila 
privilegiados cuando la quiebra ha sido declarada 
después de la muerte del deudor; pero si la quiebra 
ha precedido á la enfermedad, muera ó sane el enfer- 
mo, los gastos posteriores á la quiebra no son privi- 
legiados, porque las deudas que el fallido ha contraído 
cuando ya está desapoderado desús bienes, no pue- 
den tener por garantía á esos mismos bienes » ('). 

280 — Pero ocurre preguntar: ¿ los gastos de la 
última enfermedad, de la que ha salvado el fallido, 
tendrán privilegio en el juicio de quiebra? En pre- 
sencia déla disposición del inciso 3^ del artículo 
que examinamos, hay que concluir que no lo tienen, 
porque en materia de privilegios la interpreta- 
ción es siempre restrictiva. Sin embargo, el código 
civil ha establecido una doctrina distinta; ha creído 
que en todos los casos, los gastos de la última enfer- 
medad, durante seis meses, deben considerarse pri- 
vilegiados. 

« En algunos códigos se determina por última 
enfermedad^ dice el autor del primero, aquella de que 
el deudor ha muerto. Troplong piensa lo mismo 
fundándose en que si el enfermo ha sanado, el 



(1) Nota alari. 3880. 
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médico ó cirujano tiene sólo una acción personal 
contra el deudor. Pero nuestro artículo comprende 
también la última enfermedad de que hubiese cura- 
do el deudor. Que se diga que la deuda del médico 
que ha perdido su enfermo, no es menos favorable 
que la del que lo ha sanado, se concibe; pero pre- 
ferir el primero al segundo, rehusar á éste uñare 
compensa que se concede á aquél, es faltar á la 
lógica y á la justicia. » 

281 — El inciso 4° concuerda con el S^ del artículo 
3882 del Código Civil y el 5® con el 4® del mismo 
artículo. El inciso 6% que acuerda privilegio á los 
créditos del fisco, contiene una disposición que viene 
también desde la legislación romana, y se funda en el 
carácter de estos créditos y en el objeto á que res- 
ponden : el interés público, la conveniencia general. 



IV 



282 — El artículo 150Ü enumera los acreedores con 
privilegio especial, declarando que en esta categoría 
se comprenden aquellos cuyos créditos proceden de 
alguna délas causas siguientes: 

1^ Los arrendamientos vencidos, en todo lo que 
existe dentro del fundo arrendado, inclusa la cose- 
cha del año tratándose de heredades. 

El mismo privilegio tiene lugar por el importe de 
los daños causados en el fundo, las reparaciones que 



^^./ 



* 



ESTUDIO SOBRE LAS QUI\BBRAS 253 

son de cuenta del arrendatario, y todo lo que se refiere 
al cumplimiento del contrato. 

Sin embargo, el privilegio no se extiende á los 
efectos que el fallido tenía en comisión, depósito ó 
cualquier título de los que no trasfieran el dominio; 

2^ El precio de venta mientras la cosa vendida 
está en poder del vendedor ; 

3** El crédito con prenda que tiene en su poder 
el acreedor; 

4^ Los gastos hechos para la construcción, mejora 
ó conservación de una cosa mientras existe en poder 
de la persona por cuya cuenta se hicieron los 
gastos ; 

5° Los créditos á que se refiere el título deci- 
mosexto del libro tercero del código; 

6° Los barraqueros y administradores de depó- 
sitos sobre los efectos existentes en sus barracas ó 
almacenes, para ser pagados de los salarios y gastos 
hechos en su conservación ; 

1^ El mandatario sobre los objetos del mandato, 
por lo que se le adeudare en consecuencia; 

8» El comisionista sobre los efectos consignados, 
para el pago délas anticipaciones, gastos de trasportes 
y conservación, así como de las comisiones é intere- 
ses respectivos, en los términos y condiciones del 
artículo 279; 

9* El cargador, por los efectos cargados en los 
animales, carruajes, barcas, aparejos y demás instru- 
mentos principales y accesorios del trasporte; 
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10° Los gastos de trasporte ó flete en los efectos 
cargados; 

IP En todos los casos en que las leyes acuerdan 
el derecho de retención, y en los demás expresa- 
mente establecidos en el código. 

283 — El inciso P de este artículo presenta dos 
diferencias notables con la que establece sobre el 
mismo punto el art. 3883 del código civil. Es la pri- 
mera, la limitación del tiempo para el ejercicio del 
privilegio. El código civil dispone qué sólo lo tie- 
nen los alquileres vencidos, por dos años si se trata 
de una casa y por tres si se trata de un campo. Es 
la segunda, que sólo excluye del privilegio á los 
bienes que existen en la casa ó establecimiento rural 
del deudor de una manera accidental ó transitoria, 
estando comprendidos aquéllos que se encuentran 
en ella de una manera permanente. 

El autor del código civil enseña una doctrina dis- 
tinta á la que el código de comercio ha establecido 
respecto de las cosas que el deudor tiene á título 
de comisión, depósito, etc. 

« La excepción, dice la nota al artículo citado, no 
puede aplicarse á las mercaderías. Aunque no estén 
para permanecer en los almacenes ó tiendas, están 
obligadas al pago de los alquileres, como que el alqui- 
ler ha tenido por fin conservarlas allí para venderlas, 
y regularmente para reponerlas con otros efectos.» 

284 — El código civil legisla de una manera seme- 
jante á lo que lo hace el inciso 3° del artículo que 
estudiamos. 
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285 — El artículo 3894 del mismo código con- 
signa una disposición análoga á la del inciso 4°. 
«Los gastos de conservación de una cosa mueble, 
dice, sin los cuales ésta hubiese perecido en todo ó 
en parte, deben ser pagados con privilegio sobre el 
precio de ella, esté la cosa ó nó en poder del que ha 
hecho los gastos. Los simples gastos de mejoras, 
que no tengan otro objeto que aumentar la utilidad 
y el valor de la cosa, no gozan de privilegio.» 

Como se ve, esta disposición difiere en dos puntos 
déla contenida en el inciso 4^ El código civil acuer- 
da el privilegio aunque la cosa no se encuentre en 
poder del deudor, y, por otra parte, no comprende 
en su disposición á las mejoras. 

Desde el inciso 5* en adelante el artículo 1500 
se limita á enumerar los privilegios acordados por 
causas especiales en disposiciones anteriores del 
mismo código, á ciertos acreedores. Estos privile- 
gios se fundan en razones de justicia y consultan las 
conveniencias del comercio. 
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la corriente entre el tercero y el comisionista? Opinión de los 
tratadistas. — 306. ¿ La comisión de garantía impide el ejerci- 
cio de esa acción? — 307. ¿Procede la acción reivindicatoría 
cuando el comprador ha entregado al comisionista letras de 
cambio, pagarés fl orden ü otros papeles del comercio? — 308. 
Opiniones diversas délos tratadistas. — 309. Solución adop- 
tada. —310. ¿Tiene el comitente derecho de reivindicación 
cuando el precio ha sido cobrado por el sindico? Doctrina de 
nuestro código. — 311. Doctrina de los tratadistas. 
V" — 312. Reivindicación del comitente que ha enviado fondos al 
comisionista para comprar mercaderías cuando éstas están en 
poder de la masa. Disposiciones legales al resper.to. 
VI— 313. Reivindicación de las letras de cambio, pagarés, t demás 
p.vPELKS DE COMERCIO —314. Casos CU que tiene lugar — 315. 
Condiciones necesarias para que pueda ejercitarse. — 316. Pro- 
piedad de los objetos mencionados. — 317. ¿Habrá lugar á la 
reivindicación cuando la remisión de los papeles de comercio 
se ha hecho en virtud de un endoso regular?— 318. Identidad 
de los títulos en poder de la masa fallida. —318. Caso en que 
el fallido hubiera percibido el importe de esos títulos. -320. 
Trasmisión de su propiedad á terceros. — 321. ¿Puede el remi. 
tente ejerciiarla acción reivindicatoría de los papeles de comer- 
cio cuando el fallido como mandatario ó depositario los ha ne, 
gociado y por falta de pago han vuelto á su poder?— 322. ¿ Puede 
el remitente exijir del tercero el pago de los papeles de comercio 
cuando el fallido ha hecho traspaso ó endoso de ellos sin per- 
cibir el importe? — 323. Reivindicación en caso de que el 
fallido hubiese hecho entrar las letras ó papeles de comercio 
en cuenta corriente. 
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286 — Reivindicación es la acción de reclamar 
como propia la cosa que está en poder de otro. 

Es una acción que nace del dominio que cada 
uno tiene en sus cosas particulares, dice el artículo 
1758 del código civil, por la cual el propietario 
de una cosa, que ha perdido su posesión, la re- 
clama de aquel que la tiene. 
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Estas definiciones precisan con toda exactitud la 
causa y el propósito de la reivindicación. 

La causa es el dominio, la propiedad de la 
cosa que está en poder de un tercero; el propó- 
sito, recuperar la posesión por parte de su dueño. 

287 — El código en el título que estudiamos, 
sólo se ocupa de tres especies de reivindicación: 
de la reivindicación del vendedor en la quiebra 
del comprador; de la reivindicación del comitente 
en la quiebra del comisionista, y de la reivindi- 
cación de las letras ú otros papeles de comercio 
remitidos al fallido para su cobro, sin trasmitirle 
su propiedad. 

Habría error, sin embargo, en creer que estas 
disposiciones son restrictivas, y que, fuera de los 
casos enunciados, la reivindicación no puede tener 
lugar en los juicios de quiebra. 

Esta limitación no ha podido consignarse en la 
ley, porque se habría puesto en pugna con los prin- 
cipios fundamentales que rigen la materia. 

Los bienes que el deudor tiene sin título legí- 
timo ó con un título precario, pueden ser recla- 
mados de la masa. Este ejercicio de la acción 
reivindicatoría, no se funda solamente en una 
simple inducción, en una consideración de filosofía 
jurídica, sino que se encuentra expresamente esta- 
blecido en varias disposiciones del mismo código. 
En efecto, el art. 1496 divide á los acreedores 
del fallido en cinco categorías, constituyendo la pri- 
mera los acreedores de dominio; y el art. 1497 coló- 
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ca en esta agrupación á los dueños ó propietarios 
de bienes que el fallido tenga á título de depósito^ 
prenda, administración, arrendamiento^ comodato, 
comisión de compra, venta, tránsito, entrega, ó cual- 
quiera de los títulos que no transfieren el dominio. 

En este mismo carácter legal se encuentran com- 
prendidos, como lo hemos visto anteriormente, el 
hijo de familia por los bienes de su propiedad 
existentes en especie; el heredero ó legatario por 
los bienes de la herencia ó legado; el menor ó 
incapaz por los bienes de la tutela ó cúratela, y 
la mujer casada por los bienes aportados al ma- 
trimonio y por los adquiridos durante éste á título 
de herencia, donación ó legado, ya sea que exis- 
tan en la misma forma ó se hubieran subrogado 
ó invertido en otros. Estas personas pueden exigir 
en los casos de quiebra la devolución de lo que 
les pertenece, y que la masa no podría retener á 
título legítimo. 

La acción reivindicatoría en los casos expresa- 
dos, es la consecuencia directa é inmediata de la 
naturaleza del derecho de que emana, y del hecho 
de existir la cosa que le sirve de objeto en poder 
del fallido en virtud de una posesión ó tenen- 
cia absolutamente precarias. 

Es por esto, que para que la acción de que nos 
ocupamos pueda hacerse efectiva, es indispensable 
acreditar en legal forma los dos extremos que la 
fundan: l^', el dominio; 2% la existencia de la 
cosa reclamada entre los bienes del concurso. 



Hecha esta breve observacií 
confusión de ideas sobre el 
trinas del código relativas á 
catoria, entraremos á estndiar 
posiciones que comprende estt 



288— En primer término apai 
del vendedor en la quiebra dt 

Ante todo, es necesario dt 
mentó jurídico de esta reivint 

Desde luego se nota, que ii 
minio, y que existe á su resj: 
desviación de las bases sobi 
reivindicación en general. 

E! vendedor que entrégala c 
prende de sn propiedad. La t 
á favor del comprador, iinpor 
haya ó nó satisfecho el prec 
tiene dereclio á exigir la de' 
vendida, sino simplemente á 
deuda. 

I Qué razón, pues, existe parE 
la acción reivindicatoria en 
prador? 

Bravard- Veyriéres y otros 
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guidos, encuentran ese fundamento en la acción 
resolutoria, que se subentiende en todo contrato 
sinalagmático, para el caso en que una de las 
partes deje de cumplir las obligaciones que él le 
impone. 

Esta opinión, sin embargo, es inaceptable. La 
acción resolutoria no es la causa de la reivin- 
dicación que compete «,1 vendedor: 1% porque la 
acción reivindicatoría es real, y la acción que nace 
de la condición resolutoria es personal; 2% porque 
la posición de los acreedores queda perfectamente 
definida y caracterizada desde el día en que se 
expide el auto declarativo de la quiebra. No hay 
otras desigualdades que las que provienen de los 
privilegios, y éstos corresponden á la naturaleza 
especial de cada crédito. Este es un principio ge- 
neralmente aceptado en la materia y consignado 
expresamente en nuestra legislación. El art. 216 
del código al establecer que la condición resolutoria 
es implícita en todo contrato sinalagmático, dis- 
pone, expresamente, que esa condición no puede 
tener lugar en los casos de quiebra-^ disposición que 
repite el art. 1503. 

Otros autores sostienen que la reivindicación 
del vendedor es simplemente el derecho de reten- 
ción; pero esta opinión es también completamente 
errónea. La retención y la reivindicación constitu- 
yen derechos esencialmente distintos. La primera 
tiene por objeto conservar la cosa que se posee; la 
segunda, por el contrario, se dirige á obtener la 
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devolución de las que se en 
un tercero. 

jCuáL es, pues, el verdadi 
acción rei vindicatoria del vei 

Es necesario buscarlo en 
consideración de otro orden 

Esta fuente no es otra que 
que no permite á nadie enri 
ó detrimento de otro; la equí 
recer la condición del compt 
bienes en una época en qui 
vicción de que no puede sat 
equidad que no ampara at i 
engañado. El comprador ([w 
las cosas en un tiempo en qi 
en condiciones hábiles de re 
merciales, procede indudabl 
sobre la mala fe no puede 
tencia de un contrato. Esta 
servido de base á nuestros 
conocer en el vendedor la j 
Lo demuestra acabadamentf 
consigna el art. 1503 del cói 

Ella, en efecto, no reconot 
derecho de reivindicar la co 
comprador toma posesión dt 
tancias en que todavía cum; 
en que solventa sus deud 
sólo le es acordada cuandc 
posesión después del día sefi 
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de la quiebra^ esto es, después del día de la efec- 
tiva cesación de pagos. 

Esta es la doctrina de nuestro código, estableci- 
da en términos tan precisos como razonable y correc- 
ta es la base sobre que descansa, y que, sin embargo, 
unas veces ha dado lugar á interpretaciones diversas, 
y otras á críticas absolutamente infundadas. 

El caso sobre que legisla aparece de bulto, si po- 
demos decirlo así, en el ejemplo que vamos á pre- 
sentar, nó en el carácter de simple hipótesis, sino 
en el de un hecho positivo y real de los muchos 
que .ofrecen los anales de nuestros tribunales, 

ün comerciante compra una importante partida 
de lana, obligándose á satisfacer su importe el día 
sábado de la misma semana en que realizó el ne- 
gocio. Acto continuo obtiene la tradición de los 
efectos, y uno ó dos días después sobreviene la 
declaración de su estado de quiebra. Los ante- 
cedentes del juicio demuestran de una manera 
inequívoca, que la cesación de pagos había tenido 
lugar desde algún tiempo atrás — y así lo esta- 
blece el tribunal fijando la época efectiva de esa 
cesación. 

¿Procedía la acción reivindicatoría en tal caso? 
La afirmativa no era dudosa en presencia del testo 
expreso de la ley, porque el comprador entró en 
posesión de la cosa comprada, después del día seña- 
lado para la apertura de la quiebra. 

¿Debía proceder esa acción? En el rigorismo es- 
tricto de los preceptos del derecho general la nega- 
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tiva se impone: el vendedor hab 
propiedad délas cosas enajenadas, < 
hecho tradición de ellas en favor del 
de acuerdo con los principios de I 
la justicia, como lo hemos visto a 
reivindicación debia ser acordada, 
efecto. 

El comerciante que compra con I 
que no va á pagar el precio de k 
que sorprende la buena fe del vendei 
solvencia, y quizás una situación 
próspera, ¿cómo y por qué iinprimi 
positivamente dolosos, el sello i 
contratos lícitamente consumados? 
en el fondo de ese hecho, algo que 
mientos salientes de la defraudacio 
¿No hay una calidadsimulada. desde 
como en la plenitud de su solvencia 
el que ha dejado de llenar sus comp 
tentes? ¿No se hace víctima al vene 
cho doloso cuyo propósito directo 
activo de la quiebra para eludir ó an 
ponsabilidades en que el deudor se € 
cado, por presentar un pasivo con 
activo diminuto ó tal vez irrisorio? 

No: la disposición de nuestro de 
porque es justa y moral — y porque 
las palabras de dos eminentes jur 
como el Pretor rescindía la tradi 
fraude creditorum, así también del 
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efecto de la tradición recibida in fraudem vendito- 
ris (^). 

289 — La acción reivindicatoría para ser ejercitada 
exige la concurrencia de varias condiciones. 

En primer lugar, es necesario que el precio no 
haya sido pagado. 

Esta condición se explica por sí misma. ¿Qué ra- 
zón de justicia ó de equidad podría invocar el vende- 
dor para pretender la devolución de la cosa vendida 
cuando el comprador le hubiera pagado su precio? 

La entrega de letras de cambio, billetes al 
portador ú otros papeles de comercio, no importa 
un verdadero pago, á menos que el vendedor haya 
dado recibo simple ó anotado ese pago sin referirse 
á los billetes ó letras. Esta doctrina ha sido esta- 
blecida de una manera explícita en el artículo 1508. 
El código civil la ha sancionado igualmente, pero 
con mayor amplitud, desde que no hace distinción 
alguna sobre la forma del otorgamiento del recibo. 
La persona que acepta de su deudor billetes suscri- 
tos en pago de la deuda, no hace novación de la 
obligación, dice el artículo 813, si la causa de la deu- 
da fuese la misma, en una ú otra obligación. Y la 
razón de este precepto la da el mismo codificador en 
una de sus notas: «El que recibe billetes ó letras, 
diciéndose en ellas que se reciben en pago de la deu- 
da, no causa novación, dice, porque el recibo en esos 
papeles de crédito es hipotético, si ellos fueren pa- 



cí) Dbllamarre t Lepoitvxn, Dnii Oomnureial, tomo 60, núm. 188. 
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gados. La aceptación de los billetes de que habla el 
artículo, regularmente se hace como un medio para 
facilitar el pago.» 

El pago parcial no impide la reivindicación (^). 
En este caso milita la misma razón que existe 
para acordarla cuando el pago no ha sido satis- 
fecho en su totalidad. 

290 — Otra condición necesaria para el ejercicio de 
la reivindicación del vendedor, es que las cosas se 
encuentren exactamente idénticas en poder del con- 
curso. Si ellas se han confundido con otras, la rei- 
vindicación no puedo tener lugar (^). Esta condición 
no necesita explicarse. La acción reivindicatoría sólo 
recae sobre las cosas conocidas, distintas; sobre 
aquellas que pueden determinarse de una manera 
cierta y precisa. 

Pero puede suceder que la cosa comprada no esté 
confundida con otras, sino que haya perdido su con- 
dición primitiva, que haya sido trasformada en una 
especie diversa; tal sucedería en el caso en que una 
persona hubiera vendido al fallido trigo que éste 
hubiera transformado en harina. En este caso, 
ú otros semejantes, tampoco podría ejercitarse la 
reivindicación. 

291 — La tercera condición es que el fallido haya 
adquirido la posesión efectiva de la cosa después del 
día señalado para la apertura de la quiebra. Nos 



(1) Código de Comercio, art. 1505. 
2) Art. 15 J4. 
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hemos ocupado de este requisito examinándolo bajo 
cierto punto de vista: diremos dos palabras ahora 
bajo el de otras de las faces que presenta. ¿Cómo 
debe entenderse la posesión efectiva de que hace re- 
ferencia la ley? Desde luego fácil es comprender, que 
ha tenido en cuenta la tradición real, material, de la 
cosa vendida; la que consiste en la entrega de esa 
cosa por parte del enajenante y en el recibo de la 
misma por parte del adquirente en sus almacenes, 
depósitos ú otros lugares análogos. 

Para que la reivindicación tenga lugar en estos 
casos, es necesario, como lo dejamos expuesto, que 
el hecho haya tenido lugar en ese período inter- 
medio entre la capacidad absoluta del que marcha 
sin tropiezos por el camino de los negocios, ha- 
ciendo frente á todas sus obligaciones, y aquel en 
que el auto declarativo de la quiebra viene á herirlo 
con una incapacidad absoluta en el orden de las 
transacciones mercantiles. 

292 — Pero, la tradición en la legislación comer- 
cial puede ser real ó simbólica. La primera se opera 
en la forma que dejamos indicada, esto es, por la 
entrega material de la cosa vendida: la segunda, por 
la ejecución de algún acto que coloca al comprador 
en condiciones de tomarla ó de disponer de ella 
libremente. La entrega de las llaves del almacén, 
tienda ó caja en que se hallare la mercancía ú 
objeto vendido; el hecho de poner el comprador su 
marca en los efectos comprados, en presencia del 
vendedor ó con su consentimiento; la entrega ó re- 
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cibo de la factura sin oposición inmediata del com- 
prador; la cláusula joor cuenta^ puesta en el conoci- 
miento ó carta de porte, no siendo reclamada por el 
comprador dentro de 24 horas ó por el segundo correo ; 
la declaración ó asiento en el libro ó despacho de 
las oficinas públicas á favor del comprador, de 
acuerdo ambas partes — tales son los hechos ó cir- 
cunstancias, que propia ó impropiamente, ha con- 
siderado nuestro código como tradición simbólica ( ^ ). 

Cuando ocurre esta forma de tradición ¿la reivin- 
dicación puede operarse? En caso afirmativo ¿ella 
estará subordinada al hecho de que se haya pro- 
ducido la tradición virtual durante el período de la 
cesación de pagos? 

Desde luego se comprende que si la ley ha acor- 
dado al vendedor la acción reivindicatoría en el caso 
de haber intervenido la tradición real de los efectos 
enajenados, con mayor razón debía acordarla cuando 
esa tradición no ha tenido lugar sino solo por algu- 
no de los actos constitutivos de la tradición sim- 
bólica. 

Esto es á todas luces perceptible. 

El segundo punto sería el que podría dar lugar 
á dificultades ó dudas, si los términos del artículo 
1503 en su segunda parte, no fueran, como cierta- 
mente lo son, perfectamente explícitos. La dispo- 
sición á que nos referimos establece, en efecto, que 
el vendedor tendrá el derecho de reivindicar los 



( 1 ) Art. 463. 
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efectos vendidos, cuando el comprador quiebra an- 
tes de haber pagado el precio, con tal que antes del 
día señalado para la apertura de la quiebra, no se 
hubiera adquirido por el fallido ó su comisionado 
la posesión efectiva de la cosa vendida, aunque 
hubieran mediado una ó más de las circunstancias 
que^ según el artículo 46 3 , importan tradición sim- 
bólica. 

Este último período del artículo, que dejamos 
textualmente transcripto, resuelve con toda claridad 
la cuestión indicada, desde que de ella resulta que el 
vendedor puede reivindicar, siempre que se hubiera 
puesto al comprador en posesión de los efectos que 
han servido de objeto al contrato, después del día de 
la apertura de la quiebra, sin que obste á esa reivin- 
dicación el hecho de que se hubiera realizado alguna 
ó algunas de las circunstancias que caracterizan la 
tradición meramente virtual. Precisemos todavía 
con más puntualidad la idea que venimos desarro- 
llando: la tradición de que hacemos referencia, cual- 
quiera que sea el momento en que se realice, antes 
ó después del día fijado como el de la efectiva cesación 
de pagos del comerciante deudor, no impide el ejer- 
cicio de la reivindicación de parte del vendedor que 
no ha recibido el precio de la cosa vendida. 

Esta interpretación que, como acabamos de in- 
dicarlo, se funda en el texto mismo de la ley, ha 
sido adoptada por el Dr. Moreno en su importante 
tratado sobre las quiebras. «La segunda condición, 
dice, ocupándose de esta materia, es que el fallido 
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Ó SU comisionado para la venta, no haya adqui- 
rido la posesión efectiva de la cosa vendida, antes 
del día señalado para la apertura de la quiebra. 
Esta posesión efectiva, no puede tener lugar, sino 
por el hecho material de la entrega ó la tradición real 
de la cosa, desde que no impiden la reivindicación 
ninguna de las circunstancias que importan tradición 
simbólica. Sin embargo, que el sentido jurídico de la 
palabra es claro y preciso, desde luego se deja perci- 
bir, que en su aplicación á los hechos, será con fre- 
cuencia muy difícil determinar, si ha habido posesión 
efectiva, tradición real de las cosas vendidas. La perr 
manencia de los efectos vendido? en los mismos 
almacenes del vendedor á título de depósito, la remi- 
sión por cuenta del comprador de las mercaderías, 
la entrega de las llaves del depósito que contiene 
los efectos, ¿podrán considerarse como posesión 
efectiva que excluya la reinvidicación? En la im- 
posibilidad de sentar una regla que comprenda to- 
dos los casos y^ resuelva las cuestiones á que den 
motivo las circunstancias especiales, preciso es re- 
currir al espíritu de la ley, para determinarlas. — 
La reivindicación concedida al vendedor, no se funda 
en la propiedad ; más que derecho, es un privilegio 
protector de las ventas á crédito ó cuyo precio no 
ha sido pagado; su límite no está, pues, en la tra- 
dición que trasmite la propiedad. — Cuando el mismo 
comprador ó su comisionado se ha apoderado de 
los efectos, cuando ellos se encuentran entre sus 
bienes, de tal modo que los terceros no han podido 
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menos de creer que les pertenecían exclusivamente, 
el privilegio del vendedor cede á las necesidades 
y conveniencias del comercio, así como al rigor de 
los principios. La posesión efectiva que impide la 
reivindicación, debe pues entenderse aquella por 
medio de la cual el comprador se apodera mate- 
rialmente de las cosas sobre que versa, sujeta sin 
embargo, á los usos del comercio y á la naturaleza 
de las cosas mismas ('). » 

293 — Es también una condición necesaria para 
el ejercicio de la reivindicación del vendedor, que el 
fallido no haya transferido á un tercero de buena 
fe la propiedad de la cosa comprada; transferen- 
cia que puede tener lugar, cuando se haya operado 
á favor del fallido la tradición simbólica, que se 
realiza por la entrega del conocimiento, factura, 
carta de porte, etc. En este caso el comprador puede 
impedirel ejercicio de la acción reivindicatoría (*). 

La razón que se ha tenido presente para estable- 
cer esta limitación en el ejercicio de las acciones del 
vendedor primitivo, ha sido la de respetar la buena 
fe de los terceros y dar subsistencia á' las opera- 
ciones lícitas de comercio. 

Pero en este mismo caso, la ley no ha querido 
perjudicar los derechos del vendedor y le ha acor- 
dado acción para exigir de parte del segundo com- 
prador, el precio que hubiere dejado de pagar (^). 



(1 ) Obras del Dr. Moreno, tomo 2<», pág. 99. 
( 2 ) Art. 1509 
(3) Ibidem. 
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294 — La acción reivindicatoría se confiere al ven- 
dedor con ciertas cargas. Si la masa fallida ha 
hecho gastos para la conservación de la cosa; si 
ha tenido que pagar derechos fiscales por ellas; 
si ha satisfecho comisiones, averías gruesas, etc., 
no sería justo que esos gastos pesaran sobre el con- 
curso. El legislador ha creído, como dice Laurin, 
que el derecho de reivindicación constituye respecto 
del vendedor un beneficio demasiado precioso para 
declararlo obligado á pagar, sin gran injusticia, los 
gastos hechos con motivo de la mercadería reivindi- 
cada. Por lo demás, no aprovechando la masa estas 
mercaderías, sería singularmente impropio, más que 
impropio, inicuo, que el vendedor no soportase los 
gastos (*). Es por esto que la ley impone al ven- 
dedor, que quiere la devolución de la cosa que en- 
tregó al comprador, el deber de satisfacer tales 
gastos C). 

295 — El hecho de haberse dado en prenda la 
cosa comprada, no obsta por otra parte al ejerci- 
cio de la reivindicación; pero será de cuenta del 
reivindicante el reembolso al acreedor prendario de 
la cantidad prestada, los intereses estipulados y 
los gastos. Esta obligación, sin embargo, sólo tiene 
lugar cuando el tercero ha procedido de buena fe ( ^). 

296 — La reivindicación del vendedor puede en to- 



( 1 ) Qmra de Droit Commercial, pág. 744. 
(2 ) Art. 1507. 
<3) Art. 1512. 
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dos los casos quedar sin efecto, siempre que los sín- 
dicos ejerciten la facultad que les acuerda la ley 
para retirar los efectos sobre que versa la recla- 
mación, pagando al vendedor el precio que había 
estipulado con el fallido (^). 

297 — Esnecesario, en fin, tener presente que el 
derecho acordado al vendedor de reivindicar la cosa 
vendida, no obsta al ejercicio del privilegio que hemos 
visto le compete, sobre el precio de los efectos 
mientras existen en su poder, aunque sea á título 
de depósito; y que puede optar entre uno y otro 
derecho, ,ségún le convenga, sin que el ejercicio del 
uno le haga perder en su caso el ejercicio del otro (^). 



III 



298 — Nos hemos ocupado de la reivindicación 
del vendedor en la quiebra del comprador. ¿Podrá 
presentarse el caso contrario? ¿el comprador alguna 
vez se encontrará en la condición legal de ejercitar 
ese mismo derecho? 

El código nada dice á este respecto. No ha con- 
signado disposición alguna que directa ó indi- 
rectamente comprenda este caso en sus preceptos, 
y sin embargo, debió hacerlo, teniendo en cuenta 



( 1 ) Art. 1513. 

(2) Moreno, Obras jurídicas , tomo 2o, pág. 107. 
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las doctrinas que él mismo ha consignado en otro 
lugar. 

299 — La reivindicación del comprador, á dife- 
rencia de la del vendedor, que nace como hemos 
visto anteriormente de una razón de equidad, de 
un favor legal, se funda en el dominio. 

Es cierto que el contrato de compraventa no opera 
por sí mismo la trasmisión del dominio, sino me- 
diante la tradición ; pero también lo es, que la tra- 
dición puede ser real ó simbólica. Y el código que 
ha determinado prolijamente las circunstancias 6 
actos que constituyen esta última especie de tradi- 
ción, y que ha legislado sobre las relaciones de dere- 
cho que crea entre vendedor y comprador, no ha 
podido en manera alguna guardar silencio, como lo 
ha hecho, sobre los derechos de este último en los- 
casos de reivindicación. 

300 — Pero, este silencio, sin embargo, no puede 
considerarse como denegatorio de esos derechos. Es 
necesario concordar las diversas disposiciones del 
código para aplicarlas convenientemente; y de esa 
concordancia aparece, que en su espíritu, en sus 
propósitos, ha entrado evidentemente la idea de colo- 
car al comprador entre aquellos que en el juicio de 
quiebra tienen derecho á reivindicar las cosas que 
les pertenecen. 

En efecto, el artículo 1497 comprende entre los 
acreedores de dominio á los dueños de bienes que 
el fallido tuviese á título de depósito, prenda, etc- 
Es consecuencia de esta disposición, que la per- 
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sona que sQ^ encuentra colocada en alguna de es* 
tas circunstanciaSf puede reclaiuar del concurso en 
cualquier tiempo, los bienes de que es propietaria. 
El artículo 465 prescribe á su vez, que desde que 
el vendedor pone la cosa á disposición del compra- 
dor y éste s^ da por satisfecho de su calidad, existe 
la obligación de pagar el precio al contado ó en el 
término estipulado y el vendedor se constituye de- 
positario de la cosa vendida. Cuando ocurre, pues, 
la circunstancia expuesta, se cambia por completo 
la posición de los contratantes: el comprador se 
hace dueño del objeto, mediante el pago; el ven- 
dedor es un simple depositario de la cosa vendida. 
Como dueño, como depositante, tiene el comprador 
derecho á exigir la entrega de la cosa, que la masa 
fallida, colocada en la misma situación jurídica del 
vendedor, retiene sólo en virtud de un título pre- 
cario. 



IV 



301 — Los efectos recibidos en comisión, que se 
encuentran en poder del comisionista fallido ó de 
un tercero que los posee ó guarda á su nombre, 
pueden ser reivindicados por el comitente, de acuer- 
do con lo establecido en el artículo 1514 del có- 
digo. 

La reivindicación del comitente se funda en el 
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dominio. El comisiouista po 
bidos á consignación, á noml 
comitente. No habría, pues, rs 
el comisionista ó su concurso, 
gar bienes que pertenecen á c 

302 — Pero para que el con 
tar su acción, es índispensabl 
circunstancias : 

. En primer lugar, tiene que i 
desde que la acción que ejei 
propiedad de los efectos que i 
ficación puede hacerse por t 
prueba admisibles en materia 

En segundo lugar, es neces 
no estén confundidos con oti 
justifique su identidad. 

El comitente, de la misma 
dedor, sólo puede hacer uso c 
do sobre s¡ el pago de los ga 
los síndicos hayan liecho con 
del objeto que se trata de r 
tente se obliga á pagar esos 
se han hecho por razón de la 
y lo responsabilizan en su ( 
tario ( ' ). 

303 — Pero la reivindicacií 
se limita á los efectos que se 
de la masa. Ella tiene lugar 
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precio de esos efectos. El artículo 1514 que her 
mos citado, lo establece expresamente. 

Haremos notar, sin embargo, que la frase rei- 
vindicar el precio^ como observan Namur y otros 
tratadistas, es evidentemente incorrecta, desde que 
no se reivindica sino las cosas respecto de las 
cuales existe el derecho de propiedad (^). 

En rigor, sólo hay una acción personal para 
exigir del adquirente el pago de ese precio. En el 
tecnicismo del derecho se le da el nombre, no 
obstante, de reivindicación^ que el uso ha sancio- 
nado, atribuyéndole en cierta manera un significa- 
do convencional. 

304 — Cuando el precio ha sido pagado, la rei- 
vindicación no puede tener lugar, porque ese pre- 
cio está confundido en ejK activo de la masa; cuan- 
do no lo ha sido, la Quiebra nada podría oponer 
al ejercicio de esta acción, desde que el fallido, 
como comisidnista, en sus relaciones con el comi- 
tente, se encuentra en la misma posición legal en 
que se halla colocado el mandatario ordinario res- 
pecto del mandante. 

Con relación al comprador, tampoco habría causa 
alguna legal, que pudiera acordarle el derecho de 
oponerse á esta reivindicación, porque él es deu- 
dor del precio, y del mismo modo que tendría que 
pagarlo al fallido, puede y debe hacerlo á su man- 
dante ó comitente. Pero si el comprador tuviere 



( 1 ) Namur, Cod6 dé Ccmmeru Btlgt rMsé, pág. 437. 
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excepciones legales que oponer, por ejemplo, la 
compensación, el comitente no podría exigirle el 
pago del precio, desde que es sabido que el con- 
trato de comisión no crea relaciones directas entre 
éste y los terceros: esas relaciones existen sólo 
entre el comisionista y el otro contratante. El 
comprador que, al mismo tiempo que es deudor 
del precio, es acreedor del fallido, puede oponer la 
compensación como acabamos de decirlo, sin que el 
comitente tenga derecho alguno para rechazarla ('). 
305 — Pero debe tenerse presente, que la cir- 
cunstancia de existir cuenta corriente entre el 
tercero y el comisionista y de haber hecho ingre- 
sar aquél en las partidas de esa cuenta el precio 
de venta de las mercaderías compradas, no obsta- 
ría al ejercicio de la reivindicación del comitente, 
porque la ley ha establecido como la única excep- 
ción admisible en tales casos, el hecho de hallarse 
compensado ese precio en cuenta corriente entre el 
fallido y comprador en los momentos de la decla- 
ración de quiebra. No basta, pues, la inscripción 
en la cuenta de la partida respectiva: es necesario 
.que á la época de que hacemos referencia, la po- 
sición de comisionista y comprador en sus relacio- 
nes comerciales recíprocas, se encuentre equilibrada, 
es decir, que el tercero no sea deudor del ena- 
jenante. 



( 1 ) Bravard-Vetrikres, Droit Ccmvmtrcial, tomo 5«, pág. 618.— Vioa&i, JDíníte. 
Commu/nialtt tomo 8», núm. 4780. 
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Esta es la doctrina generalmente enseñada por 
los tratadistas. « La anotación en cuenta corrien- 
te, dice Dalloz, en el espíritu de la ley debe tener 
los. caracteres y los efectos de un pago. Es lo 
que sucede cuando en consecuencia de operaciones 
recíprocas, el débito de una de las partes está 
compensado por el crédito de la otra, y que en el 
momento de la quiebra, el precio de las mercade- 
rías vendidas por cuenta de un tercero, se encuen- 
tre compensado en el interés del comprador con 
una suma ó valor que el comisionista le debiera; 
pero no creemos que la simple inserción en una 
cuenta corriente opere el traspaso en cuenta y 
pueda equivaler al pago. La ley nueva, agrega el 
mismo autor, que exige para que se admita que 
haya habido pago, que el precio haya sido com- 
pensado en cuenta corriente^ no permite ya duda 
alguna sobre el mérito de esta interpretación: es 
preciso, pues, que el vendedor por cuenta fuese 
deudor en el momento de la venta y que haya 
dejado de serlo mediante el traspaso á su crédito 
del precio proveniente de la misma. Habría ha- 
bido en este caso, verdadero pago, y cualesquiera 
qiie fuesen más tarde las operaciones realizadas; 
cualquiera que fuese el resultado y aun cuando 
el comprador llegase á ser deudor, la reivindicación 
no sería posible: no habría identidad en las sumas 
reclamadas y esta condición es indispensable ('). 



(1) Dalloz, Rápertoiro.—FaiUüu, núm. 1224 y 1225. 
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306 — Es necesario tener presente asina 
la circunstanciii de haber cobrado el con 
comisión de garantía, no obsta á la reivi 
del confitente del precio de las mercade 
didas y no pagadas por el adquirtínte. La 
de garantía no cambia el carácter de las i 
jurídicas del contrato de comisión. EIIü 
sólo aumentar las responsabilidades del 
nísta respecto del comitente, pero sin qu 
vertido en comprador de los efectos 
servido de materia a) contrato. 

Es hoy doctrina casi uniformemente 
que la obligación que toma sobre si el 
nista que cobra comisión de garantía d( 
por su parte la obligación en que se hay 
tuido el tercero, reviste la naturaleza de un veraa- 
dero seguro en el cual concurren todos y cada uno 
de los elementos de este liltimo contrato: cosa 
asegurada — el crédito á favor del comitente: ries- 
gos — la insolvencia del deudor; el precio de esos 
riesgos ó la prima del seguro — la comisión del 
credere. 

Es por esto que el art. 1514 dispone, que el 
hecho de percibir comisión de garantía el comisio- 
nista no perjudica los derechos del comitente para 
reclamar la entrega del precio de parte del com- 
prador, cuando este precio no ha sido satisfecho 
con anterioridad á la declaración de quiebra. 

307 — Es esta la oportunidad de examinar otro 
punto de trascendental importancia en la materia 
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que estudiamos. El código, como lo hemos visto, 
exige xorao condición esencial para acordar al 
comitente la reivindicación del precio, que éste no 
haya sido pagiído. ¿Procederá, sin embargo, esa 
acción en el caso de que el comprador hubiera 
entregado al comisionista letras de cambio, pagarés 
á la orden ú otros papeles de comercio? 

308 — La doctrina está dividida, profesando opi- 
niones diversas los tratadistas más distinguidos 
de derecho comercial. 

Piensan unos, que en el caso indicado la reivin- 
dicación no es posible, porque la entrega de esos 
valores está asimilada al pago en sus efectos, y 
excluye por consiguiente toda posibilidad de rei- 
vindicar los papeles entregados al fallido en 
virtud de ese título; pero que si las letras y de- 
más documentos mencionados fuesen suscritos á 
nombre y á la orden del comitente, éste podrá 
hacerse entregar los que se encontraran en manos 
del fallido en el momento de la quiebra C). 

Piensan otros que, el pago hecho en tales con- 
diciones no tiene la importancia ni puede produ- 
cir los efectos jurídicos de un pago verdadero, 
pues en este caso la deuda existe siempre, y pro- 
piamente no puede decirse que ella haya sido 
extinguida. Exceptúan, sin embargo, el caso en 
que el comprador endose en beneficio de su ven- 



(1) Bédarride, FniUite» et BanquennUea, tomo 3o, núm. 1131 y 1132.— 
Dalloz. Rápertoire, FaiHiies» nútn. 1217.— Rousseau etDefert, Code anno(¿<UFaú 
UiUs et BanqutrouUs, pág. 4-18. 
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dedor un billete á la orden que tuviere en su 
cartera, juzgando que hay diferencia con la sus- 
cripción directa de la misma especie de documen- 
tos hecha por el tercero á favor del comisionista 
que realizó la venta (*). 

Otros sostienen que de acuerdo con los princi- 
pios que rigen la acción reivindicatoría del comi- 
tente, éste está autorizado para reclamar de la 
masa los billetes que el comprador de las merca- 
derías hubiera dado en pago al comisionista fallido 
y que se encontraran sea en cartera, sea en las 
manos de terceros portadores no propietarios; 
siempre que, por otra parte, pueda justificarse que 
han sido entregados como precio de las mercade- 
rías pertenecientes al reivindicante, fundando esta 
opinión en el hecho mismo de la existencia de 
esos billetes en poder del concurso, lo que demues- 
tra que el precio se debe todavía (*). 

Una cuarta opinión distingue el caso, en que el 
recibo del precio suscrito por el comisionista no 
haga referencia alguna á los documentos de crédi- 
to que le fueren entregados por el comprador; y 
aquel en que esa referencia se consigna expresa- 
mente, atribuyendo al primer caso los efectos de 
un verdadero pago y desconociéndolo en el últi- 
mo C^). 



( 1 ) Demanqeat, DrwX Comm&rdaX, de Bravard-Veyrierea, tomo 5«, nota !«, 
pág. 518. 

(2) Pardbssus, DroU oommeroial, tomo S», pág. 617, nüm. 1980. 

(3) Moreno, obras juridicaa, tomo 2o, pág. 119. 
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309 — Nos inclinamos á la doctrina enseñada 
por Pardessus. La reivindicación de lo$ docu- 
mentos de crédito entregados al corniaionista en 
pago del precio de las mercaderías vendidas por 
cuenta del comitente, es perfectamente justa, cuan- 
do la identidad y la procedencia de esos docu- 
mentos, se hallen debidamente constatados por los 
medios de comprobación admisibles en el derecho 
comercial. 

No encontramos, en efecto, razón alguna jurídi- 
ca que obste al ejercicio de este derecho por parte 
del comitente. Él ha sido dueño de las mercade- 
rías vendidas y debe serlo del precio. Cuando 
éste ha sido percibido por el comisionista antes 
de la declaración de quiebra, la reivindicación no 
es posible, porque no existen en especie las cosas 
sobre las cuales podría ejercitarse esa reivindicación. 
El comisionista ha quedado convertido en un sim- 
ple deudor de cantidad y el comitente por el propio 
hecho en un acreedor quirografario : ninguno de los 
fundamentos que sirven de base á la reivindicación, 
existiría entonces. El comitente habría hecho una 
operación equivocada, confiando la gestión de sus 
negocios á persona de solvencia dudosa, ó á quien la 
desgracia condujo á la situación á que ha llegado; 
Pero, cuando el precio no ha sido pagado en moneda; 
cuando se ha entregado como medio representativo 
de ese precio documentos de crédito; cuando esos 
documentos se encuentran en la cartera del quebra- 
do; cuando puede presentarse pruebas amplias y 
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cumplidas sobre la procedencia de esos docuraentos 
y la razón de su existencia en poder del deudor; 
cuando no existe confusión con el dinero del fallido ; 
cuando éste no ha cambiado de carácter, puesto que 
la tenencia de las letras ú otros papeles de comer- 
cio, no lo constituye deudor directo ó personal, sino 
que conserva su rol de mandatario ó de agente de 
la venta realizada; cuando todo esto es un hecho 
positivo, indiscutible: ¿cómo y por qué el concurso 
podría apropiarse esos documentos y hacer entrar 
las sumas que representan en el activo de la quiebra? 
No: la legislación tiene por punto de partida la jus- 
ticia y por objetivo el mantenimiento del derecho; 
y es de cierto repugnante á la justicia y violatorio del 
derecho, privar al dueño de lo que es suyo, para dis- 
tribuirlo entre personas que les son completamente 
extrañas. 

Los eminentes jurisconsultos Delamarre y Le Poit- 
vin,en consonancia con estas mismas ideas, después 
de manifestar que, en su concepto, el texto de la ley 
francesa niega al comitente la reivindicación del 
precio cuando el pago se ha verificado en valores^ di- 
cen: «Sin embargo, su disposición parece contra- 
riar al derecho y la equidad, pues, por una parte, 
nadie puede mejorar su condición á expensas de otro; 
por la otra, los papeles de comercio no han sido jamás 
propiedad del comisionista ni del quebrado; sólo los 
ha recibido*para cobrarlos y rendir cuenta de ellos : 
sería, pues, equitativo que se restituyeran al comi- 
tente ó que, si el síndico ha percibido su producto, lo 
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vuelva á manos del comitente. Agregaremos que la 
ley misma lo decide así en un caso análogo ( art. 574 
código de comercio). No se puede decir que, en el 
sentido rigoroso de esta disposición, los valores 
hayan sido entregados al comisionista por el comi- 
tente con el mandato de hacer el cobro v tener el 
producto á su disposición. Sin embargo, como es 
por cuenta del comitente que el comisionista ha con- 
tratado con el comprador; que es para él que debe 
cobrar y que es á él á quien debe dar razón del pro- 
ducto de lo recibido, la analogía entre uno y otro 
caso no puede ser desconocida, y, desde que no se 
trata de materia privilegiada, sino de un principio 
de justicia, la analogía debería recibir su aplicación. 
Cuando los valores entregados no se encuentran en 
la quiebra ó que ellos no puedan reconocerse idén- 
ticos á los percibidos, no hay lugar á la reivindi- 
cación: esto es lo justo; pero si su origen y su 
identidad constan positivamente, no restituirlos es 
retener el bien de otros: non fiiraberis (^),)> 

Hemos considerado el caso en que el precio de 
venta hubiera sido pagado al comisionista, ya en mo- 
neda, ya por medio de letras ú otros documentos de 
crédito. Pero, puede suceder que el precio adeudado 
por el comprador en los momentos de la declaración 
de quiebra, haya sido cobrado por el síndico después 
de formado el concurso. ¿Podrá el comitente, en la 
hipótesis indicada, reclamar de la quiebra la entrega 



(1) Dklamarrb et Lepoitvin, Droit a/mmercial, tomo 3«>, pág. 292. 
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(le ese precio, ó ajustándonos á la terminología legal, 
tendrá el derecho de reivindicación? 

El art. 1514 del código establece la afirmativa. 
Habrá lugar á la reivindicación del precio, ha dicho, 
cuando ese precio no haya sido pagado antes de la 
quiebra. De modo que si se paga después de hecha 
la declaración de quiebra; si son los síndicos quie- 
nes lo cobran, puede tener lugar la reivindicación, 
porque ellos, en tal caso, debe considerarse que han 
ejercido un mandato tácito del comitente del fallido, 
quien tiene expedita su acción para exigir de la masa 
la devolución de una suma que sólo ha podido per- 
cibir y retener á título precario. 

310 — «Cuando el precio ha sido pagado, dice 
Bravard-Veyriéres, es indudable que la reivindica- 
ción no es posible. Sin embargo, cuando no ha sido 
pagado sino después del auto declarativo, él propia- 
mente no ha entrado en el activo de la quiebra, es 
la prenda especial del comitente, y los derechos de 
los acreedores quedan en la misma situación que 
tenían en el momento de dictarse el auto declara- 
tivo, es decir, del desapoderamiento : así, pues, este 
precio no ha podido ser recibido por los síndicos 
sino por cuenta de quien corresponde: ellos no son 
sino depositarios y deben restituirlo al comitente 
quien tiene derecho de reivindicarlo ('). » 

«Si en el momento en que mi comisionista cae en 
quiebra, Jacobo no ha pagado el precio de las merca- 



(1) Droit OomiMTcial, tomo 6», pág. 521. 
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derías que le fueron vendidas por este comisionista, 
dicen á su vez los Sres. Delamarre y Lepoitvin, propo- 
niendo un ejemplo para hacer más gráfica su demos- 
tración en el caso indicado, puedo oponerme á que sea 
puesto en manos del síndico y reclamarlo directa- 
mente. Sin embargo, hasta la oposición, Jacobo se 
libera válidamente pagando al representante de la 
masa. Si lo hace, ¿he perdido mi acción^y me he 
convertido en un simple acreedor? No, sin duda: 
porque el derecho de ejercerlo me pertenece en el 
momento de la quiebra y no he podido perderlo 
contra mi voluntad, por el solo hecho de que el 
comprador haya pagado ó la quiebra recibido el 
precio de mis mercaderías. Inútilmente se dirá que 
este precio se ha confundido con otros valores en 
la caja sindical. La acción para exigir el pago me 
es propia, exclusiva: ¿qué importa que haya sido 
ejercitada por mí misino ó por un gerente? Así, 
el síndico, recibiendo lo que no pertenece á la quie- 
bra, se constituye negotiorum gestor del verdadero 
acreedor » ( * ). 

Esta doctrina es profesada asimismo por otros 
tratadistas de verdadera notoriedad en el mundo 
científico (*). 



(1) ÜTfÁi cammerdal, tomo S», No 2U. 

(2) Pardessus, Droit eommereial, tomo 3», núro. 1280.— Dalloz, Répertoire" 
FatlUtés, núm. 1319.— Laroque-Satssinel, FaiüUts et Banquenutea, tomo 2», 
pág. 628.— Rousseau bt Dbfert, Coda annoté de faiüüu el banquerouUt, núm. 
445.— RuBBN DE CouDER, Dtctionnaire de Dtvit eommereiai^ tomo 6», verb. Reivindi- 
cation.— Laurin, Droü eommereialt núm. 1174.— Boistel, Droit commercial, pág. 
726, etc., etc. 
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311 — Eí código en el titulo especial que Y 
cade á esta materia, se ocupa sólo de tai-eiviiid 
del comitente que ha mandado efectos en coi 
ción, para obtener la entrega de esos mismos i 
Nada dice sobre la del que ha conferido un e 
para comprar mercaderías, remitiendo al efí 
fondos necesarios, cuando esas mercaderías e: 
poder de la masa fallida. Sin embargo, en uno y otro 
caso, la reivindicación puede tener lugar, porque 
existe siempre el fundamento sobre que este derecho 
descansa, esto es, el dominio. El comisionista ha 
obrado en virtud de un mandato: tiene en su poder 
efectos, que han sido pagados por el comitente; y en^ 
tonces, la masa qne lo representa como sucesor á ti 
tnlo universal, no podría oponer excepción alguna 
para rechazar ó detener el ejercicio de sus acciones 

313 — Por lo demás, el punto se encuentra expre- 
samente resuelto en otro lugar del mismo código. El 
artículo 1497 coloca en efecto entre los acreedores dt 
dominio, á los que tuviesen bienes en poder del fallí' 
do á título de depósito, prenda, adminislración, arreii 
damiento, comodato, comisión de compra, venta, etc 

El articulo 1515 determina asimismo las relaciones 
jurídicas que existen entre el vendedor de los efectos 
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y el comitente por cuya cuenta se hizo la compra, acor- 
dando al primero el derecho de hacer uso de la acción 
del fallido contra el último, hasta la sama concu- 
rrente de lo que se le adeude. 

Esta disposición importa una excepción al princi- 
pio establecido en el artículp 233, según el cual el 
contrato de comisión no crea relacioaes entre los 
terceros y el comitente, sino mediante la cesión de 
derechos que el comisionista hiciere á favor de cual- 
quiera de las partes. 

El artículo citado consigna, pues, un caso de subro- 
gación legal. Cuando el comisionista quiebra, el ter- 
cero que ha contratado con él se coloca en su lugar 
respecto del comitente. La cesión de acciones se ope- 
ra entonces por el ministerio de la ley. 

Antes de terminar este punto haremos presente, 
que si el tercero prefiriere dirigir su acción contra el 
comitente, no podrá después volver contra el concur- 
so, y si en éste hubiese sido reconocido como acree- 
dor, no podrá usar de acción alguna contra el com- 
prador (^). 



VI 



313 — Nos hemos ocupado de la reivindicación, 
del vendedor en la quiebra del comprador, y vice^ 



(1) Art. 1510. 
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versal de la reivindicación del comitente en los casos 
de remisión de mercaderías en consignación para 
íealizar su venta y de la que compete al mismo cuan- 
do ha enviado fondos al comisionista para hacer 
compras por su cuenta> encontrándose los efectos ad- 
quiridos en estas condiciones, entre los bienes que 
constituyen el activo de la quiebra. 

Nos ocuparemos brevemente ahora de otra especie 
de reivindicación, que si bien tiene muchos puntos 
de contacto y analogías marcadas con la que se acuer- 
da en los casos de comisión, la legislación y la doc- 
trina le han asignado un lugar especial, tal vez por 
la importancia que singularmente revisten en el orden 
de las transacciones comerciales, los objetos sobre 
que particularmente recae. Nos referimos á la rei- 
vindicación de las letras de cambio, pagarés y demás 
papeles de comercio. 

314— El artículo 1517 del código se ocupa especial- 
mente de esta clase de reivindicación, estableciendo 
que ella tiene lugar cuando en la masa fallida se en 
contraren letras de cambio ú otros papeles de comer- 
cio de plazo no vencido, ó vencido y no pagados 
todavía, y respecto de los cuales el fallido no tuviese 
otro carácter que el de mandatario para la cobranza ó 
para verificar pagos determinados con su importe; 
dichas letras y papeles podrán ser reivindicados, aún 
en el caso de que un tercero los posea á nombre del 
fallido, salvo sin embargo el derecho del concurso á 
exigir fianzas por las responsabilidades que pudieran 
resultar contra el fallido. 
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315 —De esta disposición, como se ve, resulta 
que son condiciones esenciales para que la reivin- 
dicación tenga lugar: 

1^ Que las letras ú otros papeles análogos hayan 
sido remitidos sin transferir el dominio al fallido, 
sino simplemente en virtud de un mandato ó en- 
cargo para el cobro de su importe ó para dar á 
los fondos percibidos el destino señalado; 

2^ Que se encuentren idénticamente los mismos 
en la masa fallida. 

3.16 — No es necesario detenerse á demostrar que 
cuando se hubiera transferido el dominio de los 
papeles mencionados á favor del deudor, la reivin- 
dicación no será posible. Para que ella sea proce- 
dente es indispensable que la persona que pretenda 
ejercitar esta acción tenga la plena propiedad de 
la cosa respecto á la cual la misma acción se 
ejercita. El que transfiere la propiedad de una letra 
á otro, sin limitación ni restricción alguna, no 
podrá más tarde pretender su devolución, por el 
hecho de no haber recibido su importe de la per- 
sona á quien le fué entregada. Es, pues, absoluta- 
mente indispensable que intervenga una comisión 
ó mandato para que existan términos hábiles, que 
permitan al propietario ejercitar las acciones que 
competen á todo aquel que tiene en poder del con- 
cursado bienes que le han sido entregados por un 
título meramente precario. 

317 — Pero, es posible que la remisión de los 
papeles de comercio haya sido hecha en virtud de 



n 
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un endoso perfecto, de un endoso regular en el 
cual se hayan llenado todas y cada una de las 
condiciones legalmente requeridas para la transmi- 
sión efectiva de las letras de cambio y de los 
demás instrumentos que le están asimilados. Podría 
dudarse, si en tales casos, la reivindicación seria 
admisible, de acuerdo con los principios y disposi- 
ciones legales que rigen la materia. 

La solución no es, sin embargo, difícil. El en- 
doso regular en los casos comunes hace presumir 
el hecho de la transmisión del dominio de la letra 
á favor de la persona del endosatario. 

Pero, como se comprende, esta es una presun- 
ción simplemente juris, que como todas las de su 
especie admiten prueba en contrario. Cuando el 
remitente puede, pues, acreditar en forma legal, que 
á pesar de los términos del endoso, no ha inter 
venido sino una comisión ó mandato para cobrar 
el importe de la letra ú otros papeles comerciales, 
la acción reivindicatoría puede lícitamente ejercir 
tarse y el concurso está en el deber de hacer la 
devolución de lo que no podría retener en su po- 
der sin incurrir en una flagrante injusticia ó en 
un positivo abuso. 

318 — Otra de las condiciones requeridas para 
que la reivindicación de los títulos de que hemos 
hecho referencia pueda verificarse, es la de que 
esos títulos, como acabamos de ver, se enc uentr en 
en poder de la masa fallida completamente idén- 
ticos. 
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De este principio, como observa un autor, se 
desprenden corolarios de señalada trascendencia- 

319 — En efecto, si el fallido hubiera percibido 
el importe de los papeles de comercio, la reivindi- 
cación no sería posible, porque como lo hemo» 
dicho al ocuparnos de la reivindicación del comi- 
tente en general, el comisionista en tal caso se 
convierte en un deudor de cantidad y el comitente 
en un acreedor personal que sólo puede figurar en 
tal carácter en el pasivo de la quiebra. Las sumas 
pagadas han entrado á la caja del deudor, con- 
fundiéndose con todos los demás valores que 
existían en la misma. La reivindicación no puQde 
tener lugar, porque no podría ejercitarse sobre es* 
pecies determinadas, individualizadas, respecto de 
las cuales fuera posible hacer valer los derechos 
y acciones peculiares que nacen del dominio. 

320 — La misma regla tendría que aplicarse en 
el caso en que el tenedor de los documentos hu- 
biera trasmitido su propiedad á terceros por medio 
de endosos que no importaran un simple mandato 
para la percepción de su importe-. No habría po- 
sibilidad de ejercitar la acción reivindicatoría en 
la quiebra del que fué tenedor de los mismos do- 
cumentos. El tercero de buena fe que los recibió 
en virtud de una negociación lícita y que entregó 
su importe al endosante, nada tendría que ver con 
el propietario primitivo de los títulos; y el concur- 
so del enajenante de los mismos no se encontra- 
ría en condiciones de restituirlos á quien los 
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remitió al fallido, aunque en virtí 
precario. La reivindicación tiene 
porar la cosa que nos pertenece, 
podría en manera alguna prodnc 
indicado. La quiebra nada puede 
nada tiene de propiedad del remí 
podría figurar como un acreedor qi 
sólo tendría derecho A recibir en 
legal, el dividendo correspondiente 
su crédito. 

321 — Una cuestión proponen los 
tiva al punto de que nos ocupamo 
papeles remitidos al fallido A títul 
depósito, han sido negociados por é 
de no haber satisfecho su impor 
recto han tenido que recobrarse y 
tera del comisionista ó mandatí 
remitente ejercitar la acción reivin 

La afirmativa, dice Namur, parecí 
que la vuelta de los títulos ú, manos del fallido 
coloca las cosas en la misma situación en que se 
encontraban antes de su negociación. Los efectos 
ó papeles de comercio no han sido pagados, en- 
contrándose en especie en la cartera del fallido : 
ningún obstáculo existe para que la reivindicación 
se opere. 

332 — Otra cuestión indicada á propósito del 
mismo punto, es si en el caso en que hecho el 
traspaso ó endoso de los papeles expresados, sin 
que su importe hubiera sido abonado al deudor, 
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el remitente podría exigir del tercero el pago de 
ese mismo importe. 

El autor cuvo nombre acabamos de recordar, 
apoyándose en la opinión de Pardessus, Boulay- 
Paty y Dalloz se inclina á la afirmativa. Como el 
precio, dice, no se ha confundido en el patrimonio 
del fallido, es equitativo considerarlo como reempla- 
zante del título cedido. Puede invocarse por ana- 
logía la disposición legal que autoriza la reivindi- 
cación del precio no pagado, cuando se trata de 
mercaderías consignadas á título de depósito ó 
para ser vendidas por cuenta del remitente. En el 
fondo, los dos casos son idénticos: conviene pues 
admitir la misma solución (^). 

En el caso de haber llegado las letras ó papeles 
de comercio al fallido después de la declaración 
de quiebra, la reivindicación no puede ser, en ma- 
nera alguna, dudosa. La masa no tendría título 
alguno para retenerlos en perjuicio de los derechos 
de su propietario y en daño de su interés. Así 
como el comitente en general tiene derecho á exigir 
la entrega del precio de las mercaderías consignadas 
cuando ese precio ha sido entregado al síndico de 
la quiebra, de la misma manera tendría derecho 
para pedir la devolución de documentos recibidos 
por el representante del concurso después de ha- 
berse éste iniciado. 

323 — Diremos para poner término á la materia 



(1 ) Namur, Oode de Oommeree Beigñ rtvitS, tomo 3o, oúm. 2026. 
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de que sucintamente nos hemos ocupado, que I; 
circunstancia de haber hecho entrar el fallido la: 
letras y papeles en cuenta corriente, no obsta a 
ejercicio de la reivindicación, siempre que el remi 
tente no debiese á aquél al tiempo de la remesa 
sama alguna, independientemente de los gastos d< 
esa remesa (>). 



V» 



TÍTULO UNDÉCIMO 



De la liquidación y distribución 



SuMABlo: 1^324. Liquidación del concurso.— 325. Enajenación de bienes. 
— 326. Obligación del sindico después de enajenados los. 
bienes del concurso. —327. Procedimiento ante el tribunal. 
II. —328. Distribución: acreedores de dominio. — 329. Acreedores- 
con privilegio general, acreedores con privilegio «special^ 
acreedores hipotecarios. —330. Acreedor prendario. — 331. 
Forma en que debe hacerse la enajenación del biea hipotecado. 
¿.\ quién correspondo el sobrante y quién soporta el déficit? — 
332. Regla para el caso en que el acreedor hipotecario no re- 
cibe nada del bien hipotecado : excepción. — 333. Obligación del 
tercer poseedor del bien hipotecado. 

III.— 334. Pluralidad de deudores solidarios.— 336. Doble carácter 
de la solidaridad. Consecuencias de este doble carácter. 

IV. — 336. Derecho de los acreedores respecto de los distintos coobli- 
gadoH. ¿Recibido un dividendo de la masa fallida tiene et 
acreedor derecho contra los demás coobligados? — 337. Caso 
en que el dividendo se haya entregado en virtud de un con- 
cordato. — 338. Derechos del acreedor cuando todos los deu- 
dores se encuentran en estado de quiebra. —339. Diversos 
sistemas: doctrina seguida por nuestro C<Sdigo. ^ 340. Doble 
raiíón para fundar esta doctrina. — 341. ¿El derecho délos 
acreedores para el cobro integro de sus créditos se extiende á 
los intereses devengados? 
V.— 342. Derecho de los deudores solventes en la quiebra do uno- 
de los coobligados por el pago total ó parcial del crédito que 
hubieran efectuado individualmente. — 343. Distinción. —344. 
Solidaridad de los codeudores; solidaridad de las cauciones ó 
garantes. — 346. Hipótesis respecto de ambas clases de solida- 
ridad.— 346. Disposición de nuestro Código.— 347. Derecho- 
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del cancaciD que ft^g^ totül b pa 
sus codeudores. 
VI. -348. Derachos de las magas fallid 



324 — Cuando en el juicio de 
propuesto concordato, ó propuest 
tado, ó ha sido anulado ó resci 
con las prescripciones legales; i 
dores quirografarios no lian so 
cación de los bienes de la masí 
bajo las condiciones legalmente 
la oportunidad de proceder á li 
concurso y á la distribución c( 
las existencias de la quiebra, t 
acreedores, en el orden y grado 
estado levantado por el síndico. 

Para distribuir los bienes es 
narlos, cobrar los créditos y co 
en condiciones de llegar á la liq 
su activo, entregando á. cada ac 
corresponda según la naturaleza 
créditos. 

El Código en los artículos 1519 
especialmente de la manera en qi 
la venta de los bienes del concui 
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gaciones del sindico para preparar el acto defini- 
tivo que debe poner el sello á los procedimientos 
de la quiebra. 

325 — La enajenación délos bienes debe hacerse 
en público remate en virtud de orden judicial, á 
instancias ó requisición del síndico, previa publi- 
cación de edictos durante el término de ocho días, 
sin hacer distinción sobre la naturaleza de esos 
bienes y sin que sea exigida la formalidad de la 
tasación ó justiprecio ('). El resultado de la ena- 
jenación de los bienes especialmente afectados á 
privilegios especiales, deberá indivi^dualizarse á 
efecto de satisfacer dichos créditos previa deduc- 
ción de los gastos (^); y el producto de todas las 
ventas, así como los demás valores de pertenencia 
de la masa que el síndico percibiere se depositará 
en el Banco de la Nación á la orden del juz- 
gado ('). 

326 — Vendidos los bienes y reembolsados los 
créditos á favor del concurso, en cuanto esto hu- 
biera sido posible, dentro de ocho días á contar 
desde el auto aprobatorio de la última enajenación, 
el síndico deberá formar un estado del haber del 
concurso con designación de los créditos que no 
se haya podido cobrar y de los que se encuentren 
pendientes de demandas judiciales. Dentro del 



( 1 ) Art. 1520. 
(2) Art. 1521. 
(B) Art. 1523. 
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mismo plazo acompañará también la cuenta de su 
administración con los justificativos del caso(*)¿ 

327 — Presentados todos los antecedentes al 
tribunal, éste ordenará que se pongan de mani- 
fiesto en Ja Secretaría por el término perentorio de 
ocho días á fin de que los acreedores tomen cono- 
cimiento de su contenido y puedan hacer las 
observaciones que crean convenientes. La provi- 
dencia respectiva se hará conocer por edictos que 
se publicarán por igual término, con las preven- 
ciones necesarias en la forma de estilo (*). 

Puede suceder que esas observaciones se hayan 
hecho, en cuyo caso deberá convocarse á juicio 
verbal al acreedor ó acreedores que las hubiesen 
formulado y al síndico del concurso. En esta 
audiencia se producirán las pruebas de cargo y de 
descargo; y si el juez no llegase á conciliar las 
pretensiones de los interesados, mandará levantar 
el acta correspondiente y procederá á resolver el 
incidente dentro del tercer día. La resolución cau- 
sará ejecutoria (^). 

En el caso indicado, como en el de que no se hu- 
biese hecho observación alguna al estado del activo 
y á las cuentas del síndico, el juzgado ordenará que 
se proceda á la distribución del producto de los 
bienes del concurso en la forma correspondiente (*). 



(1) Art. 1534. 

(2) Art. 1625. 

(3) Art. 1526. 

(4) Art. 1627. 
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II 



328 — Ños ocuparemos ahora de esa distribución. 
Los acreedores de dominio reciben la cosa que 

reclaman previo pago de los gastos hechos por 
el fallido en razón de esas mismas cosas. Estos 
acreedores no están obligados á esperar la liqui- 
dación del concurso para ejercitar sus acciones, 
sino que pueden hacerlo en cualquier período del 
juicio (1). 

329 — Los acreedores con privilegio general son 
pagados por la masa (/^). Los acreedores con pri- 
vilegio especial con el producto de los bienes 
sobre que el privilegio recae ('). Los hipotecarios 
se encuentran colocados exactamente en la misma 
condición de estos últimos (*). 

Cuando varios acreedores hipotecarios tienen 
una sola garantía, esto es, cuando un mismo 
bien se encuentra afectado por distintas hipote- 
cas,, el orden de prelación se determina por la 
prioridad del tiempo: impera en estos casos el 



(1) Art. 1628. 

(2) Art. 1529. 

(3) Art. 1630. 

(4) Arts. 1583 y 1533. 
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antiguo principio: Qui prior i 
est jure. 

Cuando exiüten varios créditos 
traídos en la misma fecha, las inscripciones no se 
computan por horas á los efectos de la preferen- 
cia, ni por el orden del registro, sino que todos 
concurren á prorrata para el pago de los respec- 
tivos créditos {'). 

330 — El acreedor prendario y el acreedor con 
privilegio especial se encuentran en condiciones 
análogas á las del hipotecario. El producto del 
bien que constituye la garantía real de su crédito, 
debe destinarse á su chancelación. 

Esta especie de acreedores que, en cierta ma- 
nera, no han querido correr la suerte personal del 
deudor y que han separado sus créditos de las 
eventualidades y contingencias á que éste pudiera 
estar expuesto, á diferencia de los acreedores con 
privilegio general, pueden solicitar la venta de la 
cosa afectada en garantía de sus der<^;chos, en 
cualquier momento del procedimiento de quiebra, 
después de la verificación de créditos. 

El síndico con autorización judicial, puede retirar 
la prenda á beneñcio del concurso pagando el im- 
porte de la deuda. 

331 — El Código no ha establecido especialmente 
la forma en que debe hacerse la enajenación del 
bien hipotecado; pero de acuerdo con las regias que 

<1) Ail. 3931, CMigoOiTiL 
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rigen el procedimiento común y en la que él mismo 
prefija para la venta de los bienes del concurso, en 
general, esa forma es la del público remate. 

Puede suceder, que el producido de estos bie- 
nes supere el importe de los créditos, ó que, por 
el contrario, no alcance á cubrir ese importé. En 
el primer caso, el sobrante corresponde ala masa; 
en el segundo, los acreedores hipotecarios ó pren- 
darios concurren á prorrata con los personales & 
quirografarios por Jo que faltare de su capital. 
Ningún derecho tienen, pues, cuando es satisfecha 
el crédito en su principal, y se les queda adeudando 
sólo los intereses, para ocurrir contra el concurso 
exigiendo el pago de estos últimos, porque si bien 
es cierto que el curso de los intereses no' sft 
suspende con relación á los acreedores que tienen 
privilegio especial, hipoteca ó prenda, esta dispo- 
sición legal tiene que entenderse en el concepto 
de que el valor del bien especialmente afectado al 
privilegio, á la hipoteca ó á la prenda, alcance á 
cubrir la totalidad del crédito con sus intereses 
respectivos. 

332 — Cuando un acreedor hipotecario nada re- 
cibe de los bienes hipotecados, por haber sido 
absorbidos por otros acreedores de preferencia, en- 
trará al concurso por su capital íntegro, como los 
acreedores personales. Esta es la regla; regla que 
tiene una excepción: si el fallido no estaba perso- 
nalmente obligado al pago, sino que respondía como 
tenedor de la cosa raíz afectada, pues el acreedor 
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hipotecario, en este caso, no podri 
los personales para recibir parte 
masa. 

333— El tercer poseedor, propietai 
hipotecado, que no ha contraído d 
deuda, no está obligado al pago de € 
sus bienes propios, limitándose su o 
tregar la cosa afectada á la hipoteca 



334 — Hasta aqui el código se '. 
legislar sobre los derechos que los 
nen directamente sobre la masa de 1 
tiendo de la base de que se trat 
deudor. 

Pero puede suceder que haya pluí 
dores ligados por el vinculo de la i 
estos casos es necesario determinar 
pió de las diversas relaciones juridií 
hecho se desprenden, á iin|de consid 
legales que entraña respecto del ac 
distintos coobligados. 

Para proceder con claridad en un 
tamente complicada y difícil, es ne 
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en agrupaciones determinadas y especiales cada uno 
de los órdenes de relaciones de que hacemos refe- 
rencia. 

Estudiáremos, pues, las situaciones y los casos 
[i: que puedan producirse, cuando alguno de los deu- 

dores ó todos ellos llegan al estado de falencia. 

335 — La solidaridad de las obUgaciones es un 
beneficio acordado al acreedor ó por el título que la 
constituye ó por una disposición legal; beneficio 
que crea una excepción respecto del principio del 
derecho común que rige á las obligaciones en ge- 
neral. En efecto: cuando varias personas se obli- 
gan conjuntamente cada una se responsabiliza sólo 
en proporción de su interés— tal es la regla ; regla 
de la que se aparta la solidaridad, como acabamos 
de enunciarlo, desde que elía autoriza al acreedor 
paraexigirel pago íntegro de su crédito de cualquiera 
de los deudores. 

Este derecho singular del acreedor que lo coloca 
en condiciones de obtener el pago inmediato de su 
crédito, sin dividir en fracciones ese pago, no mo- 
difica la situación legal de los deudores en sus re- 
laciones recíprocas. La obligación solidaria respecto 
del acreedor es, en efecto, divisible entre los diver- 
sos coobligados, salvo el caso de las cauciones ó 
fianzas, es decir, de las obligaciones contraídas para 
garantir la efectividad de una deuda solidaria prin- 
cipal, que viene á servirle de fundamento ó de 
causa. 

Este doble carácter de las obligaciones de que 

20 
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nos ocupamos, da liaciinieuto á los diversos pun- 
tos de vista bajo los cuales pueden ser consideradas 
legalinente. 

Examinaremos, pues, con la concisión posible: 

P Los derechos de los acreedores respecto de los 
distintos coobligados ; 

2^ Los derechos de los deudores solventes en la 
quiebra de uno de los coobligados, por el pago total 
ó parcial del crédito que hubieran efectuado indi- 
vidualmente; 

3^ Los derechos de las masas fallidas entre sí, 
cuando todos los deudores solidarios han sido de- 
clarados en quiebra, por los pagos que hubieran he- 
cho en razón de la deuda común. 



IV 



336 — Cuando uno de los deudores se encuentra 
en estado de quiebra y los otros conservan la inte- 
gridad de su crédito, lo natural, lo probable, es que el 
acreedor del fallido dirija su acción contra los deu- 
dores solventes. Pero, si así no lo hiciere ; si ocu- 
rriere á la masa fallida, entonces recibiría el divi- 

. dendoqueéstaentregaraá sus acreedores, reservando 
su derecho para ejercitarlo contra los demás coobli- 
gados. 

337 — Esta reglano varía aun cuando el dividendo 
se haya entregado en virtud de un concordato, por- 
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que la reiinsión «jiie éste opera no se considera 
libremente acordada; de manera que la obligación 
solidaria no pierde por tal hecho su carácter. 

Efectivammite, cubado uno de los codeudores cae 
en quiebra, el acreedor que ha figurado en la masa, 
y que por razón del concordato ha visto so eródito 
reducido en un tanto por ciento, no conserva me- 
nos su acción por la totalidad de su crédito contra 
los coobligados del fallido; es decir, que la reducción 
no aprovecha sino á este último; que sus codeu- 
dores no pueden oponerla al acreedor y que ellos 
continúan obligados hasta la concurrencia del valor 
nominal del título, sin perjuicio de la deducción 
de los dividendqs que el acreedor haya recibido del 
deudor quebrado. La razón de esta regla es que 
siendo forzada la división de la. deuda, los codeudo- 
res no pueden prevalerse de ella como podrían 
hacerlo en el caso de una división voluntaria ('). 

El mismo caso se presenta cuando el acreedor 
antes de la quiebra recibe alguna cantidad á cuenta 
de su crédito, pues entonces sólo entrará al con- 
curso por la cantidad que quede, deducido lo que 
recibió á tal título, y conservando por lo que se le 
queda debiendo sus derechos contra el codeudor y 
iiador C), La razón es que el pago parcial verifi- 
cado por uno de los deudores, extingue la parte 
proporcional de la deuda, y el acreedor sólo tiene 



■ 



( 1 ) Massk, Droit Comynerdal, tomo 3®, niírn. 2020. 
(2 ) Art. 1530. 
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derecho para reclamar de los demás lo restante del 
crédito, deducido lo que recibió á cuenta. El acree- 
dor que ha consentido en ese pago parcial, conocía 
sus efectos; sabía que al aceptarlo, libertaba á los 
demás en el importe de la suma recibida, teniendo 
la posibilidad y la certidumbre de recibir un pago 
íntegro, s¡ entonces lo exigiera, porque todos sus 
deudores se hallaban solventes. No hay, por con- 
siguiente, motivo alguno para hacer una excepción 
á los principios generales, cuando el acreedor con- 
serva todas las garantías de un pago íntegro, y cuan- 
do la circunstancia de fuerza mayor que de una 
quiebra resulta, no existía aun, para que pudiera 
entenderse modificada la intención que natural- 
mente se presume en el acreedor de obligación soli- 
daria que acepta un p*ago parcial ( * ). 

338 — Pero, puede ocurrir, aun cuando esto no 
sea común, que todos los deudores se encuentren en 
estado de quiebra. El código legisla especialmente 
sobre este caso, estableciendo que el acreedor que . 
tenga títulos garantidos por el fallido y otros coobli- 
gados también fallidos, participará en los pagos de 
todas las masas, figurando en cada una por el valor 
nominal de su título hasta el íntegro pago (*). 

339 — Esta solución, como observa un autor, ha 
estado lejos de ser admitida de una manera cons- 
tante y uniforme. Un primer sistema sostenía que 



( 1 ) Moreno, C^ae jurtdioas, tomo 11, pág. 208. 

( 2 ) Código de Cwnercio, art. 1531. 
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• 

el acreedor por el solo hecho de haber percibido uii 
dividendo en la quiebra de sus codeudores, no podría 
figurar en adelante en la de. los demás, por la ra- 
zón de que en moneda de quiebra el dividendo 
equivale al crédito y que cobrado ese dividendo el 
crédito debía considerarse extinguido. Una segun- 
da opinión ha sostenido, que el acreedor podía 
continuar figurando en las quiebras de los otros 
codeudores á pesar del percibo de su dividendo, 
pero que no podía ser tomado en cuenta sino por el 
excedente de su crédito sobre el monto de dicho 
dividendo. Una tercera doctrina es la que reconoce 
en el acreedor el derecho de figurar en todas las ma- 
sas por la totalida'd de su crédito. Es esta la 
adoptada por nuestro código, como acabamos de 
verlo. 

Uno de los más notables comercialistas, explican- 
do la disposición del artículo 542 del código de 
comercio francés, pone en claro esa disposición con 
el siguiente ejemplo: — «Así, aquel que tiene tres 
deudores solidarios en estado de quiebra y que ha 
recibido en la masa del primero cincuenta por 
ciento del monto total de su crédito, puede figurar 
en la del segundo por la totalidad de este mismo 
crédito, aun cuando haya quedado reducido á la 
mitad y recibir en ella un dividendo calculado sobre 
ese total. Si en éste fuera chancelado su crédito, 
carecería de toda acción respecto del tercer deudor; 
pero si no lo fuera, podría ocurrir á la quiebra de 
este último y hacer figurar su título por el valor 
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nominal hasta obtener su completo pago. El hecho 
de figurar en tales condiciones en las diversas 
quiebras, no importa, sin embargo, reconocer en el 
acreedor el derecho de recibir suma alguna que 
exceda del importe de su crédito. Si hubiera re- 
cibido un setenta y cinco por ciento como dividendo 
de dos de las masas fallidas y correspondiera en 
la tercera á los acreedores otro de cincuenta por cien- 
to, es evidente que el acreedor no podría percibir 
sino el veinticinco por ciento con el cual integraría 
la totalidad de ese crédito (* ). 

340 — Hay una doble razón para fundar la doc- 
trina sancionada en la disposición legal que re- 
cordamos: la una jurídica; la otra de conveniencia. 

La primera se basa en la naturaleza propia de 
la obligación solidaria y en la situación especial 
que crea el estado de quiebra en las relaciones de 
acreedor y deudores. Cuando éstos se encuentran 
en la plenitud de su solvencia, el acreedor tiene la 
plena convicción del pago íntegro de su crédito. En 
tal caso, si consiente en recibir de uno de ellos 
una suma parcial del crédito, es indudable que 
no podría ocurrir á los demás codeudores pre- 
tendiendo el pago íntegro de su importe, sin la 
deducción previa de la suma percibida. Cuando 
todos los deudores se encuentran en quiebra, el 
derecho del acreedor á exigir el pago total de su 
crédito no se modifica ó altera; pero como las pro- 



(1) Massé, Droit OomrnercicU, tomo S», nilni. 2020. 
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babilidades de obtener ese pago disminuyen ; romo 
si después de recibido el dividendo de una masa, el 
crédito figurara en otra sólo por el saldo adeuda- 
do, el acreedor no vendría á obtener el pago total 
de la deuda, quedando perjudicado en su derecho 
y privado de la ventaja que le acuerda la solidari- 
dad de las obligaciones. 

La razón de conveniencia consiste, en que el 
comercio tiene un interés marcado en rodear á los 
documentos de crédito, especialmente á los que 
revisten la forma de las letras de cambio ú otros 
papeles endosables, que son los que intervienen 
con mayor frecuencia en el movimiento de sus 
transacciones, de todas las garantías y seguridades 
que puedan facilitar su circulación, y acordarles 
dentro de los límites de lo posible, la certidumbre 
del pago íntegro de la suma ó valor que represen- 
tan ó expresan. 

341 — La doctrina v la lev, como acabamos de 
ver, reconocen en el acreedor el derecho de exigir 
de los diversos concursos el pago íntegro de su 
crédito. Pero ¿este pago deberá limitarse al capital 
ó comprenderá asimismo los intereses devengados? 

Este punto dio lugar á dudas bajo el imperio 
del código francés de 1807; pero ellas fueron re- 
sueltas por la doctrina de una muñera afirmativa, 
estableciendo que no podría haber pago completo, 
en tanto que el deudor no se liberara de todo lo 
que debe, y por consiguiente, no sólo de los inte- 
reses sino de los gastos. Pero, como la declaración 
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de quiebra suspende con relación á la masa el pago 
de intereses de todo crédito que no esté especial- 
mente garantido por privilegio, hipoteca ó prenda, 
es fuera de duda que el acreedor en los casos de 
que nos ocupamos, sólo puede cobrar el principal 
de su crédito v los intereses debidos hasta esa 
declaración en cada una de las masas C). 

Haremos notar, para concluir, que la doctrina que 
exponemos está expresamente sancionada en nues- 
tro código C). 



V 



342 — Uno de los codeudores solventes que ha 
pagado total ó parcialmente el importe, del crédito 
¿tendrá acción para ocurrir á la masa fallida y 
reclamar el reintegro de las sumas entregadas? 

343 — Es necesario distinguir. La solidaridad 
puede mirarse bajo dos faces distintas, ó en otros 
términos, hay dos especies de solidaridad en el 
derecho comercial. La una es la solidaridad or- 
dinaria, la solidaridad de los codeudores que se 
obligan conjuntamente al pago de una deuda comün 
y entre los cuales la deuda se divide de pleno 
derecho. La otra es la solidaridad de las cauciones 



(1) Dalloz, Rápertoire'FaillüeSt núms. 999 y 1000.— -Rubén de Couder, Die- 
tíonnaire de Droü eommercial, pág. 193 y sus citas. 

(2) 06d. de Comercio, arte. 1535 y 1414. 
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Ó (le los garantes, que tienen un recurso sucesivo 
contra los coobligados que les preceden hasta el pri- 
mer firmante del título respectivo y quien soporta 
la totalidad de la deuda ('). 

344 — Para dar solución á la cuestión propuesta 
es necesario, pues, tener presente este dualismo de 
la solidaridad de las obligaciones, porque de ello 
se desprenden efectos jurídicos completamente di- 
versos. Así, cuando la solidaridad proviene de que 
la deuda ha sido contratada colectivamente por 
personas que cada una de ellas tiene un interés 
principal, que las constituye deudores directos de 
la obligación, el pago íntegro hecho por uno de 
los codeudores no lo subroga en los derechos del 
acreedor, sino por la parte que haya satisfecho por 
cuenta de los otros. Pero, cuando la solidaridad 
reviste el segundo carácter; cuando hay un deudor 
principal y otros que garanten el cumplimiento de 
sus' obligaciones, aun cuando se coloquen en la 
misma situación que el primero, respecto de las ' 
acciones del acreedor, la regla es distinta. Es esto 
lo que ocurre especialmente en materia de letras 
de cambio li otros títulos análogos; el deudor di- 
recto es el creador de la letra,- ó sea por lo común el 
librador: los endosantes que la han recibido por me- 
dio de cesiones que representan la entrega de su im- 
porte al cedente, aun cuando contraigan respecto de 
los terceros adquirentes de la misma una responsa- 



{ 1 ) Massé, Droü Commerdal, tomo 3», pág. 497. 
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bilidad particular y solidaria, no por eso pierden 
su carácter respecto del girante ó aceptante en su 
caso. 

Así, cuando el pago se ha hecho por uno de los 
codeudores solidarios, que ha contratado colectiva- 
mente con otros teniendo un interés principal, que 
lo constituye en deudor directo de la obligación, 
ese pago no lo subroga en los derechos del acree- 
dor sino por la parte que haya satisfecho en bene- 
ficio de los otros codeudores. Él no podría, pues, 
reclamar absolutamente nada más que lo que co- 
rrespondiera á su codeudor quebrado en la deuda 
común. Pero, no sucede lo mismo en el segundo 
caso de la solidaridad. El aceptante y el librador 
de una letra, son los deudores directos, los deu- 
dores principales: los demás suscritores son sólo 
garantes respecto del tenedor ó portador. Aquel, 
que después de haberla pagado, se presenta 
en la masa del deudor principal, puede reclamar 
la totalidad de la suma que el título representa en 
capital, intereses y gastos. En estos casos se ob- 
servan las reglas sobré las cauciones solidarias ('). 

345 — El alcance de esta doctrina se pone de 
manifiesto, presentando dos hipótesis relativas á 
cada uno de los órdenes de solidaridad de que 
acabamos de hacer referencia. 

1* Dos personas se obligan solidariamente á pa- 



íl) Pardkssus, DroU Ckm\meretal, tomo 3», núrn. l2ÍS.—MAsst, Vroit Oom- 
nureial, tomo 3<»,.pág. 497.— Dalloz, lUpertoirt'FctüUtts, niíms. 1002 y 1007. 
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gar á un tercero por una causa cualquiera la auma 
de veinte mil pesos. Uno y otro es deudor directo, 
principal. Llegada la época del vencimiento uno 
de ellos se encuentra en estado de quiebra, y el 
acreedor dirige su acción contra el deudor solvente 
y obtiene de éste el pago íntegro de su crédito. El 
codeudor que ha satisfecho el crédito ¿podrá pre- 
sentarse en la masa fallida exigiendo el reembolso 
en su totalidad de la cantidad pagada? Evidente- 
mente no, porque habiendo creado la deuda con- 
juntamente, en su interés propio y en idéntico 
carácter, ella se divide entre ambos, de modo que 
lo único que le correspondería sería figurar en el 
concurso por la mitad del crédito, ó sea por diez 
mil pesos, que es el desembolso real hecho por él 
en beneflcio de la masa fallida. 

2* Una letra ha sido girada: el tenedor la en- 
dosa después de su aceptación. Pero el librador ó 
el aceptante quiebran antes de ser pagada y el en- 
dosatario exige del endosante el pago del valor 
que representa. Este último que hace honor á 
su firma ¿podrá reclamar el importe de la letra de 
las masas fallidas? La afirmativa es incuestiona- 
ble, desde que si en sus relaciones con el endosa- 
tario ha sido deudor, en sus relaciones con el libra- 
dor y aceptante tiene el carácter de verdadero acree- 
dor. Por lo que respecta al primero, sólo ha sido 
un garante, una mera caución, con derechos per- 
fectamente definidos respecto del deudor ó deudo- 
res principales. La quiebra tendrá que considerarlo 
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como verdadero tenedor y asignarle en la liquida- 
ción respectiva los dividendos que habrían corres- 
pondido al cesionario si éste hubiera presentado 

directamente su título de crédito á la masa con- 

« 

cursada. 

El codeudor en estos casos puede reclamar asi- 
mismo su admisión en el pasivo de la quiebra, aún 
antes de haber pagado, como acreedor de las sumas 
que puede ser obligado á entregar. Esta inscrip- 
ción, como se comprende, sólo puede hacerse de 
una manera preventiva ó condicional. Esto que 
es enseñado por la doctrina común de los comer- 
cialistas, se encuentra expresamente establecido ea 
el código civil respecto de la fianza en general (*). 
Si el tenedor del título ocurriera á la masa, la 
caución solidaria no podrá continuar figurando en 
la quiebra. Y la razón fácilmente se alcanza: si 
el acreedor y el deudor estuvieran inscriptos al 
mismo tiempo en el pasivo del fallido, el crédito 
figuraría dos veces faltándose así á la regla de la 
igualdad, base primordial del juicio de quiebra. 

Pero no sucede lo mismo cuando el codeudor ha 
pagado alguna cantidad á cuenta. El acredor que 
ha aceptado ese pago, como lo hemos visto antes 
de ahora, ha consentido voluntariamente en dismi- 
nuir su crédito con relación á los demás coobliga- 
dos. En esta condición, hacer figurar su título en 
la masa del deudor fallido por la totalidad de la 



(1) Art. 2028 Código OMl. 
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suma que expresa, sería extralimitar su derecho^ 
pretendiendo más de lo que le corresponde en jus- 
ticia. El pago parcial ha disminuido el qrédito: 
el garante ó caucipn, que lo ha verificado, subroga 
en los derechos al acreedor primitivo hasta el im- 
porte de la suma entregada. En estos casos hay dos 
acreedores en la quiebra: aquel en cuyo favor fué 
constituida la deuda, y aquel que no siendo deu- 
dor principal, la ha satisfecho en parte. Cada 
uno de ellos figurará en la masa por la cuota que 
le corresponda con relación al importe total del 
crédito. 

Esto que es perfectamente justo en el caso de 
la caución solidaria, lo es asimismo en el caso de 
que un codeudor directo, haya pagado alguna 
suma en descargo del codeudor quebrado. En este 
caso, como se comprende, no habría razón alguna 
de justicia ó de equidad, para privarlo del derecho 
de reclamar de la masa el reintegro de esa suma. 
Cada uno de los codeudores principales, en sus re- 
laciones recíprocas, no está obligado más allá de 
su interés. Cuando uno de los 'coobligados satis- 
face, por ejemplo, el ochenta por ciento de la deuda, 
se constituye por el propio hecho . en acree- 
dor del otro por el tanto por ciento que ha des- 
embolsado por su cuenta. En la hipótesis pro- 
puesta el acreedor primitivo sólo podría exigir de 
la masa fallida el veinte por ciento á que ha que- 
dado reducido su crédito; y el codeudor el treinta 
restante. 



346 — La doctrina expuesta, profesada ur 
ineitte pot los mae^ros de dereetio oomat 
sido expresamente sancionadla por nuestro código. 
El art. 1536 es explícito. « Si el tenedor de ac- 
ciones solidarias, entre el fallido y otros coden- 
dores, dice, ha recibido aotes de la quiebra algnna 
cantidad á cuenta de su crt^dito, sólo entrará al 
concurso por la cantidad que quede, deducido lo 
que recibió á cuent», conservando por lo que se le 
quede debiendo, sus derechos contra el codeudor 
y el fiador.» 

11 El codeudor ó fiador que haya verificado el 
pago parcial, entrará al concurso por las cantida- 
des desembolsadas en descargo del fallido. » 

347 — Parece innecesario hacer presente, que así 
como el codeudor solidario tiene derecho i exigir el 
pago íntegro ó parcial del crédito á la masa fallida, 
cuando es un mero garante ó caución y ha reali- 
zado individualmente ese pago, ó la parte del cré- 
dito que corresponda, cuando es coobligado directo 
y principal, así también el concurso que paga la 
deuda de estos últimos, ó una parte de ella, tiene 
derecho á pedir su reintegro en las mismas con- 
diciones en que estaría en el deber de satisfacerla. 
La recíproca se impone en efecto: la posición de 
los coobligados es la misma, sea que se hallen en 
ta plenitud de su crédito, sea que alguno de ellos 
se encuentre en estado de quiebra. 
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348 — Nos hemos ocupado de los derechos del 
acreedor solidario ea los casos de quiebra de al- 
guno de sus codeudores, ó .de todos ellos, y de lo& 
que corresponde á los codeudores solventes, que 
pagan total ó parcialmente lá deuda, en la del co- 
deudor fallido. 

Diremos dos palabras, ahora, sobre la posición 
y los derechos recíprocos de las masas respectivas^ 
cuando todos los codeudores se encuentran en es- 
tado quiebra. 

349 — El artículo 1535 del código legisla especial- 
mente sobre este punto, estableciendo que ningún 
recurso por razón de pagos pertenecerá á las ma- 
sas fallidas entre sí, á no ser cuando la suma de 
esos pagos exceda el importe total del crédito, en 
capital é intereses. En tal caso, ese excedente 
pertenecerá según el orden de las obligaciones k 
aquellos de los codeudores ó sus concursos res- 
pectivos que hubiesen sido garantidos por los otros. 

350 — La razón determinante de la disposición 
que acabamos de recordar, se encuentra en las re- 
glas y principios que constituyen la economía déla 
legislación de quiebras. El dividendo convenido 
por el concordato ú obtenido en la liquidación, re- 
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iresenta ia totalidad del crédito, y por lo tanto, eí 
)«go de ese dividendo libern definitivamente á la 
nasa de la qniebra. No podría acordarse á la masa 
le aquel de tos coobligados que ha pagado una 
)artti mayor de la deuda, acción alguna contra la 
[uiebra del codeudor, sin hacer ügurar en ésta dos 
'eces el crédito que pesaba en conjunto sobre las 
liversas 'masas, desde que después de haber sido 
)reseiitado una vez por. el acreedor común, volve- 
ia á serlo una segunda por el coobligado { '). Un 
jemplo demostrará acabadamente la justicia de 
sta disposición. En la hipótesis de existir dos 
eudores solidarios por la suma de cien mil pesos, 
e los que, una de las masas fallidas ha dado un 
lividendo de setenta y cinco por ciento, y la otra, 
no de veinte y cinco: aunque el primero haya 
ontribuído á la extinción de la deuda, con una 
antidad mayor que el segundo, ningún recurso 
uede ejercer contra su quiebra, porque represen- 
ando para la masa, como queda dicho, el dividendo 
ue adjudique, la totalidad del crédito, no podría 
econocer acción alguna para obtener un pago ya 
echo con relación al importé total del crédito re- 
lamado. La masa salda su deuda en moneda de 
uiebra, por la entrega del dividendo ('). 
351 — El código como ha podido notarse, con- 



(1) Dau.01. B*wrtoíw.-Ph(ÍKiM nilm. I0Ü8.-Bi:dabride, FaiOÜ*» ti B 
uUt, tamo 2°. núm. 8U3.— R[:nd<i*iii>, Faülilti >f BanjiunuUt, pág. 18 

(2) MoRESO, Obrat Jurídiais, loma 2'. pÑg. 21. 
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signa una excepción. Cuando la sunia de los pagos 
hechos excediere el importe total del crédito, ese 
excedente corresponderá á aquellos de los codeudo- 
res, ó sus concursos respectivos, que hubiesen sido 
garantidos por los otros. 

Desde luego se comprende, que ningún acreedor 
puede recibir una suma mayor que la que importa la 
totalidad de su crédito. Pero es posible que los divi- 
dendos pagados por las diversas masas fallidas so- 
brepasen ese importe. En tal caso hay un excedente ; 
excedente que deberá entregarse á la quiebra que se 
encuentre en las condiciones expresamente determi- 
nadas en el artículo de que hacemos referencia. Los 
ejemplos facilitan la inteligencia de estas disposi- 
ciones, que han venido á resolver puntos arduos y 
complicados, cuya solución era exigida por parte del 
legislador. Propondremos en consecuencia, otro, sobre 
el caso indicado. Havdos deudores solidarios decía- 
rados en quiebra: el uno principal, directo— el otro 
garante ó caución. La masa de este último entrega 
al tenedor del título un dividendo de un cincuenta 
por ciento: la del segundo da á su vez un setenta por 
ciento. El tenedor sólo puede recibir de esta suma 
la cuota que con el dividendo anteriormente perci- 
bido, importa la chancelación total de su crédito. 
Pero, como hay un veinte por ciento de exceso res- 
pecto del crédito común, este veinte por ciento 
que no puede entregarse al acreedor primitivo, ten- 
dría que serlo á la masa de la caución, que tiene un 
recurso en garantía contra el deudor principal. 

21 
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Los autores presentan otras hipótesis de los diver- 
sos casos que pueden ocurrir, que nos parece inne- 
cesario entrar á considerar, pues basta á nuestro pro- 
pósito indicar prácticamente el alcance del precepto 
legal recordado y la doctrina á que ese precepto res- 
ponde (*). 



(1) Bédarridb, f^aiUiUs et BomqtmrcutM^ tomo 2», núin. 859 y siguientes.— R»> 
NOUARD, F\xWiii68 et Bonqueroutes, tomo 2«, núm. 181 y sigaieates.— Laboque- 
Satbsinbl, tomo 2*. niim. 1008.^Dalloz, Bfyerioire-F^uüites, núm. 993 r si- 
guienieB.— Bravard-Vetribrbs, tomo 5», pág. 615.— Boiiitbl, DroU oommereUü^ 
núms. 718 y siguientes.— Laurin, DroU eonuntrUtU, nüm. 1321 y siguientes, j 
otros tratadistas distinguidos tratan extensamente esta materia. 
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352 — Entre las reformas del código de comercio 
figura de una manera principal la supresión del títu- 
lo relativo á la calificación de la quiebra, en el cual 
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se establecía et procedimiento que d< 
para determinar las causas que hubi€ 
á ese estado. Era un verdadero juici 
mas y sus términos especiales; pero 
en él una sola de las solemnidades ó 
queridas por lo común paraladebid 
de la verdad. 

El juicio de calificación se preparab 
el juez comisario con el informe que 
al tribunal sobre los libros, documenl 
tecedentes de la quiebra: se oía al sínt 
se recibían pruebas en caso de opos; 
el plazo respectivo el juez, según lo a 
do, dictaba el fallo correspondiente; 
térmipo definitivo al procedimiento, 
rara la inocencia ó que estableciera 
y el fraude. 

353 — Esto ha sido borrado de la 
tual. La comisión de códigos de la C^ 
tados, en el informe que más de u 
recordado en el curso de este libro, 
fundamento de esta supresión, ha dicau; 

«Hemos conceptuado que la calificación no res- 
ponde en la legislación de quiebras A ningún objeto 
práctico ni produce efecto jurídico alguno en cuya 
mira deba mantenerse. » 

« Ese juicio constituye uno de los más graves obs- 
táculos que dificultan la marcha y terminación de 
los concursos. » 

« Seguido por los trámites del juicio ordinario está 
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sujeto á todos sus términos y dilaciones, á todos sus 
incidentes y recursos; y entre tanto que él se pro- 
sigue, con espectativas indefinidas, los principales 
resortes del juicio de concurso permanecen parali- 
zados, defraudándose de esta manera el principal 
propósito que debe caracterizar una ley de esta natu- 
raleza, á saber, la rápida liquidación del activo y 
pasivo de la masa concursada. » 

«En la primera reunión de acreedores, que es la 
junta de verificación y graduación de créditos, el 
síndico del concurso debe presentar un informe deta- 
llado sóbrela quiebra, comprendiendo las causas que 
hayan podido determinarla, en vista del resultado de 
los balances, el estado de los libros, la naturaleza de 
las operaciones llevadas á cabo por el fallido, la 
índole de las negociaciones realizadas por él, oculta- 
ciones, simulaciones y demás circunstancias nece- 
sarias á inducir la casualidad, culpabilidad ó fraude 
que hayan podido actuar en el estado de quiebra. » 

«Si de dicho informe no resultaren indicios de 
la existencia de dolo ó fraude, nuestra reforma auto- 
riza la celebración del concordato una vez terminados 
los objetos principales de la junta. » 

« Si en ella no se propusiere, podrá serlo en la 
reunión con tal objeto establecida, después que el 
juez déla quiebra haya pronunciado sentencia deter- 
minando el orden en que deben pagarse los créditos 
privilegiados, la época efectiva de la cesación de pagos 
y la existencia de culpa, dolo ó casualidad en la 
quiebra. » 
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354 — Desde luego, como ha podido 
son las razones que se invocan para ju! 
presión de la calificación de la quiebr 
la una, secundaria la otra: la primera 
la afirmación, reiteradamente hecha, de 
minación judicial del cai-ácterde la qu 
práctico conduce, desde que no producE 
dico alguno respecto de las ulterioridí 
cío : la segunda, que las leyes de quiebra 
pre procurar la rápida liquidación del aci 
de la masa concursada. 

Hemos calificado de secundario este 
damento, porque si bien es cierto que 
y la rapidez deben ser una condición i 
cedimiento judicial, no lo es menos, 
puede llevarse hasta el punto de sup 
rantlas necesarias para el recto discer 
la justicia. 

La reforma del código de que nos o 
ría irreprochable si la base sobre q 
fuera exacta. ¿Para qué calificar la 
efecto, si esa calificación, carece de tod» .ii.i/«n«..- 
cia, de toda trascendencia, no sólo respecto al orden 
de los procedimientos sino en relación á los dere- 
chos y á los intereses que afecta la declaración de 
ese estado? ¡Para qué mantener un resorte inútil 
en un mecanismo demasiado recargado de piezas 
.que aleja las soluciones inmediatas? 

Pero la comisión incurrió en un olvido palmario, 
.cuando con marcada insistencia ha repetido en el 
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informe recordado que: «la calificación carece de 
todo efecto jurídico y de todo resultado práctico.» 
« La declaración, ha agregado en alguna parte de 
ese informe, de culpabilidad ó fraude del fallido, 
abarcando su quiebra, no puede entrañar conse- 
cuencias trascendentales á sus actos, & sus conven- 
ciones, á.sus procedimientos, á sus contratos.» 

El artículo 1466 del código establece, sin embargo, 
que el fallido prófugo no puede ser oído sobre con- 
cordato, ni tampoco aquel sobre quien existan in- 
dicios de quiebra fraudulenta. La apreciación de 
esos indicios corresponde al juez de la quiebra, 
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 146L 

Ahora bien, ¿ha podido decirse que la calificación 
del carácter de la quiebra, no tiene importancia 
alguna respecto de los actos ó de las convenciones 
del fallido? 

La privación de la celebración del concordato, es 
una medida de alta trascendencia respecto de los 
intereses afectados en el juicio de quiebra. Ella 
impide al fallido la liberación de sus deudas por 
medio de un acuerdo con sus acreedores, en virtud 
del cual se le concede un plazo para el pago ó una 
disminución ó quita en .el monto de las mismas; 
importa cerrarle la puerta de los negocios en los 
que podría procurar la vuelta á la prosperidad y 
tal vez á la fortuna. 

Para los acreedores importa asimismo un per- 
juicio real, evidente, en muchos casos irreparable, 
desde que el concordato si bien es un beneficio 
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acordado por la ley al demior. lo e: 
para los acreedores, que sin él se ven 
una liquidación forzosa, cuyo resulta 
veces es la pérdida casi total de los b 
masa. 

La apreciación del carácter de la qi 
duce, como se ve, efectos jurídicos de I 
ve trascendencia; y esa apreciación no 
librarse al mero arbitrio judicial, sin quf 
otra base de criterio que el informe 
del síndico, que puede ser más ó mt 
más ó menos apasionado, sobre las cau 
yan dado origen ú. la declaración de qui 
es lo único que tienen en cuenta los ar 
y 1541 del código, al conferir al juez li 
de determinar ese carácter. 

En el hecho, pues, no se ha suprimit 
cación déla quiebra, como lo decía la i 
la parte del informe que hemos trans 
antes, sino el procedimiento establecic 
esa calificación se efectuara. La misma < 
otro periodo del informe mencionado, lo 
sámente: «Gomóse ve, son sus palabr 
cación de la quiebra desaparece en n 

de reforma, del punió de vista del juicio ^^, , 

previo que establece la ley vigente.» 

En resumen: 1°, la calilicación sobre los orígenes 
de la falencia subsiste en la legislación actual; 2'» 
esa caliíicación produce el efecto de hacer imposi- 
ble el concordato, cuando en el concepto del juez 
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existan indicios ó sospechas de fraude ; á% el pro- 
cedimiento para llegar á este resultado está redu- 
cido al informe del síndico y al auto del juez que 
ordena, en el caso indicado, la remisión de los an- 
tecedentes respectivos al juez competente para en- 
tender en el juicio criminal. 

No vacilamos en afirmar, que la innovación de 
que nos ocupamos, es digna de toda crítica, porque 
consultando sólo la brevedad del juicio para apro- 
ximar la liquidación del activo de la quiebra, ha 
despojado al fallido y á los mismos acreedores de 
toda garantía, para llegar al descubrimiento de la 
verdad de los hechos, sobre un punto que no sólo 
compromete, como lo hemos enunciado, el honor 
y el interés del primero, sino que afecta igualmente 
los intereses de los últimos. 

Pudo modificarse la tramitación del juicio esta- 
blecida en el código antes de su reforma; deter- 
minarse con precisión la época en que debía ini- 
ciarse, abreviarse sus términos, simplificarse, en 
una palabra, el orden de sus procedimientos ; pero 
suprimir la audiencia del fallido, su defensa, la 
prueba de descargo, por vía de justificación, para 
dar entera fe al informe del síndico, es algo que 
no se explica cuando, como acabamos de ver, la 
simple declaración de la existencia de indicios de 
fraude, coloca á los interesados en la quiebra, en la 
excepcional situación de que . hemos hecho refe- 
rencia. 
355 — Hechas estas observaciones sobre el mé- 
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rito de la reforma, entraremos á 
posiciones que el código consig: 
persona del fallido en los casos 

Presentado el informe qne el sí 
lar sobre las causas de la quiel 
tro de los seis días siguientes, pr 
la libertad del fallido si estuviere 
resultare culpa ó fraude de su p£ 
de aparecer indicios de la existem 
ordenará la remisión de los an 
competente para entender en el ' 
minal. Estas medidas en nada o 
secución del juicio de quiebra (' 

356 — El término señalado pa 
lución de que hacemos referenci; 
pleto, como lo veremos en seguii 
debe existir en los mandatos d( 
leyes, y llega hasta á hacer verd 
sibleel cumplimiento del deber qu 
se impone al juez que interviene e: 
tos de la quiebra. 

En efecto: el artículo 1396 estf 
disposiciones del auto declarativa 
plazo para que los acreedores pr 
los documentos justificativos de 
hiendo determinarse para veinte 
vencimiento de este término, el 
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tener lugar la junta de verificación y graduación 
de créditos. 

El artículo 1442 estatuye, que el síndico dentro 
de los diez días siguientes al plazo fijado para la 
presentación de los créditos, deberá acompañar el 
informe sobre las causas que hayan dado origen á 
la quiebra; es decir, diez días antes de la celebra- 
ción de la junta. Este informe debe ser leído en 
presencia del juez y de ios acreedores reunidos (' ); 
y aquel, después de terminadas todas las cuestio- 
nes á que hubiere dado lugar el reconocimiento de 
los créditos ola determinación de sus caracteres res 
pectivos, y de levantado y aprobado el estado de 
graduación, dicta recién el auto á que se refiere el 
artículo 1461, en el cual debe declarar la existen- 
cia de culpa ó fraude ó la casualidad de la quiebra, 
ordenando las medidas que correspondan en cada 
uno de estos casos. 

¿Cómo conciliar estas disposiciones con la que 
especialmente ordena que dentro de los seis días 
de la presentación del informe del síndico, el 
juez debe declarar el origen de la quiebra, cuando 
todavía no se han practicado las diligencias de la 
verificación de créditos, ni ha llegado la oportuni- 
dad de dictarse el auto de que acabamos de hacer 
referencia? 



(1) Art. 1446. 
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357 — La quiebra puede ser cí 
fraudulenta. 

Reviste el primer carácter, enano 
se ha visto en el caso de poner p 
cios por accidentes fortuitos, poi 
extraordinarios, qne no lia esta 
evitar. La quiebra casual está ar 
putabilidad, porque nadie es res 
ley penal, sino de los heclios ej 
deliberadamente, ó que son consec 
la negligencia ó de la impericia en 
ciertos deberes de que el hombre t 
no puede prescindir. 

La quiebra culpable tiene luga 
propósito de defraudar á sus acre 
ciante ejecuta ciertos actos ó hecl 
tados en perjuicio del interés de 
dido y debido prever, ó cuaud 
falta de cumplimiento á ciertas 
puestas por las leyes teniendo en 
niencia general. 

La quiebra fraudulenta es la qu' 
el dolo del deudor, que conscien 
mente ha procurado dañar á sus 
neficÍD propio. 
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358 — El código entra en la enumeración de 
las diversas circunstancias que pueden concurrir á 
determinar el carácter de la quiebra, bajo el punto 
de vista de estas dos ultimas categorías. 

Ha dispuesto, en consecuencia, que para apre- 
ciar la culpabilidad se tenga presente, si el fallido 
ha sido declarado nuevamente en quiebra sin haber 
cumplido las obligaciones de un concordato prece- 
dente, entendiéndose que éstas han sido llenadas 
siempre que hubiere pagado dividendos que alcan- 
zaren al setenta y cinco por ciento de la deuda 
total; si ha contraído por cuenta ajena sin recibir 
valores equivalentes, compromisos que se juzguen 
demasiado considerables con relación á la situación 
que tenía cuando los contrajo; si no se ha presen- 
tado en quiebra en el tiempo y en la forma esta- 
blecidos; si se ausentase ó no compareciese al tiempo 
de la declaración de la quiebra ó durante el progreso 
del juicio; si los gastos personales del fallido ó de su 
casa se considerasen excesivos con relación á su ca- 
pital y al número de personas de su familia; si hu- 
biese perdido sumas considerables al juego ó en ope- 
raciones de agio ó apuesta; si con el propósito de 
retardar la quiebra hubiese revendido á pérdida ó 
por menos del precio corriente, efectos que hubiese 
comprado al liado en los seis meses anteriores á 
la declaración de quiebra, y cuyo precio se hallase 
todavía debiendo; si con el mismo propósito hubie- 
se recurrido en los seis meses anteriores á la de- 
claración, á tomar dinero prestado, descontando su 
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firma ó valiéndose de otros medios ruii> 
procurarse recursos; si después de la cesí 
sus pagos hubiese pagado á algún aeree 
perjuicio de los demás; si constase que ej 
ríodo transcurrido desde el último inventar 
la declaración de quiebra, hubo época en 
fallido estuviese en débito por sus oblig 
directas de una cantidad doble del haber 
resultaba según el mismo inventario; si 
biese llevado con regularidad sus libros en 
ma determinada por el código; si no 
cumplido con la obligación de registrar las __,__„ 
laciones matrimoniales ú otras acciones especiales 
de propiedad de la mujer ( ' ). 

Desde luego, como resulta del testo mismo legal, 
la existencia de alguna de tas circunstancias enun- 
ciadas, no coloca al juez en la situación forzosa 
de caliiicar de culpable la quiebra. Ellas impor- 
tan sólo antecedentes, presunciones, que pueden 
tener ó no eficacia, según las demás constancias 
que aparezcan obradas en la causa. Un comer- 
ciante, por ejemplo, no hace la manifestación judi- 
cial de haber cesado en sus pagos, dentro del tér- 
mino de tercero día, en que ha debido efectuarlo. 
Este hecho importa un indicio de culpabilidad; pero 
este indicio quedará borrado si la honorabilidad de 
su conducta resulta debidamente acreditada en los 
procedimientos del juicio de concurso. 
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La quiebra se reputará fraudulenta si se des- 
cubriere que el fallido ha supuesto gastos ó pér- 
didas ó no justificare la salida ó existencia del 
activo de su último inventario, y del dinero ó 
valores de cualquier género que hubiesen entrado 
posteriormente en su poder; si ocultase en el ba- 
lance alguna cantidad de dinero, créditos, efectos, 
ú otra cualquier clase de bienes ó derechos; si 
hubiere contraído deudas ficticias, otorgado escri- 
turas simuladas ó se hubiese constituido deudor 
sin causa, ya sea por escritura pública ó privada; 
si verificare enajenaciones simuladas de cualquier 
clase que sean; si hubiese consumido y aplicado 
para sus negocios propios, fondos ó efectos que le 
hubieren sido confiados en depósito, mandato ó 
comisión, sin autorización del depositante, man- 
dante ó comitente; si hubiese comprado bienes de 
cualquier clase en nombre de tercera persona; si 
después de haberse hecho la declaración de quiebra, 
hubiese percibido y aplicado á sus usos personales, 
dinero, efectos ó créditos de la masa, ó por cual- 
quier medio hubiese distraído de ésta alguna de 
sus pertenencias; si no hubiese llevado los libros 
que indispensablemente debe tener todo comercian- 
te, los hubiere ocultado ó los presentase truncados 
ó falsificados ('). 

359 — Es posible que en los casos de quiebra 
fraudulenta, el fallido haya contado con auxiliares 
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ó cooperadores para llevar á cabo la e 
su delito. 

No habría sido tal vez necesario que t 
individualizara ó determinara ciertos h 
considerar como cómplices á sus autores, 
cipios generales del derecho penal habri 
ciertamente, para señalar ese carácter. 

Sin embargo, adoptando un sistema 
entrado en esa individualización, dec 
partícipes en la quiebra fraudulenta il 
hubieren confabulado con el fallido, ha 
recer créditos falsos ó alterando los 
en cantidades ó fechas; á los que dt 
modo hubieren cooperado para la oi 
sustracción de Bienes, sea cual fuere si 
za. antes ó después de la declaración > 
á los que ocultaren ó rehusaren entrt 
dico, bienes, créditos ó títulos que 
fallido; á los que después de publicad 
ración de quiebra admitieren cesiones 
particulares dei fallido; á los acree< 
que fueran legítimos, que hicieren coi 
el fallido en perjuicio de ia masa; á 
dores que interviniesen en cualquiern 
mercantil del fallido después de declar; 
bra ('). 

360— El código, como ha podido 
ocupa de los cómplices de la quiebra 1 
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¿Qué razón ha tenido para no comprender en sus 
disposiciones á los copartícipes de una quiebra 
culpable ? 

La razón la encontramos en los principios del 
derecho penal. La complicidad es el acuerdo que 
reúne á varias personas para la perpetración de 
un delito. En la complicidad se exige, pues, que 
intervenga una convención, que liaj^a pacto que 
ligue á los delincuentes. Este pacto, este acuerdo, 
es el alma de la complicidad, así como el con- 
sentimiento es el alma de. los contratos. Tratán- 
dose de una quiebía culpable, el pacto no puede 
existir, porque no puede concurrir la voluntad de 
un tercero respecto de una omisión; un hecho im- 
prudente ó un acto de descuido ó impericia ejecu- 
tados por el fallido. 

361 — Los cómplices de los quebrados fraudulentos 
además de la pena en que incurren con arreglo á la 
legislación criminal, serán condenados á perder cual- 
quier derecho que tengan en la masa de la quiebra, 
á reintegrar á la misma los bienes, derechos y ac- 
ciones sobre cuya sustracción hubiere recaído su 
complicidad; á pagará la masa, por indemnización 
de daños y perjuicios, una suma igual al importe 
que intentaron defraudar (^). 

362 — Las quiebras de los corredores se repu- 
tan siempre fraudulentas, sin admitirse excepción 
en contrario, siempre que se justifique que el ce- 
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rredoi" hizo por su cuentn, en nomli: 

alguna operación mercantil, ó qi 

garante de las operaciones en que intervino como 

corredor, aun cuando la quiebra no proceda deesas 

causas ('). 

363 — ¿Cuál es ia razón de este rigorismo déla 
ley? ¡Cuál el fundamento de la presunción de fraude 
que establece respecto de la quiebra de los corre- 
dores ? 

£1 corredor que se mantiene dentro del círculo 
de sus atribuciones, como lo hemos dicho en nues- 
tro Comentarios al primer libro del código, no se ex- 
pone á pérdida alguna en el desempeño de su cargo. 
Cuando llega al e^i^tado de quiebra, es porque ha vio- 
lado sus deberes, ejecutando actos que le han sido 
expresamente prohibidos por consideraciones de in- 
terés general. Era pues necesario imponerle una 
represión que sirviera de satisfacción á la ley 
ofendida y de enseñanza á los que se encuentren 
colocados en posición idéntica. El corredor que 
llega al estado de quiebra, repetimos, es porque 
ha entrado en operaciones mercantiles, convir- 
tiéndose en comerciante de hecho. Por lo común, 
muchas transacciones y negocios ha tenido que 
realizar; muchas infracciones á las prohibiciones 
de la ley ha debido cometer, para encontrarse en 
el caso de cesar en el cumplimiento de sus compro- 
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364— Para determinar la naturaleza de la quie- 
bra, la ley no sólo ha entrado, como lo hemos 
visto anteriormente, en la enumeración detallada 
y prolija de las diversas circunstancias que hacen 
presumir especialmente la culpa ó el fraude de parte 
del fallido en la dirección de sus negocios, ó en la 
ejecución de actos relacionados más ó menos > 
directamente con el desenlace final de las opera-: 
ciones de su giro, sino que ha consignado asimismo 
algunas otras de carácter general, que concurran 
como elemento de criterio para discernir el ver- 
dadero origen de la cesación de pagos. El juez, debe 
pues, tener presente:. 

P La conducta del fallido en el cumplimiento de 
las obligaciones que imponen los artículos 1389. 
y 1390 del código; 

2^ El resultado de los balances que se formen 
de la situación mercantil del fallido; 

3° El estado en que se encuentren los libros de 
su giro; 

k^ La relación que haya presentado sobre las 
causas de la quiebra y lo que resulte de ios libros, 
documentos y papeles sobre el origen de la misma ; 

5° Los méritos que ofrezcan las investigaciones 
á que se refieren los artículos 1434 y 1435, y las 
pruebas que se produzcan en el término compe- 
tente (^). 



( 1 ) Art. 1551. 
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365— Los efectos de la califi 
hecha por el juez de comercii 
fuerzo se comprende, esencia 
impide la celebración del cono 
blece el hecho del fraude ó los 
tencia, según más de una vez 
de ahora; habilita al deudor i 
parse desde luego en operacío 
cuenta ajena y bajo la dírecci 
ganando para sf los eraolumei 
nes que se le den por esos servicios, sin perjuicio 
del derecho de los acreedores á los bienes que ad- 
quiera por ese ú otro medio, en caso de ser in- 
suficientes los fondos de la masa para el integro 
pago. En esta misma situación se encuentra le- 
galmente colocado el fallido que hubiera cumplido 
la pena en caso de quiebra culpable. En estos ca- 
sos los fallidos dejan de percibir la pensión ali- 
menticia que se les hubiera acordado (^). 

Debemos hacer presente, que esta limitación de 
la capacidad del fallido ; que esta sujeción á la de- 
pendencia de un principal sólo alcanza á las ope- 
raciones mercantiles; en una palabra, que se halla 
estrictamente restringida al ejercicio del comercio. 
La capacidad jurídica para volver á ese ejerci- 
cio, sólo la da, en efecto, el concordato ó la reha- 
bilitación. 

Pero, liquidado el activo de la quiebra, el fallido ■ 
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recupera su independencia y puede consagrar sa 
inteligencia, su actividad y sus esfuerzos, á cual* 
qnier otro ramo de la industria ó del trabajo hu-f 
niano. Puede, en consecuencia, adquirir bienes y 
administrarlos libremente, sin perjuicio del deber 
moral y legal en que se encuentra de solventar sus 
deudas. 

366 — Antes de concluir el examen del título que 
estudiamos, haremos notar: P, que el hecho de 
declarar el juez del concurso la inculpabilidad 
del fallido, no impide el ejercicio de las acciones 
penales de parte de los acreedores, que pueden de- 
ducirlas ante la jurisdicción competente (^); 2^, que 
éstos tienen derecho de intervenir á su costa en el 
juicio criminal, provocado por la declaración del dolo 
ó culpabilidad del deudor hecho en el juicio comer- 
cial (2). 

367 — Como complemento de esta materia, cree- 
mos oportuno hacer mención de las disposiciones 
de la legislación penal relativas á la quiebra frau-» 
dulenta y culpable. La primera, está penada con 
tres á seis años de penitenciaría é inhabilitación de 
cinco á quince años, y la segunda, con prisión de 
uno á tres años é inhabilitación de dos á cinco (^). 
Pero si el perjuicio sufrido .por los acreedores no 
excediera de veinte y cinco por ciento, entonces 



( 1 ) Art. 1542. 

(2) Art. 1552. 

(3) 06digo PlKua, ATt, 198. 
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cambia el carácter respectivo de la pena y el tiempo 
de su duración. La quiebra fraudulenta se castiga 
con prisión de uno á tres años é inhabilitación de 
dos á cinco, y la culpable con arresto de tres á 
nueve meses ó inhabilitación de uno á tres años ( * )• 
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368 — El código de comerciOy antes de ser refor- 
mado, teniendo en cuenta que alguna vez la liquida- 
ción inmediata del activo de la masa ó la suspen- 
sión del giro del fallido podía no convenir á los inte- 
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reses afectados por I» declame 
daba 4 los acreedores e) den 
á los síndicos la continuación 
que se observaran las garantí! 
había creído prudente establee 
eran: 1", la determinación del 
rar el encargo : 2", la fijación 
facultades acordadas á los mis 
to de las sumas que podían 
der para las necesidades de la 
resolución sólo podía ser ad 
de tres cuartas partes en nú 
cantidad de créditos ,( ' ). Los 
tes y el fallido podían oponei 
expresada, debiendo ser resue 
el tribunal con audiencia de 1 
nisterio público ('). 

Esta autorización era vprdat 
en cierta manera, contraria -A I 
ció de quiebra. El objeto di 
efecto liquidar, distribuir lo: 
luyen el activo, con el maye 
iempo y de 'gastos; y la prolo 
podía extenderse :l un período 
hacía sustituir la indivisión, 
veces la voluntad y el interés d 

Este derecho, decía Bedarrii 



-%'* 
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posición de la ley francesa de 1838, que sirvió de 
fuente á nuestro código, nos parece exhorbitante. 
Él repugna al principio incontestable de que el man- 
dato no puede existir si no es consentido voluntaria- 
mente por quien lo confiere. Ahora bien, en el caso 
indicado, la minoría está obligada á sufrir la 
ley que la mayoría quiera imponerle: ella queda- 
rá ligada á un mandato que rehusa y obligada á 
soportad las consecuencias de una administración 
que no quiere autorizar. • En qué vendrían á que- 
dar los derechos sagrados de propiedad, si se con- 
dena así á soportar los peligros del comercio á 
aquel que no quiere consentirlos; sea que aterro- 
rizado por la catástrofe de su deudor, tema ver des- 
aparecer en el mismo abismo los restos escapa- 
dos del naufragio; sea que teniendo necesidad del 
dividendo que debe percibir en la liquidación, por 
módico que fuere, no pueda sin peligro para sus 
propios negocios esperar muchos años todavía ; sea, 
en fin, que extraño al comercio, prefiera dar á lo 
que le queda otra dirección ( * ). 

En cambio, otros tratadistas no menos distingui- 
dos, sostienen el sistema adoptado por la ley cri- 
ticada, como necesario ó conveniente en muchos 
casos. 

El objeto á que se encamina la unión, ha dicho 
efectivamente Bravard-Veyriéres, es la realización 
del activo. Pero, pueden ocurrir circunstancias en 
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(1 ) Bbdarridf, FhilHU* el Banqueroutee, tomo 2o, núm. 761. 



que esa realización sea difícil, ó en qu 
giü & ella obstáculos de diversa natura 
Teces, la realización inmediata sería de 
por decirlo así, moralraente imposible, 
ría sin embargo? Supongamos, por ej' 
hay en la quiebra un gran establecimieni 
na, una manufactura, que es imposible 
las circunstancias presentes, en buenas c< 
aun en condiciones razonables, y contin 
explotación podrían obtenerse beneOcio 
venderse el establecimiento ó continuare 

dolo? Es necesario no perder de 

todas las disposiciones de la ley sobre 
están destinadas á proteger & los aeree 
fallido, y que cuando ellos tienen un interés evi- 
dente eti que la explotación continua, cuando es el 
único medio de evitar una pérdida quizás conside- 
rable, es necesario continuarla y no venderá cual- 
quier precio ( ' ). 

369 — La Comisión de Códigos déla Camarade 
Diputados juzgó conveniente suprimir las disposi- 
ciones de que liemos hecho referencia al comenzar, 
y reemplazarlas por el título que vamos á estudiar 
brevemente. 

El fundamento de esa supresión se encuentra ex- 
puesto de una manera precisa en el informe expli- 
cativo de las reformas proyectadas y que fueron 
convertidas en ley. « La autorización, se dice en 
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ese informe, que la ley vigente acuerda para la 
continuación del giro del fallido, no ha producido 
en. la práctica otra cosa que la dilación indefinida 
del juicio de concurso, y en todos los casos, gra- 
yísimos perjuicios para los intereses de los acree- 
dores. » 

«La continuación del negocio es excluyente de 
las diligencias y trámites del concurso, y sus re- 
sultados son siempre desastrosos é imposibilitan 
toda liquidación regular. 

« Por esta razón, si bien nada estatuimos sobre 
esa autorización, en previsión de algún caso es- 
pecialísimo en que el juez la considere necesaria, 
ía reemplazamos por el medio de adjudicación á 
los acreedores. Si ellos creen que es conveniente 
á sus intereses la continuación del giro del falli-* 
do, tienen el medio de realizar su propósito ha- 
ciendo el giro por su caenta y terminando la quie- 
bra. » 

370 — Ante todo, recordaremos la estructura ó 
mecanismo del nuevo sistema de solución de la 
quiebra, incorporado con verdadera novedad en núes- 
tro derecho positivo, para avanzar luego algunas con- 
sideraciones respecto de su justicia y de su con- 
veniencia, bajo el punto de vista de los derechos 
y de los intereses que el estado de quiebra com*- 
promete ó lesiona. 

Luego de verificados los créditos, pero antes 
de comenzada la liquidación de los bienes del 
concurso, los acreedores comunes, pueden hacerse 
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cargo del activo y pasivo de la quít 
do las opetacioiies por cuenta pro[ 
dicíones siguientes ('): 

1» Pagar todos los créditos prlvil 
de aprobado este medio de solució 
á cuyo efecto deberán depositar den 
perentorios, contados desde esa aj 
orden del juez, el importe de dicho 
concepto de que no haciéndose ese 
rá continuar la tramitación del jui 

2' 0ar carta de pago al fallido 

371 — El procedimiento á obser 
mente breve. 

Los acreedores que pretendan ter 
so por la adjudicación de los biem 
sentarse al tribunal solicitando la 
una junta general, la que habrá d< 
tro de los ocho días siguientes, pr 
por edictos á los acreedores con, domicilio ignora- 
do, y las notificaciones correspondientes & los acree- 
dores con domicilio conocido y al fallido {*). 

Reunidos los acreedores y el sindico bajo la au- 
toridad del juzgado, se resolverá por la junta si 
se acepta la proposición formulada. 

La votación se verificará en los mismos térmi- 
nos y condiciones que para el concordato. 



(i) . 
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Los acreedores privilegiados que tomaren parte 
en la junta y votaren por la aceptación, perderán 
si ésta tiene lugar, su derecho de preferencia y que- 
darán equiparados á los acreedores comunes. 

Los acreedores inasistentes y los ausentes, cu- 
yos créditos estuvieren reconocidos, na tendrán de- 
recho de impugnar bajo pretexto alguno la conven- 
ción celebrada y quedarán sometidos á sus con- 
secuencias. 

El secretario levantará un acta circunstanciada 
del resultado de la junta ('). 



II 



372 — Los efectos legales de esta manera de so- 
lucionar el juicio y el estado de quiebra, fuera del 
de la liberación del deudor, de que hemos hecho 
referencia, se hallan establecidos detalladamente en 
varias disposiciones del código. 

La propiedad de los bienes, derechos y acciones 
del fallido, así como sus obligaciones y responsa- 
bilidades, pasan á los adjudicatarios inmediatamen- 
te después de depositarse el importe de los créditos 
privilegiados (*). 

El producto de los bienes enajenados durante 



°( 



(1) Art. 1657. 

(2) Art 1560. 
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el juicio, se considerará comprendido 
vención, debiendo entregarse á los acreí 
los demás bienes de la quiebra ('). 

Las acciones de dominio, todas las cue 
bre recen cci miento de créditos, privilegi' 
pendientes, se continuarán con el repreí 
representantes de los adjudicatarios ; pen 
dores de dominio y los que pretendan i 
gio, luego de aprobada la convención, t 
recho al embargo de los bienes reclamad 
garantía en su caso (*}. 

El sindico, con autorización judicial, 
al pago de los créditos privilegiados, co 
tos del concurso; y terminada la operaci 
denará por el Tribunal el archivo del 
de la quiebra ('). 

Los acreedores adjudicatarios deberán, 
ma junta en que se haya aceptado su pi 
adoptar una forma de las establecidas en 
para las sociedades comerciales (*). 



373 — Tal es el medio de extinción del 
quiebra creado por las reformas del códi 
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. mi. 


(S) Arl 


.1602, 
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nuevo^ ciertamente, sin raíces en la legislación 
comercial y que no puede invocar en su apoyo ni 
las enseñanzas de la doctrina, ni los principios que 
deben servir de base á toda buena ley sobre quie- 
bras, que tiene que consultar siempre el interés y 
los derechos de los acreedores y el interés y 
los derechos del fallido, porque la armonía de esos 
derechos y de esos intereses, es reclamada imperio- 
samente por los preceptcis de la justicia, que ordenan 
dar á cada uno lo que es suyo y que prohiben á 
unos enriquecerse ú obtener ventajas á espensas ó 
con el sacrificio de otros ('). 



{!) La base fundamental de este titulo se encuentra en el código de pro»* 
cedimientos civiles, cuyo articulo 755 dispone textualmente : « En cualquier 
estado del juicio, los acreedores quirografarios podrán, previo pago de las 
costas causídicas y de los créditos privilegiados, pedir la adjudicación en 
pago de los bienes del deudor, y en tal caso los bienes les serán 'adjudica- 
dos en condominio, pudiendo conservarlos ó distribuirlos en la forma que de- 
termina el Código Civil en el titulo del condominio.» 

No hemos podido encontrar la fuente de esta disposición legal. Creemos 
tal vez, que ella ha respondido á uno de esos temperamentos que se improvi- 
san cuando se desea encontrar soluciones fáciles para salvar situaciones 
diñciles. En el nuevo código ¿e procedimientos civiles y comerciales, que so 
halla sometido á la consideración del Congreso Nacional, esta disposición 
desaparece siendo reemplazada por otra perfectamente justa que concilla todoa 
los intereses afectados en el juicio universal de concurso de acreedores. 

Al ocuparse de las funciones de los síndicos, establece que éstos, después 
de ejecutoriada la sentencia de verificación y graduación de créditos, reque- 
rirán del juez la autorización necesaria para la ouajenación de los bienes 
( art. 1069 ), disponiendo en seguida que : k La enajenación se llevará á efecto 
con las formalidades establecidas para la venta de cada clase de bienes en el 
juicio ejecutivo. El avahlo, en su caso, se practicará por un perito que pro* 
pondrá el sindico á Is aprobación del juez. » 

u Si después del segundo remate no hubiere postor, el sindico promover á la 
convocatoria á junta general de acreedores, para que acuerden la manera en 
que hayan de adjudicarse los bienes no vendidos, si no prefieren un tercer- 
remate sih sujeción á base. La resolución será tomada por mayoría de votos 
en número de acreedores y cantidad de créditos. » 

«En el caso de optar por la adjudicación, ésta se verificará por las doa 
terceras partes del precio que hubiera servido de base en el segundo remate 
(art. 1071).» 
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Bl desapoderamiento que ope 
quiebra, como lo hemos visto i 
importa en m^inera alguna la 
bienes del deudoi. Cualquiera < 
haya dado origen & su estado, in 
contiaúa siendo absolutamente 
que constituyen su activo. 

Estos bienes pasan á podeide 
garantía de su seguridad, y lue§ 
liquidación, para hacer frente 
ditos debidamente comprobado 

Los acreedores, llegada la op 
quieren el derecho de enajenarl 
bución de su importe en el 
corresponda según el estado de 
pectiva. Pero esa venta tiem 
nombre del concurso, en virtud 
por cuenta del deudor. ¿Hay i 
de satisfechos los créditos? Pu 
tenece al dueño de los bienes ve 
fallido, i Hay un délicit? Ese ueiicu pesara soure 
el deudor, y gravará los bienes que en adelante 
adquiera por cualquier título que fuese. 

Estos son ios principios constitutivos del estado 
de quiebra, en lo que se refiere á los derechos de 
acreedores y deudor, sobre las existencias ó valo- 
res de que este último es desposeído con la inicia- 
ción del juicio de concurso. 

Nada más, ni nádamenos: los unos liquidan bus> 
candóla efectividad de sus derechos; el otro está 
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sometido á las consecuencias de esa liquidación, 
con los brazos ligados para operar en la marcha de 
los procedimientos de la quiebra; pero con el ojo 
atento para vigilar la buena ó mala dirección de esos 
procedimientos y con el derecho de hacer oir su 
voz ante la justicia para denunciar abusos ó hacer 
conocer procederes incorrectos. 

¿De dónde, pues, nace el derecho acordado á los 
acreedores quirografarios para adjudicarse los bienes 
del deudor contra la voluntad de éste, ó cuando 
menos sin su consentimiento ó sin su acuerdo? 

374 — Podría decirse, quizás, que las leyes co- 
munes han dado el ejemplo; que la adjudicación en 
pago de que el acreedor puede valerse en el juicio 
ejecutivo, es la misma adjudicación que el código 
de comercio reconoce en favor de los acreedores per- 
sonales en el juicio de quiebra. 

Hay sin embargo marcadas diferencias entre una 
y otra adjudicación. 

En el juicio ejecutivo, el acreedor sólo puede ejer- 
citar este derecho, como se ha observado justamen- 
te, después del justiprecio de los bienes embargados, 
de haberse sacado éstos á remate y de no haber habido 
postores. Entonces, y recién entonces, el ejecutan- 
te puede pedir que se le adjudiquen esos bienes, 
por las dos terceras partes del precio de su tasa- 
ción. 

En estos casos, como se ve, todos los derechos y 
todos los intereses están justamente consultados: 
los del deudor, porque se ha determinado el valor 

23 
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de los bienes de su pertenencia por ] 
brados al efecto, y porque por medio 
aniincliido con las fonnalidailes légale: 
curado la venta en condiciones ventaj] 
acreedor, porque si el hecho producido 
demostrar que el valor asignado al bi< 
realidad su valor efectivo, su valor 
que no han habido compradores, ha del 
en sus mauos el medio de obtener cu; 
el pago parcial de su crédito, con la esi 
embargada, y quedar en condiciones < 
la útilmente en un tiempo más ó men 
Pero, nada de esto existe en la adju 
los bienes del deudor en los casos de q 
No bay tasaciones, no hay remate, r 
gencia alguna que demuestre que el fall 
bienes bastantes para hacer frente al p¡ 
sus obligaciones. Nada de esto existe, rep 
el contrario, existe la presunción vehemí 
la convicción, de que las deudas pueden 
cumplidamente con las existencias de 1 
En efecto, ¿es posible creer que los 
quirografarioseludan la liquidación del cí 
ciéndose cargo del pago de todos los gaste 
de las deudas privilegiadas, de los créd 
carios ó prendarios, sin liaberse dado cui 
mente del valor del activo y de las vt 
vendrán á obtener al recibirlo, en cam 
obligaciones y responsabilidades que ace 
parte ? 
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Tal vez llegara á observarse, que en manos del 
deudor se encuentra el medio de evHar este desen- 
lace ruinoso de la quiebra, proponiendo concor- 
dato á sus acreedores. Pero la observación fallaría 
por su base. 

Es posible, en efecto, que en los procederes del 
comerciante que quiebra aparezcan algunas nubes, 
algunos actos de carácter dudoso, que puedan pres- 
tarse á una interpretación más ó menos acertada ó 
más ó menos errónea. 

En tales casos, la existencia de indicios de dolo 
ó fraude, bastaría para imposibilitar la celebración 
del concordato, como lo hemos visto anteriormente, 
aun cuando en el proceso criminal, quedaran más 
tarde completamente disipados y el procesado libre 
de toda culpa y cargo. 

Es posible, también, que algunos de los acreedo- 
res á quienes convenga la adjudicación de los bienes 
del deudor, no se presten á celebrar un convenio, 
que vendría á impedirles la realización de lo que 
en su concepto importara una verdadera especula- 
ción comercial. 

En todos estos casos, el deudor no podría celebrar 
concordato con sus acreedores — y tendría, sin 
embargo, que presenciar en silencio esa especie de 
confiscación autorizada por las leyes, en virtud de 
la cual sus bienes, que representan un valor mayor 
que sus créditos pasivos, pasan á poder de los 
acreedores quirografarios, quienes sin título ni de- 
recho alguno gozarán del excedente. 
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375 — Hemos dicho que la adju( 
bienes en la forma expresada, no ti< 
la legislación comercial. 

En efecto: el concordato por abant 
que es la institución que más anal< 
sentar con la que venimos estudiai 
autorizado por la ley francesa de 18! 
tancialmente de laadjudicaclón en pago, aun cuan- 
do tenga con ésta algunos puntos de contacto. 

En primer lugar, es un concordato; es decir, un 
convenio celebrado entre acreedores y deudor, en 
virtud del cual éste transfiere ó cede á los prime- 
ros los bienes, dereclios y acciones de la quiebra. 
Este convunio está sometido á todas las solemni- 
dades y á todos los procedimientos que rigen á los 
concordatos comunes. 

En segundo lugar, los efectos de este concordato 
no son los mismos de los de la adjudicación, desde 
que los acreedores deben procederá la liquidación 
inmediata de los bienes. 

oLos concordatos por abandono, ha dicho Bravard 
Veyriéres, difieren de los concordatos ordinarios, 
en que ellos no hacen entrar al fallido en su ac- 
tivo; lo privan, por el contrario, sin remedio de él. 
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Pero en cuanto á su principio, en cuanto á su causa, en 
cuanto á las formalidades que deben acompañarles, 
precederles y seguirles, no difieren absolutamente 
unos de otros. En efecto, este abandono tiene lugar 
conforme al convenio celebrado, en la torma ordi- 
naria entre el fallido y sus acreedores; tiene lugar 
en virtud de una estipulación de ese convenio, de 
una cláusula inserta en el mismo (^). » 

« El concordato por abandono, ha agregado á su 
vez León-Caen, tiene un carácter mixto: participa 
al mismo tiempo de la unión y del concordato sim- 
ple. Participa de la unión, en cuanto el fallido no 
recobra sus bienes que son vendidos para pagar 
á sus acreedores. Participa del concordato simple, 
en cuanto los acreedores consienten en remitir 
al deudor lo que no podrían recibir con el importe 
de esos bienes ( ^ )- » 

376 — En la adjudicación en pago hay, como se 
ha visto, un verdadero despojo, favorecido, sancio- 
nado por la ley. 

Y no se diga, que el fallido es citado á la junta 
en que debe discutirse la proposición de los acreedo- 
res de que venimos ocupándonos, porque ninguna 
disposición del código lo autoriza á oponerse á la 
adjudicación, ni mucho menos determina las razo- 
nes en que podría fundar esa oposición, ni el proce- 
dimiento á seguirse para sustanciarla. Es una cita- 



(1) BRAVARi>-VBTRt¿RES, DfoÜ OoimMTeiol. tomo &>, pág. 428. 
(1) Léon-Caen, Precia de Droü «ymmeroial, tomo 2», nüm. 2068. 
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ción sin objeto real, sin propósito defl 
sólo permite ai deudor asistir á una deli 
la cual quedara privado de la propiedad 
oes, aun cuando aparentemente se le fa 
la carta de pago. 

377 — En cuanto á los acreedores ei 
efectos legales de la adjudicación, uo 
dignos de observación y de crítica. 

El voto de !a mayoría obliga á la m 
misma forma y condiciones en queque 
cuando se trata de la celebración del 
Nada habría que decir A este respecto, 
necesario ó conveniente resolver algo q 
interés de ana colectividad de persoitaf 
tad del mayor nómero debe imperar pai 
que en su concepto corresponda á la c 
común. 

Pero, en el caso que consideramos, 
no sólo obliga ;l la minoría á aceptar 1 
ción de los bienes, sino á continuar elgir 
á emprender en consecuencia nuevas op 
exponerse á las contingencias y alterna 
transacciones comerciales, en una palab 
á soportar los peligros de una admini: 
no quiere autorizar, como decía Bedarri( 
hemos visto anteriormente, al criticar 1 
ción de las operaciones del fallido por 
de la quiebra. « Los acreedores inasist 
ausentes, dice en efecto el artículo 1557, 
derecho de impugnar bajo pretexto algún 
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'€Íón celebrada y quedarán sometidos á todas sus 
oonsecuencias. » 

Eslo, sin embargo, no es todo. Tal vez en circuns- 
tancias extraordinarias, fuera justificable y aún 
-necesaria esta excepción á los principios generales, 
del derecho ; este sometimiento de la voluntad de 
los menos á la voluntad de los más, á pesar de no 
existir entre ellos el vínculo que nace de las con- 
venciones legalmente contraídas. Pero la ley ha ido 
más lejos todavía. No sólo obliga á la minoría á 
aceptarla adjudicación y á continuar el giro, sino 
que la pone en la necesidad de constituir una socie- 
dad con la mayoría, para explotar los bienes cuyo 
dominio han adquirido por la adjudicación; socie- 
dad que puede revestir cualquiera de las formas 
establecidas para las sociedades comerciales (V). 
La mayoría puede/ pues, hacer que los acreedores 
disidentes entren en una sociedad de responsabilidad 
ilimitada, en la que no sólo comprometan los bienes 
que recibieron de la quiebra, sino los bienes propios^ 
exclusivamente propios, que no han estado afectados 
en el juicio. No sólo los expone, contra su volun- 
tad, á todo esto, sino asimismo á comprometer su 
libertad y su nombre, desde que la quiebra posible 
de la sociedad colectiva, entrañaría efectos persona- 
les respecto de todos sus miembros. 

Los únicos acreedores que pueden escapar á esta 
ruina, son los acreedores ausentes, quienes, por una 



(1) Art. 16C5. 
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rara anomalía, se encuentran co 
situación que los qne han disentido y rechazado eon 
su voto la adjudicación en pago, resuelta por la ma- 
yoría de los acreedores personales. En efecto, los 
ausentes son los únicos que sólo quedan responsa- 
bles hasta la concurrencia de sus créditos, si no 
aceptaren ]a responsabilidad ilimitada ('). 

Tal es, en resumen, ia importancia del nuevo me- 
dio de solucionar la quiebra incorporado á nuestro 
código por la ley de reformas. Habría sido preferi- 
ble, de cierto, la adopción, con alguna variantes, 
del concordato por abandono, del derecho francés, 
porque llegando á resultados análogos — la adjudica- 
ción de los bienes á los acreedores y la carta de pago 
al fallido — se da á éste intervención directa en un 
acto, que si bien, como lo hemos visto, lo liberada 
sus obligaciones, lo priva al mismo tiempo de la 
propiedad de sus bienes. 
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378 — Los síndicos desempeñan un mandato: 
mandato conferido por el juez al iniciarse los pro- 
cedimientos del juicio de quiebra; y más tarde por 
los acreedores, cuando verificados los créditos en 
la forma legalmente prescripta, ha quedado esta- 
blecida la verdad de su carácter. 

Este mandato, como lo hemos dicho en otro lu- 
gar, no puede ser gratuito. La retribución de los 
servicios prestados por los síndicos, es exigida por 
la justicia y por el interés mismo de las perso- 
nas á quienes afecta la declaración de quiebra. 
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Por la juaticia, porque no habría razón . 
atendible para que el sindica dedicara su t 
distrayéndolo de sus ocupaciones ó negocios 
consagrarlo á la administración y cuidado 
tereses ajenos, ó en los que sólo tiene una [ 
pación relativamente mínima. Las funcioi 
los sindico:^ son múltiples y sus responsabil 
graves; sobre todo, cuando se trata de admii 
intereses valiosos' que reclaman una atent 
una diligencia empeñosa y prolija. 

Por el interés de acreedores y fallido, ] 
las cargas gratuitas cuando no comportan ■ 
clones ú honores, ó no responden á los esti 
del patriotismo ú otros sentimientos levar 
no se desempeñan, por lo común, con la ce 
ción y asiduidad que su ejercicio exige. 

379 — El Código ha dispuesto, en consecu 
como debía hacerlo, que el mandato de los 
eos es un mandato oneroso, y determina la 
y la forma en que la retribución de sus sei 
deba ser determinada. 

En cuanto á la primera, establece que lu< 
terminado el mandato ó de aprobadas las ci 
el tribunal deberá fijar el emolumento qi 
corresponda por los trabajos verificados en li 
bra { ' ). 

En cuanto á la segunda, dispone igualmen 
ese emolumento se graduará por el juez con 
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glo á la importancia de los servicios prestados, 
sin que en ningún caso pueda exceder del seis 
por ciento del valor total de los bienes que resulte 
de su estimación en juicio, ó en su defecto, del 
-Cálculo prudencial hecho por el mismo ('). 

Esta regulación era inapelable; pero teniendo 
en cuenta los graves inconvenientes qu3 la práctica 
hizo conocer, 'derivados de la fuerza de ejecutoria 
atribuida á este fallo judicial, la ley de 29 de Agosto 
de 1891, lo declaró susceptible, como á todas las 
demás regulaciones de emolumentos ó trabajos 
profesionales, del recurso de apelación, por el sín- 
dico, fallido ó cualquiera de los acreedorefs, á cuyo 
efecto deberá ser notificado personalmente á los 
primeros, y á los últimos por edictos publicados 
durante tres días. 

380 — El síndico dimisionario ó el síndico sepa- 
rado de la administración ¿tendrá derecho á exigir 
una comisión por sus servicios? Esta cuestión ha 
sido planteada por Bedarride y resuelta, respecto 
del último caso, con el auxilio de una distinción. 
Es necesario, dice, tener en cuenta las causas que 
han motivado la revocación, pensando por su parte, 
que sería injusto privar de la retribución de sus 
trabajos á aquel á quien un mero disentimiento 
sobre la manera de dirigir sus gestiones, determine 
su reemplazo; en tanto que sería poco razonable,— 
son sus palabras, — acordar una recompensa cual- 



< 1 ) Art. 1567. 
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quiera á aquel que hubiera coiiieti< 
ó faltas graves ('). 

El punto no se encuentra expr 
en nuestro derecho; pero es fuen 
la revocación del síndico tuviera 
deres dolosos ó fraudulentos en 
la comisión que se le ha conñad 
ría todo derecho á retribución 
incurriría en las responsabilidade; 
que entraña el delito de defraudad 

En cuanto al caso de dimisión 
que considerar asimismo la razí 
Es sabido que, en general, el i 
renunciar en cualquier tiempo el 
aceptado, salvo el caso en que ■ 
judiqueal mandante {'). Pero trí 
de sindico no sucede lo mismo. ! 
cido, por razones de interés social, 
ciable por alguna de las causaí 
determina ('). Pensamos, pues, q 
inmotivada, no sólo daría lugar 
la multa de quinientos pesos fíjai 
del código, sino á la pérdida de 
pectiva en el caso de no continii 
sus funciones. 



I Bedarriue. PaiUiUt tt banquermUa, Ii 
) adifa át Orntraw, art. 224. 
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381 — Es un hecho notorio, que en muchos casos, 
el síndico no puede por sí sólo ocurrir á todas las 
necesidades, que reclama la administración de los 
bienes de la quiebra, con más ó menos urgencia, 
y que es indispensable llenar. En tal situación no 
queda otro medio para evitar perjuicios y llegar á la 
solución final del concurso, que valerse de auxilia- 
res que cooperen á la consecución de este propósito. 
De aquí la facultad acordada al sindico de emplear 
en las operaciones de la quiebra, como ser la conta- 
bilidad, guarda y conservación de los bienes, las 
personas que estimare necesarias ('). Pero esta fa- 
cultad sólo puede ejercitarse con dos restricciones, 
expresamente señaladas y cuya razón fácilmente se 
alcanza : 

1* Que el salario ó remuneración sea convenido 
de antemano, teniendo en cuenta la economía en 
los gastos y el valor corriente de la clase de ser- 
vicios (*). 

2* Que el juez intervenga en la celebración de 
esos contratos por medio de la aprobación respec- 



( 1 ) Art. 1569. 
2 )*Art. 1669. 



tiva; aprobación que deberá prestar sin iná 
mite. si los considera arreglados ó conformes 
exigencias del concurso, y pudiendo en caso ci 
rio, limitar el número de empleados que debí 
par el sindico y la retribución que á cada 
de ellos corresponda ('). 

383 — Debemos recordar en este lugar, q 
sindico está legalmente autorizado para hacet 
rigir por abogado, en cuyo caso los bonorarl 
éste deberán regularse por el juez ('). La t< 
ción es apelable, de acuerdo con lo precep 
en la ley de 29 de Agosto de 1891, que hemo; 
do anteriormente. 

383— Por consideraciones de moral y áf 
venieiicia misma páralos intereses de la qu 
los jueces no pueden autorizar, ni mucho r 
verificar el síndico de propia autoridad, detn 
de suma alguna de los fondos de la masa, coi 
tino á pagos á cuenta por servicios contin 
cuya remuneración dependa, en la época opoi 
de la estimación judicial. Los únicos crédit 
esta naturaleza que deben satisfacerse, son U 
proceden de servicios que deban retribuirse 
sualmeute, ó de operaciones concluidas y ci 
tadas por una cantidad determinada ('). 



^*v.* 4k'<^ 
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384 — Rehabilitación, en su sentido lato, es ha- 
bilitar de nuevo ó restituir una persona ó cosa á 
su antiguo estado. 

En el derecho mercantil, se da el nombre de re- 
habilitación á la declaración judicial en virtud de la 
cual el quebrado es reintegrado en todos sus dere- 
chos, cesando las incapacidades producidas por la 
declaración de quiebra. 

385 — Para obtener la rehabilitación se requiere 
la concurrencia de dos condiciones. 
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La primera, es que el fallido hayí 
á los acreedores. Este hecho se opeí 
cetacióii definitiva de los créditos, | 
miento lie las obligaciones estipula 
cordato, ó por la carta de pago o 
forma prescrita por el derecho ( ' ). 

Nuestra legislación no concuerda 
to con la legislación francesa. Éí 
acordar la rehabilitación, que el falli 
.fecho integramente sus créditos, en 
intereses y gastos. La remisión parci 
realizada por el concordato, no se con 
legítimo á los efectos de ta rehabili 

— Pero sucede con frecuencia que la 
quiebra no afecta sólo á una persoí 
sociedad de responsabilidad solidaria 
los coasociados haga concordato con 
cumpliendo los compromisos contri 
caso ¡cuál es la situación de los co 
pecto de la rehabilitación? 

El derecho que tienen para solicit 
ponerse en duda. El concordatario h 
deuda social y ha desinteresado á I 
£1 estado de quiebra ha cesado para 
cios, salvas las obligaciones respect 
el concordatario. 

Esta es la regla; regla que reconocí 
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una -excepción; á saber, cuando los acreedores al esti- 
pular el concordato se hayan reservado sus acciones 
respecto de los demás coobligados. En este caso 
hay una división de la obligación. El concordata- 
rio no ha pagado la deuda social, sino su propia 
deuda. 

La segunda condición de la rehabilitación, es que 
el fallido no sea indigno de obtenerla, ó que ya 
haya purgado su indignidad. Pueden, pues, solici- 
tar la rehabilitación, los deudores cuya quiebra haya 
sido calificada de casual, los culpables y fraudu- 
lentos después de haber cumplido su condena y de 
vencer el tiempo señalado en la sentencia para su 
inhabilitación; término que se fija prudencialmente 
por el juez dentro del náínimum y máximum deter- 
míiíado por el código penal. El código de comercio 
exige además, que hayan observado una conducta 
ejemplar durante ese período de tiempo ('). 

Los deudores que hayan sido €ondenados por 
robo, estafa, abuso de confianza, estelionato, ó que 
habiendo administrado intereses ajenos no hayan 
rendido cuenta con pago íntegro del saldo que adeu- 
daren, se encuentran colocados en la misma situa- 
ción de los quebrados fraudulentos ó culpables (*). 

386 — Dos cuestiones pueden presentarse. 

Es la primera, si el comerciante no inscripto en 
la matrícula de comercio puede ser rehabilitado. 





{!) Art. 1575. 


t 


<2; Art. citado 
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Es la segunda, si después de la muerte del deu- 
dor, puede solicitarse su rehabilitación. 

La primera de estas cuestiones ha sido expre- 
samente resuelta por el código. En efecto, entre 
las ventajas que acuerda la inscripción en la ma- 
trícula, se encuentra la de la rehabilitación en los 
casos de quiebra ( ' ). 

La segunda cuestión, no ha sido considerada es- 
pecialmente en nuestra legislación, como lo ha sido 
en el derecho francés, resolviéndola éste en un sen- 
tido afirmativo. Pero teniendo en cuenta los artí- 
culos 1578 y 1581 de nuestro código, que prevéen el 
caso en que en el juicio de rehabilitación intervengan 
los herederos del fallido, es indudable que después- 
de la muerte de este último, puede solicitarse y 
obtenerse su rehabilitación. El efecto de ésta, como 
se comprende fácilmente, es más moral que legaL 



II 



387 — El procedimiento establecido en los caso& 
de rehabilitación, es breve y sencillo. Ella debe so- 
licitarse ante el juez que ha expedido el auto de- 
clarativo de la quiebra, acompañando la solicitud 
con los documentos que justifican la chancelación 
de los créditos, el cumplimiento de las obligaciones- 



íl ) Art. 26. inciso 4». 
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del concordato, ó la carta de pago. Si no se presen- 
tan algunos recibos de los acreedores, podrá obte- 
nerse la rehabilitación, pidiéndose que sean inter- 
pelados judicialmente el acreedor ó acreedores res- 
pectivos^ ó haciéndose una intimación pública, para 
que se presenten á fin de que sean satisfechos sus 
créditos ('). 

Presentada la solicitud de rehabilitación, el juez 
ordena su publicación por medio de edictos que se 
fijan en los lugares de estilo, y se insertan en el 
diario ó diarios que el tribunal designe (^). 

388 — Los acreedores tienen facultad de oponer- 
se á la rehabilitación dentro de dos meses conta- 
dos desde la fecha de la publicación de los edictos. 
Esta oposición sólo podrá fundarse ó en el hecho 
de ser incapaz el fallido para ser rehabilitado ó en 
la circunstancia de estar subsistentes todavía las 
obligaciones que pesan sobre él (^). 

Vencido el plazo de los dos meses, el juez dicta 
la sentencia acordando ó negando la rehabilitación. 
Esta sentencia es apelable, en el primer caso, por 
el acreedor opositor, en el segundo, por el fallido ó 
sus herederos (*). 

Pasada en autoridad de cosa juzgada la senten- 
cia de rehabilitación, se leerá en audiencia pública 
del juzgado y se mandará hacer su publicación en los 



(1 ) Arts. 1572 y 1570. 

(2) Art. 1577. 

(3) Art. 1678. 

(4) Art. 1579 y 1580. 
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diarios que el rehabilitado ó sus herederos desig- 
nen ('). 

Por la rehabilitación del fallido cesan todas las 
interdicciones legales producidas por la declaración 
de quiebra. En efecto, la rehabilitación importa 
la cesación de todas las incapacidades con que esa 
declaración afectaba la persona del fallido ('). 

Antes de terminar recordaremos: 

P Que la sentencia de rehabilitación puede pro- 
nunciarse en el mismo auto de la aprobación del con- 
cordato, siempre que de los antecedentes de la quie- 
bra no resulten indicios de culpa, dolo ó fraude. 
En caso de que los fondos de la masa alcanzaren 
para el pago íntegro de los créditos la rehabilita- 
ción podrá decretarse de oficio (^). 

2^ Que en el procedimiento de rehabilitación es 
parte esencial el ministerio público (*). 



(1) Art. IrtSl. 

(2) Art. 1582. 

(3) Art. 1573. 
( 4 ) Art. 1583. 
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I 



389 — La palabra moratoria según lo enseña Vi- 
dari deriva de la palabra mora, que significa tar- 
danza, retardo, en el cumplimiento de una obliga- 
ción. 
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Pero, lio obstante su vinculación etimoli 
ten bajo el punto de vista jurídico dife 
dicales, como lo hace notar el mismo a 
significado, importancia y efectos de u 
vocablo. La inora sujeta al deudor il c 
ponsabilidades : la moratoria lo defiejic 
abre al acreedor el camino de hacer vale 
sus derechos contra el deudor: la otra 
acción hasta el vencimiento del termine 
para el pago; la una es medio de accio.., i».^»... 
medio de inacción. 

390— El origen histórico de las moratorias y su 
situación en la legislación actual, han sido perfec- 
tamente expuestas por el antiguo y distingnido pro- 
fesor de esta Facultad, doctor Moreno, en uno de 
sus notables trabajos jurídicos. Nos limitaremos' 
á recordar sus resúmenes, porque precisan en po- 
cas palabras, el resultado de laboriosos estudios, 
haciendo, sin embargo, por nuestra parte, las am- 
pliaciones y tnodihcaciones producidas especial- 
menteenel movimiento legislativo operado después 
de la publicación de sus obras. 

La institución de las moratorias trae su origen 
de la legislación romana. La facultad de acordar- 
las que en un principio debió pertenecer al pretor, 
fué posteriormente privativa*<iel príncipe. Las mo- 
ratorias eran consideradas como un beneficio co- 
mún y sólo se concedían con conocimiento de causa 
y después de adoptadas las precauciones necesarias 
para poner á salvo los derechos de los ; 
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El término por el cual podían acordarse era el de 
cinco BXíO% (quinquenales indutiGe). Se consideraban 
comprendidos en la moratoria los acreedores privi- 
legiados, inclusos los hipotecarios. Según varias 
disposiciones dispersas en el Corpus Juris sólo que- 
daban exceptuados los alimentos, el impuesto y las 
obligaciones nacidas de los delitos. 

Las moratorias pasaron al antiguo derecho es- 
pañol con los mismos caracteres que tenía en las 
leyes romanas, siendo consideradas como un be- 
neficio común para el deudor y los acreedores. Las 
leyes españolas no fijaban término para las mora- 

* 

torias, quedando librado al acuerdo de los acree- 
dores. Exceptuábanse los comerciantes, para los 
cuales no podía exceder de cinco años. De dos ma- 
neras podían solicitarse las moratorias : ó bien acu- 
diendo directamente á la autoridad soberana y jus- 
tificando hallarse en aptitud de pagar íntegramente 
á los acreedores, ó bien celebrando un convenio con 
éstos. En el último caso recibían el nombre de es- 
peras, y se concedían siempre que así lo acordaban 
los acreedores por más de la mitad de los créditos. 
El código de comercio de la República al modificar 
las antiguas disposiciones sobre moratorias, aceptó, 
sin embargo, su espíritu y su principio constitutivo. 

391 — Diremos dos palabras sobre las moratorias 
en la legislación moderna: 

Portugal: Pueden ser acordadas por el tribunal Su- 
premo durante un año, prorrogable por una sola vez. 

Brasil: Las concede el Tribunal de Comercio del 
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domicilio del deudor, con informe del Tribunal 
Superior acerca de lo obrado, sin que el término 
pueda exceder de tres años en ningún caso. 

Bélgica : La solicitud de moratorias debe presen- 
tarse simultáneamente al Tribunal de Comercia 
del domicilio del deudor y á la Corte de Apela- 
ción del distrito. La convocación de los acreedores 
á junta general, el nombramiento de peritos para 
la verificación de la exactitud del estado ó balance^ 
el de interventores- en la administración en los ca- 
sos de acordarse una moratoria provisoria y demás 
actos correlativos, están á cargo del tribunal. Con- 
cluido el procedimiento, el mismo debe expedir un 
informe motivado y elevar todos los antecedentes 
al procurador general de la Corte de Apelación del 
distrito, quien lo someterá con sus conclusiones al 
primer Presidente. La Corte no puede acordar la 
moratoria aunque el deudor tenga un activo sufi- 
ciente para cubrir su pasivo, sino cuando se ha 
adherido á ella una mayoría de acreedores que re- 
presente las tres cuartas partes de todas las su- 
mas debidas. El término de la moratoria por re- 
gla general no debe exceder de un año. Puede, sin 
embargo, prorrogarse por otro año más, sin reque- 
rirse la justificación de causas extraordinarias ó de 
fuerza mayor — y aun se admite una última prórroga 
por el mismo tiempo, siempre que el deudor acre- 
ditare debidamente haber liquidado, durante los 
plazos precedentes, á lo menos un sesenta por cien- 
to del monto total de su pasivo. 
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Holanda: Las esperas provisorias puede conce- 
d(Brlas el tribunal del domicilio, pero las definitivas 
sólo las acuerda la Alta Corte^ oídos los acreedores* 
Sólo pueden ser concedidas por un año prorrogable 
por causas graves. 

Italia: Las moratorias han sido, también esta- 
blecidas por el código de comercio de 1882, deter- 
minándose el plazo de seis meses como máximum 
de su duración y prescribiéndose las medidas con- 
servatorias para la garantía de la integridad del 
patrimonio- del deudor, y el nombramiento de una 
comisión de acreedores encargados de inspeccionar 
la administración de ese mismo patrimonio. 

España: El código de 1885, reconoce un estado 
intermedio en el comerciante que sin gozar de la 
plenitud de su crédito, no se encuentra sin embar- 
go, en la situación de cesar por completo en el pago 
de sus obligaciones. El comerciante que se encuen- 
tre en condiciones de solicitar la suspensión de 
pagos, debe presentarse al tribunal haciendo la ma- 
nifestación respectiva, antes de la fecha del ven- 
cimiento de esas obligaciones, ó dentro de las cua- 
renta y ocho horas después de vencido el término 
de alguno de sus créditos. No existe disposición 
alguna que reglamente ó determine la forma en 
que debe sustanciarse ó acordarse la suspensión de 
pagos, ni el tiempo de su duración. Pero el deudor, 
después de hecha la declaración judicial de esa 
suspensión, deberá presentar dentro del término de 
diez días, una proposición de convenio á sus aeree- 
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-dores, que deberá sujetarse en su delit 
votación á la forma establecida paní las 
■quitas. 



392 — Las ventajas de las moratorias, 
«hos han puesto en duda y aun coinbal 
perjudiciales, no puede menos de ser re 
si se tiene en cuenta las causas que las di 
los propósitos á que responden y las gai 
■que el legislador las ha rodeado para e 
■ellas sean burladas por la mala fe y el fri 

Las moratorias convienen, en efecto, al 
los acreedores y á la sociedad. Al prime 
io pone en condiciones de restablecer la r 
guiar de sus negocios, alterada un moi 
accidentes imprevistos ó fortuitos, y le e 
los trastornos, todos los perjuicios, todos 
bores que trae aparejados el juicio de qi 
los segundos, porque á más de las demora 
traña y de las eventualidades á que está ex 
juicio, en su resultado final, los coloca en 
de poder obtener, dentro de un período i 
más ó menos breve, el pago Integro de su 
A la sociedad, porque la quiebra de un ce 
frecuentemente acarrea la de otros, dado < 
Tiamiento de las relaciones mercantiles, ; 
■secuencias muchas veces perniciosas en el 
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esas relaciones. Hay, además, una consideración 
de justicia en favor de las moratorias. La ley no 
puede colocar en el mismo nivel al deudor, que tiene 
bienes bastantes para hacer frente al pago de sus 
deudas, y alque presenta un activo que no puede 
cubrir esas deudas: al que ha procedido con frau- 
de ó imprudencia en la dirección de sus operaciones 
y al que, á pesar de su idoneidad, de su rectitud y 
de su prudencia, se ve repentinamente envuelto en 
una situación que no pudo prever y que no le ha 
sido dado evitar. Las moratorias bien reglamentadas, 
constituyen, pues, una garantía de intereses múlti- 
ple? que la legislación debe siempre proteger. 

393 — En los últimos tiempos, con motivo de la 
crisis comercial que se hizo sentir intensamente en 
el país, varios establecimientos bancarios extranjeros, 
deverdadera importancia, con capitales considerables • 
y un pasivo manifiestamente inferior, para evitar 
en un momento dado lo que en el tecnicismo co- 
mercial 'se llama una corrida^ que no habrían po- 
dido resistir, se vieron en el caso de solicitar mora- 
torias. Estas les fueron acordadas por un año, y 
antes del vencimiento del plazo, habían regularizado 
su situación pudiendo continuar la marcha regular 
de sus operaciones. La declaración de quiebra no sólo 
habría producido la ruina de esos establecimientos, 
sino que habría causado asimismo positivos per- 
juicios á sus depositantes y á los demás acree- 
dores. Ella habría traído ó la liquidación judicial ó 
un concordato con remisión ó quita, porque la sus- 
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pensión súbita de las operaciones durante el primer 
¡período de los procedimientos del juicio, los habría 
colocado en graves dificultades para reponerse y 
obtener los elementos necesarios para despejar su 
camino. Muchos casos análogos podríamos citar. 
La importancia de las moratorias es á todas luces 
manifiesta, en épocas anormales que producen un 
trastorno general en los negocios de una plaza, y que 
dando nacimiento á hechos ó circunstancias que afec- 
tando de una manera especial á una casa ó estable- 
cimiento mercantil, lo pone en la imposibilidad de 
solventar sus deudas sin una espera razonable. 



III 



394 — La definición de la moratoria fluye de 
las disposiciones legales que la consagran: Es el 
plazo concedido por el juez al deudor, con el acuerdo 
de cierto número de acreedores, para el pago íntegro 
de sus deudas. 

395 — Tre^ condiciones son necesarias para que 
pueda concederse: 

P Que el comerciante que la solicite, pruebe que 
la imposibilidad de pagar de pronto á sus acreedores, 
proviene de accidentes extraordinarios, imprevistos, 
ó de fuerza mayor. 

2^ Que justifique por medio de un balance eXact< 
y documentado, que tiene fondos bastantes pan. 
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pagar íntegramente sus deudas mediante cierto 
término ó espera. 

3** Que una mayoría determinada de acreedores, en 
número de personas y de cantidades, no se oponga 
á esa concesión. 

396 — La petición de moratoria debe presentarse 
al juez competente para la declaración de quiebra. 
Ella debe ir acompañada: 

1® De la prueba de los accidentes imprevistos que 
se invoquen; 

2® De un estado del activo y del pasivo con los 
comprobantes respectivos y un inventario estima- 
tivo de los bienes; 

3** De una relación de los nombres v domicilios 
de los acreedores y del importe de sus créditos 
respectivos ( ' ). 

397 — El juez podrá expedir inmediatamente una 
orden para suspender todos los procedimientos eje- 
cutivos pendientes ó que se inicien contra el deu- 
dor, hasta que se resuelva definitivamente sobre la 
moratoria solicitada, siempre que el suplicante se 
encuentre en las condiciones legales C). 

Presentada la solicitud de moratoria, él juzgado 
procede al nombramiento de dos acreedores, para 
que verifiquen la exactitud del balance con vista 
de los libros y papeles, que el deudor deberá exhi- 
birles en su escritorio (^). 



(1) Art. 1585. 
{%) Art. 1586. 
(3) Art. 1587, 
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No obstante la petición de moratoria, los acree- 
^lores pueden pedir la declaración de quiebra. El 
juzgado hará ó no lugar á esta declaración, según 
los casos. Así, si ha concedido la suspensión pro- 
visoria, no proveerá á la solicitud de los acreedores 
hasta que se haya resuelto definitivamente sobre 
la concesión ó denegación de la moratoria; si se 
niega la suspensión habiendo motivos suficientes,» 
puede hacer la declaración de quiebra, sin perjuicio 
de la resolución ulterior sobre la petición de mo^ 
ratoria ('). 

398 — El tribunal convocará á todos los acreedo- 
res para que se reúnan bajo su presidencia en el 
día y hora que tenga á bien designar. Ese día no 
podrá ser prorrogado, y la convocación se hará 
por edictos en los periódicos que el mismo deter- 
mine C). 

La asamblea de acreedores comienza su sesión el 
día señalado, con la lectura de un informe de los 
nombrados para la verificación del balance ; se oye 
verbalmente á los acreedores y al deudor, que po- 
drán asistir por sí, ó por medio de apoderados ; se 
procede á recoger los votos de los acreedores y se 
forma de todo un acta^ que quedará al despacho para 
la admisión ó denegación de la moratoria, tenién- 
dose presente las circunstancias ó accidentes ex- 
traordinarios alegados por el deudor, la proba- 




( 1 ) Art. 1594. 
( 2 ) Art. 1588. 
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bilidad que puede existir de que, por medio de la 
moratoria, sean íntegramente pagados los acreedo- 
res, y los indicios de mala fe que puedan haberse- 
encontrado en los procedimientos del deudor ('). 

En el caso de que los dos tercios de los acreedores- 
personales, cuyos créditos formen las tres cuartas 
partes de la deuda sometida á los efectos de la mora- 
toria, ó los tres cuartos de los que representen los dos 
tercios de los créditos, se hayan opuesto á la con- 
cesión de la moratoria, será de plano denegada^ 
sin otro examen. En tal caso, queda sin efecto 
alguno la suspensión provisoria de los procedimien- 
tos ejecutivos (^). 

La mayoría á que s^ refiere esta disposición legal 
no tiene, como se ve, la misma misión que la que se 
exige para la celebración del concordato. Es indis- 
pensable, tratándose de este último, que sea acep- 
tado por el voto de las dos terceras partes de 
acreedores, que reúnan las tres cuartas partes de 
las créditos, 6 vice-versa; en tanto que respecto de 
la moratoria, la doble mayoría se exige para resolver 
su rechazo. La concesión de la moratoria depende^ 
pues, exclusivamente del juez, con la concurrencia 
de un tercio de los acreedores que reúna una cuarta 
parte de los créditos, ó al contrario. Cuando no vota 
en contra de esa concesión la doble mayoría de 
acreedores determinada, el juez en presencia de los 



( 1 ) Art. 1589. 
(2) Art. 1590. 
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antecedentes obrados concederá ó negará la mora- 
toria. Para mejor proveer, puede mandar que se 
proceda á cualquier examen ó diligencia que juzgue 
conveniente para el más completo conocimiento del 
verdadero estado de los negocios del deudor ( ^ ). 

399 — El término déla moratoria no debe exce- 
der de un año, empezando á contarse desde la 
suspensión provisoria ó no habiendo mediado esa 
suspensión, desde la fecha en que el tribunal haya 
concedido la moratoria definitiva (^). 

Pero ¿habrá de considerarse ese término peren- 
torio, fatal, ó por el contrario, podrá ser prorrogado? 
En caso afirmativo ¿ cuál será la forma en que de- 
berá acordarse la prórroga y cuál el tiempo de su 
duración? 

El código de 1862 en su artículo 1736, empezaba 
estableciendo un precepto absoluto: «En ningún 
caso la moratoria puede exceder del término de 
un año. » Pero inmediatamente después, en su pe- 
ríodo final, consignaba esta otra disposición no 
menos terminante y esplícita: «El término de la 
moratoria no puede prorrogarse, sino mediando cau- 
sas graves y llenándose las formalidades prescritas 
en los artículos 1729 y siguientes. » 

Esta última parte del artículo recordado, dio lu- 
gar á una detenida é ilustrada discusión en nues- 
tros tribunales. ¿Había contradicción entre las 



(1) Art. 1691. 
( 2 ; Art. 1592. 
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disposiciones de la ley? ¿La suerte del deudor 
quedaría deíinitivamente fijada después del venci- 
miento del término primitivo de la moratoria? 
¿Cuando el código hacía mención de esa prórroga, 
sólo había querido referirse al caso en que la mo- 
ratoria hubiera sido concedida por un plazo menor 
que el de un año? 

La jurisprudencia vino- á dar solución ú estas 
cuestiones y á señalar la interpretación del precepto 
legaL La moratoria, por regla general, no debía ser 
prorrogada ; pero cuando el comerciante que obtuve» 
la concesión podía justificar que causas impre 
vistas, extrañas á su voluntad y de gravedad in- 
discutible, le habían impedido cumplir el compro 
miso contraído, los tribunales estaban facultados 
para acordarle un nuevo término, siempre que se 
observaran las formalidades prescritas. Tal fué la 
conciliación dada por resoluciones judiciales á dos 
disposiciones aparentemente contradictorias. 

400 — El código reformado cambió radicalmente 
la doctrina. Consagró como principio absoluto, que 
la moratoria no podía exceder de un año y que 
ese término no era susceptible de prorrogación. 

La prohibición era rigorosa. Ella respondía sin 
duda alguna al propósito de limitar las moratorias, 
impidiendo que una minoría con el auxilio de la 
autoridad, prolongase quizás indefinidamente una 
situación perjudicial al interés general de los acree- 
dores afectados por ella. 

Pero, las dificultades por que ha pasado más de 

25 
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una vez nuestro comercio y especialmente en los 
últimos años, dieron lugar á la sanción de la ley 
de P de Septiembre de 1892, que vino á modificar 
la disposición del código de comercio de que hace- 
mos referencia. El artículo con que se remplaza esa 
disposición dice textualmente. «El término de la 

moratoria será prorrogable por dos veces consecu- 

» 

tivas dentro de las condiciones establecidas en 
este título, siempre que vote por la concesión de 
la^ prórroga el número de acreedores determinado 
en el art. 1590. » 

401 — El legislador, como á primera vista se 
nota, ha ])r()cedido con verdadero acierto, adoptando 
el término medio de las dos ideas extremas. Ni 
la severidad que limita la moratoria al período 
inílexible de un año; ni la laxitud que la admite 
sin reglamentación ni limitación alguna, mediante 
la concesión de prórrogas sucesivas, por un tiempo 
indefinido. Kii ningún caso la moratoria podrá 
exceder ile trt's nfios: esto rs lo (pie importa la frase: 
será prorrogable por dos reres. 

No es esta, sin embargo, la única garantía adop- 
tada por la nueva ley en favor de los acreedores, 
con el propósito de evitar sorpresas ó resolucionesr 
arbitrarias. Ella ha modificado sustancialmente. 
asimismo la forma de acordársela prórroga, respecto 
de la quoNlebe observarse relativamente á la primer 
concesión. 

En efecto, hemos visto que la moratoria la con- 
cede el juez con la concurrencia de una minoría de- 
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terminada de los acreedores del comerciante que la 
solicita. Esto no tiene lugar, sin embargo, cuando 
se trata de resolver |a concesión de la prórroga. En 
este caso es necesario, que esa prórroga sea acor- 
dada por el voto de la doble mayoría de personas y 
cantidades que debe concurrir para la admisión del 
concordato. El texto de la ley es preciso. 

El último período de la disposición que hemos 
recordado, demuestra efectivamente la exactitud de 
esta aflrmación. El número de acreedores determi- 
nado en el artículo 1590^ es el de dos tercios que 
formen las tres cuartas partes de la deuda sometida 
á la moratoria ó el de* tres cuartos que representen 
los dos tercios de los créditos. Es pues, necesario 
que este número, como lo dice el precepto legal, 

m 

vote por la prórroga para que ella sea concedida 
por el juez. 

Por lo demás, es esta la inteligencia que estric- 
tamente corresponde á ese precepto, en presencia 
de los antecedentes que sirvieron de base á su 
sanciónenla Cámara de Diputados Nacionales (*). 

402 — Concedida la moratoria, el juez designará 
dos de los acreedores para que intervengan en los 
procedimientos del deudor durante el término acor- 
dado. Los acreedores así nombrados, pueden en 
cualquier tiempo ser revocados de su cargo y reem- 
plazados sin necesidad de expresión de causa (^). 



( 1 ) Vtíise Diario dé SesioñM de la Cámara de Diputados, tomo 1», pág. 
521 y 522, año I89á. 
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La concesión de la moratoria se publicará por 
edictos que se insertarán en los diarios que el 
juez designe, en cuyos edictos se hará constar el 
nombre ¿le los interventores designados O )• 

Cuando la moratoria se concede á una sociedad 
colectiva, la resolución debe, contener el nombre 
de todos los socios, y esos nombres deben tam- 
bién figurar en los edictos (^). Es esto una conse- 
cuencia del carácter especial de estas sociedades. 

Hecha la publicación del nombre de los inter- 
ventores, no puede el deudor enajenar ni gravar 
en manera alguna sus bienes muebles ó raíces, 
recibir ó pagar cantidades, ni ejercer acto alguno 
de administración, sin la asistencia ó autorización 
de los interventores, so pena de nulidad de los actos 
que de otro modo se celebrasen ( ^). 

La misión de los interventores en las moratorias 
no es, pues, la. misma de la que tienen los inter- 
ventores en el concordato. La de los primeros es 
más, amplia. Ellos propiamente administran con 
el deudor, sin restricción de facultades, en tanto 
que los interventores en el concordato, se limitan 
á inspeccionar la caja, las entradas y salidas del 
dinero, sin que puedan coartar en lo más mínimo 
la administración ejercida por el fallido. 



(1 ) Art. 1595, 

(2) Art. irm. 

(3) Art. 1597. 
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403 — Los efectos de la moratoria son: 

1® Dejar sin efecto la declaración de quiebra, 
expedida á instancia de alguno de los acreedores, 
después de solicitada la moratoria por el deudor 
ante el juzgado respectivo ( ^). 2^ Invalidar cual- 
quier acto de administración que ejecutase el co- 
merciante en perjuicio de todos ó de algunos de 
sus acreedores, sin la asistencia ó autorización de 
los interventores, como '^ acabamos de verlo. 3* 
Suspender todas y cualesquiera ejecuciones (*). kP 
Suspender la obligación de pagar las^ deudas pura- 
mente personales (^). 5^ Impedir el pago íntegro 
de los créditos que existan al tiempo de pedirla, 
á cualquiera de los acreedores, pues sólo puede 
hacerse ese pago proporcionalmente á la cuota que 
represente cada crédito (*). 

El curso ordinario de las causas pendientes ó 
que de nuevo se iniciaren sólo se suspende, en 
cuanto á la ejecución (^). 

El efecto suspensivo de la moratoria, no alcanza 
á las ejecuciones que provengan: 1% de hipotecas, 



( 1 ) Art. 1594. 

<2) Art. lülHí. 

(3) Ibidem. 

í4) Art. 15{)8. 

íT.í Art. 1501). 
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prendas ú otros derechos reales; 2^ de arrenda- 
miento de terrenos ó fincas; 3^ de alimentos; 4^ 
de salarios de criados, jornaleros y dependientes 
de comercio; 5% de créditos que procedan de sumi- 
nistros hechos al deudor para su subsistencia y 
la de su familia, durante los seis meses anteriores 
á la concesión de la moratoria ('). 

El carácter privilegiado de estos crt5ditos, es lo 
que ha hecho que la moratoria no puede paralizar 
ó detener su ejecución. 

La moratoria es personal al deudor. En ningún 
caso aprovecha a los deudores ó fiadores, salva ex- 
presa estipulación en contrario (*). 

404 — La moratoria puede ser revocada, á ins- 
tancia de los interventores ó de cualquier acreedor, 
en tres casos: 1% cuando se pruebe que el deudor 
procede de mala fe ú obra en cualquier manera 
en perjuicio de los intereses de los acreedores; 2^ 
cuando los interventores demuestren que, pendiente 
el plazo, se ha deteriorado de tal modo el activo 
del deudor que no alcanza para el íntegro pago de 
las deudas; 3% cuando no se han observado las 
formalidades requeridas para obtenerla ("^). 

La revocación de la moratoria, coloca al Juez en 
el deber de declarar inmediatamente la quiebra 
del deudor ( * ). 



(1) Art. líiOíl. 

I (2j Art. 1«()1. 

r í 8 ) Arts. mn y 1004 

H) Ai-r. H»03. 
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405 — El orden observado por el Código en la 
distribución de las materias que forman el objeto 
del libro que estudiamos, y que estrictamente he- 
mos seguido hasta el presente, nos pone en el caso 
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de ocuparnos de una manera especial de las dis- 
posiciones contenidas en su título decimoséptimo, 
cuando ellas, como desde luego se nota, se encuen- 
tran vinculadas con las que figuran en otro lugrar 
del mismo libro, relativas á la quiebra de las socie- 
dades comerciales. Este antecedente que explica 
la causa de dividir por nuestra parte la conside- 
ración de esta materia, importa al mismo tiempo 
una observación al plan adoptado á tal respecto por 
la ley de reformas. En una sola sección ó título 
debería haberse legislado sobre todo lo pertinente 
á sociedades, en las diversaíi especies en que su 
naturaleza peculiar las individualiza ó separa. Es 
esto lo que recientemente han hecho los códigos 
de Italia de 1882 y de España de 1885. 



I 



406 — Las sociedades anónimas legalmente esta- 
blecidas revisten el carácter de personas jurídi- 
cas. Ellas carecen del elemento personal que figura 
on primer término en todas las demás sociedades. 
Los accionistas no administran, ni podrían adminis- 
trar directamente los intereses comunes: la direc- 
ción y gobierno de esos intereses, está á cargo de 
mandatarios con poderes más ó menos amplios, pero 
siempre limitados en cuanto á su extensión y en 
cuanto al tiempo en que deben ejercerse. 
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Cuando iinn sociedad anónima deja de cumplir 
sus compromisos, por la carencia de los fondos 
ó medios necesarios para el desenvolvimiento y 
marcha regular de sus operaciones, ó cesa en el 
pago puntual de sus deudas exigibles, el estado de 
quiebra es un hecho para ella, tan real y efectivo^ 
como lo es para un comerciante cualquiera, que en 
el movimiento de su giro llega á encontrarse coló- 
cado en situación análoga. 

407 — Pero, como este estado da nacimiento á 
deberes que la ley impone, consultando múltiples 
é importantes intereses; como la declaración de 
quiebra disuelve <le pleno derecho la sociedad, extin- 
guiendo el mandato de sus administradores para 
conferirlo á los síndicos provisorios ó definitivos, 
era necesario que en los casos de una quiebra sin 
(/uebf'adOj como se ha calificado á la de las socie- 
dades anónimas por escritores distinguidos, la ley 
designara la persona ó personas que debían llenar 
las obligaciones que pesan sobre el fallido durante 
la secuela del juicio. 

Es esto lo que ha establecido de una manera 
precisa el art. 1005 del código. « Las sociedades anó- 
nimas, dice, á los efectos de las disposiciones con- 
tenidas en el presente libro, deberán ser represen- 
tadas en la forma que determinen sus estatutos, ó 
en su defecto, por su directorio. » 

408 — Pero no sólo el legislador se ha preocu- 
pado de determinar la subsistencia de la persone- 
ría de los administradores para la representación 
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<ie la sociedad, dentro de los pro|) 
de qiio liemos hecho lefereiicia, sii 
que delifa establecer asimismo, la 
(le esos atlministradores por los act 
■ejecutadas en el desempeño de la 
le fueron Giicomeiiditdas [lor los l 
Afectos personales que la declara^ 
entraña respecto ilel deudor en los 
li ordinarios, pesan efectivamente so 
<lose de la quiebra de una socíedat 

Kl precepto leyal que consigna < 
se ajusta estrictamente á los priuc 
clones relativos á las personas jurfi 
to, el derecho criminal, como hi 
del código civil, considera al lioi 
decir, iV un ser libreé inteligente. 
dica est;i privada de este canlcter, 
un ser abstracto al cual no (Uiede 
laciiin penal. La realidad de su ex 
sobre las determinaciones de un c 
representantes, que en virtud de 
consiileriidas como sns deteruiinací 
uiejaiite representación, que excli 
propiamente dicha, puede tener si 
derecho civil, pero jamás en el cr 

Y esto es perfectamente exacto, 
dica tiene una capacidad legal, 



.^^ 



ESICDIO SOBRE LAS QUIEBRAS 395 

ejercitarse en el orden de las relaciones civiles. 
Puede adquirir bienes y disponer de ellos libremen- 
te; pero su órbita de acción se encuentra clara- 
mente trazada por los fines mismos de su institución. 
La autoridad pública le da nacimiento teniendo en 
cuenta esos fines; nada, absolutamente nada, pnede 
hacer más allá de los límites que le han sido seña- 
dos al autorizar su existencia. 

409 — Por lo demás, la responsabilidad penal sólo 
puede aplicarse personalmente á los individuos que 
han ejecutado ó tomado parte en la infracción. El 
castigo no puede aplicarse á un ser puramente ideal. 
De aquí, pues, la razón que ha servido de base á 
lo dispuesto en el art. 1606 del código, de que 
hemos hecho referencia anteriormente. Las medi- 
das relativas al quebrado en caso de culpa ó fraude 
deberán ser aplicadas á los directores, administra- 
dores ó gerentes de las sociedades anónimas en su 
caso respectivo. 



III 



410— El concordato, como lo hemos visto en otro 
lugar, es quizás el medio de solución de la quiebra 
que consulta más directamente el interés recíproco de 
acreedores y de deudor, porque evitando los incon- 
venientes y eventualidades de^ una liquidacién for- 
zosa, los primeros obtienen la seguridad del pago 
total ó parcial de sus créditos en condiciones reía- 
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tivamente ventajosas, y el último puede volver al 
giro de sus negocios y reparar por medio de una 
administración laboriosa y activa los perjuicios su- 
fridos, y adquirir al mismo tiempo el restableci- 
miento de su crédito perdido ó quebrantado por la 
cesación de pagos. 

El beneficio del concordato no sólo debía acordar- 
se á las sociedades anónimas, sino que teniéndose 
en cuenta su importancia, por los capitales que re- 
presentan, por el número de personas que en ellas 
intervienen y por la utilidad pública á que debe 
responder la autorización de su existencia, el le- 
gislador ha querido estimular su celebración, apar- 
tándola de ciertas reglas que inflexiblemente rigen 
en los casos comunes y ordinarios. 

Obedeciendo á este propósito, el artículo 1607 del 
código dispone, que en cualquier estado del juicio y 
cualquiera que sea la naturaleza de las responsabili- 
dades personales de los administradores, las socie- 
dades podrán proponer concordato á sus acreedores. 

De esta disposición resulta: P, que las sociedades 
anónimas no están obligadas á esperarla verificación 
de créditos para celebrar el convenio de que hace- 
mos referencia; 2^ que el fraude de los administra- 
dores no perjudica en lo mínimo el derecho deles 
accionistas para obtener por esto medio el levanta- 
miento del estado de quiebra. 

411 — Haremos notar, que no obstante lo explí- 
cito de la frase — en cualquier estado del juicio — 
empleada en el artículo anteriormente citado, ha 
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llegado á creerse que no puede prescindirse de la 
verificación de créditos, como diligencia esencial- 
mente requerida para la consideración del concor- 
dato. 

412 — En nuestro concepto, esta opinión no se 
ajusta al texto legal, ni tiene en cuenta la fuente que 
le ha dado origen. 

No al primero, porque como acabamos de ver. 
sus términos son generales, absolutos — y es regla 
de derecho que: ubi lex non distingiiit nec nos distin- 
guere debemus. 

No á la seguiída, porque la disposición que con- 
signa ese texto, ha sido tomada del artículo 929 del 
nuevo código español, y el propósito, la intención 
de este último, ha sido que en cualquier estado de 
la quiebra puedan presentarse, discutirse y aceptarse 
los convenios que las compañías propongan á sus 
acreedores. Esto se encuentra expresamente de- 
clarado en la exposición de motivos con que se 
acompañó el referido código. «Si el proyecto dis- 
pensó á esas sociedades, decía el señor Alonso 
Martínez en esa exposición, de la regla general, que 
prohibe al quebrado presentar proposiciones de con- 
venio antes de la calificación de la quiebra y del 
reconocimiento de los créditos^ es porque no exis- 
tiendo realmente una persona que, en el concepto de 
quebrada, debía quedar sujeta á un procedimiento 
especial, la calificación de su conducta no tiene lu- 
gar, y porque la naturaleza de los créditos que suelen 
constituir el pasivo de dichas sociedades, permite 
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adoptar otras reylas más sencillas y breves pai 
JiiStificarió/t 1 ' } ». 

Xoes posible, por lo tanto, leslringir ul ale 
de la (iisposicióii que examinuinos, sin cKiitraii; 
letra y apartarse de los antecedentes f^ue le 
<tado origen. 

413 — Pero, no obstan te lo expuesto, peiisamoí 
alguna diligencia hit debido ordenarse; algún rt 
sito exigirse, para dejar establecida siquiera pre 
tivamente, la verdad de los créditos que fignrai 
el pasivo de la quiebra y garantir el iuterés de 
acreedores legitimiis. Permitir que al día sigui 
de la declaración de quiebra, porejemplo, la soci 
anónima proponga concordato, y éste sea discí 
y aprobado por personas que no han acreditad 
persüneríay su derecho para intervenir en un 
de tan grande importancia en el juicio de qnii 
es olvidar intereses que las leyes deben en todo 
casos favorecer y amparar. La presentación 
balance detallado y formal exigido por el u 
código español, no es bastante á nuestro ju 
Pero, pudrían agregarse como medidas de gan 
para la comprobación de laexaotitud de ese bal 
y de la legitimidad de los créditos, un inforra 
sindico encargado de la íiscalización de los act 
administración de la compañía; la ratificación ju 
de los directores ; la certilicacióii del secretarit 
rrespondiente del tribunal sobre la forma en qi 

1 I I lli-.Mi.i.ii i¡iiiiiv, El muro OJdigo dt Conitrcio, ¡iXg. £ii]7. 
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liaya llevado los libros, haciendo constar su regula- 
ridad ó irregularidad, lí otras diligencias de aná- 
logo carácter, con las que podrían reemplazarse el 
procedimiento relativo á la verificación de créditos^ 
que insume tiempo y produce demoras, que en mu- 
chos casos ocasionarían irreparables perjuicios á los 
miembros y acreedores de una sociedad anónima. 

Juzgamos que de esta manera, quedarían armo- 
nizados el propósito de facilitar los convenios ami- 
gables en los casos de qne nos ocupamos, con las 
exigencias de la justicia, que no puede autorizar el 
hecho de que mayorías simuladas ó ficticias se- 
sobrepongan á la voluntad y al derecho de los acree- 
dores legítimos. 



IV 



414 — Las sociedades anónimas, como las per- 
sonas jurídicas en general, deben responder á un 
objeto de interés público, más ó menos directo, más ó 
menos demostrado. Pero hay sociedades respecto de 
las cuales ese interés es palmario, indiscutible, evi- 
dente. Cuando ellas tienen por objeto la explotación 
de ferrocarriles, la provisión de aguas, el alumbrado 
público, canales de riego ó de navegación y otros 
objetos análogos de interés nacional, provincial 6 
municipal, es fuera de duda que la paralización 
de su ni ovi miento traería perjuicios inestimables- 
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respecto de la comiinidad. Es por esto, que la ley 
ha establecido preceptivamente, que su funcionu- 
miento no puede suspenderse á pesar de la decli- 
raciüii de quiebra. Si» embargo, la supensióii pro- 
cede relativamente á la parte de diciías obras que 
estuviere en construcción, siempre que esta suspen- 
sión no causare perjuicios al funcionamiento reguhu' 
Ue la parte que se encuentre en explotación (' i. 

415 — La razón de esta disposición la dejamns 
enunciada: es el interés público el que la deter- 
miuii, Pero, creemos que los términos absolutos 
en que se halla concebida, podría tal vez en algunos 
casos, encontrar graves dilicultades paru su apli- 
cación ó lesionar derechos que ei legislador debe 
siempre respetar. 

Es posible, en efecto, que la compañía no tenga 
fondos sulicientes para continuar la explotación de 
la empresa que le sirve de objeto; qne no pueda 
tampoco adquirirlos por medio de esa misma ex- 
plotación en cantidad bastante para sufragar los 
gastos necesarios. ¿Como y porqué la ley podría 
ordenar su continuación en daño del interés de los 
accionistas, sin proveer á la compañía de los me- 
dios indispensables para la consecución de tos fines 
que el legislador ha querido consultar? 

El nuevo código de España en cuyas disposi- 
ciones se ha inspirado á este respecto la ley de 
reformas, no consigna disposición alguna en la 

( ¡ Código áí Oiwrcio, Rrt. líK». 
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extensión de la que dejamos transcripta. El artí- 
culo 931 de ese código se limita á establecer, que 
por ninguna acción judicial ni administrativa podrá 
interrumpirse el servicio de explotación ni de nin- 
guna otra obra publica; precepto que existía rela- 
tivamente al servicio de las vías férreas en la ley 
de 12 de Noviembre de 1869 de la misma nación. 
Pero, repetimos, no existe en él una prohibición 
general, que no haga distinción alguna de circuns- 
tancias, y que prescinda por completo de la situa- 
ción real de las compañías, para prohibir en todos 
los casos la suspensión de su funcionamiento. 
Creemos que ha debido preverse la hipótesis que 
dejamos indicada, ocurriéndose á reglamentar la for- 
ma de la continuación de la explotación y determi- 
nando la manera de hacer frente á sus necesidades, 
cuando hubiera imposibilidad material de prose- 
guirla. En tal hipótesis el dilema se impone — ó 
la suspensión, que dañaría los intereses públicos — 
ó la acción de la autoridad encargada de velar por 
esos intereses, debe hacerse sentir, en desempeño de 
su alta y bienhechora misión. 

416 — Cuando se tratare de empresas que explo- 
ten concesiones del Gobierno ó de las munici- 
palidades, hecha la declaración de quiebra, dice el 
artículo 1609 del Código, se les pondrá en conocimien- 
to á fin deque nombren la persona que ha de repre- 
sentarlas en el concurso, sean ó no acreedores. 

Esta disposición, que tiene por fuente el artículo 
939 del código español anteriormente citado, se 

20 
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presta á una observación análoga á la que acaba- 
mos de hacer relativamente al artículo 1608. Ella 
confiere al Gobierno ó Municipalidades el nombra- 
miento de un. mandatario ó encargado que debe 
representarlos en el juicio. ¿En qué forma, podrá 
ejercer sus funciones este representante de las 
autoridades á que la ley se refiere? ¿Estará colo- 
cado en la misma situación en que lo están los 
acreedores del fallido, ó tendrá que desempeñar 
otro papel más alto en la administración y en los 
procedimientos de la quiebra? 

El código guarda silencio á este respecto; silen- 
cio inexplicable tratándose de una verdadera inno- 
vación en el derecho que nos ha regido, y que puede 
dar lugar á vacilaciones y dificultades que ha debido 
expresamente salvarse. El legislador ha procedido 
con una economía exagerada en las disposiciones 
relativas á una materia de positiva importancia. 

El artículo 939 del código español, de que hemos 
hecho referencia, ha procedido de una manera dis- 
tinta, ordenando para los casos expuestos la cons- 
titución de un consejo de administración, ó incalí- 
tación^ compuesto de un presidente nombrado por la 
autoridad respectiva; dos vocales designados por la 
compañía ó enipresa, uno por cada grupo ó sección 
de acreedores, y tres á pluralidad de todos éstos. 

El consejo indicado, según el artículo 940, orga- 
nizará provisionalmente el servicio de la obra pú- 
blica; la administrará y explotará, estando además 
obligado: 
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P A consignar. con carácter de depósito necesario 
]os productos en la Caja General de Depósitos^ 
después de deducidos y pagados los gastos de ad- 
ministración y explotación. 

-2" A entregar en la misma Caja, y en el con- 
cepto también de depósito necesario, las existencias 
en metálico ó valores que tuviera la compañía ó 
empresa al tiempo de la incautación. 

S** A exhibir los libros y papeles pertenecientes 
á la compañía ó empresa, cuando proceda y lo 
decrete el Juez ó Tribunal. 

No es nuestro propósito, al recordar estas dispo- 
simones de la legislación española,' indicar que 
ellas hayan debido incorporarse, sin alteraciones ó 
reformas, al código argentino. Pero, sí pensamos, 
que han debido tenerse cuando menos en cuenta, 
para reglamentar ó facilitar la aplicación de un 
precepto, que ha tenido precisamente por fuente 
aquellas disposiciones. La ley ha debido declarar el 
alcance de la intervención que acuerda á la auto- 
ridad administrativa ó municipal en los juicios de 
quiebra, cuando se trate de compañías que explo- 
ten concesiones acordadas respectivamente por 
ellas, y establecer la forma en que haya de admi- 
nistrarse la obra pública que constituye su objeto. 
Es ciertamente un vacío que habrá que llenarse más 
tarde, en previsión de cuestiones y dudas que tal vez 
hagan imposible la recta aplicación del mandato legal, 
y la consecución de los fines que se han tenido en 
vista al consignarlo expresamente. 
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417 — En conclusión, diremos : 

1' Que la ocupación de los bienes de la empresa ó 
compañía fallida podrá verificarla el sindico por 
los inventarios existentes de todas sus dependen- 
cias, el día de la declaración de la quiebra, siendo 
responsables de la verdad de su contenido los di- 
rectores, administradores ó gerentes ('). 

2* Que la explotación de las obras se continuará 
bajo la dirección del síndico de la quiebra á cu- 
yas órdenes quedará sometido todo su personal (^). 



( 1 ) Art. 1610. 
(2) Art. 1611 
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TÍTULO PRIMERO 

Disposiciones genat^ales 

1379. La cesación de pagos, ya se tiate de una ó varias 
obligaciones comerciales, y sea cualquiera su causa deter- 
minante, constituye el hecho generador del estado de quiebra. 

De este estado sólo son susceptibles los comerciantes y co- 
lectividades que revisten este carácter. 

1380. La cesación de pagos relativa á créditos ú obligacio- 
nes que no tienen carácter comercial, no puede servir de 
extremo legal para producir el estado de quiebra. 

No es necesario, sin embargo, que la cesación de pagos pro- 
venga de una causa comercial. 

1381. El estado de quiebra abarca la universalidad de los 
bienes, derechos, acciones y obligaciones del fallido, con las 
excepciones que en este Código se cstable<íen. 

1382. La quiebra puede ser declarada después del falleci- 
miento de un comerciante, cuando la muerte se ha verificado 
en estado de cesación de pagos. 

Sin embargo, la declaración de quiebra no podrá ser recla- 
mada por los aiíreedores, ni pronunciada de oficio, sino dentro 
de seis meses contados desde el día del fallecimiento. 
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1383. La persona que ha dejado de ser comerciante, 
puede ser declarada en quiebra siempre que se compruebe 
que la cesación de pagos tuvo lugar cuando ejercía el co- 
mercio. 

No podrá usarse de este derecho sino dentro del término de 
seis meses á contar desde el día en que clausuró sus negocios- 

1384. La declaración de quiebra de una sociedad colectiva 
ó en comandita, constituye en estado de quiebra á todos los 
socios solidarios que la componen. 

La quiebra de un socio, por el contrario, no importa nece- 
sariamente la quiebra de la sociedad á que pertenece. La 
parte que el fallido tenga en el activo social corresponde en 
tal caso á los acreedores sociales con preferencia <á 1os parti- 
culares del socio. 

La misma disposición es aplicable al caso en que un indi- 
viduo es miembro dedos ó más sociedades de las cuales una 
es declarada en estado de quiebra. 

1385. La declaración de quiebra pronunciada en país 
extranjero no puede invocarse contra los acreedores que 
el fallido tenga en la República, ni para disputarles los de- 
rechos que pretendan tener sobre los bienes existentes dentro 
del territorio, ni para anular los actos que hayan celebrado 
con el fallido. 

Declarada también la quiebra por los Tribunales de la Re- 
pública, no se tendrá en consideración á los acreedores que 
pertenezcan al concurso formado en el extranjero, sino para 
el caso de que, pagados íntegramente los acreedores de la 
República, resultase un sobrante. 

1386. La declaración de quiebra, importa la presunción de 
insolvencia de la masa, sin necesidad de auto especial: y eje- 
cutoriada aquella declaración, procede la liquidación del activo 
y pasivo de la quiebra, con sujeción á las reglas establecidas 
en este libro. 

1387. La declaración de quiebra atrae al Tribunal de Co- 
mercio todos los negocios pendientes del fallido, y todos sus 
créditos civiles, activos y pasivos. 
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TITULO II 

De la declaración de quiebra 

1388. El estado de quiebra sólo puede ser declarado por el 
Tribunal de Comercio, á solicitud del mismo fallido, á instan- 
cia de uno ó más de sus acreedores, ó por reclamación del 
Ministerio Público, en el caso de fuga ú ocultación de un 
comerciante sin haber dejado persona que en su representa- 
ción dirija sus dependencias y dé cumplimiento á sus obli- 
gaciones. 

1389. Todo comerciante que cesa en sus pagos está obligada 
á hacer manifestación de su estado dentro de tres días conta- 
dos desde la cesación del pago. El día de la cesación queda 
incluido en los tre^del plazo. 

La manifestación se hará en la Secretaría del Tribunal de 
Comercio del domicilio del fallido, y si se tratase de sociedad 
comercial, en la del Tribunal de Comercio donde se encuentre 
el principal establecimiento. 

1390. La manifestación de quiebra debe contener: 
lo. El balance general de los negocios; 

2o. lia exposición de las causas de la quiebra con todos los 
comprobantes relativos; 

3o. La firma del fallido ó de persona autorizada para ese 
acto con poder especial. 

1391. El secretario que reciba la manifestación de quiebra 
pondrá á su pie una certificRción del día y hora de su pre- 
sentación, entregando en el acto al portador, si lo pidiere, un 
testimonio de esa diligencia. 

• 

1392. Cuando la quiebra se'solicitare por acreedor legítimo; 
éste deberá presentar al Tribunal la prueba de los hechos ó 
circunstancias que indique y de las que resulte que el deudor 
ha cesado efectivamente en sus pagos. La solicitud será pre- 
sentada en la Secretaría del Tribunal, haciéndose constar el 
día y hora de la entrega. 
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FU juez re.vjlverá á i a brevedad posible, pudíendo oír ver- 
Im i mente al deudor á quien se citará al efecto. 

1393. Tratándole de sociedades de responsabilidad solida- 
ria, po<lrá hacerse la manifestación del estado de quiebra por 
cualquiera de los socios solidarios. 

En caso de quiebra de una sociedad anónima, la manifesta- 
ción <e liará per los gerentes ó administradores. 

Los acreedores hipotecarios y prendarios no serán admisi- 
bles á solicitar la declaración de quiebra, sino en el caso que 
justificasen que los bienes afectados, no son suficientes pam 
el pago de sus créditos. 

1394. En el caso de fuga ú ocultación de un comerciante, 
el Tribunal, á instancia del Ministerio Público ó de cual- 
quier acieedor, ordenará que se pongan provisoriamente los 
sellos como medida conservatoria de los derechos de los 
acreedores; y en seguida procederá á dictar la declaración de 
quiebra. 

1395. Un comerciante puede ser declarado en estado de 
quiebra, aunque no tenga sino un solo acreedor. 

No es permitido al hijo respecto del padre, al padre res- 
pecto del hijo ni á la mujer respecto del marido, ó vice-versa 
hacerse declarar fallidos. 

1396. La providencia que declare el estado de quiebra de 
un comerciante, deberá contener: 

lo. El llamamiento del sindico á quien corresponda, con 
arreglo al articulo 1422; 

2». La orden de retener la correspondencia epistolar y tele- 
gráfica del fallido ; 

3o. La fijación de un plazo para que todos los acreedores del 
fallido presenten al síndico los títulos justificativos de sus 
créditos. Este plazo no bajará de quince días ni podrá exceder 
de cuarenta; 

4o. En el mismo auto se determinará para veinte días des- 
pués de vencido el plazo á que se refiere el inciso anterior, el 
día en que deberá tener lugar la junta de verificación y gra- 
duación de créditos, con prevención de que ésta se verificará con 
los acreedores que concurran, cualquiera que sea su número; 
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50. La intimación á todos los que tengan bienes y documen- 
tos del fallido para que los pongan á disposición del tribunal 
bajo las penas y responsabilidades que correspondan; 

6». La orden de arresto del fallido, cuando éste no hubiere 
cumplido con la disposición del articulo 1389 al presentarse 
en estado de quiebra; y cuando la declaración se hiciere á 
instancia de acreedores, ó por fuga ú ocultación del comer- 
ciante ( 1 ); 

70. La fijación provisoria del día de la cesación de pagos á 
cuya fecha deberán retrotraerse los efectos de la quiebra, sin 
perjuicio de la declaración de la época efectiva, que deberá 
recaer una vez que el Tribunal esté en posesión de los ante- 
cedentes respectivos; 

80. La prohibición de hacer pagos ó entrega de efectos al 
fallido, so pena, á los que los hicieren, de no quedar exone- 
rados en virtud de dichos pagos y entregas, de las obligacio- 
nes que tengan pendientes en favor de la masa; 

90. La ocupación de todos los bienes y pertenencias del 
fallido. 

1397. El auto declarativo de la quiebra deberá publicarse 
en dos diarios del domicilio del fallido y en los lugares donde 
tuviere establecimientos mercantiles, insertándose además 
en uno de los periódicos del lugar de la residencia del Tri- 
bunal, y si no lo hubiere, en uno de los periódicos del lugar 
más próximo. 

1898. Cuando la declaración de quiebra hubiere procedido 
de instancia de acreedores, el fallido podrá reclamar la re- 
vocación dentro de ocho días, á contar desde aquel en que 
dicha declaración fuere hecha. Este recurso sólo podrá fun- 
darse en la falsedad de los hechos en cuyo mérito se dictó el 
auto de quiebra. 

1399. El artículo de reposición se sustanciará con audien- 
cia de la parte que solicitó la declaración de quiebra, recibién- 



í 1 ) EsU inciso ha aidc modificado por la ley del 6 de Octubre de 1890, ootnomgue: 

Art. 1.0 En los casos en que fuere ordenado el arresto del fallido con arreglo 
al inciso 6» del art. 1896 del Código de Comercio, procederá la excarcelación 
inediHn te fianza de cárcel segura, por una suma que arbitrará el Juez según 
los casos. 

2.0 Comuniqúese el P. E. 
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1405. La privación de la administración no se emende á 
o, sneldos o pensione, ,„e se deban al fallido por el E iSo 
-mo basta .londe la. leyes general., permiten e!cm a g" i 
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á aquellos bienes donados ó legados al fallido bajo condi- 
ción de no quedar sujetos al desapropio. 

1406. El fallido conserva la administración de los bienes 
de su mujer >; de sus hijos; pero los frutos ó rentas que 
por ella Je correspondan, pueden ser traídos á la masa de 
sus bienes, bajo condición de atender debidamente á las 
cargas á que la percepción de esos frutos ó rentas se halle 
afectada. 

1407. Si el fallido repudiare una herencia ó legado que le 
sobreviniera, el síndico, con autorización judicial, puede 
aceptar ia herencia ó tegado por cuenta de la masa, á nom- 
bre del deudor y en su lugar y caso. 

La repudiación no se anula entonces sino en favor de los 
acreedores y hasta la suma concurrente de sus créditos. Sub- 
siste en cuanto al heredero. 

1408. Los acto? verificados por el fallido después de la 
fecha en que el Tribunal ha establecido la efectiva cesación 
de pagos, son con relación á la masa, de nulidad absoluta 
y relativa. 

1409. Corresponden á la primera categoría: 

I». Todas las enajenaciones de bienes muebles é inmuebles 
derechos y acciones hechas á título gratuito; 

2». Los pagos, ya sean en dinero, cesiones, compensaciones, 
traspasos ú otra forma, de deudas no vencidas, aunque haya 
buena fe de parte del acreedor y deudor ; 

3». Los pagos de deudas vencidas que se verifiquen de otro 
modo que en dinero ó papeles de comercio; 

4o. Todas las hipotecas y prendas que se establezcan sobre 
bienes del deudor por obligaciones de fecha anterior que no 
tuviesen esa calidad. 

1410. Pertenecen á la segunda categoría, todos los demás 
pagos que haga el deudor en razón de deudas vencidas, las 
enajenaciones y, en general, todos los actos y obligaciones 
aunque no sean de comercio, ejecutados después de la cesa- 
ción de pagos y antes del juicio declarativo de la quiebra, si 
de parte de los que han recibido algo del deudor ó de los que 
han tratado con él, ha habido noticia de la cesación de sus 
pagos, salvo el derecho á los terceros de buena fe para 
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reclamar las sumas de su perteneneía Qoe hubiesen ciiiradu 
á la masa. 

1411 Tnitándose de letras de cambio, la sentencia que 
haya condenado al portador á reembolsar lo recibido con 
noticia de la cesación de pagos, surtirá ios efectos de uu 
protesto en forma para recurrir contra el librador y endo- 
santes. 

1412. La declaración de quiebra suspende el ejercicio de 
las acciones individuales contra el falliiio y sólo podrán in- 
tentarse ó continuarse con el síndico. 

1413. La declaración de quiebra hace exigibles todos íhs 
deudas pasivas del fallido, aunque no se hallen vencidas, ya 
soan comerciales ó civiles, con descuento de los intereses 
legales correspondientes al tiempo que faltase para el ven- 
cimiento. 

Exceptúanse las prestaciones anuales hasta que, en consi- 
deración á sus condiciones, el Tribunal fije la importancia 
por la que ha de concurrir el acreedor al concurso. 

1414. Kl juicio declarativo de la quiebra sust>ende sólo 
con relación i\ la masa, el curso de los intereses de todo 
crédito que no esté garantido con privilegio, prenda ó hi- 
poteca. 

Los intereses de los créditos garantidos sólo pueden ser 
reclamados sobre las cantidades provenientes de los bienes 
afectados al privilegio, á la hipoteca ó á la prenda. 

• 

1415. Los codeudores del fallido en deuda comercial no 
vencida al tiempo de la quiebra, sólo estarán obligados á dar 
fianza de que pagarán al vencimiento, si no prefiriesen pagar 
inmediatamente. 

1416. La disposición del articulo precedente no es aplica- 
ble sino al caso de los obligados simultáneamente. 

Cunndo la obligación es sucesiva como en los endosos, ia 
quiebra del endosante posterior no da derecho á demandar 
antes del vencimiento á los endosantes anteriores. 

1417. Kn el caso de deuda afianzada, si es el deudor el que 
quiebra, gozará el fiador de todo el plazo estipulado en el 
contrato. 
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Quebrando él fiador se observará lo dispuesto en el artícu-^ 
lo 479. 

1418. La compensatíión tiene lugar en el caso de quiebra 
conforme á las reglas relativas á este modo de extinción de 
las obligaciones. Sin embargo, no podrán alegar compensa- 
ción los cesionarios ó endosatarios de títulos ó papeles de 
crédito contra el fallido. 



TITULO IV 

Del nombramiento de síndicos 

1419. En el mes de Diciembi-e de cada año, la Cámara de- 
Comercio de la Bolsa, donde la hubiere, formará una lista de 
treinta comerciantes de notorio abono y buen crédito, para 
que desempeñen el cargo de síndicos en las quiebras que 
ocurran en el año siguiente. 

1420. En los puntos donde no hubiere Bolsa de Comercio,, 
los comerciantes que paguen patenta de las categorías más 
altas, harán la designación á que se refiere el articulo an- 
terior, debiendo ai efecto ser convocados por el Juez de 
Comercio, que presidirá la reunión. Donde hubiere más de 
un Juez, la convocatoria se hará por el más antiguo. 

La designación se practicará por los comerciantes que con- 
curran, cualquiera que sea su número, y en caso de que 
ningún comerciante concurra, será hecha por el Juez. 

1421. Verificada la designación, se insacularán los nom- 
bres de los designados, y se numerarán por el orden que 
resulte de esa operación 

1422. Los Jueces llamarán en cada caso á desempeñar las 
funciones de síndico al comerciante que corresponda segúa 
el orden numérico de la lista. 

1423. La lista de los designados se publicará en dos dia- 
rios del lugar y se fijará en los estrados del Juzgado, y en 
la Bolsa ó mercado, donde lo hubiere. 

1424. En caso de estar impedido ó ausente el llamado al 
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ejercicio del cargo, será reemplazado por el que le siga en el 
orden numérico, debiendo tenerse por pasado el turno de 
aquél. En caso de haber llegado al último de la list^, se 
volverá á empezar la designación de sindico por el primero. 

1425. De los síndicos llamados ^ desempeñar sus funcio- 
nes se í'ormará un cuadro en que se anotará : 

lo. El nombre de las personas designadas ; 

2». La íeclía de su llamamiento; 

3». La determinación del concurso en que intervenga y las 
observaciones oportunas. 

Este cuadro será colocado en sitio visible de cada Juzgado 
y sus anotaciones serán hechas por los secretarios respec- 
tivos. 

1426. El cargo de síndico es renunciable por las siguien- 
tes Cí*usas : 

lo. Enfermedad que impida el desempeño de las funciones 
de síndico ; 

20. Urgente necesidad de ausentarse ; 

3o. Haber sido síndico el año anterior; 

40. Cualquier otro motivo justificado á juicio del Tribunal. 
Si renunciare por causa inmotivada, los jueces aplicarán 
multa de quinientos pesos al renunciante, 

1427. No puede ser síndico ningún pariente del fallido por 
consanguinidad ó afinidad dentro del cuarto gibado inclusive. 

1428. Una misma persona no podrá ser nombrada para el 
ejercicio de las funciones de sindico más de dos años con- 
secutivos ; y la lisia deberá ser renovada cada año por lo 
menos en la mitad. 

1429. — Cuando por algunas de las causas especificadas en 
los artículos 1424 y J426 tuviesen los jefes que alterar el " 
turno en el llamamiento, deberán establecer en el auto res- 
pectivo la razón que lo motiva; y ésta se anotará en la co- 
lumna de observaciones á que se refiere el articulo 1425. 



BSTUDIO SOBRE LAS QUIEBRAS 417 



TITULO V 

De las medidas consiguimites á la declaración de quiebra 

1430. — Lueíjü que el síndico hubiese tomado posesión de 
^u cargo, procederá inmediatamente, acompañado del fallido 
4i su apoderado, del representante de la sucesión, eni^u caso, 
y del Secretario del Tribunal, á la verificación de los sellos y 
■cerraduras que 'guarden los bienes y papeles del fallido. 

Si los sellos ó cerraduras presentasen signos de violencia, 
sedará cuenta en el acto al Tribunal, á fin de que resuelva lo 
•conveniente, ya ordenando la inmediata apertura, ya suspen- 
diéndola hasta que se verifiquen diligencias previas en un tér- 
mino que no podrá exceder de cinco días. 

1431. — La ocupación de los bienes y papeles del fallido se 
verificará en la forma siguiente: 

lo. Se procederá á la descripción, inventario y avalúo de 
todos los bienes y efectos, debiendo practicarse esta operación 
«n dos ejemplares; 

2o. Se hará constare! número, clase y estado de los libros 
de comercio que se encuentren, poniéndose en cada uno de 
ellos á continuación de la última partida, una nota de las 
hojas escritas que tengan, firmada por el sindicó, el Secreta- 
rio y el fallido si asistiere. Si los libros no estuviesen señala- 
dos en la forma legal, se rubricarán todas sus fojas por el sín- 
dico y Secretario; 

3o. En el mismo acto se inventariarán el dinero, letras, 
pagarés y demás documentos de crédito; 

40. Los bienes raíces quedarán bajo la administración del 
síndico, quien recaudará sus frutos y productos, tomando 
las disposiciones convenientes j)ara evitar cualquier malver- 
sación ; 

Todos los demás bienes, libros y papeles quedarán igualmente 
en poder del sindico, quien se dará por recibido firmando al 
pie del inventario; 

50. Con respecto á los bienes que se encuentren fuera del 
domicilio del fallido, se practicarán las mismas diligencias 
arriba referidas, en los lugares en que se encuentren, librán- 

27 
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dose al efecto los despachos necesarios. Si Jo:5 tenedores de- 
esos bienes fuesen personas de notoria responsabilidad, aten- 
dido su valor, se constituirá en elios el depósito; 

6o. Si el sindico no pudiese asistir personalmente, podrá 
conferir poder á persona que lo represente; 

70. Las ropas y muebles de uso indispensable del fallido y 
su familia, le serán entregados previo recibo que se agregará 
al inventario; 

8«. Siempre que el inventario no pudiera terminarse en ua 
solo día, se colocarán los sellos del Juzgado en las puertas de- 
las habitaciones donde se encuentren los bienes, debiendo- 
requerirse además, la vigilancia de la policía. 

1432. Si se tratase de la quiebra de una sociedad colectiva 
ú otra en que existieran diversos socios solidarios, las diligen- 
cias prevenidas en el articulo anterior, se practicarán no- 
sólo en el establecimiento principal de la sociedad; sino en el 
domicilio de cada uno de los socios solidarios. 

Si se tratara de sociedad anónima, las diligencias preve- 
nidas sólo se practicarán en los establecimientos ó pertenen- 
cias de la sociedad. 

1433. Terminadas las diligencias establecidas en los artícu- 
los precedentes, se firmarán los inventarios, remitiéndose un 
ejemplar al Tribunal, quedando el otro en poder del síndico. 

Desde este momento el sindico quedará en posesión de^ 
todos los bienes delaquiebra con las obligaciones y respon- 
sabilidades del caso. 

1434. Si el fallido estuviese presente al tiempo de la decla- 
ración de quiebra y no hubiera presentado el balance se le 
ordenará su formación en un término que nunca podrá exce- 
der de diez días. Este balance será verificado por el sindico,., 
ó formado por él á falta del fdllido. 

La formación del balance podrá ser verificada por el fallido 
en persona ó por medio de un mandatario, en presencia del 
síndico ó de la persona que él nombrare. 

A este efecto se le comunicarán bajo la vigilancia del sin- 
dico, los libros y papeles de la quiebra que fueren necesarios,, 
sin que pueda extraerlos del escritorio donde se verificase el. 
balance. 

1435. Los dependientes y otros empleados del fallido tienen» 
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obligación de snministnu* las indicaciones y datos que pue- 
dan dar. 

En caso de negativa, el sindico podrá interrogará los indi- 
viduos expresados, asi sobre lo relativo á la formacíóa del 
balance, como sobre las causas y circunstancias de la quiebra. 

En ningún casp podrán ser interrogados á tal respecto, la 
mujer, la viuda, los ascendientes ó descendientes del fallido. 

1436. Si la ventado bienes se hiciere indispensable en ra- 
zón de su probable deterioro ó conservación dispendiosa, el 
sindico deberá solicitarla del Tribunal, quien, si lo juzgare 
conveniente, la acordará, nombrando el martiliero público 
que deba realizarla. 

14d7, Si entre los bienes de que habla el articulo anterior 
existieran algunos sobre los cuales se tuviere conocimiento 
de la existencia de un privilegio especial, se procederá á in- 
dividualizar el resultado de su venta á los efectos correspon- 
dientes. 

1438. El sindico está obligado á practicar los actos nece- 
sarios para la conservación de todos los derechos y acciones 
de la masa. 

1439. Los créditos activos de plazo vencido deberán ser 
cobrados por el sindico, pudiendo al efecto demandar á los deu- 
dores. 

1440. Las sumas resultantes de la venta de efectos ó co. 
bros verificados se depositarán, previa deducción de los gastos, 
en el lugar designado para recibir las consignaciones judi- 
ciales. 

No podrán extraerse fondos del depósito sino en virtud de 

orden del Juez. 

1441. Cada quince días deberá el síndico formar un estado 
de los fondos del concurso y lo pondrá en la Secretaria para 
ser inspeccionado por los acreedores. 

1442. El sindico deberá presentar, dentro de los diez dias 
siguientes al vencimiento del plazo para la presentación de 
créditos, un estado del activo y pasivo de la masa, compren- 
diendo el de su administración, á los efectos determinados en 
el titulo siguiente. 
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Formulará también un informe detallado sobre las causan 
de la quiebra, teniendo presente el resultado de los balances, 
el estado de los libros, la naturaleza de las operaciones lleva- 
das á cabo por el fallido, la índole de las enajenaciones rea- 
lizadas por él, ocultaciones, simulaciones, y demás circun;?- 
tancias necesarias para inducir la casualidad, culpabilidad ó 
fraude que hayan po'Jido actuar en el estado de quiebra, 
teniendo presente las reglas establecidas en el Titulo: « I)e 
las medidas relativas á la persona del fallido en caso de culpa 
ó fraude». 



TITULO VI 

De la presentación de créditos^ de su verificación y preferencia 

1443. Los acreedores están obligados á entregar al síndi- 
co los documentos justificativos de sus créditos dentro del tér- 
mino establecido al efecto, acompañando copias literales de 
dichosdocumentos, para que cotejadas por el síndico y halla- 
das ponforme al original, ponga á su pie nota firmada de que- 
dar los originales en su poder y las devuelva álos interesados, 

1444. Kl síndico, á medida que reciba los documentos de 
los acreedores, hará su cotejo con los libres y papeles de la 
quiebra y extenderá su informe indi vi dual sobre cada crédito, 
con arreglo á lo que resulte de dichos libros y papeles. 

1445. Dentro de los diez días siguientes al vencimiento 
del plazo señalado en el art. 1396 inciso 3o, el síndico deberá 
formar un estado general de los créditos á cargo de la 
quiebra que se hayan presentado, refiriéndose en cada articu- 
lo, por orden de números, á los documentos presentados, y 
determinando los privilegios ó preferencias que á cada cré- 
dito correspondan. • 

1446. La junta de acreedores se verificará bajo la auto- 
ridad del Tribunal el día designado, y en ella se procederá: 

lo. A la lectura por el síndico de su informe sobre la quie- 
bra y dei estado de su activo y pasivo, con la cuenta de su 
administración; 

2o. A la discusión de cada uno de los créditos, según el 
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orden en que estén consignados en ei estado presentado por 
el sindico. Este orden deberá guardarse comenzando por los 
créditos que ajuicio del síndico no ofrezcan dificultad para su 
verificación, y terminando por los que presenten mayores 
dudas. La discusión versará sobre la legitimidad del crédito 
y la preferencia que le corresponda; 

30- Hecha la verificación de créditos, los acreedores podrán 
confirmar al sindico ó iiombrar otro en su lugar por mayo- 
ría de votos de los asistentes á la junta. Este nombramiento 
sólo podrá recaer en persona que tenga la calidad de acree- 
dor; 

40. Cumplidos los objetos á que se refieren los anteriores 
incisos, podrán en la misma junta tratarse de concordato, 
con arreglo á lo dispuesto en el Título siguiente. 

1447. Los acreedores cuyos créditos no resulten del balan- 
ce y libros del fallido, serán admitidos á la junta, siempre 
que antes de su celebración, presenten al sindico los docu- 
mentos justificativos de sus créditos, bajo la responsabilidad 
á que hubiere lugar. 

1448* No será admitida en la junta persona alguna en re- 
presentación ajena, á no ser que se halle •autorizada con 
poder bastante que presentará al juez en el acto. 

Nadie podrá ser apoderado de más de un acreedor, ni el 
poder podrá conferirse á acreedor alguno del fallido. 

El fallido podrá concurrir personalmente ó por medio de 
apoderado. 

1449. Cada uno de los acreedores será sucesivamente lla- 
mado, leyéndose la partida respectiva y los documentos é 
informes de su referencia. 

Todos los acreedores concurrentes y el fallido ó sus repre- 
sentantes, podrrin hacer sobre cada partida las observacio- 
nes que juzguen convenientes. 

1450. Si el crédito no es objetado por el síndico, el fallido 
ó alguno de los acreedores presentes, se tendrá por verifi- 
cado y se inscribirtí en la lista de créditos reconocidos. 

Esta lista contendrá los nombres de los acreedores y la na- 
turaleza é importe de cada crédito, 

, 1451. La mujer no será admitida como acreedora invocan- 
do ventajas que se le hubieren concedido en el contrato de 
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matrimonio; y recíprocamente, el concurso no podrá en nin- 
gún caso aprovecharse do las ventajas que se hubiesen 
estipulado en favor del marido. 

1462. En caso de que la mujer hubiere adquirido bieneí? 
ó pagado deudas por el marido, se presume que lo ha hecho 
con fondos de la sociedad conyugal. No podrá, por consi- 
guiente, á ese título, ser admitida como acreedora del con- 
curso; á no ser que justificase por medio de documentos, 
que las sumas invertidas le pertenecían exclusivamente. 

1453. lín el caso del artículo 1449, el juez resolverá en 
la misma junta sobro la admisión ó rechazo de los créditos 
observados; y en caso de no ser posible, dispondrá que se 
reserven los antecedentes de la oposición para pronunciarse 
dentro de tercero día, con prevención á los opositores y al 
acreedor, que deberán presentar dentro de dicho plazo las 
pruebas y justificativos que tuvieren de la legitimidad déla 
oposición y de los créditos. 

1454. Si por la naturaleza ó trascendencia de las obser- 
vaciones hechas á un crédito, el juez creyere necesario 
acordar un término para la justificación, lo hará saber á los 
interesados dentro del plazo á que se refiere el artículo an- 
terior, fijando al mismo tiempo el de ocho días perentorios; 
y vencido que sea, procederá sin- más trámite á resolver. 

1455. En todos los casos la resolución judicial que recaiga 
será apelable en relación, sin que el recurso interrumpa 
la continuación de la junta ni los demás trámites del juicio 
de quiebra. 

El procedimiento sobre estas cuestiones será verbal y 
Actuado en ambas instancias. 

1456. Si en la primera reunión no fuese posible la verifi- 
cación de todos los créditos presentados, el juez suspenderá 
la sesión para el día inmediato que designe, haciéndolo cons- 
tar en el acta sin necesidad de nueva convocación. 

1457. En el caso del artículo precedente, los acreedores 
-que no hubiesen asistido á la primera junta, no tendn' 
derecho á impugnar los créditos admitidos y reconocidos e 
^lla. 
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1458. Los acreedores que ño hubiesen presentado los do- 
-cumentos justificativos de sus créditos, no serán admitidos 
:& la masa sin que proceda su verificación, que se hará judi- 
<;íalmente á su costa con citación y audiencia del síndico. 



1459. Terminada la verificación de créditos y las cuestio- 
nes á que hubiere dado lugar, el acta y demás antecedentes 
se entregarán al síndico, quien en su vista formulará el esta- 
do de los créditos verificados, con el privilegio que á cada 
uno de ellos haya corre.- pond ¡do. 

Dicho estado, y el informe á que se refieren el articulo 
1442 y el inciso lo del artículo 1446, deberán ser presentados 
til Tribunal, dentro de cinco días, á contar desde aquella en- 
trega; haciéndose saber á los acreedores por medio de edic- 
tos, á los efectos del artículo siguiente. 

1460. Dentro de los diez días de esa presentación, cual- 
•quier acreedor podrá oponerse al estado de graduación, y 
^sta oposición se sustanciará en juicio verbal y actuado que 
deberá terminar por sentencia dentro de quince días. 

La resolución que recaiga será apelable en relación. 

1461. Tanto en el caso de que no hubiese sido observado el 
-estado de graduación dentro del término establecido en el 
artículo anterior, como en el caso de oposición, terminada 
<iue fuere por resolución ejecutoriada, el tribunal deberá 
3)ronunciar sentencia comprendiendo en ella los puntos si- 
guientes: 

lo. Aprobación del estado de verificación y graduación de 
los créditos del concurso; 

20. Fijación de la época de la efectiva cesación de pagos, 
teniendo en cuenta los antecedentes suministrados por el in- 
forme del síndico; 

3o. La existencia de culpa, fraude ó casualidad de la quie- 
bra, ordenando en su caso el procedimiento establecido en 
el titulo duodécimo con relación á la persona del fallido y 
sus cómplices; 

4<^. La citaóión, en su caso, de concordato al fallido, dán- 
dole el plazo perentorio de ocho días para proponerlo, 
oon cargo de que, vencido dicho plazo, se procederá á la 
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liquidación de la masd y distribución del haber, con arre- 
glo á lo dispuesto en el titulo undécimo de este libro. 

1462. La sentencia á que se refiere el artículo precedente 
no será susceptible de recurso alguno. 



TITULO Vil 
Del concordato 

m 
» 

1468. El concordato es una convención entre el fallido y 
sus acreedores quirografarios, por la cual se conceden al dea- 
dor esperas para el pago ó alguna remisión ó quita en el 
importe de los créditos. 

1464. En la misma junta referida en el artículo 1446. des- 
pués de concluidos sus objetos, podrá tratarse y resolverse" 
sobre concordato, si del informe á que se refiere el articula 
1442 ó de otros antecedentes, no resultaren indicios de dolo ó 
fraude en la quiebra. 

1466. La propuesta de concordato, en todos los casos, de- 
berá ser hecha por escrito y presentada al Juez de la quiebra, 
quien sin más trámite ordenará la convocatoria de los acree- 
dores á junta, que deberá verificarse á los diez días de la 
fecha, previa publicacióM de edictos. 

En el caso de que la propuesta se presentara en la oportu- 
nidad establecida en el referido articulo 1446, el Juez deberá^ 
ponerla en conocimiento de los acreedores presentes para 
tratarse sobre ella, si aquellos, por el número y capital 
que representan, se encuentran en Ijis condiciones del ar- 
tículo 147L 

1466. El fallido prófugo no puede ser oído sobre concor- 
dato ni tampoco aquel sobre quien existan indicios de quie- 
bra fraudulenta. 

1467. Sólo pueden tomar parte en la deliberación y reso- 
lución relativas al concordato, los acreedores cuyos titulos^ 
hayan sido debidamente verificados. 

Los acreedores de dominio, los hipotecarios y demás pri- 
vilegiados, no pueden tomar parte en las deliberaciones re- 
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lativas al concordato, so pena de quedar sujetos á todas las 
resoluciones que se tomen á tal respecto. 

El solo acto de votar sobre el concordato, importa renun- 
ciii del privilegio; pero esa renuncia quedará sin efecto si 
el concordato no es admitido. 

ÍA6S. La calidad de cónyuge, de ascendiente ó descendien- 
te del fallido, no obsta para que los acreedores, por otra 
parte legítimos, asistan á la deliberación y resolución rela- 
tivas al concordato. 

Para votar sobre el concordato, no se exige facultad de 
enajenar. Hasta que se tenga la de aclministrar. 

1469. Toda proposición de concordato debe ser hecha y 
discutida en junta de acreedores. Es nula cualquiera de- 
liberaeión que tenga lugar fuera de la junta ó en reuniones 
privadas. 

« 

1470. La junta se venftcará bajo la autoridad del Juez, 
debiendo asistir personalmente el fallido, á no ser que por 
causas graves se le hubiere autorizado á constituir apotlerado 
para ese acto. 

El sindico dará lectura del estado é informe referidos en 
el artículo 1442, complementado con los nuevos datos que 
tuviere. 

El fallido y los acreedores concurrentes podrán hacer las 
observaciones que juzguen oportunas, y de todo se extenderá 
un acta, á la que se agregará el informe á que se refiere el 
párrafo anterior. 

1471. La aceptación del concordato sólo podrá tener lugar 
por el voto de las dos terceras partes de los acreedores per- 
sonales que reúnan las tres cuartas partes de los créditos veri- 
ficados, con exclusión de los hipotecarios y privilegiados, á 
no mediar la renunnia de que habla el artículo 1467. 

También se considerará aceptado el concordato cuando 
intervenga el voto de las tres cuartas partes de los acreedo- 
res, siempre que reúnan los dos tercios de los créditos veri- 
ficados. 

1472. Aceptado el concordato en los términos del artículo 
precedente, será firmado en la misma junta, bajo pena de 
nulidad; y elevado al Juzgado inmediatamente, éste deberá 
pronunciar auto aprobatorio después de pasados diez días. 
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1478. Los acreedores disidentes y los que no hubiesen 
•concurrido á ia junta, pero cuyos créditos hayan sido verifi- 
«ados, podrán oponerse á la aprobación del concordato, de- 
biendo deducir su oposición dentro del término á que se 
refiere el f rtículo anterior, que se considerará perentorio. 

La oposición sólo podrá fundarse en la existencia de dolo, 
fraude ú omisión de las formas establecidas en este Códíg'o. 
Si se invocare cualquiera otra causal, la oposición será re- 
-chazada de plano por el Juez, sin recurso alguno. 

1474. La oposición se sustanciará con audiencia del fallido 
y del sindico, dentro del término de diez días comunes y 
prorrogables por igual término, en que las partes podrán 
probar y alegar lo que les convenga. 

Vencido ese plazo y la prórroga, en su caso, el Juez resol- 
verá á la brevedad posible el incidente, y la sentencia será 
apelablíi en relación . 

1475. Aunque no se hubiere deducido oposición al concor- 
ilato. el Juez podrá negar la aprobación si no se han observa- 
do las formas prescritas en este titulo. 

1476. Aprobado el concordato, se hace obligatorio para 
todos los acreedores conocidos y desconocidos, y fuera cual 
fuese la suma que ulteriormente se les atribuya por senten- 
■cia definitiva, salvo el derecho de los hipotecarios y demás 
privilegiados. 

Los acreedores que se presentaren después déla aprobación, 
en ningún caso podrán reclamar de sus co-acreedores por 
razón de dividendos que hubiesen percibido con arreglo al 
concordato, salvo su derecho para reclamar del fallido las 
sumas estipuladas en aquél. 

1477. Toda obligación contraída por el fallido de pagar á 
un acreedor más de lo estipulado por el concordato, es nula 
respecto de los otros acreedores, mientras no hayan ellos re- 
cibido el dividendo estipulado en el concordato. 

1478. La remisión concedida en virtud del concordato al 
deudor principal, no aprovecha á los codeudores ó fiadores. 

Ksta disposición no es aplicable á los fiadores que garanten 
el cumplimiento del concordato por parte del fallido. 

1479. No se admitirá acción alguna de nulidad del con- 
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cordato después de la homologación ó aprobación del Tribu- 
nal, á no ser por causa de dolo descubierto después de esa 
homologación, y que resulte de la ocultación del activo ó 
-exageración del pasivo de. la quiebra. 

1480. Pasada en autoridad de cosa juzgada la sentencia 
homologatoria, el sindico deberá entregar al deudor todos los 
bienes que se encuentren en su poder, rindiendo cuentas de 
í»u administración ante el Juez. 

Las dudas que se susciten sobre la entrega de los bienes y 
rendición de cuentas, deberán resolverse brevemente por el 
Tribunal, siendo su resolución apelable en relación. 

1481. La entrega á que se refiere el artículo anterior, se 
verificará previo pago de los gastos de la quiebra, costas ju- 
diciales, y retribuciones que el juez designe por los trabajos 
del síndico y demás personas que hubieren prestado sus ser- 
vicios al concurso. 

1482. La anulación del concordato por causa de dolo, libra 
•ipsojure á los fiadores. 

1483. En caso de falta de cumplimiento por parte del fa- 
llido á las obligaciones del concordato, podrá solicitarse su 
rescisión del Tribunal, con citación de los fiadores si los hu- 
biere. 

La rescisión del convenio no libra á los fiadores que hayan 
Intervenido para garantir su ejecución total ó parcial. 

1484. Los actos practicados por el fallido posteriormente 
á la sentencia homologatoria y con anterioridad á la anula- 
ción ó á la rescisión del concordato, sólo serán anulados ó 
rescindidos en caso de fraude á los derechos de los acree- 
dores. 

« 

1485. Los acreedores anteriores al concordato volverán al 

ejercicio de la plenitud de sus derechos respecto del fallido 
solamente; pero no podrán figurar en la masa, sino en las 
proporciones siguientes : 

Si no han recibido parte alguna del dividendo, por el im- 
porte total de su crédito; si han recibido parte del dividendo 
por la cuota de sus créditos primitivos correspondientes á la 
parte del dividendo prometido que no hayan recibido. 

Las disposiciones de este artículo serán aplicables al caso 
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en que tenga lugar una segunda quiebra, sin que haya prece- 
dido anulación ó rescisión del concordato. 

1486. En el caso de que se hubiere nombrado iriterveaior 
para el manejo de los negocios del fallido, sus funciones se 
reducen á llevar cuenta de las entradas y salidas de la caja^ 
de la cual tendrá una sobrellave. 

Será también de su cargo impedir que el deudor distraiga 
para sus gastos particulares mayor cantidad que la que le 
esté asignada, ó emplee fondos en objetos extraños á su giro ; 
pero no podrá mezclarse en el orden y dirección de los nego- 
cios, que pertenecen exclusivamente al fallido repuesto. 

1487. En caso de queja fundada de interventor sobi-e abuso 
del fallido en el manejo de los fondos, el Tribunal decretará 
la exhibición de los libros de comercio, y en su vista, acor- 
dará las providencias oportunas para mantener el orden en 
la administración mercantil del deudor. 

1488. El fallido respuesto que frustre los efectos de la 
intervención, disponiendo de alguna parte de sus fondos ó 
existencias sin noticias del interventor, en caso de nueva 
quiebra será considerado como fraudulento. 

1489. La retribución del interventor será de cuenta del fa- 
llido repuesto; y en caso de diferencia á este respecto, será 
resuelta por el Tribunal, sin recurso alguno. 

1490. En virtud del concordato queda extinguida la acción 
de los acreedores por la parte de sus créditos de que se haya 
hecho remisión al fallido, aun cuando éste llegue á mejor 
fortuna ó le quede algán sobrante de los bienes de la quiebra, 
á menos que hubiese mediado estipulación, expresa encon- 
trarlo. 

1491. Cuando el concordato no hubiese sido aceptado 6 
no se hubiere obtenido su homologación, se procederá á la 
liquidación de la masa en la forma prescrita en el titulo : De 
la liquidación y distribución. 
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TÍTULO VIH 
De la clausura de los procedimientos de la quiebra 

1498. En cualquier tiempo, si los procedimientos de la 
quiebra se encontraren detenidos por insuficiencia del activo 
para ocurrirá los gastos, podrá el Tribunal, cido el dicta- 
men del síndico, pronunciar aún de oficio, la clausura de las 
operaciones de la quiebra- 

Esta senteiicia hará que vuelva cada acreedor al ejercicio 
de sus acciones individuales, así contratos bienes como con- 
tra la persona del fallido, salvas las limitaciones que en este 
código se establecen. 

1498. El fallido ó cualquier otro interesado, podrá en todo 
tiempo obtener del Tribunal revocación del auto de clausura, 
justificando que existen fondos para hacer frente á los gastos 
de las operaciones de la quiebra, ó consignando en poder del 
síndico una suma bastante para atender á esos gastos. 



TITULO IX 

De las diferentes clases de créditos y de su graduación 

» 
1494. Entre los acreedores privilegiados se gradúa la pre- 
ferencia sin consideración al tiempo, por la diferente calidad 
de los privilegios. 

Los acreedores privilegiados que pertenecen á la misma 
clase son pagados á prorrata. 

1495» Los privilegios pueden ser generales á todos los bie- 
nes ó especiales á ciertas cosas muebles ó raíces. 

1496. Los acreedores del fallido serán clasificados en 
cinco estados diversos según la natut*aleza de su título: 
lo. Acreedores de dominio: 
2o. Acreedores con privilegio general ; 
3o. Acreedores con privilegio especial; 
4o. Acreedores hipotecarios; 
5o. Acreedores simples ó comunes. 
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1497. Herlcneecti á lü primeía categoría: 

10. I.os aei-ecdores de bienes fjue el I'hIIíiIo luviese á tiii 
ilciiepósiLo, prcnilu, iiilmiQÍ8traeióD, arrendamiento. cómoda 
comisión de compra, venta, tránsito, entrega, ó cunÍ^uie]~A 
los títulos que no transfieren el dominio ; 

2». Los acreedores ile letras de cambio ñ otros cualesquie 
titules comerciales, remitidos, entregados <i endosados s 
irasíaciúu de dominio ó por remesas liechas al lailido pa 
Hii determinado ; 

3". Kl vendedor á quien no se ha pagado el precio, en I 
casos prevenidos en los artículos 1503 y siguientes ; 

40. VA hijo de familia por los bienes adventicios existenti 
1-1 heredero ó legatario por ios bienes de la herencia ó lee 
do, y el menor ó incapaz por los bienes de la tutela ó curatel 

ó", l,a mujer casada: 1", por los bienes dótales existent 
qiio hubiese iutroduciilo al matrimonio, con tal que cons 
su recibo por instrumento de que se haya tomado razón < 
el Registro Público de Comercio en la forma establecida; 1 
por los bienes adquiridos durante el matrimonio á titulo < 
herencia legado ó donación, ya sea que existieren en la m: 
ma forma ó se hubieren subrogado é invertido en otn 
siempre que se pruebe que lates bienes entraron efectiv 
mente en poder del marido y se haya tomado razón en el i 
gistro de las respectivas escrituras. 

Sin cmbai'go, en ninguno de los casos precedentes, la fal 
de registro obstará al ejercicio de los der-echos de la muj( 
legítimamente comprobados en juicio ordinario, sin perji 
cío de la responsabilidad que corresponda al marido. 

1498. El depósito de género sin designación de especie, 
el dinero que devenga intereses, no entran en la clase de cr 
ditos de dominio. Tampoco son considerados tales los dep 
sitos de dinero que no existen en especie, ni las sumas entr 
gadas á los banqueros para ser sacada»; d voluntad del dep 
sitante, ya sea que devenguen ó no intereses. 

1499. Son acreedores con privilegio general, aquellos c 
\os créditos proceden de alguna de las causas siguientes: 

1°. Los gastos para la seguridad de ios bienes, administr 
ción de la casa fallida y demás diligencias judiciales ó eit 
judiciales en benefloio común, siempre í^ue hayan sido vei 
ttcadas con la debida autorización ; 
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Sin eifnbargo, ese privilegio no tiene lugar respecto de- 
aquel i os créditos para cuya seguridad y libre ejercicio no era 
necesaria la declaración de quiebra. Por lo que toca á esos 
créditos sólo tiene privilegio las costas que se refieren espe- 
cialmente á ellos ; 

2«. Los gastos funerarios si la declaración de quiebra ha 
tenido lugar después del fallecimiento. 

Estos gastos cuando el fallido hubiere muerto con poste-; 
rioridad á la declaración de quiebra, sólo tendrán privilegio- 
si se han hecho por el sindico y con autorización del Juez ; 

3«. Los gastos de la última enfermedad, en caso de quiebra 
declarada después del fallecimiento ; 

40. Los salarios de los factores, dependientes y criados del 
fallido ú obreros que ha empleado directamente, por los seis 
meses inmediatamente anteriores á la declaración de quiebra ; 

50. Los alimentos suministrados al deudor y á su familia^ 
factores y dependientes que viven en la misma casa del 
fallido, en los seis meses anteriores á la declaración de» 
quiebra ; 

60. Los créditos del fisco y los de las municipalidades por 
impuestos adeudados. 

1500* Son acreedores con privilegio especial, aquellos cu- 
yos créditos proceden de alguna de las causas siguientes: 

lo. Los arrendamientos vencidos en todo lo que existe dentra 
del fundo arrendado, inclusa la cosecha del año tratándose 
de heredades. 

El mismo privilegio tiene lugar por el importe de los 
daños causados en el fundo, las reparaciones que son de 
cuenta del arrendatario, y todo lo que se refiere al cumpli- 
miento del contrato. 

Sin embargo, el privilegio no se extiende á los efectos que 
el fallido tenía en comisión, depósito ó cualquier título de 
los que no trasfieran el dominio ; 

2o. El precio de venta mientras la cosa vendida está en po- 
der del vendedor. 

30. El crédito con prenda que tiene en su poder el acreedor. 

40. Los gastos hechos para la construcción, mejopa ó con- 
servación de una cosa mientras exista en poder de la persona 
por cuya cuenta se hicieron los gastos ; 

50. Los créditos á que se refiere el título decimosexto del 
libro tercero de este código. 
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6®. Los barraqueros y administradores de depósitos sobre 
los efectos existentes en sus barracas ó almacenes, para ser 
pagados de ios salarios y gastos hechos en su conservación : 

70. El mandatario sobre los objetos del mandato, por lo que 
se le adeudare en consecuencia ; 

80. El comisionista sobre los efectos consignados, para ei 
pago de las anticipaciones, gastos de trasporte y conservación, 
asi como de las comisiones é intereses respectivos, en los 
términos y condiciones del artículo 279; 

90. El cargador por los efectos cargados en los animales, 
carruajes, barcas, aparejos y demás instrumentos principales 
y accesorios del transporte; 

10. Los gastos de transporte ó flete en los efectos cargados; 

11. En todos los casos en que las leyes acuerdan el derecho 
de retención, y en los demás expresamente establecidos en 
este Código. 

1501. Son acreedores hipotecarios, aquellos cuyos créditos 
están garantidos con hipoteca especial. 

1502. Todos los demás acreedores no expresados en el 
presente titulo, son quirografarios ó comunes. 



TITULO X 



De la reivindicación 



1503. No puede ser objeto de reivindicación en caso de 
quiebra, los efectos ó cosas, cuya propiedad se ha transferido 
al fallido, aunque no se haya pagado el precio, haya habido 
ó no plazo estipulado para el pago. Cesa también en caso de 
quiebra del comprador, el derecho establecido por el artículo 
216 para pedir la resolución del contrato. 

Sin embargo, el vendedor tendrá el derecho de reivindicar 
los efectos vendidos, cuando el comprador quiebra antes de 
liaber pagado el precio; con tal que antes del día señalado 
para la apertura de la quiebra no se hubiere adquirido por 
el fallido ó su comisionado la posesión efectiva de la cosa 
vendida, aunque hubieran mediado una ó más de las cir- 
cunstancias que, según el artículo 463, importan tradición 
simbólica. 
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1504. La reivHxdicación establecida en el artículo prece- 
dente, sólo podrá ejercitarse respecto de los efectos que, sin 
haberse confundido con otros del mismo género, sean idénii- 
4;ameDte los mismos que fueron vendidos. 

La prueba de la identidad será admitida aun cuando se 
•encuentren deshechos los fardos, abiertos los cajones, ó 
disminuido su número 

1505. Si el comprador ha pagado una parte del precio, el 
vendedor debe devolver á la masa la suma recibida en el caso 
de reivindicación de todos los objetos vendidos. 

1506. Si sólo se encuentra existente en la masa una parte 
de los efectos vendidos, la restitución se hará proporcioual- 
mente al precio de la venta del total. 

1507. El vendedor que reciba los efectos mediante la rei- 
vindicación, estará obligado á reintegrar á la masa todo lo 
-que se hubiere pagado ó se adeude por derechos fiscales, 
transporte, comisión, seguro, averia gruesa y gastos hechos 
para la conservación de la cosa. 

El vendedv^r en ningún caso podrá reclamar del concurso 
ios daños y perjuicios que sufriere hasta la reivindicación de 
la cosa vendida. 

1508. No ha lugar á la reivindicación en el caso del artí- 
culo 1503, cuando el vendedor hubiese recibido letra de cam- 
bio ú otro papel negociable por el precio integro de los efec- 
tos vendidos, otorgando recibo simple, ó anotando el pago 
sin referirse á los billetes ó letras mencionadas. 

Si sólo hubiere recibido las letras por una parte del pre- 
cio, la reivindicación podrá tener lugar, con tal que se dé 
fianza á favor del concurso por los reclamos que pudieran 
originarse como consecuencia de las letras. 

1509* Tampoco procede la reivindicación, en el caso de 
que el fallido no haya entrado en posesión real de los efectos, 
si Jos hubiere vendidc á un tercero de buena fe estando en 
camino por la factura, el conocimiento ó la carta de porte. 

Siu embargo, el vendedor primitivo podrá, mientras el 
precio no se haya pagado, usar de la acción del fallido con- 
tra el comprador hasta la suma concurrente de lo que se le 
adeude, y esa suma no entrará á formar parte de la masa. 

28 
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1510. Si el vendedor prefiriere dirigir su acción contra cF 
comprador, en el caso del artículo anterior, no podrá volver 
después contra el concurso, y si en éste hubiese sido recono- 
cido como acreedor, no podrá usar- de acción alguna contra 
el comprador Lo mismo sucederá en todos los ca3os en que 
el fallido hubiese contratado por cuenta de un tercero, aun- 
que no lo hubiese expresado. 

1511. Si se ha estipulado en el caso del artículo 1509, que 
los riesgos de la cosa vendida sean de cuenta del vendedor 
hasta el momento de la entrega, la nueva venta celebi*ada, 
antes que aquélla se verifique, no obsta á la reivindicación. 

1512. Si los efectos que se reivindican en el caso del arti- 
culo 1503, han sido dados en prenda á un tercero de buena 
fe, conservará el vendedor su derecho de reivindicación;, 
pero tendrá que reembolsar al acreedor prendario la cantidad 
prestada, los intereses estipulados y los gastos. 

1513. El síndico del concurso tiene la facultad de retener 
para la masa los efectos que se reivindican, pagando al ven- 
dedor el precio que había estipulado con el fallido. 

1514. Los efectos recibidos en comisión quet se encuentrea 
en poder del comisionista fallido ó de un tercero que los 
posea ó guarde en su nombi*e, pueden ser reivindicados por- 
el comitente, salva la obligación del artículo 1507. 

Habrá igualmente lugar á la reivindicación del precio de- 
venta de efectos mandados en comisión y vendidos y entre- 
gados por el comisionista, siempre que ese precio no haya 
sido pagado antes de la quiebra ni compensado en cuenta 
corriente entre fallido y comprador, aún en el caso de que el- 
comisionista hubiese percibido comisión de garantía. 

1515. Si el fallido hubiese comprado efectos por cuenta de- 
un tercero, y sobreviniese la quiebra antes de haberse verifi- 
cado el pago del precio, podrá el vendedor usar de la acción 
del fallido contra el comitente, aumiue su nombre no apa- 
rezca en el contrato, hasta la suma concurrente de lo que se 
le adeude, y esa suma no entrará á formar parte de la masa. 

Es aplicable á este caso la disposición del artículo 1510. 

1516. Si los efectos que el fallido tenia en comisión los 
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hubiera dado en prenda, son aplicables las disposiciones del 
artículo 1512. 

1517. Cuando en la masa fallida se encontraren letras de 
cambio ú otros papeles de comercio de plazo no vencido 6 
vencido y no pagados todavía, y respecto de los cuales el 
fallido no tuviese otro carácter que el de mandatario para 
la cobranza ó para verificar pagos determinados con su im- 
porte, dichas letras y papeles podrán ser reivindicados, aun 
en el caso de que un tercero las posea á nombre del fallido, 
salvo sin embargo el derecho del concurso á exigir fianzas por 
las responsabilidades que pudieran resultar contra el fallido 

1518* Aun en el caso de no haber mediado disposición de 
los fondos ni aceptación en la forma del artículo precedente, 
las letras de cambio y papeles de comercio ú otros que no lo 
sean, podrán ser igualmente reivindicados, aunque hubiesen 
entrado en cuenta corriente, siempre que el remitente no 
debiese al tiempo de la remesa, suma alguna al fallido, inde- 
pendientemente de los gastos de dicha remesa. 



TÍTULO XI 
De la liquidación y distribución 

1519. Ejecutoriada la sentencia á que se refiere el articulo 
1461, y no habiéndose propuesto concordato dentro del tér- 
mino establecido en el inciso 4» del mismo, se procederá á la 
liquidación de la masa por la venta en público remate de 
todos los bienes, derechos y acciones que existan á su favor, 
con excepción de aquellos que se encuentren afectados á de- 
rechos de dominio ó que fuesen objeto de litigio pendiente. 

1520. La enajenación áque se refiere el articulo precedente 
será ordenada por el Tribunal, á requisición del sindico, y 
no podrá realizarse sino previa publicación de edictos durante 
el término de ocho días. Ya sean muebles ó inmuebles los 
bienes á venderse, no será necesaria la formalidad de la ta- 
sación. 

1521. Los bienes afectados á privilegios especiales, si sobre 
ellos no hubiese procedido el acreedor, se enajenarán también 
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en la misma forma; pero el resultado de esa enajenación 
individualizará á efecto de satisfacer dichos créditos, previa 
deducción de los gastos. 

1522* Los acreedores del concurso no son admisibles á la 
compensación con el valor de las compras que realizaren tie 
bienes pertenecientes á la masa. 

162d« El producto délas enajenaciones, así como los demás 
valores que el sindico percibiere de pertenencia de la masa, 
se depositarán en el Banco Nacional á la orden del Juzgado. 

1624. Vendidos todos los bienes, y reembolsados los crédi- 
tos á favor del concurso, en cuanto esto hubiere sido posi- 
ble, dentro de ocho días á contar desde el auto aprobatorio de 
la última enajenación, el síndico deberá formar un estado del 
haber con designación de los créditos que no se hayan podido 
cobrai' y de los que se encuentren pendientes de demandas 
judiciales. 

Dentro del mismo plazo formulará también la cuenta de su 
administración, acompañada de los justificativos del caso. 

1525. Presentados al Tribunal los documentos á que se 
refiere el artículo anterior, se ordenará sin más trámites que 
se pongan de manifiesto en la Secretaría por el término pe- 
rentorio de ocho días, á fin de que los acreedores tomen cono- 
cimiento de su contenido y puedan hacer las observaciones 
que crean conveniente?, 

Al efecto se publicarán edictos por igual término, en la for- 
ma de estilo, con las prevenciones necesarias. 

1526. Vencido este plazo, el Secretario dará inmediata- 
mente cuenta al Tribunal del resultado. 

Si se hubieren hecho observaciones, el^ juez convocará á 
juicio verbal al acreedor ó acreedores que las hubieren for- 
mulado y al síndico del concurso. En esta audiencia produ- 
cirán las pruebas de cargo y descargo; y si el juez no llegase 
á conciliar las pretensiones de los interesados, mandará le- 
vantar el acta correspondiente, y procederá á resolver el 
incidente dentro de tercero día. 

La resolución causará ejecutoria. 

1527. Tanto en el caso de la disposición anterior, como en 
el de que no se hubiese hecho observación alguna al estado 
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del activo y á las cuentas del sindico, el Tribunal ordenará 
que se proceda á la distribución del producto de los bienes 
del concurso, con arreglo al estado de verificación y prefe- 
rencias. 

1528. Los acreedores de dominio recibirán la cosa recla- 
mada en la misma especie en que hubiese sido entregada ó 
en la que se hubiese subrogado, abonando previamente Lo que 
se adeudase por razón de esas mismas cosas. 

1529. Los acreedores con privilegio general serán pagados 
por la masa. 

1530. Los acreedores con privilegio especial sólo pueden 
ser cubiertos con el producto de los bienes afectados, y sólo 
hasta donde alcance ese producto. Por el déficit que resultare 
entrarán á la masa como acreedores comunes. 

1531. El síndico podrá con autorización judicial, retirarla 
prenda á beneficio del concurso, pagando el importe de la 
deuda. 

1532. Los acreedores hipotecarios serán cubiertos por la 
masa después de pagados los otros créditrs de preferencia. 

Si concurrieren dos ó más acreedores hipotecarios sobre la 
misma cosa, la preferencia se determinará conforme á las 
disposiciones del Código Civil. 

1533. La disposición de los artículos anteriores, no excluye 
la facultad de los acreedores con privilegio especial é hipote- 
carios, de obtener del concurso el pago de sus créditos en 
cualquier época de la quiebra después de la verificación, con 
tal que presten fianza bastante de acreedor de mejor derecho. 

1534. El acreedor que tenga títulos garantidos solidaria- 
mente por el fallido y otros coobligados también fallidos, 
participará en los pagos de todas las masas, figurando en 
cada una por el valor nominal de su titulo hasta el integro 
pago. 

1535. Ningún recurso por razón de pagos pertenecerá á las 
masas fallidas entre sí, á no ser cuando la suma de esos pagos 
exceda el importe total del crédito, en capital é intereses. En 
tal caso ese excedente pertenecerá según el orden de las obli- 
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gaciones á aquellos de los codeudores ó fus concursos res- 
pectivos que hubiesen sido garantidos por los otros. 

1536. Si el tenedor de acciones solidarias entre el fallido y 
otros codeudores, ha recibido antes de la quiebra alguna 
cantidad á cuenta de su crédito» sólo entrará al concurso por 
la cantidad que quede, deducido loque recibió á cuenta, con- 
servando por loque se le quede debiendo, sus derechos contra 
el codeudor y el fiador. 

Kl codeudor ó fiador que haya verificado el pago parcial, 
entrará al cuncurso por las cantidades desembolsadas en des- 
cargo del fallido. 

1537. Una vez satisfechos los créditos privilegiados, el li- 
quido producto que resulte, se dividirá á prorrata entre los 
acreedores comunes del concurso. 

1538. En la distribución se dejará siempre reservada la 
parto que corresponda á créditos litigiosos, á los que pen- 
dieren de una condición, á los que pretendan un privilegio si 
sobre ellos hubiere cuestión, y á los acreedores ausentes, con 
tal que sus créditos constaren de los libroidel fallido y hubie- 
ren sido reconocidos. 

1639. Resueltas las cuestiones á que se refiere el articulo 
anterior, se procederá á una liquidación y distribución com- 
plementaria, en la que se tomarán en cuenta los valores reser- 
vados, los que entraren á la masa y los demás que se hubie- 
ren descubierto de pertenencia del fallido. 



TITULO XII 
De las 'medidas relativas al fallido en caso de culpa 6 fraude 

1540. Dentro de seis días de la presentación del informe á 
que se refiere el artículo ¡442, el Juez, eíi consideración de 
su contenido, procederá con arreglo á las disposiciones si- 
guientes. 

1541. Si de dicho informe resultaren indicios de culps 
fraude, mandará remitir un testimonio de la parte pertinen 



ESTUDIO SüBKE LAS QUIEBRAS 439 

de aquel informe y de los demás antecedentes y justificativos 
■del caso, al Juez competente. 

1542. Si de los documentos aludidos no resultase culpa ni 
fraude por parte del íallido, el Juez se limitará á ordenar su 
Jibertad, si estuviera detenido; sin perjuicio de las acciones 
penales que pueden deducirse ante el Juez competente. 

1543. El fallido sobre quien recayeran indicios de fraude, 
no podrá ser oído sobre proposición de concordato. 

1544. Las medidas determinadas en los artículos preceden- 
tes en nada obstarán á la prosecución del juicio de quiebra. 

1545. Los fallidos culpables ó fraudulentos y sus cómpli- 
•ces serán castigados con arreglo a las disposiciones del Código 
Penal. 

1546. í*ara determinar la culpa se tendrán presentes los 
hechos y circunstancias siguientes : 

lo. Si el fallido ha sido declarado nuevamente en quiebra 
sin haber cumplido las obligaciones de un concordato prece- 
dente. Estas obligaciones se entenderán cumplidas para este 
«fecto, siempre que el fallido hubiese pagado dividendos que 
íilcanzaren al setenta y oinco por ciento de la deuda total ; 

2o. Si ha contraído por cuenta ajena sin recibir valores 
•equivalentes, compromisos que se juzguen demasiado consi- 
derables con relación á la situación que tenía cuando los con- 
trajo; 

3o. Si no se ha presentado en quiebra en el tiempo y en la 
forma establecidos en el título segundo. 

4o. Si se ausentase ó no comparecu'se al tiempo de ladéela- 
ración de la quiebra ó durante el progreso del juicio; 

5o. Si los gastos personales del fallido ó de su casa se consi- 
derasen excesivos con relación á su capital y al número de 
personas de su familia ; 

6o. Si hubiese perdido sumas considerables al juego ó en 
operaciones de agio ó apuesta ; 

7o. Si con el propósito de retardar la quiebra hubiese re- 
vendido á pérdida ó por menos del precio corriente efectos 
que hubiese comprado al fiado en los seis meses anteriores 
á la declaración de quiebra, y cuyo precio se hallase todavía 
debiendo; 

80. Si con el mismo propósito hubiese recurrido en los seis 
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meses anteriores á la declaración, á tomar dinero prestado^ 
descontando su ñrma ó valiéndose de otros medios ruiDosos 
de procurarse recursos; - 

90. Si después de la cesación de sus pagos hubiese pagado 
á algún acreedor con perjuicio de los demás ; 

10. Si constase que en el periodo transcurrido desde el últi- 
mo inventario hasta la declaración de quiebra, hubo época en 
que el fallido estuviese en débito por sus obligaciones direc- 
tas de una cantidad doble del haber que le resultaba según el 
mismo inventario; 

11. Si no hubiese llevado con regularidad sus libros en la- 
forma determinada por este Código ; 

12. Sí no hubiese cumplido con la obligación de registrar 

las capitulaciones matrimoniales ú otras acciones especiales^ 
de propiedad de la mujer. 

1547. La quiebra se reputará fraudulenta en los casos en 
que concurra alguna de las circunstancias siguientes : 

lo. Si se descubriese que el fallido ha supuesto gastos ó- 
pérdidas ó no justiftcare la salida ó existencia del activo de su 
último inventario, y del dinero ó valores de cualquier género- 
que hubiesen entrado posteriormente en su poder; 

^0. Si ocultase en el balance alguna cantidad de dinero, cré- 
ditos, efectos, ú otra cualquier clase de bienes ó derechos; 

3«. Si hubiere contraído deudas ficticias, otorgado escritura» 
simuladas ó se hubiese constituido deudor sin causa» ya sea 
por escritura pública ó privada; 

40. Si verificare enajenaciones simuladas de cualquier clase, 
que sean ; 

5«. Si hubiese consumido y aplicado para sus negocios 
propios, fondos ó efectos que le hubieren sido confiados en 
depósito, mandato ó comisión, sin autorización del deposi- 
tante, mandante ó comitente. 

Qo, Si hubiese comprado bienes de cualquier clase en nom- 
bre de tercera persona ; 

70. Si después de haberse hecho la declamción de quiebra,, 
hubiese percibido y aplicado á sus usos personales, dinero, 
efectos ó créditos de la masa, ó por cualquier medio hu- 
biese distraido de ésta alguna de sus pertenencias; 

80. Si no hubiese llevado los lloros que indispensablemen- 
te debe tener todo comerciante, los hubiese ocultado ó los- 
presentase truncados ó falsificados. 
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1548. Serán considerados cómplices de quiebra fraudu 
lenta : 

lo. Los que se hubieren confabulado con el fallido, hacien- 
do aparecer créditos falsos ó alterando los verdaderos en 
cantidades ó fechas ; 

2<*. Los que, de cualquier modo hubieren cooperado para 
la ocultación ó sustracción de bienes, sea cual fuere su na- 
turaleza, antes ó después déla declaración de quiebra; 

30. Los que ocultaren ó rehusaren entregar al sindico, bie- 
nes, créditos ó títulos que tengan del fallido; 

40. Los que después de publicada la declaración de quie- 
bra admitieren cesiones ó endosos particulares del fallido; 

60. Los acreedores, aunque fueran legítimos, que hici<%ren 
conciertos con el fallido, en perjuicio de la masa; 

60. Los corredores que interviniesen en cualquiera ope- 
ración mercantil del fallido después de declarada la quiebra 

1549. Los cómplices de los quebrados fraudulentos, ade- 
más de la pena en que incurren con arreglo á la legisla- 
ción criminal, serán condenados : 

I». A perder cualquier derecho que tengan en la masa 
de la quiebra; 

2o. A reintegrar á la misma los bienes, derechos y acciones 
sobre cuya susiracción hubiere recaído su complicidad; 

30. A pagar á la masa, por indemnización de daños y per- 
juicios, una suma Igual al importe que intentaron defraudar. 

1550. Las (|uiebras de los corredores se reputarán siem- 
pre fraudu leu tas/sin admitirse excepción en contrario, siem- 
pre que se justifiíjue que el corredor hizo por su cuenta en 
nombre propio ó ajeno, alguna operación mercantil, ó que 
se constituyó garante de las operaciones en que intervino, 
como corredor, aun cuando la quiebra nc proceda de esas 
causas. 

1561. En todos los casos á que se refieren los artículos 
anteriores, el juez tendrá presente: 

lo. La conducta del fallido en el cumplimiento de las obli- 
gaciones que imponen los artículos 1389 y 1390; 

20. El resultado de los balances qne se formen de la si- 
tuación mercantil del fallido; 

3o. El estado en que se encuentren los libros de su giro; 

40. La relación que haya presentado el fallido, sobre las 
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«ausHS de la quiebra y lo que resulte de los libros, documen- 
tos y papeles, sobre el origen de aquélla. 

50. Los méritos que ofrezcan las investigaciones á que se 
refieren los artículos 1434 y 1435, y las pruebas que se pro- 
duzcan en el término competente. 

1552. Los acreedores tendrán derecho á ser oídos como 
parte en el juicio criminal; pero lo harán á su costa, sin 
acción á ser reintegrados por la masa de los gastos del 
juicio, cualquiera que sea el resultado de sus gestiones. 

1553. La circunstancia de que el Tribunal de Comercio 
no hallare mérito para proceder contra la persona del fa- 
llido, con arreglo á las disposiciones del presente título, no 
será un inconveniente para seguir el procedimiento estable- 
cido, siempre que aparecieren en cualquier época del juicio 
de quiebra, los indicios que dan lugar á dicho procedimiento. 

1554. El fallido que se encontrase en el caso del artículo 
1542, y el que hubiese cumplido la pena en caso de quiebra 
<iulpable, podrán ocuparse en operaciones de comercio por 
cuenta ajena y bajo las responsabilidad de un principal ga- 
nando para sí el sueldo, emolumentos ó partes de bienes 
que se le den por esos servicios ; sin perjuicio del derecho de 
los acreedores á los bienes que el fallido adquiera para sí, 
por ese ú otro medio, en caso de ser insuficientes los fon- 
dos de la masa para el íntegro pago. 

Los fallidos que se encuentren en el caso de esta dispo- 
sición, cesarán de percibir la asignación alimenticia que 
se les hubiese acordado. 



TITULO XHl 

De la solución de la quiebra poi' la adjudicación de' los bienes 

de la masa á los acreedores 



1555. Los acreedores comunes, una vez operada la ve- 
rificación y graduación de créditos y antes de comenzada la 
liquidación y distribución, podrán hacerse cargo del acti 
y pasivo de la quiebra, y proseguir por sus cuenta las o; 
raciones, dando carta de pago al fallido. 
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1556. A los efectos del articulo anterior, el acreedor ó 
íicreedores que pretendan esa solución de la quiebra, se pre- 
sentarán al Tribunal solicitando la convocatoria á junta de 
-acreedores; y aquél, sin más trámite, dispondrá que ésta se 
verifique á los ocho días siguientes, ordenando al mismo tiem- 
po las citaciones por edictos y la notificación á los acreedo- 
res de domicilio conocido y al fallido. 

1557. Reunidos los acreedores y el sindico bajo la autori- 
<iad del juzgado, se resolverá por la junta si se acepta la pro- 
posición á que se refiere el artículo anterior. 

La votación se verificará en los mismos términos y con- 
•diciones que para el concordato. 

Los acreedores privilegiados que tomaren parte en la junta 
y votaren por la aceptación, perderán si ésta tiene lugar, su 
derecho de preferencia y quedarán equiparados á los acree- 
dores comunes. 

Los acreedores inasistentes y los ausentes cuyos créditos es- 
tuvieren reconocidos, no tendrán derecho de impugnar bajo 
pretexto alguno la convención celebrada y quedarán someti- 
dos á su consecuencias. 

El Secretario levantará un acta circunstanciada del resul- 
tado de la junta. 

1558. La aceptación en la forma establecida en el articu- 
4o anterior, implicará bajo pena de ineficacia, la obligación 
por parte de los acreedores adjudicatarios, de pagar inmedia- 
tamente de aprobada por el juez la solución de la quiebra, 
todos los créditos con privilegio general y especial. 

1559. El pagoá que se refiere el artículo anterior, se ve- 
rificará depositando á la orden del Tribunal el importe ínte- 
gro de los referidos créditos, dentro de ocho días perentorios, 
á contar desde la aprobación. 

Pasado este plazo, se considerará sin efecto alguno la con- 
vención y el juez ordenará sin más trámites, la prosecución del 
juicio de quiebra. 

1560. Hecho el depósito conforme á la disposición prece- 
dente, pasará á los acreedores la propiedad de los bienes, de- 
rechos y acciones del fallido, así como sus obligaciones y res- 
ponsabilidades; y se procederá á hacerles entrega de todas 
las existencias, libros y papeles. 
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1661* Si durante el juicio de quiebra se hubieren eoaje- 
nado bienes de la masa, su producto se considerará compren 
dido en la convención, y se entregará con los demás bienes á 
los acreedores. 

1562. Las acciones de dominio, todas las cuestiones sobre 
reconocimiento de créditos, privilegios y demás pendientes, 
se continuarán con el representante ó representantes de lo8 
adjudicatarios; pero los acreedores de dominio y los que pre- 
tendan un privilegio,' luego de aprobada la convención, ten- 
drán derecho al embargo de los bienes reclamados, ó á una 
garantía en su caso. 

1568* El síndico, con autorización judicial, procederá al 
pago de los créditos privilegiados, costas y gastos del con- 
curso; y terminada la operación, se ordenará por el Tribunal 
el archivo del expediente de la quiebra. 

1564. Esta solución de la quiebra sólo es procedente en 
defecto de concordato; y no ejercerá influencia alguna en la 
prosecución y resultado del juicio criminal que se siga al 
fallido. 

1565. Los acreedores adjudicatarios deberán, en la misma 
junta á que se refiere el articulo 1557, adoptar una forma de 
las establecidas en este Código para las sociedades comer- 
ciales. • 

Los acreedores ausentes serán considerados responsable» 
sólo hasta la concurrencia de sus créditos, si no aceptaren la 
responsabilidad ilimitada, en su caso. 

1566. Las cuestiones que pudieran originarse entre los 
acreedores adjudicatarios de la masa, y las enumeradas en el 
artículo 1562, cualquiera que sea su resultado, enningUn caso 
podrán servir de fundamento para hacer revivir el juicio de 
quiebra. 

TÍTULO XIV 



De los Jionorarios del síndico y demás empleados de la quiebra 

1567. En los casos de aprobación de las cuentas del sindico, 
como á la terminación de su mandato, el Tribunal deberá fijar 
el emolumento que le corresponda por los trabajos verificados 
en la quiebra. 
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Ese emolumento se graduará por el Juez con arreglo á ia 
importancia de los trabajos prestados y de la quiebra; y en 
ningún caso podrá exceder de seis por ciento del valor total 
de los bienes que resulte de su estimación en el juicio, ó en su 
defecto, de cálculo prudencial hecho por el Juez. 

La resolución judicial que fije los honorarios del sindico no 
será susceptible de recurso alguno (I ). 

1568. Si el sindico se hubiere valido de Abogado, en los 
casos del articulo anterior, el Juez regulará de oficio los tra- 
bajos profesionales, y su resolución causará también ejecu- 
toria. { 1 ). 

1569* El síndico tendrá facultad para emplear en las ope- 
raciones de la quiebra, contabilidad, guarda y conservación 
de los bienes, las personas que fueren necesarias ; y su salario 
ó remuneración deberá convenirlo de antemano, teniendo en 
cuenta la economía en los gastos y el valor corriente de la 
clase de servicios. 

1570. El síndico, en los casos del articulo anterior, deberá 
peñeren conocimiento del Juzgado los contratos de locación 
de servicios que hubiere verificado. Si el Tribunal juzgare 
que esos contratos son arreglados y conformes á las exigencias 
del concurso, les prestará sin más trámite su aprobación ; y 
en caso contrario, deberá establecer el número de empleados 
que deben ocuparse por el síndico y la retribución que ácada 
uno de ellos corresponda. 



( 1 ) Este ornado ha sido modifieado por la ley de 29 de Agosto de 1891, oomo sigue: 

Art. lo. Las regulaciones de emolumentos y trabajos profesionales hechas 
por los jueces en los casos de los articiilos 1567 y 15íi8 del Código de Comer- 
cio serán susceptibles del recurso de apelaciones por el abogado, el sindico, 
el fallido ó cualquiera de los acreedores, á cuyo efecto se les notificará á los 
primeros personalmente y á los acredores por edictos publicados durante tres 
dias. 

2o. El seis por ciento de remuneración á los síndicos, fijado por el articulo 
1667 del Código de Comercio, no podrá ser excedido en caso alguno, aun 
cuando intervengan dos ó más síndicos por renuncias, incapacidad ú otra 
causa cualquiera. 

3o. Se declara igualmente apelable la resolución á que se refiere el articulo 
1489 del mismo Código de Comercio. 

4.0, Deróganse las disposiciones del Código de Comercio en la parte que 
declara irrecurribles las regulaciones. 

6o. Comuniqúese al Poder Ejecutivo. 
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1571. Salvo los casos de servicios que deban retribuirse 
mensualmente, óde operaciones concluidas ó contratadas por 
una cantidad determinada no podrá autorizarse por el Juez ni 
por el síndico la detracción de suma alguna de los fondos de 
la masa, con destino á pagos á cuenta por servicios continua- 
dos cuya remuneración dependa, en la época oportuna, de la 
estimación judicial. 

TÍTULO XV 
De la rehabiliiación 

1572. La rehabilitación debe solicitarse ante el Tribunal de- 
comercio que hizo la declaración de quiebra. 

1573. La sentencia de rehabilitación puede pronunciarse en 
el mismo auto de aprobación del concordato siempre que de 
los antecedentes de la quiebra no resulten indicios de culpa^ 
dolo ó fraude. 

En caso de que los fondos de la masa alcanzaren para el 
pago integro délos créditos, la rehabilitación podrá decretarse 
de oficio. 

1574. El fallido que en razón de culpa estuviere sometido á 
la jurisdicción competente, sólo podrá ser rehabilitado des- 
pués que haya cumplido la pena á que fuere condenado. 

1575. No serán admitidos á la rehabilitación los fallidos 
sometidos á la jurisdicción criminal en razón de dolo ó fraude; 
las personas condenadas por hurto, estafa ó abuso de con- 
fianza; los estelionatarios, ni los tutores ú otros administra- 
dores de cosa ajena que no hayan rendido cuentas, con pago 
de saldo respectivo. 

Sin embargo, podrán obtener la rehabilitación cinco años 
después de haber cumplido la pena á que fueron candenados^ 
si resultare que durante ese tiempo se han conducido de una 
manera irreprochable. 

1576. La solicitud de rehabilitación debe instruirse con la 
carta de pago ó los documentos originales que acrediten e) 
integro pago á los acreedores ó el cumplimiento de todas l«>a 
obligaciones del concordato. Si faltasen los recibos de alg 
nos acreedores, puede subsanarse ese defecto con una inte 
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pelación judicial, ó una intimación pública para que se pre- 
senten para ser pagados. 

1677. La solicitud de rehabilitación debe ponerse en co- 
nocimiento del público por medio de edictos que se fijarán ea 
los lugares de estilo y se publicarán en los diarios que el Tri- 
bunal designe. 

1578. Cualquiera de los acreedores tiene facultad de opo- 
nerse á la rehabilitación, dentro de dos meses contados des- 
de la fecha de la publicación. 

La oposición deberá formularse por escrito,y sólo podrá fun- 
darse en la disposición de los artículos 1574 y 1575, ó en la 
falta de cumplimiento por parte del fallido ó sus herederos, de 
las prescripciones contenidas en el artículo 1576. 

1579. Vencido el plazo señalado en el articulo precedente^ 
el Tribunal, ya sea que haya mediado ó no oposición, concede^ 
rá ó negará la rehabilitación. 

1580. La sentencia que acuerde ó niegue la rehabilitación 
será apelable en relación. 

1581. Pasada en autoridad de cosa juzgada la sentencia de- 
rehabilitación, será leída en audiencia pública del Tribunal y 
se ordenará su publicación en los diarios que el rehabilitado 
ó sus herederos designen. 

1582. Por la rehabilitación del fallido cesan todas las in- 
terdicciones legales producidas por la declaración de quiebra. 

1583. En el procedimiento de rehabilitación es parte esen- 
cial el Ministerio público. 



TÍTULO XVI 

De las moratorias 

1584. Las moratorias ó esperas se conceden exclusivamente- 
á los comerciantes matriculados, que prueban que la impo- 
sibilidad de pagar de pronto á sus acreedores proviene de 
accidentes extraordinarios, imprevistos ó de fuerza mayor, y 
que justifican al mismo tiempo, por medio de un balancer 
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exacto y documentado, que tienen fondos bastantes para pa- 
gar íntegramente á susacredores, mediante cierto plazo ó es- 
pera. 

1685. La petición de moratorias debe presentarse ante el 
Tribunal competente para la declaración de quiebra. 

A la petición de moratoria se acompañará: 

1^. La prueba de los accidentes imprevistos que se invo- 
quen; 

2o. Un estado del activo y del pasivo con los comprobantes 
respectivos, y un inventario estimativo de los bienes; 

S'*. Una relación de los nombres y domicilio de los acree- 
dores, y del importe de sus créditos respectivos. 

1586. Juzgando el Tribunal que el suplicante se encuentra 
en el caso del articulo !<>. de este título, podrá expedir in- 
mediatamente una orden para suspender todos los procedi- 
mientos ejecutivos pendientes ó que se iniciaren contra el deu- 
dor, hasta que se resuelva definitivamente sobre la moratoria 
solicitada. 

1587. Ya sea que se expida ó no la orden á que se re- 
fiere el artículo precedente, el Tribunal nombrará inmedin- 
ta mente dos de los acreedores del solicitante, para que ve- 
rifiquen la exactitud del balance presentado con vista de 
los libros y papeles que el deudor deberá exhibirles en su 
escritorio. 

1588. El Tribunal convocará á todos los acreedores para 
que se reúnan bajo su presidencia, en el día y hora que 
tenga á bien designar. Ese día no podrá ser prorrogado 
y la convocación se hará por edictos en dos periódicos que 
designe el juez, donde los hubiere, en uno, si sólo uno hu- 
biere, y en los lugares más próximos, si no hubiere nin- 
guno. 

1589. Reunidos los acreedores el día señalado, se leerá 
el informe de los nombrados para la verificación del ba- 
lance, se oirá verbal mente á los acreedores y al deudor, 
que podrán asistir por sí, ó por medio de apoderados; se 
procederá á recoger los votos de los acreedores y la cons- 
tancia de ellos quedará al despacho para su admisión ó de- 
negación; teniéndose presente para esa resolución, las circu 
tancias ó accidentes extraordinarios, alegados por el deudc 
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la posibilidad qué puede existir de que por medio de la 
moratoria sean integramente pagados los acreedores, y los 
indicios de mala fe que pueden haberse encontrado en los 
procedimientos del deudor. 

1590. En el caso de que ios dos tercios de los acreedo- 
res personales, cuyos créditos formen las tres cuartas par- 
tes de la deuda sometida á los efectos de la moratoria, ó 
los tres cuartos de los acreedores que representen los dos 
tercios de los créditos se hayan opuesto á la concesión de 
la moratoria, será de plano denegada por el Tribunal sin 
otro examen. 

En tal caso, queda sin efecto alguno la suspensión pro- 
visoria de los procedimientos ejecutivos. 

1591. Si no ha votado contra la concesión de la mora- 
toria el número de acreedores determinado ;.en el artículo 
precedente, el Tribunal en virtud de las circunstancias in- 
dicadas y de las que ordene esclarecer para mejor proveer 
concederá ó negará la moratoria. 

1592. En ningún caso la moratoria puede exceder del tér- 
mino de un año. 

Ese término se contará desde la suspensión provisoria ó 
no habiendo mediado esa suspensión, desde la fecha en que 
el Tribunal haya concedido la moratoria definitiva. 

El término de la moratoria es improrrogable (1). 

1593. Concedida la moratoria, se designará dos de los 
acreedores para que intervengan en los procedimientos del 
deudor durante el término de la moratoria 



(i) Este articulo ha sido modificado por la ley del lo. de Setiembre de 1892, como 
siffue: 

Art. 1.0 Queda inodiflcado el articulo 1592 del Código de Comercio de la 
mañero siguiente: 

l.o En ningún caso la moratoria puede exceder del término de un año. 

Este término se contará desde la suspensión provisoria y no habiendo me- 
diado esa suspensión, desde la fecha en que el Tribunal haya concedido la 
moratoria definitiva. 

2.0 El término de la moratoria, será prorrogable por dos veces consecutivas 
dentro de las condiciones establecidas en este titulo, siempre que vote por la 
concesión do la próroga el número de acreedores determinados en el articulo 

1500. 
Art. 2.0 Comuniqúese al Poder Ejecutivo. 

29 
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Los acreedores así nombrados, pueden en cualqaUfe^ieni- 
po ser revocados y reemplazados, sin necesidad de expresian 
de causa. 

1594* Si después de. haberse presentado la petición de . 
moratoria, uno ó más acreedores solicitan la declaración de 
quiebra, usando de la facultad que les concede el artículo 
1388, se procederá en la forma siguiente: 

Si se ha concedido la suspensión provisoria, no se pro« 
veerá la solicitud de los acreedores, hasta que se haya re- 
suelto definitivamente sobre la concesión ó denegación de 
la moratoria. 

Si se ha negado la suspensión provisoria, puede el Tribunal 
habiendo motivo suficiente, hacer la declaración de quiebra, sin 
perjuicio de la resolución ulterior, sobre la petición de 
moratoria. 

1596. La concesión de la moratoria se publicará por edic- 
tos que se insertarán en los diarios que se designen por el 
juez. 

En los edictos se hará constar el nombre de los inter- 
ventores nombrados. 

1956. En la moratoria concedida á una sociedad colectiva 
la resolución debe contener el nombre de todos los socios y 
esos nombres deben también figurar en los edictos. 

1597. Publicado el nombre de los interventores, en la 
forma prescripta en el articulo 1595, no puede el deudor 
enajenar ni gravar en manera alguna sus bienes muebles 
ó raíces, recibir ni pagar cantidades, ni ejercer acto alguno 
de administración, sin la asistencia ó autorización de los in- 
terventores, sopeña de nulidad de los actos que de otro modo 
se celebraren. 

1598. Mientras dure el término de la moratoria, los cré- 
ditos que existan al tiempo de pedirla sólo pueden pagarse 
proporcionalmente á la cuota que represente cada acreedor, 
sin perjuicio de las disposiciones del articulo 1600. 

1599. El efecto de la moratoria es suspender toda y cua- 
lesquiera ejecuciones, y suspender igualmente la obligación 
de pagar las deudas puramente personales del que ha obte- 
nido la moratoria. 
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^ El curso ordinario de las causas pendientes, ó que de nue- 
vo se iniciaren, sólo se suspende en cuanto á la ejecución. 

1600. La moratoria no tiene efecto suspensivo de las eje- 
cuciones que provengan: 

lo. De hipotecas, prendas ú otros derechos reales; 

2». De arrendamientos de terrenos ó fincas ; 

30. De alimentos ; 

40. De salarios de criados, jornaleros y dependientes de co- 
mercio ; 

50, De créditos que provengan de suministros hechos al 
deudor para su subsistencia y la de su familia durante los 
seis meses anteriores á la concesión de la moratoria. 

1601. La moratoria es personal al deudor. En ningún caso 
aprovecha á los codeudores fiadores, salvo expresa estipula- 
ción en contrario. 

1602. La moratoria puede ser revocada, á instancia de los 
interventores ó de cualquier otro acreedor, si se'probare que 
el deudor procede de mala fe, ú obra de cualquier manera en 
perjuicio de los acreedores. 

Puede igualmente ser revocada la moratoria, aunque no 
haya mediado culpa del deudor, si los interventores demues-. 
tran que, pendiente el plazo, se ha deteriorado de tal modo 
los negocios del deudor, que su activo no alcanza ya para 
el integro pago de las deudas. 

1603. En todos los casos en que se revoque la moratoria, 
se procederá inmediatamente á hacer la declaración de quie- 
bra, en la forma determinada en el título 2^: Déla declaración 
de quiebra. 

1604. La moratoria para cuya concesión haya dejado de 
cumplirse algunas de las formalidades prescritas en este 
título, puede en cualquier tiempo ser revocada. 

TÍTULO XVII 

Disposiciones especiales á las sociedades 

1605. Las sociedades anónimas, á los efectos de las dispo- 
siciones contenidas en el presente libro, deberán ser represen- 
tadas en la forma que determinen sus estatutos, ó en su 
defecto, por su directorio. 
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- 1606. Las medidas á que se refiere el titulo duodécimo, 
serán aplicables á los directores, administradores ó gerentes, 
ei) su caso. 

1607. En cualquier estado del juicio y cualquiera que sea 
la naturaleza de las responsabilidades de las personas á que 
se refiere el artículo anterior, las sociedades anónimas serán 
admisibles á la celebración de un concordato con sus acree- 
dores. 

1608. Si se tratare de la quiebra de sociedades, cualquiei-a 
que sea su naturaleza, que tengan por objeto la explotacióo 
de ferrocarriles, provisión de aguas, alumbrado público, ca- 
nales de riego y navegación ú otros objetos análogos de interés 
común, nacional, provincial ó municipal, su funcionamiento y 
explotación no podrá suspenderse. 

Podrá sin embargo, suspenderse la parte que de dichas 
obras estuviere en construcción, siempre que eatii suspen- 
sión no caucare perjuicio al funcionamiento regular de la 
parte que se encuentre en explotación. 

1609. Cuando se trate de empresas que explotaren con- 
cesiones del Gobierno ó de las Municipalidades, hecha la 
declaración de quiebra, se les pondrá en conocimiento áfin 
de que nombren la persona que ha de representarlas en 
el concurso, sean ó no acreedores. 

1610. La ocupación de los bienes de la empresa fallida, 
podrá verificarla el síndico por los inventarios existentes de 
todas sus dependencias el día de la declaración de la quie- 
bra ; siendo responsables de la verdad de su contenido los 
directores, administradores ó gerentes. 

1611. La explotación de las obras se continuará bajo la 
dirección del síndico de la quiebra á cuyas órdenes quedara 
sometido todo su personal. 
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FALLOS Di DOCTOR LUIS A, PEYM 

Jur:^ de Conxcrrio de la Capital 



puniJCAOO-s POR n. carlos n. gonzálkz 

pki:(:edidos 
DE UNA INTRODUCCIÓN POR EL DOCTOR R. LEVINGSTON 



3 volúmenes in-8'> ile 5(M) pñginas é la rústica 2^ $ )\ 

— — — — fncu ademad os 30 »» » 

( 18%- 1898 ) 



Va íloininaníUí en niioslro foro la tenileiicia ú ahondar en el estiiflí' 
do las leyes vírenles, por el nn^dio natural y sencillo del análisis y 
comparación de las s^^nten^tías do los Jueces. Pul)l¡caciones como la 'jue 
ofrecemos lioy rt los letrados, liando dar consistencia y generalizar aquella 
tendencia. 

S'^ trata de una colección de fallos (iictadus por el ilustrado Juez Dr. 
Peyrel, ífue ya tenía personalidad propia y señalada antes de entrar 
6 desempeñar uno <le los juzgados de comercio de la Capital. 

Son casos i ule rosantes los cpio el Dr.' Peyret, entre los muchos «pío 
ha resuelto, ha elegido f)ara esta publicación. 

Se estudian en ellos cuestiones comerciales y de procedimientos, que 
constantemente son objeto de discusión en los tribunales. El análisis 
de las leyes aplicables á los distintos casos, el estudio de sus antecedentes, 
sus concordancias, y la distinta manera de encarar los problemas jurídicx>s 
planteados, no mueren con el litigio resuelto, sino que constantemente 
pueden ser de aplicación, aun á pleitos muy distintos. Esta es la utilidad 
en general de la Colección de Fallos y tal es la que presenta la obra del 
Dr. Pevret. 

MiKs de cien sentencias se contienen en el primer tomo, y tantas 
más en el segundo y tercero, en su mayoría confirmadas por el superior 
10 cual aumenta, si no el mérito doctrinal de los fallos, pcfr lo menos 
su autoridaíl. 

En un extenso índice alfabético, se agrupan y ordenan las distin- 
tas cuestiones estudiadas en las sentencias, de modo que. con brevedad 
y en poco tiempo se pueda encontrar la solución que se le ^'^ a^a^ 

Tratándose de fallos comerciabas, su conocimiento» no sólo \ 

los abogados y procuradores, sino que los mismos comercianter - 
hallar en ellos datos legales, cuyo conocimiento 1p« '^^ ' 
nosos ó cuestiones enojosas. 
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